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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 7 de julio de 1986. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión 
ordinaria, mañana martes 8, a la hora 17, a fin de in. 
formarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1) Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se establecen normas sobre el régimen de 
movilidad de las prestaciones a pasivos de la Direc. 
ción General de la Seguridad Social. 


(Carp. N% 525/86 - Rep. N? 59/86) 


2) Exposición de treinta minutos del señor senador Rei- 
naldo Gargano sobre el tema “El trabajo de menores 
en el Uruguay”. 


(Carp. N9 541/86) 


3) Elección de miembros de la Comisión Permanente 
(artículo 127 de la Constitución). 


4) Designación de miembros de la Comisión Adminis- 
trativa del Poder Legislativo. 


5) Discusión particular del proyecto de resolución rela- 
cionado con el Mensaje del Poder Ejecutivo por el 
que solicita venia para conferir los ascensos al Gra- 
do de Coronel del Ejército, con fecha 1% de febrero 
de 1986, a varios Tenientes Coroneles. 


(Carp. N? 468/86 - Rep. N? 41/36) 


Discusión general y particulur de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


6) Por el que se deroga el artículo 634 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986, restableciéndose la 
plena vigencia de lo dispuesto por el artículo 7? del 
Título 11 del Texto Ordenado 1982, que establece 
una amplia exoneración tributaria para los estable- 
cimientos médicos que no persiguen fines de lucro. 


(Carp. N? 531/86 - Rep. N% 52/86) 


7) Por el que se aprueba ia ratificación del Acuerdo 
Constitutivo de la Oficina Internacional de los Tex- 
tiles y las Prendas de Vestir, suscrito por la Repú- 
blica el 16 de febrero de 1985, en la ciudad de Gi- 
nebra. 


(Carp. N* 439/85 - Rep. N* 51/86) 


8) Por el que se designa con el nombre de “Tomás Be- 
rreta” a la Escuela Pública N? 179 de Punta Rieles 
(departamento de Montevideo), 


(Carp. N* 513/86 - Rep. N? 54/86) 


9) Por el que se designa con el nombre del maestro Ju- 
lián R, Goicoechea, a la escuela urbana de 22 Grado 
N9 6 del departamento de Maldonado, situada en la 
ciudad de Pan de Azúcar. 


(Carp. N* 509/86 - Rep. N* 55/86) 


10) Por el que se crea una contribución especial desti- 
nada a cubrir el costo derivado de la realización 
de: las obras correspondientes al “Colector Costero 
Oeste, Emisario Este y Obras accesorias” de la ciu- 
dad de Punta del Este, primera sección judicial del 
departamento de Maldonado. 


(Carp. N* 453/86 - Rep. N* 57/86) 
11) Por el que se amplía la utilización de la Zona de 
Seguridad declarada por el Decreto-Ley N* 15.692, de 

7 de diciembre de 1984. 


(Carp. N* 437/86 - Rep: N* 25/86 y Anexo 1) 
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12) Por el que se modifica el Decreto-Ley N* 15.411, de 
fecha 10 de junio de 1983, referente a los premios 
que se otorgan a la labor literaria. 


(Carp. N? 490/86 - Rep. N* 58/86) 


13) Por el que se modifican las Leyes Nos. 15.796, de 
27 de diciembre de 1985 y 15.802, de 28 de enero de 
1986, por las que se conceden pensiones graciables a 
distintas personalidades de nuestro país. 


(Carp. N* 533/86 - Rep. N* 61/86) 


LOS SECRETARIOS.” 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Araújo, Ba- 
talla, Batlle, Capeche, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, 
Ferreira, Flores Silva, Gargano, García Costa, Jude, Mar- 
tínez Moreno, Mederos, Ortiz, Pereyra, Posadas, Pozzolo, 
Ricaldoni, Rodríguez Camusso, Senatore, Singer, Tourné, 
Traversoni, Ubillos, Zorrilla y Zumarán. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 14 minutos) ” 
—Dése Cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 8 de julio de 1986. 


La Presidencia de la Asamblea General remite Men- 
sajes del Poder Ejecutivo por los que pone en Conoci 
miento que ha dictado los siguientes decretos y resolu- 
ciones: 


Por el que se aprueba el Presupuesto del Banco de la 
República Oriental del Uruguay, a regir a partir del 
19 de enero de 1986. 


Por el que se fija el Presupuesto del Banco de Segu- 
ros del Estado, Casa Central, Sucursales y Central de 
Servicios Médicos a regir desde ei 1% de enero de 
1985. 


Por el que se aprueba el Presupuesto Operativo y de 
Operaciones Financieras y Plan Anual de Inversiones 
de la Administración Nacional de Puertos, correspon- 
diente al Ejercicio 1985. 


—Ténganse presentes y repártanse. 


Por la que se autoriza al Ministerio de Transporte y 

Obras Públicas a trasponer la suma de N$ 130:000,000 

del proyecto 736 al proyecto 729, ambos del programa 

009, AS para Construcción de la Red Vial Na- 
jonal”. 


Por la que se autoriza al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas a trasponer la suma de N$ 140:000,000 
del proyecto 732 al proyecto 703, ambos del prog:ama 
003, “Servicios para la Construcción de la Red Vial 
Nacional”, 


—Ténganse presentes. 


La Presidencia de la Asamblea General remite notas 
del Tribunal de Cuentas de la República, por las que 
pone en conocimiento las actuaciones cumplidas con mo- 
tivo de las observaciones interpuestas a los siguientes ex. 
pedientes: 
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del Ministerio de Educación y Cultura, relacionados 
con la certificación de varias deudas que mantiene 
el mencionado organismo. 


del Ministerio de Agricultura y Pesca, relacionado 
con la certificación de deuda a favor de la Comisión 
Administradora del Río Uruguay. 


del Ministerio de Industria y Energía, relativo al pa- 
go de horas extras a funcionarios de ese organismo. 


de la Administración Nacional de Usinas y Trasmisio- 
nes Eléctricas, relacionado con la ampliación de con- 
trato del ingeniero César Ferrari Castro. 


del ex-Ministerio de Justicia, referentes a la inclusión 
en el déficit de varias sumas correspondientes a los 
Ejercicios 1982 y 1983. 


del Ministerio de Salud Pública, relacionados con la 
certificación de deudas que mantiene el citado orga- 
nismo y con la licitación pública N* 70/86, 


de la Administración Nacional de Combustibles, Ai- 
cobol y Portland, relacionado con la adquisición di. 
recta de vatted de malta G.L. 


-—Ténganse presentes, 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva la 
carpeta relacionada con el Mensaje del Poder Ejecutivo 
por el que solicita venia para designar Fiscal Letrado 
Departamental de Bella Unión. 


—Repártase. 


Los señores senadores Raumar Jude, Eugenio Capeche 
y Pedro W. Cersósimo, presentan un proyecto de ley, con 
exposición de motivos, relacionado con la revaluación de 
pasividades, 


(Carp. N? 551/86) 


—A la Comision de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


Las Juntas Departamentales de Lavalleja y Artigas 
remiten notas relacionadas con la creación de recursos 
destinados a las Intendencias Municipales del Interior. 


—Ténganse presentes.” 
4) PROYECTOS PRESENTADOS 


“Carp. N? 531/88 
Rep. N? 63/86 


REVALUACION DE PASIVIDADES 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Unión Colorada y Batilista ha entendido, discre- 
pando con la posición del Poder Ejecutivo en materia de 
revaluación de pasividades, que el régimen normativo vi- 
gente no otorga al Poder Ejecutivo libertad para aplicar 
los índices de revaluación en forma discrecional. Por el 
contrario, participa de la opinión de que el denominado 
Indice Técnico debe ser aplicado en forma preceptiva a 
todas las pasividades, sin perjuicio de que el Poder Eje- 
cutivo, si dispone de recursos para ello, pueda conceder 
un Indias superior a las pasividades más bajas o depri- 
midas. 


No obstante, frente al planteamiento del Poder Eje- 
cutivo de que enfrenta dificultades insalvables para el 
pago del llamado Indice Técnico, la Unión Colorada y 
Batllista, consciente de que no transgrede el principio 
que ha sustentado, considera ecuánime que, en lugar de 
una ley interpretativa que proyectaría los efectos econó. 
micos a ejercicios anteriores, creando una crisis financie- 
ra grave, se dicte una ley que consagre la tesis de la 
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aplicación preceptiva del Indice Técnico, al tiempo que 
proyecta los efectos de la ley exclusivamente al 19 de abril 
de 1986. 


En el artículo 2% del proyecto se salvaguarda el vi- 
gor de los aumentos superiores al índice del 107.7 %, es- 
tableciendo que en ningún caso la ley podrá significar 
una disminución de tales incrementos. 


Por el artículo 3%, a los efectos de facilitar a la Di- 
rección General de la Seguridad Social el efectivo cum- 
plimiento de las obligaciones establecidas por la presente 
ley, se le faculta a abonar los incrementos desde el 1% de 
abril al 31 de julio de 1986, en hasta seis cuotas men- 
suales y consecutivas. 


Montevideo, 8 de julio de 1986. 


Raumar Jude, Eugenio Capeche, Pedro W. 
Cersósimo. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12 — Las asignaciones de jubilación y de 
pensión serán ajustadas anualmente en función de la va- 
riación del Indice Medio de Salarios, elaborado según el 
procedimiento establecido en el artículo 39 de la Ley 
N? 13.728, del 17 de diciembre de 1968. 


La liquidación de los aumentos se efectuará a partir 
cel 1? de abril de cada año. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer índices di- 
ferentes así como diferenciales, y adelantos a cuenta del 
ajuste anual, en forma racionalmente proporcionada a las 
posibilidades económicas de la República y procurando sa- 
tistacer las necesidades reales del beneficiario, no pu- 
géiendo, sin embargo, disminuir, en ningún caso, los in- 
crementos previstos en el inciso primero de esta disposi. 
ción. 


Art. 22 — Los efectos de la presente ley tendrán apli- 
cación a partir del 19 de abril de 1986. En ningún caso 
podrán significar una disminución de los aumentos apli. 
cados a partir de esa fecha a los montos de las jubila- 
ciones y pensiones. 


Art. 329 — Facúltase a la Dirección General de la Se. 
suridad Social a pagar las cantidades que, en virtud de 
la aplicación de la presente ley, quedare adeudando a 
los afiliados pasivos desde el 1% de abril al 31 de julio de 
1986, en hasta seis cuotas mensuales y consecutivas. 


Art. 42 -- Comuníquese, etc. 


Raumar Jude, Eugenio Capeche, Pedro W. 
Cersósimo, Senadores.” 


5) DIARIOS DE SESIONES DEL PARLAMENTO. 
Aspiración de las bibliotecas de las 
Juntas Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— El Senado entra a la hora 
previa, para la que están anotados los señores senadores 
Rodríguez Camusso, Lacalle Herrera, Ortiz y Pozzolo, 


Tiene la palabra el señor senador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -- Señor Presiden. 
te: en primer lugar, quiero transmitir una inquietud que 
me ha sido formulada prácticamente en todos los depar- 
tamentos que he visitado que, holgadamente, representan 
la mayoria del país. 


Casi todas las Juntas Departamentales poseen su bi- 
blioteca. Se me ha hecho saber la aspiración que tienen 
estos organismos de gobierno de disponer de colecciones 
de los Diarios de Sesiones del Parlamento en dichas bi- 
bliotecas. 


Solicito, entonces, que se haga llegar a las diecinue- 
ve Juntas Departamentales los Diarios de- Sesiones del 
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Senado y de la Asamblea General correspondientes a 
esta Legislatura, es decir, a partir del 15 de febrero de 
1985, porque creo que no vale la pena atormentar a la 
gente enviando los del Consejo de Estado que funcionó 
durante la dictadura. Pienso que sólo debemos enviar los 
tomos ccrrespondientes al período de democracia. 


También, pediría a la Presidencia del Cuerpo que se 
ponga en comunicación con la de la Cámara de Repre- 
sentantes, a etectos de hacerle liegar nuestra inquietud 
en similar sentido en lo que a los Diarios de Seslones 
de esa rama del Parlamento respecta. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará. 


6) INDUSTRIA FRIGORIFICA DEL 
NORESTE S.A. INFRINSA, 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Para ocuparse de otro asun- 
to, continúa en uso de la palabra el señor senador Ro- 
dríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -—- Quiero plantear 
una situación que estimo de enorme gravedad y de con- 
siderable proyección social. Ella tiene que ver con la pa- 
ralización absoluta, y en nuestro concepto injustificada, 
de la Industria Frigorífica del Noreste S.A. más conocida 
por su sigla INFRINSA. 


El problema de INFRINSA, aun como un hecho eco- 
nómico, tiene una notoria dependencia de factores poli- 
ticos. Fue con intervención política y con apoyo del Esta- 
do —en este sentido utilizo la palabra— que nació la 
empresa, la que funcionó adecuadamente. Fue por medi- 
das del Gcbierno de la época dictatorial que se vio Obli- 
gada a cerrar, como lo iremos demostrando. 


Con el resurgimiento de la libre expresión de la vo- 
luntad ciudadana, expresada en la realidad politica na- 
cional, se ha producido, cuando menos en las formulacio- 
nes, un vasto consenso social y político hacia la recupe- 
ración nacional a través de la reactivación del aparato 
productivo y exportador del país. Es dable, a tal propósito, 
como sintesis del esfuerzo común a emprender, tener 
en cuenta los lineamientos recogidos en el documento 
económico de la CONAPRO, cuando señala: “la política 
económica, a partir del 19 de marzo de 1985, se diferen- 
ciará claramente de la que caracterizó al período auto- 
ritario y supondrá además una actitud activa por parté 
del Estado en el ejercicio de la conducción económica”. 


El Estado preconizó, a través de sucesivos Gobiernos 
de distintos partidos, desde antes del comienzo de la dé- 
cada de los años 60, la descentralización de la industria 
trigorífica, preteniendo llevar en lo posible la instalación 
de las plantas de faena a los lugares de producción de 
la materia prima. 


INFRINSA, según el espíritu de sus creadores, coin. 
cide con dicho propósito; intenta romper la hegemonía 
de la industria asentada en el cordón de Montevideo, 
pues como se sabe, esta empresa fue una idea alentada 
por productores que quisieron tener una planta frigorífica 
del tipo del Frigorífico Nacional que ya en ese momento 
no podía enfrentar los intereses privados que se refleja- 
ban, ostensiblemente incluso, en el manejo de los precios 
de las Haciendas. 


Todo esto fue avalado por estudios de factibilidad 
completos realizados por la empresa y complementado por 
estudios de la FAO que justificaban la creación de esta 
planta por satisfacer las necesidades del país, lo que asi 
fue entendido por el Gobierno, el cual autorizó la insta- 
lación de la misma a través del Decreto N* 198/70. Esta 
decisión gubernamental tuvo características de excepción, 
pero fue justificada porque estaba condicionada la crea- 
ción de nuevas plantas. 


La planta industrial INFRINSA, está ubicada sobre 
lá ruta 8, a la altura del kilómetro 391, en la 1% Sección 
Judicial del departamento de Cerro Largo y se encuentra 
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a sólo seis kilómetros de -la ciudad de Melo. Ocupa un 
predio de 191 hectáreas; tiene una superficie edificada 
de 21.500 metros cuadrados y una dotación forestal de 
aproximadamente 30.000 árboles. 


El departamento de Cerro Largo, fuente natural de 
aprovisionamiento de ganado para este frigorífico, cuenta 
con una superficie declarada de más de 1:300.000 hectá- 
reas destinadas casi en su totalidad a la ganaderia, lo 
que representa cerca del 10% del total de hectáreas 
explotadas en este rubro en todo el país. Esa superficie 
sirve de asiento a una dotación. de cerca de 900.000 bo. 
vinos y de más de 1:500.000 ovinos, lo que significa entre 
un 8% y un 9% del stock ganadero del país. Siendo la 
tasa de extracción general del Uruguay del 17 % en el Iu- 
bro vacunos, significaría posibilitar la faena de 140.000 re- 
ses anuales. 


- Las construcciones son totalmente modernas y actua- 
lízadas ya que su comienzo data del año 1972 y fueron 
inauguradas en el año 1977. Durante todo el transcurso 
de su existencia se continuó con la realización de Obras 
complementarias, de acuerdo con las exigencias que se 
Fueron planteando por los distintos mercados compradores. 


Los edificios son de hormigón armado, mamposteria 
y techos de bóveda de hormigón o fibrocemento, según 
los casos. Los edificios destinados a locales refrigerados 
tienen aisiación de polietileno expandido y la correspon- 
diente protección ante agentes externos. 


Tiene, además, un cerco: perimetral “reglamentado 
para esta industria” integrado por postes de hormigón, 
tejidos de alambre galvanizado hasta dos metros de altu- 
ra y un muro de hormigón de 0.12 metros por 0.60 metros. 


En cuanto a su capacidad de trabajo estimada, los 
elementos numéricos son harto elocuentes. La playa de 
faena de vacunos permite ubicar 400 reses en jornada de 
ocho horas; lá playa de faena de lanares 1.000 corderos y 
$00 capones en igual lapso. 


En lo que tiene que ver con el agua, hay dos em- 
pos con una capacidad de alrededor de 200.000 metros 
C£ubDICOS. 


Además, existen 12 corrales de recibo con una capaci. 
dad de 660 reses aproximadamente y 17 corrales de es. 
pera —14 techados— con capacidad para 935 reses Aapro- 
ximadamente, 


También hay una balanza para hacienda en pie con 
una capacidad de 14.000 kilogramos. 


En lo que tiene que ver con las cámaras de frio, en 
la planta alta existen 4 con corredores climatizados y en 
la planta baja hay dos túneles de congelación provistos 
úe rieles con capacidad equivalente a 150 reses vacunas 
cada uno. Además, hay dos depósitos con una capacidad 
aproximada de 800 toneladas, 


Por otra parte, existen equipamientos para el trata- 
miento y proceso de menudencias, mondonguería, tripe- 
ría, lavadero de roldanas, subproductos industriales, etcé- 
tera. Hay también un amplio local climatizado para des- 
huesado colgado con mesas y una capacidad de procesa. 
mento de alrededor de 800 cuartos en jornadas de 8 
NOras. 


Asimismo, existen locales de oficina, vestuarios ifide- 
pendientes para cada sección, comedor de personal, galpo- 
nes para depósitos y almacenes, depósito de cueros con 
posibilidades de salado, taller mecánico, etcétera. 


Vale la pena detenerse en el análisis de la capacidad 
productiva de la planta. Su trabajo fue encarado primor- 
dialmente con destino a la exportación, aunque también 
le tocó actuar en .el abasto interno del país cada ve2 
que las circunstancias lo exigieron. De acuerdo con estas 
últimas se llegó a entregar para el abasto.de Montevideo 
y Canelones dos toneladas para poder exportar una en 
1978. La planta fue habilitada para todos los mercados 
mundiales, aun los más exigentes —basta enumerarlos, 
cosa que haremos más adelante— y sus. exportaciones 
fueron las siguientes. 
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De 1977 a 1980 las exportaciones oscilaron entre 5.009 
y 8.600 toneladas por montos que van de U$S 7:000.000 a 
U$S 8:000.000, Los países destinatarios fueron: Ghana, 
Portugal, Alemania Democrática, Francia, Grecia, Italia, 
Egipto, Bélgica, Brasil, Arabia Saudita, Kuwalt, España, 
Alemania Federal, Costa de Marfil, Islas Canarias, Perú, 
Países Bajos, Argentina e Inglaterra. Esta nómina de paí- 
ses nos exime de todo otro comentario con respecto al 
grado de exigencia que es capaz de cumplir este trigo- 
rífico. 


Los principales productos exportados consistieron en 
los tradicionales cuartos compensados con hueso y, funda. 
mentalmente, cortes especiales deshuesados, ya que jue 
constante preocupación de la empresa diversificar los pro- 
ductos a exportar, comenzando a producir cortes espe- 
ciales a los 9 meses de su inauguración. También se 
exportaron ovinos deshuesados con destino a Alemania y 
ral preparadas —tipo chacinería— con destino a Ku- 
wait, 


Por otra parte, es de hacer notar que la exportación 
total del país, por ejemplo en 1977 y 1978, en relación 
con lo exportado por INFRINSA, realmente asombra, En 
1977 las exportaciones de INFRINSA representaron más 
del 10% del total exportado por la República en este 
rubro. En 1978 se exportaron 52:000.000 de kilos de carne 
bovina a Brasil, 7:000.000 de los cuales correspondieron 2 
INFRINSA, es decir, el 13,28 %; las exportaciones del pais 
aicanzaron a U$S 39:800.000, de los que INFRINSA ex- 
portó U$S 5:400.000, o sea casi un 14%. 


Con respecto a la carne enfriada, INFRINSA es una 
planta ubicada estratégicamente y se hizo presente du- 
rante el periodo de su actividad. en el mercado brasileño, 
de la siguiente manera: en 1977 estuvo presente con algo 
más del 11% del total de las exportaciones y en 1978, 
con más de un 16%, lo que le significó ocupar el se- 
gundo lugar entre los frigoríficos exportadores. 


Lo mismo se puede decir con telación a la faena 
de ovinos, 


Habría que hacer también un análisis sobre el as- 
pecto socio-económico de la empresa, asi como de las 
consecuencias tremendamente graves que ocasiona en la 
posibilidad de ocupación en esa zona la paralización total, 
absolutamente injustificada, de una planta de esta impor- 
tancia. 


En la hora previa de la sesión de mañana, señor 
Presidente, continuaremos analizando diversos detalles de 
la paralización de INFRINSA, que representa un ve: dade- 
ro problema social para el departamento de Cerro Largo 
y se traduce en su aspecto económico, en un elemento de- 
cididamente negativo para todo el país. 


7) SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS. 
Polictínicas del interior. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA, — Señor Presidente: 
en general, cada vez que hacemos uso de la palabra en 
la hora previa, es para realizar críticas o planteamientos 
de carácter problematico, dirigidos a distintas autorida- 
des. Sin embargo, en el día de hoy, antes de ocuparnos 
de un asunto de esa naturaleza, queremos aportar otro 
tipo de noticia o concepto. 


El fin de semana pasado concurrimos a los departa- 
mentos de Canelones y Florida y en las visitas que rea- 
lizamos a las policlínicas de distintas localidades, se nos 
hizo saber que se había producido una tremenda mejora 
en lo relativo al suministro de medicamentos. Los encar- 
gados de esos centros de atención nos señalaron que el 
85% o 90% de los requerimientos de medicinas estaban 
siendo cubiertos por el Ministerio de Salud Pública, lo 
Que nos tiene que alegrar a todos y por ello, al finalizar 
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nuestra exposición, vamos a. solicitar que la versión ta- 
quigráfica de nuestras palabras —que son de aliento Y 
congratulación— sea enviada a dicha Secretaría de Es- 
tado. 


8) PROFESORES DE ENSEÑANZA SECUNDA- 
RIA. Compensación por concepto de transporte. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para ocuparse de otro asun- 


to, continúa en el uso de la palabra el señor senador La. 
calle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: el 
tema que ahora vamos a tratar es, sin embargo, de la otra 
categoría a que nos referimos. 


La prestación de los servicios educativos por parte de 
profesores y maestros en el interior del país es una tarea 
reaimente noble y loable, muchas veces realizada en COn= 
diciones muy dificiles, Los maestros rurales viven gene- 
ialmente de manera precaria y la lejanía de los lugares 
Ge trabajo determina que tengan que trasladarse a mu- 
cha distancia de sus casas y aun de las poblaciones im- 
portantes, Para paliar en algo estas dificutades, el Mi- 
nisterio de Transporte y Obras Públicas ha dispuesto una 
partida para solventar el 50 % del pasaje que estos maes- 
tros utilizan para trasladarse, siendo el restante 50% do- 
nación o rebaja que realizan las propias compañías trans- 
portistas. 


Sin embargo —y esto es también fruto de conversa- 
ciones mantenidas este fin de semana en el liceo de Ca- 
supá-- los profesores de Enseñanza Secundaria no están 
incluidos en este tipo de facilidades. Aunque en ambos 
casos se trata de cifras muy exiguas, cabe señalar que los 
raestros tienen un sueldo fijo para su categoría, mien- 
tras que el salario de los profesores varía en iunción de 
las horas asignadas. Voy a citar un caso concreto. Una se- 
ñora. profesora, que viaja de la ciudad de Florida a Ca. 
supá para dar siete horas>de clase, cobra N$ 6.500 y debe 
abonar N$ 3.206 por el transporte. 


Vale decir Gue el profesor de Enseñanza Secundaria 
-—y repito que no queremos hacer una comparación pOr- 
que entendemos que ambas categorías docentes están mal 
retribuidas— tiene ctro hecho en contra: desarrolla la 
tarea asignada en distintos lugares. Entonces, puede muy 
bien dar un par de horas de clase de una especialidad 
en un liceo de Tala y luego tener que viajar al de San 
Jacinto o a cualquier otro de la zona a que estamos 
haciendo referensia. Este hecho es repetido y notorio en 
todo el interior del país. 


El profesor debe trasladarse para cumplir con sus obli- 
gociones y, por consiguiente, pagar boleto. Por cierto, el 
sueldo que percibe por su tarea docente no resiste incó- 
lume quitas tan importantes como la de pagar pasajes que 
son realmente caros. 


Esta mañana nos pusimos en contacto con las auto- 
tidadez del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 2 
los efectos de comunicarles que íbamos a hacer este tipo 
Ge planteamiento en Sala, aunque sabemos que no es de 
fácil resolución. No existe el pasaje gratis; en ninguna ac- 
tividad económica existe algo que sea gratuito. Alguien 
tiene que solventario. Dada la situación que vive el pro- 
fesorado de Enseñanza Secundaria, la exigiidad de Sus 
emolumentos y tenlendo en cuenta el hecho de que debe 
trasladarse en muchos cascs a distintas localidades para 
cumplir con su tarea, queremos simplemente plantear es- 
to problema para ver si por vía de la aprobación del 
proyecto de Rendición de Cuentas o mediante alguna dis- 
posición legal -—que podríamos impulsar en armonía con 
el Poder Ejecutivo— podemos lograr para estos profesores, 
qúe bien lo necesitan, algún tipo de franquicia similar a 
la que tienen los maest:os de Enseñanza Primaria. 


Por lo expuesto, solicitamos que la versión taquigráfi- 
ca de nuestras primeras expresiones, referentes al Minis- 
terio de Salud Pública, sea enviada a dicha Secretaría de 
Estado, y que la correspondiente a este planteamiento 
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autónomo y separado que alude a la compensación por 
concepto de transporte de los profesores de Secundaria 
se envíe a los Ministerios de Transpotte y Obras Públicas 
y de Educación y Cultura para su remisión al CODICEN 
y al Consejo de Enseñanza Secundaria a efectos de ver si, 
entre todos, podemos solucionar esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Lacalle Herrera. 


(Se vota:) 


—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9 TRIBUNAL DE CUENTAS. Sus observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: el artículo 211 
de la Constitución de la República, que establece las 
competencias del Tribunal de Cuentas dispone, entre otras 
cosas, que este Tribunal ueberá intervenir preventivamen- 
te en los gastos y los pagos, conforme a las normas re- 
guladoras que establecerá la ley y al solo efecto de cer- 
tificar su legalidad, haciendo, en su caso, las observacio- 
nes correspondientes. Dice además que si el ordenador 
respectivo insistiera lo comunicará al Tribunal sin per- 
juicio de dar cumplimiento a lo dispuesto y que si el 
Tribunal de Cuentas, a su vez, mantuviera sus Observa- 
ciones, dará noticia circunstanciada a la Asamblea Ge- 
neral, a sus efectos. 


Creo que la Constitución es clara en Cuanto a las 
potestades del Tribunal, que son al solo efecto de Certi- 
ficar la legalidad de lo dispuesto por los diferentes orde- 
nadores. 


eS 

Las observaciones llegan a la Asamblea Genera] con 
demasiada frecuencia. Basta con revisar los diarios de 
sesiones para ver que raro es aquél en el que no constan 
seis, siete u ocho observaciones, que son de la más diversa 
índole. A algunas las podríamos considerar pequeñeces, 
pero hay otras que tienen que ver con licitaciones en las 
cuales no se han tenido en cuenta las normas legales y 
otras que se relacionan con adquisiciones directas —al- 
gunas de mucha importancia— de vehículos, maquinarias, 
o contrataciones directas de obias de canalización, licita. 
ciones públicas, etcétera. En fin, hay un verdadero ver- 
gel de observaciones. 


Creo que si estamos en un estado de derecho —como 
lo estamos-—— todos tenemos la obligación de respetar las 
leyes. En ese deber, no hay grados; no existen ilegalida. 
des mayores o menores ni quienes tengan más o menos 
obligación de cumplir con ello. Todos —personas e insti. 
tuciones— estamos, en ese sentido, en una misma situa- 
=ión. Si pudiera hacerse una excepción, tendría que ser 
vn respecto 'a las instituciones públicas. El propio Es- 
tado es, si cabe, el más obligado a cumplir la ley y €s 
el Tribunal de Cuentas el que, precisamente, observa su 
incumplimiento. Todos sabemos que una vez que llegan 
los expedientes a la Asamblea General se dispone que se 
archiven. Se dice: “Enterado, archívese” y, con ello, el 
legislador —salvo que tenga un interés muy especial y 
solicite luego el expediente respectivo— se queda sin saber 
cabalmente cuál ha sido la observación; creo que la mis. 
má no es cosa baladi. En la propia Constitución se ha 
dispuesto que la observación del Tribunal de Cuentas no 
Gecreta la suspensión del acto observado para no trabar, 
se dice, la marcha de la Administración. . 


Lo cierto es que esta institución, que tuvo su origen 
en la Constitución de 1934, mereció muy pocos o casi nin- 
gún comentario y, sobre este punto concreto, no se abun- 
dó mayormente, Pero para algo se dispone que las obser. 
vaciones pasen a la Asamblea General. “A sus efectos” no 
es, de ninguna manera una expresión de características 
puramente informativas, porque cuando el constituyente 
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quiere comunicar algo a la Asamblea General para ente- 

rarla y nada más, lo dice expresamente. Tal es lo que 

ocurre, por ejemplo, con los Presupuestos de los Entes 

Autónomos, respecto a los cuales el constituyente dice que 

el Poder Ejecutivo los incluirá en el Presupuesto Nacional 

7 los enviará a la Asamblea General con fines informa. 
VOS. 


En este caso, no dice “con fines informativos”, sino 
“a sus efectos”. Entonces, ¿qué es lo que puede hacer la 
Asamblea General? Según la índole de la Observación y 
su reiteración con respecto a determinadas oficinas u or- 
ganismos puede pedir informes, llamar a Sala, hacer una 
interpelación, dictar alguna ley interpretativa, etcétera. 
Existe una gama de soluciones por las que puede optar; 
pero, para ello, es necesario que conozca cabalmente las 
observaciones. 


Me he refetido a este problema a los efectos de que 
en lo sucesivo las observaciones del Tribunal de Cuentas 
sean enviadas a la Comisión de Hacienda o tal vez a la 
Comisión de Constitución y Legislación -—teniendo en 
cuenta que se refieren a la legalidad— para que el Se. 
nado no permanezca indiferente, disponiendo que se ar- 
chiven como si no tuvieran importancia. 


La triste realidad de este país —que no es de ahora 
ni del régimen anterior, sino que data de muchos años— 
es que hemos llegado casi a que el Tribunal de Cuentas 
uo tenga sentido. Si todas sus observaciones -—que son 
muchas y que le producen gran trabajo a sus miembros 
y asesores— tienen como único destino el archivo, habría 
que pensar, ahora que se habla de reformas constitucio- 
nales, en suprimir el trámite, vista su inutilidad. 


En los últimos tiempos el régimen normal se ha al- 
terado en cuanto a que las observaciones son más nume- 
rosas. Hace pocos días los miembros del Tribunal decla- 
raron a la prensa que no tenian tiempo de ocuparse de 
un tema QUe se les proponía, porque las observaciones 
Tormuladas a las Intendencias Municipales absorbían todo 
su tiempo, el de sus funcionarios y técnicos. Por lo que 
acabo de exponer, es evidente que se están cometiendo 
muchas ilegalidades. 


Termino mis palabras, señor Presidente, pidiendo que 
el Senado resuelva que en lo sucesivo las notas de obser. 
vación del Tribunal de Cuentas, si bien. no sean reparti- 
das a todos los señores senadores —por cuanto sé que hay 
una razón de costo que debemos tener en cuenta— por lo 
menos sean enviadas a las Comisiones respectivas, y en 
ese sentido propongo que sea a las de Hacienda y de 
Constitución y Legislación. 


SEÑOR ZUMARAN. — Apoyado. 


SEÑOR ORTIZ. — Esa es la moción que dejo formu- 
lada. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará, señor senador, 


Ha terminado la hora previa. 


10) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Dése cuenta de un proyecto 
de ley llegado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores senadores Raumar Jude, Eugenio Cape- 
che y Pedro w. Cersósimo, presentan, con exposición 
de motivos, un proyecto de ley sustitutivo relacionado 
con la revaluación de pasividades. (Carp. N* 553/86)”, 


(Texto del proyecto presentado:) 


3 y 9 de Julio de 1986 


“Carp. N? 553/85 
Rep. N? 64/86 


REVALUACION DE PASIVIDADES 
PROYECTO SUSTITUTIVO 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Unión Colorada y Batllista ha entendido, discre- 
pando con la posición del Poder Ejecutivo en materia 
de revaluación de pasividades, que el régimen normativo 
vigente no utorga al Poder Ejecutivo libertad para aplicar 
los índices de revaluación en forma discrecional. Por el 
contrario, participa de la opinión de que el denominado 
Indice Técnico debe ser aplicado en forma preceptiva a 
todas las pasividades, sin perjuicio de que el Poder Eje- 
cutivo, si dispone de recursos para ello, pueda conceder 
rió superior a las pasividades más bajas o depri- 
midas. 


No obstante, frente al planteamiento del Poder Eje- 
cutivo de que enfrenta dificultades insalvables para el 
pago del Hlamado Indice Técnico, la Unión Colorada y 
Batllista, consciente de que no transgrede el principio que 
ha sustentado, considera ecuánime que, en lugar de una 
ley interpretativa que proyectaría los efectos económicos 
a ejercicios anteriores, creando una crisis financiera gra- 
ve, se dicte una ley interpretativa que consagre la tesis 
de la aplicación preceptiva del Indice Técnico, al 19 de 
abril de 1986. 


En el artículo 22 del proyecto se establece la fa- 
cultad del Poder Ejecutivo de disponer índices diferentes 
o diferenciales y adelantos a cuenta. 


En el artículo 32 se saltaguarda el vigor de los au- 
mentos superiores al índice del 107.7 %, estableciendo que 
en ningún caso la ley podrá significar una disminución 
de tales incrementos. 


Por el artículo 4% a los efectos de facilitar a la Di- 
rección General de la Seguridad Social el efectivo cum- 
plimiento de las obligaciones establecidas por la presente 
ley. se le faculta a abonar los incrementos en hasta seis 
cuotas mensuales y consecutivas. 


Montevideo, 8 de julio de 1986. 


Raumar Jude, Eugenio Capeche, Pedro W.- 
Cersósimo. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 -- Declárase en vía de interpretación 
auténtica, desde la fecha de promulgación de la Ley 
N* 15.800, de 17 de enero de 1986, que de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 73 del llamado Acto Ins- 
titucional N* 9, del 23 de octubre de 1979, las asignacio- 
nes de jubilación y de pensión serán ajustadas anual- 
mente en función de la variación del índice medio de 
salarios elaborado según el procedimiento establecido en 
el artículo 39 de la Ley N?% 13.728, del 17 de diciembre 
de 1968. 


Art. 22 -- Declárase en vía de interpretación autén- 
tica desde la fecha de promulgación de la Ley N? 15.800, 
de 17 de enero de 1986, que el Poder Ejecutivo está facul- 
tado a establecer índices diferentes así como diferencia- 
les, y adelantos a cuenta del ajuste anual en forma racio- 
nalmente proporcionada a las posibilidades económicas de 
la República y procurando satisfacer las necesidades rea- 
les del beneficiario no pudiendo, sin embargo, disminuir 
en ningún caso los incrementos previstos en el artículo 
19 de esta ley. 


Art. 32 — En ningún caso los efectos de la presente 
ley, podrán significar una disminución de los aumentos 
aplicados a los montos de las jubilaciones y pensiones. 


Art: 429 — Facúltase a la Dirección General de la Se- 
guridad Social a pagar las cantidades que en virtud de 
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la aplicación de la presente ley, quedare adeudando a 
los afiliados pasivos en hasta seis cuctas mensuales y 
consecutivas. 

Art. 5% — Comuníquese, etc. 


Raumar Jude, Eugenio Capeche, Pedro W. 
Cersósimo,. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Corresponde entrar a con- 
siderar el orden del dia. 


SEÑOR JUDE. — Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR JUDE. — La Unión Colorada y Batllista ha 


* presentado un proyecto de ley sustitutivo referente a la 


revaluación de pasividades. Como no ha habido tiempo 
para que fuera repartido, y ya que se trata simplemente 
de tres artículos, solicito que se le dé lectura a efectos 
de informar a] Senado. 


Formulo moción en ese sentido, así como en el de 
que se reparta a los señores senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 

—20 en 23. Afirmativa, 
Léase el proyecto. 

(Se lee) 


11) DIRECCION GENERAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL. Régimen de movilidad 
de las pasividades. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa quiere señalar es- 
pecialmente a la Barra lo que establece el artículo 169 
del Reglamento de la Cámara de Senadores, que dice lo 
siguiente: “Es prohibida a la Barra toda demostración o 
señal de aprobación o desaprobación. En caso de desorden 
en la misma, el Presidente podrá disponer su desalojo to. 
tal o parcial”, 


La Mesa quiere exhortar a la Barra —en virtug de 
los bochornosos episodios que vivió el Senado en la sesión 
del martes próximo pasado-- que guarde compostura y 
estilo, a los efectos de no obligar a la Presidencia a de- 
salojarla, cosa que hará a la primera manifestación de 
desorden. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer 
término del orden del día: “Proyecto de ley por el que 
se establecen normas sobre el régimen de movilidad de 
las prestaciones a pasivos de la Dirección General de la 
Seguridad Social. (Carp. N? 525/86. Rep. N* 59/86)”, 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N9 525/86 
Rep. N* 59/88 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La CAMARA DE REPRESENTANTES, en sesión de 
hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 — Declárase a fines interpretativos, que 
el régimen de movilidad de las prestaciones a pasivos de 
la Dirección General de la Seguridad Social, previsto en 
ei artículo 73 del llamado Acto Institucional N9 9, de 23 
de octubre de 1979, es de aplicación preceptiva y auto. 
mática y beneficia a todas las asignaciones de jubila- 
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ción y de pensión, debiendo ser ajustadas anualmente en 
función de la variación del Indice Medio de Salarios, ela- 
borado según el procedimiento establecido en el artículo 
39 de la Ley N9 13.728, de 17 de diciembre de 1968; efec- 
tuándose la liquidación de lcs aumentos a partir del dia 
1% de abril de cada año. 


Art. 22 — Declárase a los mismos fines que, de con- 
formidad a lo establecido en el inciso final del citado 
artículo 73, en el texto dado por el artículo 11 del lla- 
mado Acto Institucional N* 13, de 12 de octubre de 1982, 
el Poder Ejecutivo está facultado a establecer indices 
diferentes o diferenciales, así como adelantos a cuenta 
del ajuste anual, en forma racionalmente proporcionada 
a las posibilidades económicas de la República y procu- 
rando satisfacer las necesidades reales del beneficiario; 
no pudiendo sin embargo, afectar o disminuir, en ningún 
caso, los inczementos previstos en el artículo anterior. 


Art. 39 —- Comuniquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 14 de mayo de 1986. 


Luis Ituño, Presidente; Héctor S. Clavijo, Secretario. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Conocido el Decreto N9 193/86 dictado por el Poder 
Ejecutivo el 7 de abril de 1986, tijando el ajuste de las 
pasividades servidas por la Dirección General de la Se- 
guridad Social y a regir a partir del dia 1% del mismo 
mes, se descubre fácilmente que contraría las normas 
legales vigentes, adoptando un criterio totalmente opuesto 
a las claras y preceptivas previsiones normativas. 


Hay en ello un exceso de poder. El Poder Ejecutivo no 
puede revocar ni desconocer la ley. Debe, simplemente, 
acatarla; cumplirla. 


En el sistema democrático representativo, los po- 
deres se distribuyen entre diversos centros de autoridad 
que se equiiibran reciprocamente, siendo sus decisicnes 
—cuando elias se toman dentro del ámbito de sus compe- 
tencias asignadas por el ordenamiento jurídico— absolu- 
tamente irrevocable por otro centro de autoridad. 


“Las leyes no pueden ser derogadas sino por otras 
leyes” (artículo 9% del Título Preliminar del Código Ci- 
vil), correspondiendo al Poder Ejecutivo “ejecutarlas y 
hacerlas ejecutar” (articulo 178, numeral 4, de la Cons- 
titución). 


Sin embargo, el citado Decreto N* 193/86, malinter. 
preta la ley aplicable en materia de revaluación de pasi- 
vidades, que resultan prácticamente derogadas y no cum- 
plidas o ejecutadas. 


Paradójicamente, en el “Visto” y en los “Resultando” 
del decreto revaluatorio, se reconoce a texto expreso que, 
conforme a la ley vigente, “las asignaciones de jubila- 
ción y de pensión serán ajustadas anualmente en fun. 
dión de la variación del Indice Medio de Salarios, debién- 
Jose liquidar los aumentos a partir del 19 de abril de 
cada año” y que “según la información elaborada por la 
Dirección General de Estadística y Censos, en el período 
comprendido entre el 19 de enero y 31 de diciembre de 
1985, el Indice Medio de Salarios registró una variación 
del:.107,7%...”, pero luego se toma como parámetro el 
Indice de Precios al Consumo (83,03%), lo que no es de 
recibo legal e implica una pérdida muy considerable de 
la capacidad adquisitiva del jubilado y pensionista. 


Además, en forma no autorizada por la ley, se dan 
aumentos según escalas, agrupando a los pasivos en ca- 
tegorías, desestimándose con ello todas las normas lega- 
les que fijan el monto de la pasividad según la edad, 
años de servicios computabies y sueldos cotizados por 
quien pide la jubilación, resintiendo por esta vía el de- 
Techo sustantivo previsional. 


So pretexto de priorizar a los sectores de menores * 


Ingresos, en la Escala I, que contiene el gran porcentaje 
de pasivos, el aumento de abril de 1986 respecto a marzo 
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de 1986 es menor en la franja de ingresos que va hasta 
N$ 3.500 en abril de 1985, que en la franja que supera, 
en la misma fecha, lcs N$ 3.500. 


La distorsión es tan grande, que los pasivos situados 
en una franja cercana al máximo de algunas categorías, 
en muchos casos pasan a tener pasividades superiores a 
los pasivos situados en franjas cercanas al minimo de 
categorias superiores: la diferencia de un solo peso entre 
pasividades vigentes a abril de 1985, origina saltos bruscos 
con diferencias en las nuevas pasividades, entre N$ 800 
y N$ 1.100 mensuales en la Escala I, y entre N$ 1.500 y 
N$ 2.000 en la Escala 111, lo que no tiene explicación ra- 
cional alguna. 


La colisión operada asi entre el decreto revaluatorio 
y la ley aplicable, es manifiesta, coniesa y evidente. 


Confoime a ley —como se reconoce inicialmente en 
el decreto— todas las pasividades deben aumentarse en 
un 107,7% con relación a los montos vigentes al 1? de 
abril de 1985. Ni un peso menos. 


La fijación de un aumento “global” de un 85%, ya 
implica una disminución “global” de las prestaciones, en 
un 22,7% sin ley que lo autorice, provocando una pér- 
dida “global” del poder de compra de las pasividades, en 
un 22,7%, 


Pero, además, se asignan aumentos “diferentes y di- 
ferenciales” invocando razones “sociales, económicas y éti- 
cas”, aumentando más a unos que a otros, diserecional- 
mente y sin ley que lc autorice, y financiando estos au- 
mentos discriminatorios e ilegales mediante exacción a 
unos, en provecho de otros. 


í 

Tales aumentos diferenciales, puede, sí, decretarlos 

el Poder Ejecutivo, consultando “las posibilidades econó- 

micas de la República” (no del Fondo de Seguridad So- 

cial) y “procurando satisfacer las necesidades reales del 

beneficiario” (no las necesidades presuntas según edad 

y monto de la pasividad): Artículo 11 del Acto Institu- 
cional N? 13. 


No pueden hacerse a expensas de los aumentos que 
legítimamente corresponden a los jubilados y pensionis- 
tas. Si se entiende que, por razones sociales, económicas 
y éticas, deben decretarse, debe ser con cargo a la socle- 
dad toda, y no con cargo a un sector de pasivos: no se 
pueden pagar con dinero ajeno, que pertenece al pasivo 
y no al Estado. 


Razones de igualdad y de solidaridad (principios bá- 
sicos de un buen sistema de seguridad social) son igno- 
radas, deliberadamente, por el ilegal decreto que co- 
mentamos. 


Se resta, así certidumbre jurídica y económica a to- 
dos los jubilados y pensionistas, que ven cambiadas, por 
vía administrativa, las reglas de juego a cuyo amparo 
accedieron a la pasividad, y desconocidos sus derechos 
adquiridos, Con tal nueva orientación, ningún trabajador 
activo pasará voluntariamente al estado de jubilado, sa- 
bedor de que su capacidad adquisitiva se verá disminuida 
cada 1% de abril Si puede hacerlo, permanecerá, hasta 
morir, en su puesto de trabajo, cerrando el paso a las 
generaciones jóvenes que, no pudiendo acceder al em- 
pleo, se sentirán forzados a emigrar, como única alterna- 
tiva de subsistencia, 


Por el presente proyecto, procuramos una ley inter- 
pretativa, un acto legislativo que tiene por sustancia la 
norma legal que debió aplicarse preceptivamente, sin pa- 
radojas ni circunloquio alguno. 


Servirá, como interpretación auténtica de la ley (Ar- 
tículo 12 del Código Civil) para poner fuera de duda al- 
guna, una norma general preexistente (artículo 73 del 
llamado Acto Institucional N? 9, en el texto dado por el 
artículo 11 del llamado Acto Institucional N? 13; ambos 
actualmente con calidad de leyes ordinarias). 


Tal interpretación auténtica tendrá efecto “desde la 
lecha de la ley interpretada” (artículo 13 del Código Ci- 


8 y 9 de Julio de 1986 


vil), restando valor alguno a todos los actos administra- 
tivos que la contradigan. 


Se prestigiara con ello a la ley, al derecho positivo, 
en cuyo acatamiento o no, se juega la credibilidad en el 
sistema democrático representativo de gobierno adoptado 
por la soberanía. 


Montevideo, 6 de mayo de 1986. 


Héctor Lorenzo Rios, Representante por Montevideo; 
Ricardo Rocha imaz, Representante por Montevideo; 
Elías Porras, Representante por Colonia; Carlos Pita, 
Representante por Montevideo; Carlos Rodriguez La- 
bruna, Representante por Montevidec, León Morelli, 
Representante por Montevideo; Edgard Bonilla, Re- 
presentante por Maldonado; Gustavo Varela, Repre- 
sentante por Canelones; Carlos Garat, Representante 
por Colonia; Marino Irazoqui, Representante por Ta- 
cuarembó; Carlos A. Cassina, Representante por Mon- 
tevideo; Oscar López Balestra, Representante pot 
Montevideo; Eduardo Jaurena, Representanta por 
Montevideo; Baltasar Prieto, Representante po: Mor- 
tevideo; Jorge Andrade Ambrosoni, Representante por 
Salto; Andrés Toriani, Representante por Montevideo; 
Carlos E, Negro, Representante por Montevideo; Ja- 
vier Barrios Anza, Representante por Montevideo; 
Héctor Néstor Barón, Representante por Montevideo; 
Julio Maimo Quintela, Representante por Treinta y 
Tres; Raúl Rosales Moyano, Representante por So- 
riano; Julio E. Daverede, Representante por Montevi- 
deo; Numa Aguirre Corte, Representante por Durazno; 
Juan J. Fuentes, Representante por Canelones; Jorge 
Machiñena, Representante por Montevideo, Jorge Sil- 
veira Zabala, Representante por Cerro Largo; Hebert 
Rossi Pasina, Representante por Canelones; Orosmán 
Martínez, Representante por Canelones; Carlos M. 
Fresia, Representante por Florida. 


COMISION DE ASUNTOS LABORALES 
Y SEGURIDAD SOCIAL 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión ha estudiado detenidamente el Pro- 
yecto de Ley venido con aprobación de la Cámara de 
Representantes, po: el que se aporta una interpretación 
“auténtica” del artículo 73 del Acto Institucional N* 9 
(con fuerza de ley en la actualidad), que restituye el 
recto sentido de la norma, en referencia al alcance de 
la revaluación anual de las pasividades, a cumplirse por 
parte del Poder Ejecutivo, _ 


En virtud de dicho análisis ha resuelto acensejar al 
Cuerpo su pronta aprobación, a los fines de que el Poder 
Ejecutivo, proceda a adoptar las correcciones que res- 
tituyan a las pasividades, a las que se les acordó por el 
Decreto 193/86, incrementos inferiores al' 107%, el au- 
mento correspondiente. 


A 
Antecedentes consultados 


A los fines de formar opinión, la Comisión tuvo a 
la vista: el Proyecto originario y presentado en Cámara 
el 6 de mayo de 1986, con la firma de diversos señores 
diputados; el Informe de la Comisión de Previsión 5o- 
cial de la Cámara de Representantes del que tuvo la 
calidad de Miembro Infcrmante el doctor Héctor Lorenzo 
Rios y el Diario de Sesiones de la Cámara de Represen- 
tantes N% 1877 correspondiente a la sesión celebrada con 
fecha 14 de mayo del corriente año, en que se discutió 
y aprobó la iniciativa. con muy serios aportes de ele- 
mentos de juicio. 


Creyó esta Comisión indispensable, igualmente, cono- 
cer en forma directa la .opinión del Poder Ejecutivo, por 
lo que invitó a concurrir al señor Ministro Interino de 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—33 


Trabajo y Seguridad Social doctor Renán Rodríguez, 
quien acompañado de sus asesores expuso el criterio 
Opuesto al Proyecto y detendio los términos del Decreto 
193/86 de fecha 7 de abril de 1986, que fijó aumentos di- 
ferentes y diferenciales a los pasivos. 


Demás está decir, que la temática en cuestión ha 
sido discutida ampliamente a nivel de los medios de co- 
municación y determinados pronunciamientos concretos 
por parte de los distintos grupos políticos, que aseguran 
un conocimiento a fondo de su alcance y consecuencias. 


Todo lo que, pone de relieve la pertinencia de que 
este Informe, verse muy concretamente sobre lo esen- 
cial del Proyecto, dando por sabido, aspectos ya discuti- 
dos en forma pública. 


MH: 
Alcance del régimen de movilidad de las pasividades 


El artículo 73 del llamado “Acto Institucional N9 9” 
del 23 de octubre de 1979 (con la redacción dada por el 
articulo 11 del llamado “Acto Institucional N* 13”) dis. 
pone: 


“ARTICULO 73. — (Régimen de movilidad). Las 
asignaciones de jubilación o de pensión serán ajusta- 
das anualmente en función de la variación del Indice 
Medio de Salarios, elaborado según el procedimiento 
establecido en el artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 
17 de diciembre de 1968. 


La liquidación de los aumentos se efectuará a par- 
tir del 19 de abril de cada año. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer índices di- 
ferentes así como diferenciales, al igual que adelan- 
tos a cuenta del ajuste anual, en forma racional. 
mente proporcionada a las posibilidades económicas 
de la República, procurando satisfacer las necesida. 
des reales del beneficiario”. 


- El sentido del sistema estatuido, fue el de mantener 
el poder adquisitivo de las pasividades, alectadas Como 
todo ingreso fijo, por la inflación. 


A cuyo efecto se ajustarían anualmente las mismas, 
en función del “Indice Medio de Salarios” determinado 
de conformidad al artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 
de diciembre de 1968. Por lo que éste “deberá ser sufi- 
cientemente representativo de los ingresos corrientes de 
los trabajadores comprendidos en les grandes sectores 
de la actividad pública y privada, que sean remunerados 
exclusivamente en dinero, excluyendo los regímenes de 
ocupación estacional. o Zafral, los trabajadores rurales, 
y los ingresos por pasividades”. 


Este principio general -—ajuste de base mínima com- 
prensivo de la totalidad de las pasividades-- de aplica- 
ción general a todas las pasividades servidas por la Di- 
rección General de la Seguridad Social (Banco de Pre- 
visión Social) se instituyó, sin perjuicio de la facultad 
concurrente complementaria y no alternativa, confiada 
al Poder Ejecutivo, de establecer índices diferentes así 
como diferenciales (Art. 73 inc. 39). 


El ejercicio de esta facultad, operaria condicionado 
a que las posibilidades económicas de la República, lo 
permitieran y a una concreta finalidad, la de satisfacer 
las necesidades reales del beneficiario. 


Cosa una y otra no exigidas para el ajuste general 
en función del Indice Medio de Salarios. Esta facultad 
concurrente del Poder Ejecutivo inspirada en la finali- 
dad de “corregir la insuficiencia general del citado ré- 
gimen en los casos más irritantes (pasividades de monto 
muy reducido o correspondiente a afiliados de edad más 
avanzada, verbigracia), por la vía del otorgamiento de 
índices mayores al del minimo legal”. (Informe de la 
Comisión de Previsión Social de la Cámara de Repre- 
sentantes, pág. 3). 
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— Ml — 
La posición del Poder Ejecutivo 


El Decreto 193/86 de “Y de abril de 1986, que alude 
en sus fundamentos a lo dispuesto en el artículo 73, ex- 
presa que según la información elaborada por la Direc- 
ción General de Estadística y Censos, en el período com- 
prendido entre el 19 de enero y el 31 de diciembre de 
1985, el Indice Medio de Salarios registró una variación 
del 107% (ciento siete por ciento) y el Indice de Pre. 
cios al Consumo —Indice que no es tenido en Cuenta por 
la ley-— experimentó un incremento del 83.03% (ochen- 
ta y tres con cero tres por ciento). 


Pero que en atención a la “situación económico-fi- 
nanciera del sistema, que demuestra una radical insufi- 
ciencia de recursos propios para atender las prestaciones 
que se sirven, asi como el estado general de las finanzas 
públicas” hará uso de las facultades que le otorgan las 
disposiciones aplicables, estableciendo indices diferencia. 
les y diferentes para otorgar los aumentos. 


Con lo que desconoce el principio general, su Apli- 
cación preceptiva y obligatoria y sostiene, lisa y llana. 
mente, que el Poder Ejecutivo puede apartarse del mismo 
y revaluar las pasividades siguiendo las pautas que esti. 
me adecuadas a cada momento y por supuesto que impli- 
can la imposición de índices diferentes y diferenciales. 


De forma que la interpretación de la Administra- 
ción, conlleva eliminar o desconocer todo un tiempo de 
la norma en examen; la del Principio General del in- 
ciso 1%, 


En rigor, lo que en definitiva queda del artículo 73, 
con el criterio empleado, es una redacción limitada a la 
autorización al Poder Ejecutivo para que, a su arbitrio 
y en los términos que crea del caso, ajuste las asigna. 
ciones de jubilación y pensión. La latitud, generalidad y 
embigvedad de los eonceptos implicados: “las posibilida- 
des eronómicas de la República”, “las necesidades reales 
del beneficiario”, así lo permiten concluir. 


En definitiva, un absurdo y una gruesa violación de 
nuestro sistema constitucional, que pone en manos de 
la ley, y no en la facultad discrecional de la Adminis- 
tración, los aumentos de las pasividades (Art. 86 de la 
Corstitución de la República). 


== 
La interpretación que se propugna 


Lo expuesto conduce, naturalmente, a la interpreta- 
ción que propugna la iniciativa que se propicia, afirman- 
do la existencia de un principio general del Régimen de 
Movilidad, aplicable a todas las pasividades y de pautas 
complementarias, facultativas, condicionadas, para fijar 
índices diferentes y diferenciales. 


De manera que el Poder Ejecutivo debe aplicar, sin 
excepciones, el índice técnico. 


Y complementariamente, de permitirlo, “las posibili- 
dades económicas de la República”, establecer indices di- 
ferentes y diferenciales, procurando satisfacer las “nece. 
sidades reales del beneficiario”. 


Un elemental principio de hermenéutica jurídica, 
conlleva el amparo de esta interpretación. 


Pues, entre la que exterioriza el Decreto 193/86, que 
lleva al absurdo de admitir un texto legal contradictorio 
y otra que admite su armonia, “hay que inclinarse por 
la. fórraula de la razón y nc por la del absurdo”, como 
concluye con acierto el doctor Washington Beltrán en 
editorial del diario: “El País” con fecha 4 de mayo de 
1986 y ha sido avalado por la autorizada opinión del doc- 
tor Daniel Hugo Martins (publicación del diario “El País” 
de echa 18 de mayo de 1935, página 8) y sostenida con 
sólidos fundamentos por los legisladores doctores Héctor 
Lorenzo Ríos, Carlos Cassina y Mario Cantón, en la se- 
sión referida de vuestra Comisión Asesora. 
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ES A 
Constitucionalidad del Proyecto 


Se ha argúido la existencia de un vicio de inconstitu- 
cionalidad en la norma interpretativa, fundado en la ini- 
ciativa privativa del Poder Ejecutivo en la materia (Art. 
86 de la Constitución). Tal juicio, desconoce las faculta- 
des del Poder Legislativo, como intérprete auténtico de 
la ley, para cuyo ejercicio actúa con completa indepen. 
dencia de todo otro Poder del Estado. 


Como lo ha señalado el doctor Rodolío Saldain, en 
reportaje que publicara el diario “La Mañana” en su edi- 
ción del 29 de mayo del corriente año, “si bien es cierto 
que (el proyecto en análisis) genera un mayor gasto, ese 
mayor gasto se debe por una no correcta aplicación a 
juicio del Parlamento, de la norma legal pertinente”. 


—VI— 
Costo del Proyecto 


Por último parece oportuno, ante criticas que se han 
divulgado, hacer algunas referencias al costo del pro- 
yecto. 


El presupuesto mensual de pasividades antes de la 
revaluación dispuesta por el Poder Ejecutivo ascendía a 
NS 2.556:000.000. 


A partir de dicha revaluación el presupuesto men- 
sual de pasividades se sitúa en los N$ 4,828:000.000 men- 
suales. El presupuesto anterior al 1% de abril de 1986, 
sería revaluado en un 111.52%. 


La. diferencia entre este 1115% y el 107% que deb 
aplicarse radica en que el proyecto a estudio del Senado 
mantiene los aumentos mayores a este último índice ya 
otorgados. 


Si se sancionara el proyecto, la revaluación sería, 
entonces, un 3.85% mayor que la minima debida, lo que 
es perfectamente lícito. 


Pero en lo que particularmente interesa insistir, es 
que este Proyecto de Ley no “crea una erogación” para 
el erario público. La erogación ya está creada por el 
Acto Institucional N% 2, artículo 73, en la redacción dada 
por el Acto Institucional N? 13. 


Por tal circunstancia, no debe explicitarse una finan- 
ciación para cubrir su costo. 


No obstante, la recaudación de la Dirección de la 
Seguridad Social (Banco de Previsión Social) está en un 
nivel muy superior al previsto para el año. 


A mayo se había previsto un total de ingresos de 
N$ 16.951:000,000, habiéndose obtenido N$ 20.670:000.000. 
El incremento es de un 22%, significando, aproximada- 
mente, un mayor ingreso de N$ 700:000.000 mensuales. 


De aprobarse el proyecto, el déficit anual, a cubrir 
mediante asistencia financiera, ascendería a nuevos pe. 
sos 25.470:000.000. El déficit previsto para el año era de 
N$ 23.651:000.000, por lo cual éste se incrementaría en 
N$ 1.828:000.000 (7%). 


Pero por último, debe destacarse que la asistencia fi- 
nanciera fue prevista como forma “natural” de finan. 
ciación de la seguridad social a partir del año 1978, como 
mecanismo de cubrir los menores ingresos de la Dirección 
General de la Segutidad Social, perdidos a consecuencia 
de la reducción del aporte patronal, especialmente de 
industria y comercio. 


En 1979 el aporte patronal era de un 23% sobre la 
planilla de salarios, siendo actualmente del 12%. Por 
cada punto perdido la. recaudación es de aproximadamen- 
te N$ 60:000.000 mensuales, haciendo un total. por los. 11 
puntos, de N$. 660:000.000, 
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— viu -— 
Conclusión 


Las razones expuestas informan sobre las grandes li- 
neas del Proyecto, siendo propósito de los firmantes del 
informe en Mayoría, ampliar en Sala el aparte de ele- 
mentos de juicio que sustentan la aprobación del mismo. 


Sala de la Comisión, 24 de junio de 1986, 


José Germán Araújo, Miembro Informante; Euge. 
nio Capeche, Miembro Informante; Juan Raúl 
Ferreira, Miembro Informante; Uruguay Tourne, 
Miembro Informante; Alberto Zumarán, Miembro 
Informante. Senadores. 


COMISION DE ASUNTOS LABORALES 
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INFORME EN MINORIA 


El proyecto de ley a estudio, venido con sanción de 
la Cámara de Representantes, refiere al régimen de re- 
valuación de pasividades, establecido como revaluación 

automática desde 1961 (Ley N? 12.996). 


El sistema legal vigente está previsto en el Art. 73 
del llamado Acto Institucional N* 9, de 23 de octubre de 
1979, que consta de tres incisos, a saber: 


“Artículo 73 (Régimen de movilidad). Las asigna. 
ciones de jubilación y de pensión serán ajustadas 
anualmente en función de la variación del Indice 
Medio de Salarios, elaborado según el procedimiento 
establecido en el Art. 39 de la Ley N* 13.028, de 17 de 
diciembre de 1968. 


La liquidación de los aumentos se efectuará a partir 
del 19 de abril de cada año. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer índices di- 
ferentes cuando lo considere necesario y disponer ade- 
lantos a cuenta del ajuste anual, antes de la fecha 
indicada en el inciso anterior”. 


Este último inciso tiene otra redacción a partir del 
llamado Acto Institucional N* 13, de 12 de ocubre de 
1982, per cuyo Art. 11 se dispone: 


“Modifícase el apartado 3% del Art. 73 del Acto Ins- 
titucional No 9, de 23 de ocubre de 1979, que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer indices di- 
ferentes así como diferenciales al igual que adelantos a 
cuenta del ajuste anual, en forma racionalmente propor- 
cionada a las posibilidades económicas de la República, 
procurando satisfacer las necesidades reales del benefi- 
ciario”. 


El Poder Ejecutivo, igual el año anterior que el ac- 
tual al disponer la revaluación, estableció índices dife- 
rentes y diferenciales, tomando como base el índice ge- 
nérico del inciso 19), vale decir, el indice medio de sa- 
larios. La nueva Ley que se procura, dispone —a modo 
de interpretación— que el régimen de movilidad es de 
aplicación preceptiva y automática, y beneficia a todas 
las asignaciones de jubilación y de pensión, debiendo 
(dichas asignaciones) ser ajustadas anualmente en fun- 
ción de la variación del Indice Medio de Salarios. Y a 
su vez, en el Art, 2%, después de transcribir de modo no 
exacto, el texto del inciso 3?) antes mencionado, agrega: 
no pudiendo sin embargo afectar o disminuir en ningún 
caso los incremnetos previstos en el artículo anterior. 


Véanse las diferencias: 


La ley vigente establece un índice inicial (el medio de 
salarios) para fijar la revaluación (inciso 1%), condicio- 
nado por el inciso 32 (reformado) que autoriza al Poder 
Ejecutivo a manejar índices diferentes, vale decir, otros 
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índices, diversos desiguales, distintos, así como diferen- 
ciales, esto es, que procede por diferencias. De donde se 
concluye que el Poder Ejecutivo puede utilizar el Indice 
Medio de Salarios u otro distinto a él o, aún, otro u Otros 
distintos entre si. 


La nueva redacción del inciso 32 le fija pautas a la 
opción del Poder Ejecutivo: puede “establecer índices di- 
ferentes al igual que diferenciales, pero en forma racio- 
nalmente proporcionada a las posibilidades económicas 
de la Republica, procurando satisfacer las necesidades 
reales del heneficiario”. 


El texto de la ley a examen, en cambio, transtorma 
en preceptivo y automático y para todas las pasividades, 
el índice medio de salarios, de variación anual, y auto. 
riza al Poder Ejecutivo a ejercer la facultad, ahora sólo 
limitada por circunstancias de su propia apreciación, de 
establecer Otros índices, pero sólo cuando por ello no se 
disminuyan los incrementos previstos en el inciso ante- 
rior. Una ley interpretativa que modifica los términos 
de la Ley interpretada a tales extremos, que transforma 
en imperativo lo que está condicionado y limita con 
nuevos elementos, lo que en la Ley vigente no está es- 
tablecido, no parece ser, en rigor, una ley de ese catácter. 


No se trata, entonces, de una ley interpretativa, sino 
áe una nueva ley. Tan no lo es que, por la actual, el 
Poder Ejecutivo está autorizado para establecer índices 
diferentes así como diferenciales, mientras en la que se 
propone, en vez de poder coexistir ambos (diferentes y 
Ciferenciales), no puede el Poder Ejecutivo recurrir a los 
dos, a la vez, porque el nuevo texto dice “*...el Poder Eje- 
cutivo está facultado a (debió decir: “para”) establecer 
índices diferentes o diferenciales...”. La sustitución de 
la expresión “así como”, es decir, de igual manera, por la 
conjunción disyuntiva “o”, que obliga a la opción, cambia 
una facultad de concurrencia de índices diversos, por la 
obligación de elegir entre unos y otros. No es, pues, sino 
una ley distinta, que en vez de interpretar una ley ante- 
rior, expresamente la modifica. 


Para los firmantes, no es cuestionabie la interpreta- 
ción. Se podrá discutir, lo admiten, la disimetría entre el 
inciso 1%) Que imperativamente dispone una obligación 
que el Poder Ejecutivo debe cumplir en función de la va- 
riación del Indice Medio de Salarios y el inciso 3%) que 
otorga una facultad alternativa al Poder Ejecutivo sobre 
la misma materia, en el mismo acto y con el mismo pro- 
pósito. Pero carecería de sentido esta facultad, sí no 
tuviera el alcance de limitar la anterior, modificando el 
régimen. La afirmación de que el inciso 1%) prima sobre 
el 39) ha requerido un texto nuevo, con agregados pre- 
cisos, que le den aquel alcance, que por cierto no tiene en 
la disposición vigente. 


Si se trata, pues, de una nueva ley, que modifica la 
actual, debe estimarse inconstitucional, pues crea nuevas 
erogaciones al Poder Ejecutivo, sin que haya mediado la 
iniciativa privativa de éste, como lo manda, el Art. 86 de 
la Carta. 


Pero si, como afirman los proponentes de la ley, sólo 
refiere a la interpretación de una ley vigente, tendria 
muy graves consecuencias. En efecto, debiendo regir des- 
de la vigencia de la ley interpretada, (artículo 13 del 
Código Civil) los aumentos ajustados por el Poder Ejecu- 
tivo obligarán a una erogación de alrededor de 600:000.000 
de nuevos pesos mensuales. Toda la filosofía de estas dos 
últimas revaluaciones ha sido la de buscar una anhelada 
y justa nivelación, mejorando a las pasividades sumergi. 
das para lograr un acercamiento con las de montos ma- 
yores. En este año, 290.000 pasivos recibieron aumentos 
superiores al indice técnico del 107,7%; 218,000 pasivos re- 
cibieron aumentos menores a ese porcentaje, pero mayo- 
res al 83% en que crecieron los precios; y alrededor de 
46.000 tuvieron aumentos inferiores a este último nivel. 
Esa consecuencia directa de la ley, no desecha el princi. 
plo de que, efectivamente, no pueda insistirse, quizás, en 
el sistema con que el Poder Ejecutivo procuró acercar los 
montos jubilatorios, mejorando en mayor proporción a los 
más modestos. Las diferencias deben existir, se compren- 
de, y por eso, el propio Poder Ejecutivo ha declarado que 
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no se podrá seguir aplicando el método diferencial ex- 
cliusivamente; pero de ello no debe aceptarse, que una 
Ley, llamada interpretativa, lleve a la desfinanciación 
completa del sistema. Los firmantes de este despacho en 
minoría, creen que el articulado a examen puede aprobar- 
sé siempre que se supriman los términos que le dan al 
texto carácter interpretativo, se obtenga del Poder Eje- 
cutivo la iniciativa constitucional y se ajusten los térmi- 
nos del Art, 20, 


De ese modo, la nueva Ley precisaría los alcances del 
régimen de revaluación, dándole carácter previo y abso- 
luto a los aumentos luturos emergentes del Indice Medio 
de Salarios y manteniendo, para el Poder Ejecutivo la fa- 
cultad de aplicar otros indices. Ello no invalida la justi. 
ticia de los aumentos que el Poder Ejecutivo ha otorgado 
para hacer menos irritantes las diferencias con las pasi- 
vidades de menores montos. Debió hacerlo así para Co- 
rregir la distorsión de un sistema que consagraba aquella 
injusticia y que el método de excepción aplicado permitió 
corregir, en cierta e importante medida. 


Sala de la Comisión, 24 de junio de 1986. 


Luis Bernardo Pozzolo, Miembro Informante; Car- 
los W. Cigliuti, Miembro Informante. Senadores. 


COMISION DE ASUNTOS LABORALES 
Y SEGURIDAD SOCIAL 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% — Declárase a fines interpretativos, que 
el régimen de movilidad de las prestaciones a pasivos de 
la Dirección General de la Seguridad Social, previsto en 
el artículo 73 del llamado Acto Institucional N% 9, de 23 
de octub:e de 1979, es de eplicación preceptiva y automá- 
tica y beneficia a todas las asignaciones de jubilación y 
Ge pensión, debiendo ser ajustadas anualmente en función 
de la variación del Indice Medio de Salarios, elaborado se- 
gún el procedimiento establecido en el artículo 39 de la 
Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968; efectuándose 
la liquidación de los aumentos a partir del día 1% de abril 
de cada año. 


Art, 22 —— Declárase a los mismos fines que, de con= 
formidad a lo establecido en el inciso final del citado ar- 
tículo 13, en el texto dado por el artículo 11 del llamado 
Arto Institucional N? 13, de 12 de octubre de 1982, el 
Poder Ejecutivo está facultado a establecer índices dife- 
rentes O diferenciales, asi como adelantos a cuenta del 
ajuste anual, en torma racionalmente proporcisnada a las 
posibilidades económicas de la República y procurando sa- 
tisfacer las necesidades reales del beneficiario; no pudien- 
do sin embargo, afectar o disminuir, en ningún caso, los 
incrementos previstos en el artículo anterior. 


Art. 3? — Comuníquese, etc. 
Sala de la Comisión, a 24 de junio de 1986. 


José Germán Araúje, Miembro Informante; Euge- 
nio Capeche, Miembro Informante; Juan Raúl 
Ferreira, Miembro Informante; Uruguay Tourné, 
Miembro Informante; Alberto Zumarán, Miembro 
Informante; Carles W. Cigliuti (Discorde); Luis 
B. Pozzolo (Discorde). Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el proyecto. 
(Se lee) 
—En discusión general. 


La Mesa quiere dejar constancia sobre la presencia en 
Sala del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
quien ha manifestado su interés por participar en la de- 
liberación de este proyecto de ley. 


Tiene la palabra el miembro informante señor sena. 
dor Tourné. 


SEÑOR TOURNE. -- Señor Presidente: este proyecto 
de ley que tenemos en la tarde de hoy a consideración 
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del Cuerpo ha sido, como. lo señala en su informe en 
mayoría la Comisión, exhaustivamente analizado, no sóle 
a nivel de la respectiva Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social, sino también en el intenso debate que 
tuvo lugar en la Cámara de Representantes. Asimismo, 
este tema ha venido precedido de una larga y hasta agota- 
dora mención y discusión en la prensa oral y escrita de 
nuestro país. Es del caso señalar que la Comisión ha teni- 
do oportunidad de estudiarlo en profundidad y con seri:- 
dad, primeramente con la presencia del señor Ministro im- 
terino del ramo, señor Renán Rodríguez, en virtud de ha- 
llarse ausente su titular, y en el día de hoy con la pre- 
sencia de éste, licenciado Hugo Fernández Faingold, 


En todos estos casos ha sido señalado el punto de 
vista del Poder Ejecutivo que, como todos sabemos, es 
contrario a este proyecto de ley interpretativo. Se sostuvo 
reiteradamente la necesidad de implementar directivas que 
en la primera revaluación de abril de 1985 y ahora, en 
ésta de 1986 ——por intermedio del Decreto N% 193/86— 
sentaron el criterio y las Orientaciones que dicho Poder 
tiene en esta materia. 


Sin duda, estos decretos constituirán un capítulo muy 
importante del debate, y la propuesta que hoy ha traido 
el señor Ministro —a quien tenemos el gusto de tener en- 
tre nosotros para discutir y analizar esta temática en el 
Cuerpo, a nivel de opinión pública— va a ser objeto de 
deliberación. 


Me atrevo a decir que este proyecto no hubiera sido 
necesario si el Poder Ejecutivo no hubiese desconocido las 
normas establecidas en el Acto Institucional N* 9, en su 
artículo 73 y su posterior modificación del Acto Institu- 
cional N* 13. Según el criterio de los senadores que apo- 
yamos este proyecto de ley, la aplicación que ha hecho el 
Poder Ejecutivo, es una interpretación que se ha aparta. 
do totalmente del recto sentido de la norma y sus funda- 
mentos así como de las orientaciones con que el legislador 
implementó este artículo 73. Todo esto no sólo está sub- 
yacente en el texto aisladamente considerado de esta nor- 
ma objeto de interpretación, sino que con igual alcance 
traduce lo que es su historia fidedigna, cuyos orígenes se 
remontan a la aparición de la problemática que la infla. 
ción planteó a los sectores de ingresos fijos y en las orien- 
taciones correctivas que implementó el poder público de- 
eretando aumentos de cantisades fijas a las clases pasivas. 
Esto fue así hasta que en 1961, durante el gobierno del 
Partido Nacional, se dio ccmienzo a lo que se denominó 
Sistema de Escala Móvil, aplicado y conotido en distintas 
disposiciones a que vamos a hacer referencia, pero que en 
definitiva desembocó en el régimen de movilidad de las 
pasividades que implementa este artículo 67. 


Quisiera precisar que las razones de este proyecto de 
ley interpretativo tienen como trasfondo lo que creemos 
ha sido un verdadero deterioro de la condición económica 
de las clases pasivas del pais. Los jubilados y pensionis. 
tas, en su mayor parte, se han visto enfrentados a de- 
eretos que prácticamente dejan por el camino los indices 
de incremento en los haberes de pasividad que la ley es- 
tatuye. Lo que en definitiva, traduce para nosotros este 
proyecto de ley es lo que, con muy buen sentido señala un 
editorial de “La Democracia”, que lleva la firma de Wil. 
a Ferreira Aldunate y al que me voy a permitir dar 
ectura. 


A mi modo de ver, se señala con brillantez la médu- 
la, la esencia de este proyecto, pues reintroduce en el 
sistema de la Seguridad Social una indispensable certeza 
jurídica y económica. Dicho editorial dice lo siguiente: 
“En esta materia no puede haber discrecionalidad porque 
todo ciudadano tiene el derecho de saber, en el momento 
de retirarse, qué porcentaje significará su jubilación en 
términos reales, respecto al sueldo en actividad. El Estado 
podrá otorgar jubilaciones grandes, medianas o pequeñas, 
según cuales sean su criterio de justicia y sus posibilida- 
des financieras, pero no puede alterar, luego de otorgarlas, 
la relación antedicha”. 


Como vemos, aquí se habla de certeza jurídica y tran. 
Quilidad para este inmenso contingente que integra las 
Clases pasivas del país, en las que ha incidido una orien- 
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tación que, según ha señalado el señor Director de la 
Seguridad Social, se basa en un Criterio interpretativo de 
la norma legal que no compartimos, pero que estaría Ca- 
lificado, según dice por ser la aplicación de normas o pau- 
tas Que en la CONAPRO fijaron los partidos políticos, en 
cuanto a la necesidad de implantar una política en ma- 
teria de reajuste de las pasividades que introdujera un 
concepto fundamental; es decir, establecer aumentos de- 
crecientes en las pasividades, de conformidad con el mon- 
to o el “quantum” de las mismas. En consecuencia, a 
menor pasividad, mayor índice de reajuste y, a mayor pa- 
sividad —en una escala gradual— menor índice de ajuste. 
llegando, de esta manera, a un tope a nivel de los siete 
salarios mínimos nacionales por pasividad. 


Reitero que, de acuerdo a las versiones del Director 
de la Seguridad Social, señor Norberto Sanguinetti, este 
es el criterio que, en cierta manera, tuvo en cuenta tanto 
el decreto del año 1985 como éste de 1986. Según lo que 
él ha manifestado a la opinión pública, el mismo implica 
la aplicación de un criterio social, o sea, elevar las pasi- 
vidades sumergidas, estableciendo una “poda” para aque- 
llas que estén en niveles que puedan calificarse ya de 
adecuados; “poda” que alcanzaría mayor intensidad en 
aquéllas que cuentan con mayor monto. 


Creo, precisamente, que el resuitado concreto de esta 
tesis es el que ha determinado en el país Ja confrontación 
y la polémica. 


La cuestión fundamental es que el poder Administra- 
dor no puede apartarse de aplicar la ley preexistente, ya 
que este principio de legalidad es el único que puede tra- 
ducir la vida democrática en sociedad y aquél propio de 
un estado de derecho. El tenor que marca la ley debe 
cumplirse rigurosamente, y por muy sólidas razones que 
pueda tener el Administrador para creer inconveniente su 
aplicación, no tiene otro camino si con ella diserepa, que 
el de procurar su modificación. Lo que de ninguna ma- 
nera puede hacer, es introducir modificaciones a la ley 
cuando su tenor determina otra conducta. 


Este enfoque de la legalidad, es para nosotros primor- 
dial en lo que tiene que ser la conducta de los órganos 
públicos y de los distintos poderes del Estado. 


Por otra parte, la Dirección General de la Seguridad 
Social manifiesta ser portavoz de una conducta de orden 
social en torno a la retribución de las pasividades que 
pretende implementar con la aplicación de índices dite- 
rentes y diferenciales. En ese sentido podemos citar opi- 
niones valiosas de estudiosos de esta temática, que han 
demostrado su desatino con el análisis de casos concretos. 
Al respecto, en esta materia debemos rendir homenaje a 
quienes, desde diversos sectores de la opinión politica tra- 
tan de defender una causa que conceptúan de interés 
público. A tal efecto, le rindo mi homenaje al doctor 
Washington Beltrán quien, prácticamente, puso —como se 
dice vulgarmente— la pica en Flandes en esta materia, 
comenzando con una gran campaña pública tendiente a 
demostrar Jos vicios de las revaluaciones, que no logran 
objetivos de carácter social y que, introducen criterios 
que significan un grave apartamiento de la legalidad, que 
es inconveniente y por el que debemos tener una profunda 
preocupación. Asimismo debo señalar la prédica del doc- 
tor Hugo de los Campos, quien desde el semanario “Aquí”, 
ha estado aportando un punto de vista imparcial y obje- 
tivo. Se trata de ur estudioso de .esta temática que ha 
puesto de manifiesto en sus artículos que lo que aquí ha 
existido es una verdadera apropiación de las pasividades 
a partir de un salario minimo nacional. Esa apropiación 
y redistribución de la riqueza, conlleva, evidentemente, en 
su aplicación, lo que él marcó como la socialización de la 
miseria en el sentido concreto de que este sistema, en de- 
fInitiva, se traduce en sumergir aún más a quienes están 
colocados en la posición de sumergidos. 


No podemos pretender que un pasivo, que recibe un 
salario mínimo nacional, goce de una situación que lo 
ponga a salvo de las contingencias y los riesgos de la 
vida cotidiana. Sabemos perfectamente que quienes están 
en esas condiciones sufren el impacto de una degrada- 
ción y un deterioro de sus posibilidades de subsistencia, y 
por tanto de ver menguados sus ingresos tan Magros, 
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Lo que ha sucedido con esta aplicación por parte del 
Poder Ejecutivo lo releva claramente el hecho de que, 2 
partir de pasividades mínimas desde el punto de vista “de 
su “quántum”, se ha operado un deterioro creciente en 
las proporciones de los ingresos y del ajuste por reva. 
luación. 


Por ejemplo, desde las pasividades de N$ 8.500 en 
adelante, tenemos un descenso del ingreso de las mismas. 
ya que se incrementan en un 85 %. Esto es en el caso de 
los pasivcs con más de 55 años de edad, que es el otro 
Criterio que promociona el decreto, o sea que el aumento 
a otorgarse esté en relación directa con la edad e inver- 
samente proporcional con su monto. Pero nos encontra= 
mos con que, desde los N$ 8.500 en adelante, ya comienza 
una sensible disminución de lo que se otorga, inferior al 
índice medio de salarios. Asi, de acuerdo al articulo 19 
dej decreto, el porcentaje del incremento que se otorga a 
los pasivos con más de 55 años de edad que perciben 
N$ 8.500, se sitúa en el orden del 85%. A partir de 
N$ 13.000 hasta N$ 19.000, el porcentaje de incremento es 
de un 83 % y en cifras superiores a los N$ 19.000 reciben 
el aumento que tuvieron en los adelantos del mes de se- 
tiembre de 1985 y de enero de 1986, es decir, el 30% de 
carácter general más N$ 4.000 de incremento, lo que Co. 
loca a estas pasividades —si las comparamos con el 
107 %, que de acuerdo a la ley, correspondía aplicarles— 
en tales condiciones de deterioro que no merece otro co- 
mentario que la escueta mención de esa circunstancia. 


Si nosotros tomáramos el conjunto de pasivos com. 
prendidos en otra escala —aquelios que están entre los 22 
y 54 años de edad— la forma de aplicación de la revajua- 
ción es aún más alarmante. De los N$ 3.847 de pasividad 
en adelante, que constituyen, sin lugar a dudas, a juicio 
de los que estamos en estas bancas y del pais entero, una 
asignación de una cuantia iníima tal que no tiene con- 
notación con lo que es el minimo vital indispensable fue- 
ra de los adelantos de setiembre de 1985 y enero de 1986, 
reciben exclusivamente N$ 1.500 de aumento. Creo que no 
es necesario argumentar en torno a las consecuencias de 
este tipo de aumento para las clases pasivas; un aumento 
que ei Poder Ejecutivo señaló que estaría alrededor del 
89 % anual, pero que, reiteramos, es una redistribución 
que parte de niveles mínimos de ingresos de pasividad y 
que constituye, en cierta manera —y sin que esto presu- 
ponga darle a la expresión un sentido peyorativo— una 
verdadera burla para las clases pasivas. A la luz de la ra. 
zón, no podemos comprender que pueda argúirse como un 
criterio justo y adecuado a las condiciones en Que se 
desarrolla la vida económica del pais, aquel que permite 
que alguien, que no percibe como ingreso un salario mini- 
mo nacional, destine una parte del mismo a subsidiar o 
a implementar otros ingresos asi sean estos de menor 
cuantía. 


No tengo dudas, señor Presidente, de que todos com- 
partimos ja idea de que los que tienen ingresos de menor 
cuantía deben ser los más beneficiados. Comprendemos 
además que las retribuciones de los pasivos, que figuran 
en los los. lugares en la escala del Poder Ejecutivo aún 
antes de los que perciben un salario mínino nacional, son 
insuficientes, no alcanzan para una subsistencia minima 
y constituyen un grave problema nacional que por su- 
puesto sabemos trata de enfrentar el Poder Ejecutivo, No 
podemos pensar que en esta materia podamos colocarnos 
en distintos lugares, establecer barreras, para comprender 
o calificar el problema. Pero no compartimos la idea de 
que se redistribuya, en niveles tan ínfimos de ingresos, 
una parte de ellos, considerando que de esa manera se 
implementa una politica social adecuada. De ninguna ma- 
nera. Por el contrario, nosotros consideramos que este 
sistema en esos términos, significa prácticamente conso. 
lidar un deterioro permanente y progresivo. Digo esto 
porque no se dan niveles adecuados a las pasividades in- 
feriores y se hace descender a aquellas que están bor- 
Geando el salario minimo nacional. Y conste que las pa. 
sividades calificadas superiores o privilegiadas son de es- 
casa significación. 


Conviene que quede bien claro que en cada momento 
en que se van produciendo cambios en el sistema del ré- 
gimen de movilidad de las pasividades, se va Operamdo 
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un incremento en los topes y es así que, como lo señala 
el Decreto 193/86 para las ex Cajas de Jubilaciones Civi- 
les y Escolares y de Industria y Comercio, quedan estan 
blecidos los siguientes niveles de retribución: N$ 8,699 pa- 
ra las pasividades fundadas en 30 o menos años de servl- 
clo; N$ 17,390 para las de más de 30 y menos de 36; y. 
de N$ 26.888 para las de más de 36 años de servicio. 


En el caso de las ex Cajas de Jubilaciones y Pen- 
siones de los 'Trabajadores Rurales y Domésticos y de 
Pensiones a la Vejez, los topes son ridiculos: N$ 5.890 
para las pasividades fundadas en 30 o menos años de ser. 
vicio; N$ 7.572 para las de más de 30 y menos de 36 
años; y, N$ 8.699 para las de más de 36 años de servicio. 


El Poder Ejecutivo, señor Presidente, en esta materia 
hace una novedosa aplicación, tratando de seguir un ri- 
terio —que se ha señalado y no sin razón— que no es 
el de fijar una pauta de orden social con el fin de incre- 
mentar en niveles adecuados a las pasividades sumergi- 
das, Ocasionando un descenso gradual y progresivo en las 
privilegiadas. 


Hay pasividades inferiores al salario mínimo nacional, 
gente que está viviendo en condiciones paupérrimas, que 
ven retaceados sus índices medios en virtud de la aplica- 
ción del criterio del Poder Ejecutivo que, en definitiva, 
significa —reitero, no es necesario traer nuevos argumen- 
tos ni trazar cuadros dramáticos porque la realidad ya 
lo es— una redistribución de la miseria, 


Tal resultado, puede estar relacionado muy directa- 
mente, no con la aplicación del criterio sustentado por 
los partidos en la CONAPRO, como lo alega el Poder Eje- 
cutivo sino con la Carta de intención difundida el 11 de 
setiembre de 1985, a lo que me voy a permitir dar lectura 
en su parte sustancial: “Reliere el Poder Ejecutivo que se 
han tomado medidas para reducir los aumentos aulomá- 
ticos de ciertas prestaciones de la Seguridad Social. De 
conformidad con esta pclitica la estructuración del au- 
mento general de las prestaciones de Seguridad Social, 
anunciado en abril de 1985, tuvo por objeto favorecer en 
mayor medida a los sectores menos pudientes de la pobla- 
ción, sin repercutir en aquellos cuyas prestaciones se vin- 
culan normalmente a los salarios. Se prevé que esta poli- 
tica permitirá efectuar un ahorzo presupuestario de alre- 
dedor del 0,5% del Producto Bruto Interno durante los 
dote primeros meses del programa”. 


Creo que esto nos acerca un poco más a la realidad 
que, sin duda, puede ser una de las grandes condicionan- 
tes QUe se manejan en esta materia pero que debemos 
enfrentarla con objetividad y enunciarla públicamente. 
Lo que no debemos argumentar como lo hace el Gobierno 
es que en virtud de implementar una determinada polí- 
tica de carácter social, realicemos tan severo deterioro en 
el sistema: de pasividades. Porque no se trata solamente 
del detrimento de la pasividad en relación a la situación 
económica del país. En base a ello, creo Oportuno Citar 
algunas cifras que el señor Ministro de Trabajo y Segu- 
ridad Social puso en: conocimiento de la Comisión, refe- 
rentes a la merma que han sufrido las pasividades desde 
962 a la fecha. Si tomamos un índice 100 referido a 
962, nos encontramos que a marzo de 1985 las pasivida- 
Ses estaban situadas en un 19 % y fracción. Es decir, ello 
refleja la pérdida de cinco veces la capacidad adquisitiva 
del valor real de la pasividad operada en el curso del 
tiempo, de forma tal que el sistema de pasividades, como 
manera de retribuir al que ha culminado una vida de 
trabajo, representa un menoscabo en sus ingresos que 
asombra y abisma. 


Otra realidad está constituida por la relación existen- 
te entre las pasividades percibidas durante el periodo de 
la dictadura y marzo de 1985, en que asume el régimen 
democrático; estaban situadas en un 38 % y fracción, ubi- 


cándose luego exactamente en la mitad. Observamos pues' 


que si tomamos la escala inversa tenemos un 50 o un 
100 % de deterioro en apenas 12 años en que la dictadura 
operó con su política neoliberal. 


Ello ccurrió también en la totalidad de los ingresos 
fijos de la clase trabajadora y los sectores vinculados 2 
estas coordenadas. 
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Quiere decir que actualmente encontramos un siste- 
ma cuyo proceso es muy difícil revertir. Comprendemos 
este aspecto así como las preocupaciones de todos los 
hombres públicos, cualquiera sea la posición en que estén 
ubicados, ya sea en el Parlamento o en el Poder Ejecuti.- 
vo. Asimismo, no somos insensibles a entender la preocu- 
pación manifestada por el señor Ministro con respecto a 
la situación de las clases pasivas. Pero, evidentemente, 
ella no se puede mejorar violando una ley que contiene 
un principio elemental de reubicación de la pasividad, es- 
tableciendo un sistema preceptivo, automático y anual 
que restituye las pérdidas operadas por causa de la intla- 
ción. Esta restitución sería parcial, no total, porque el 
déficit abarca un período aproximado a los cuatro meses 
en el año anterior. 


En abril de 1986 se procede a restituir los ingresos 
por el índice medio salarial. Si se hubiera aplicado de 
acuerdo al menoscabo operado en las pasividades, se po- 
dría decir, entonces, que el índice medio salarial en este 
caso es superior al inflacionario. Partamos de la base de 
que ello ha ocurrido así, en estas circunstancias; pero no 
ha sido así en otros años, como tampoco puede ser de 
esa forma durante el transcurso de este año, o cuando en 
1987 tengamos que aplicar estos criterios. 


Por otra parte, señalamos que inclusive, restituyendo 
los: niveles de inflación o de índice medio salarial, nos 
encontramos con que la situación nunca es la misma, 
operándose siempre una pérdida permanente que, en de- 
finitiva, refleja de alguna manera esta realidad. 


Cuando contemplamos los ingresos por concepto ae 
pasividades desde 1962 a marzo de 1985, no sé si no esta- 
mos asistiendo a un fenómeno de esta naturaleza, Du- 
rante cuatro meses al año, por lo menos, no se toman en 
cuenta para equilibrar las pasividades; siempre Se va 
operando sobre cifras pasadas produciéndose de esta for- 
ma un descenso que significa, en el largo plazo, una can- 
tidad muy importante, 


A los efectos de manejarnos dentro de los límites de 
tiempo con que contamos los distintos miembros infor- 
mantes que debemos exponer sobre el tema, que va a ser 
muy polémico, quiero recapacitar sobre algunos aspectos 
que estimo fundamentales. 


Dejando de lado los aspectos económicos que con pos- 
terioridad van a ser elucidados y cClarificados por el se- 
ñor senador Zumarán, que es miembro informante e in- 
tegra la Comisión de Relaciones Laborales del Senado, 
deseo formular algunas precisiones en torno a las con- 
secuencias que apareja el criterio adoptado por el Poder 
Ejecutivo en los decretos de 1985/1986. 


El artículo 73 en su inciso primero señala muy clara- 
mente un principio básico de aplicación irrestricta. Esta- 
blece el principio general que debe seguirse en materia 
de movilidad de las pasividades, que se vinculan al indice 
raiedio de salarios elaborado según el precepto del artículo 
39 de la Ley N? 13.728 que es la Ley de Vivienda. En él se 
estipula que ese índice medio salarial deberá ser suficien- 
temente representativo de los ingresos corrientes de los 
trabajadores comprendidos en los grandes sectores de la 
actividad pública y privada, que sean remunerados exclu- 
sivamente en dinero, excluyendo los regímenes de ocupa- 
ción estacional o zafral, los trabajadores rurales y los 
ingresos por pasividades. 


Por lo tanto, establece un criterio objetivo, un índice 
técnico, de acuerdo con el cual deben ser incrementadas 
la totalidad de las pasividades. 


El inciso tercero del artículo que relacionamos, fruto 
de las modificaciones que se “operaron por la acción de 
las normas de los Actos Institucionales complementarios 
—artículo 11 del Acto Institucional N?% 13— facultó al 
Poder Ejecutivo a establecer índices diferentes, así como 
diferenciales, al igual que adelantos a cuenta del ajuste 
anual, de acuerdo a dos tipos de condicionantes, a los 
efectos de que fuera posibie proceder de esta manera: que 
los mismos guardaran consenancia con las posibilidades 
económicas de la República, y que la utilización de estos 
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mecanismos, procuraran satisfacer las necesidades reales 
del beneficiario. 


El texto del artículo 73 es perfectamente claro, de 
una coherencia absoluta y establece dos tipos totalmente 
delimita gos: un principio general y una norma alterna- 
Ava. 


El principio genera] se aplica en base al índice medio 
de salarios. Se establece una norma alternativa, para el 
caso en que las condiciones económicas de la República 
permitan los indices diferentes y diferenciales a aplicar- 
se, por supuesto, por encima del índice medio salarial o 
sea del índice técnico que la propia ley estatuye. 


¿Adónde nos conduciría la aplicación del criterio que 
el Poder Ejecutivo sustenta en el Decreto 193/86? Senci- 
llamente, a que la norma de este artículo exprese —no lo 
que dice puesto que establece que las asignaciones serán 
ajustadas en función de la variación del indice medio 
de salarios— sino a que esta norma de carácter general 
quede derogada. No existe más. El artículo 73 pasaría 2 
ser una norma que dice simplemente: “Facúltase al Po- 
der Ejecutivo a establecer los aumentos de las pasividades 
que considere oportunos y convenientes en base a las con- 
diciones económicas de la República y a las necesidades 
reales de los beneficiarios”. En una palabra, es la discre- 
cionalidad absoluta sustituyendo a la norma, al criterio 
legal, » 


Esto atenta contra los antecedentes, contra la histo- 
ria fidedigna de este sistema, que con gran sabiduría y 
conocimiento así como un análisis profundamente concep- 
tual, ha desarrollado el doctor Daniel Hugo Martins en 
una publicación del diario “El Pais”; por lo menos yo 
tomé conocimiento de dicho estudio a través de ese Órga- 
no de prensa del día 18 de mayo de 1986. En él hace la 
historia de esta norma desde el origen mismo del sistema 
de escala móvil, de la movilidad de las pasividades ini- 
ciado en la ley de noviembre de 1961, y que conocieron 
modificaciones siempre en el mismo sentido, es decir, que 
la fijación del monto de las pasividades y sus modifica- 
ciones, así como las condiciones en que debe operar el 
sistema de reajuste y de movilidad, es un área reser- 
vada estrictamente a la ley. Por lo tanto, no puede ac- 
tuarse sin ley que lo establezca; y no solamente eso, sino 
que lo que se ha hecho apartándose del criterio legal no 
sólo tiene visos de ilicitud general, sino que implica una 
verdadera actuación inconstitucional, porque es el artículo 
86 de la Carta, el que establece que esta materia está 
reservada a lo que la ley disponga. Sin que ella lo esta- 
blezca, no puede existir ni ajuste ni fijación de montos 
ni modificaciones del “quantum” de las pasividades. 


La ley podrá fijar los Criterios generales y, por su- 
puesto, el Poder Ejecutivo proceder luego, en utilización 
de esas facultades que le da la propia ley, a establecer 
las pautas por las que se regulará este proceso; pero, de 
cualquier manera, debe tener una base legal. 


La interpretación del Poder Ejecutivo conduce, ínexo- 
rablemente, a la negación de la base legal, por cuanto se 
arrogaría con exclusividad, las facultades para regular el 
incremento de las pasividades, de acuerdo a los Criterios 
que considere oportunos. Y efectivamente así ha procedi- 
do, porque ha establecido aumentos diferentes y diferen. 
ciales en base a interpretaciones que no surgen de la ley. 


No entramos a discutir si esos criterios son convenien- 
tes o no. Ese capítulo lo dejo de lado. Me refiero, estrie- 
tamente, al hecho de que aquellos que maneja el Poder 
Ejecutivo —monto de pasividades. edad de los pasivos— 
no surgen de norma legal alguna y, por ende, dicho Po- 
der carece de las potestades para utilizarlos, fuera de que 
puedan resultar útiles y hasta razonables desde el punto 
de vista de una filosofía del tema que tenemos que dilu- 
cidar; pero, entonces, nos estamos apartando de la ley. 


En concreto, el régimen de movilidad de las pasivida- 
des que está inmerso en estas caracteristicas, supone la 
aplicación estricta de las pautas legales. 


Este aspecto fue discutido en oportunidad de sancio- 
narse la Ley N9 13,426, Tuve oportunidad de integrar la 
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Cámara de Representantes, donde el entonces Ministro 
de Instrucción Pública y Previsión Social, don Juan Pivel 
Devoto y su Subsecretario, nuestro querido y malogrado 
amigo, el dector Fernando Oliú —a quien rindo mi ho- 
menaje— promovieron a través de esta ley, una reforma 
fundamental en la estructura del régimen de pasividades 
que sigue siendo, hasta el momento, prácticamente la 
pauta indicativa legal en esta materia, 


En ocasión de discutirse este sistema y su implemen. 
tación de reajuste de las pasividades, quedó muy clara la 
voluntad del Parlamento. Están sentados aquí muchos de 
los que en esa época la integraban y asistieron y parti- 
ciparon en los debates que se produjeron en esa rama del 
Poder Legislativo. Quedó afirmado que cualquier otra 
conducta que significara apartarse de la ley, o dicho de 
otra manera, que el Poder Ejecutivo se arrogara la facul- 
tad de modificar las pasividades sin estar respaldado por 
una norma legal, significaba actuar fuera del campo de 
su competencia, y que si el Poder Legislativo facultaba 
al Poder Ejecutivo sin condicionamientos para proceder 
a reajustar las pasividades de acuerdo a los criterios que 
creyera conveniente, de conformidad con las circunstan- 
cias, como ser el estado económico de la República, sería 
una verdadera delegación inconstitucional de facultades 
restualayas que nuestro régimen constitucicnal no puede 
tolerar. 


Por consiguiente, la interpretación que este proyecto 
de ley plantea, tanto en su articulo 19 como en el 22, es 
restituir al sistema las bases que lo condicionan, y en 
Jas que subyace, precisamente, su funcionamiento legal. 


Creo que este proyecto de ley da un paso importante 
al restituir una realidad constitucional, de la que el país 
se ha venido apartando insensiblemente, por lo que es 
preciso reaccionar. Pienso que todos debemos dar ese paso 
con el fin de afirmarla. 


Comprendo las dificultades en las que puede moverse 
el Peder Ejecutivo en la materia y las del pais en torno 
a actuar dentro de la realidad económica y posibilidades 
del erario, teniendo en cuenta los recursos que se poseen, 
aplicando un determinado sistema legal, por considerar 
aque no guarda relación con las posibilidades de la Repú- 
blica y su ordenamiento económico. Entonces existe un 
único camino que nosotros debemos afirmar, que es el de 
promover la iniciativa para modificar la ley. 


Sin duda que estamos dispuestos a considerar, como 
legisladores, los planteos que racionalmente el señor Mi- 
nístro de Trabajo y Seguridad Social promueva a nivel 
del Parlamento, del Senado de la República, tendientes 
a introducir modificaciones en el sistema legal, a fijar 
otras pautas que hagan un desarrollo armónico de este 
tema, que no tenga que ser objeto de este tipo de con- 
frontaciones. En cierta forma las modificaciones que tien- 
dan a permitir lo que tendría que ser una aplicación sis- 
temática de la ley, estamos dispuestos a considerarlas, El 
señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, puede te- 
ner la absoluta seguridad de que va a encontrar un Par. 
lamento y una oposición, me atrevo a decirlo. del Partido 
Nacional, dispuesta realmente a tratar en un plano de 
responsabilidad todo lo que en esta materia pueda signifi. 
car una innovación o soluciones que permitan el desa. 
rrollo de esta temática en los planos de apego a la ley 
que corresponde. 


Por otra parte, considero que es útil señalar un as- 
pecto más antes de dar por finalizada, en principio, mi 
intervención en el tema y es el referente a la constitu- 
cionalidad del proyecto. 


El Poder Ejecutivo, a través de diversas declaracio- 
nes del señor Director de la Seguridad Social, primero en 
distintas manifestaciones públicas, posteriormente por un 
comunicado que se hizo público por parte de la Secreta. 
ría de la Presidencia de la República —y en el dia de 
hoy también lo manifestó, en el seno de la Comisión, 
el señor. Ministro Fernández Faingold— considera que 
este proyecto de ley, en los términos en que está plan- 
teado y que vino de la Cámara de Representantes puede 
merecer la tacha de inconstitucionalidad, por cuanto ca- 


40-—C.S. 


recería de iniciativa. Esto es lo que sostiene el Poder 
Ejecutivo, con respecto a este proyecto de ley que esta- 
blece un incremento de las pasividades. Es decir que en 
aplicación de la propia norma del articulo 36, el Poder 
Ejecutivo sostiene que estamos en presencia de algo que 
tiene vicics de inconstitucionalidad. 


Creo que resulta oportuno hacer algunas considera- 
ciones, aunque sea en forma muy breve, sobre esta ma. 
teria, ya que sin duda va a ser relacionada muy larga. 
mente por Jos compañeros de este Cuerpo que con ver. 
dacera autoridad se van a referir al tema. Me remito 
concretamente a nuestro compañero el señor senador 
Aguirre, entre otros. 


De todos modos, señor Presidente, quiero señalar que 
aquí estamos dentro del campo de una ley interpretativa 
que simplemente, restituye el sentido inequívoco de la 
norma originaria a la que accede. Nosotros, al establecer 
y restituir el sentido de la norma, no implementamos 
absolutamente nada ajeno a una disposición vigente que 
integra el derecho positivo, que debe cumplirse y aca 
tarse, Por tanto no estamos estableciendo pautas nuevas, 
fijando concretamente una mayor erogación, por via de 
este proyecto de ley, al Poder Ejecutivo. La mayor eroga- 
ción a la que tendrá que atender y que sin duda existe, 
y a la que nos vamos a referir, emerge de la recta apli- 
cación del artículo 73 del Acto Institucional N? 9. La 
norma interpretativa lo único que restablece es ese sen- 
tido original Además, afirma la voluntad inequívoca que 
tiene esta norma de acuerdo con sus antecedentes y de 
acuerdo a lo que ha sido la aplicación y la interpreta. 
ción objetiva. Por lo tanto, desde ese punto de vista, aquí 
no nos encontramos con una disposición nueva. Simple- 
mente, nosotros estamos fijando cual es el alcance de 
esa norma. Si el alcance recto de ésta supone un incre. 
mento en el nivel de retribución de las pasividades y 
por tanto erogaciones de mayor nivel a cargo del poder 
público, decimos que ello no surge de este proyecto de 
ley sino que emerge de la aplicación correcta de la dis- 
posición interpretada. 


En consecuencia, ese mayor gasto, como nosotros 10 
señalamos, refiriendo una opinión muy autorizada en la 
que se sustenta, se debe a una correcta aplicación, a 
juicio del Parlamento, de la norma legal pertinente. Con 
lo que, no puede decirse que aquí estemos dictando una 
ley que carece de la iniciativa preceptiva y obligatoria 
del Poder Ejecutivo en el sentido de regular nuevos gas- 
tos o de que éstos surjan de este nuevo proyecto de ley. 
Esos gastos que evidentemente incrementan lo que el 
Poder Público debe atender, emergen, reitero, de la co- 
rrecta interpretación de la norma de carácter general. 


Tales son, señor Presidente, algunas de las conside- 
raciones que como miembro informante he querido rca- 
lizar sobre la temática de este proyecto, entendiendo ne- 
cesaria su aprobación para restituir el principio de lega- 
lidad que debe regir los actos de los órganos en la vida 
de la república democrática con el fin de reafirmar nor- 
mas que restituyan un orden de seguridad, un marco 
adecuado y de tranquilidad para ese inmenso sector que 
an las clases pasivas del pais. Sin duda que un argu- 
mento muy importante esbozado en la discusión parla. 
mentaria habida en la Cámara de Representantes, no 
Puede escapar ni siquiera a la mención en la noche de 
hoy, y es que sembrando la inseguridad en las clases pa. 
sivas, enfrentado al pasivo a un deterioro irremisible en 
los niveles o montos de jubilación a que acceden por 
este sistema, nosotros estamos prácticamente atornillando 
al asiento de los empleos y de los trabajos, a la totalidad 
de las clases activas en condiciones de jubilarse en el 
país y por consiguiente cerrándoles las puertas a la ju- 
ventud que tiene que ingresar a ese mercado de trabajo. 
Porque, ¿quién va a jubilarse en el futuro a raíz de la 
aplicación de normas que borran Con el codo lo que fue 
escrito con la mano en el sistema? En términos genera. 
les, estas sen las consideraciones que queríamos formu- 
lar. Por supuesto que en el curso del debate, tendremos 
oportunidad de extendernos más abundantemente sobre 
distintos aspectos de este tema. 


Nada más. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO, --- Señor Presidente: como inte- 
grante de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social del Senado de la República, como miembro infor. 
mante, en nombre del Frente Amplio y de nuestra ban. 
cada, adelanto desde ya nuestro voto favorable al pro- 
yecto de ley que con tines interpretativos fue aprobado 
en la Cámara de Representantes, en lo que hace al tema 
revaluación de pasividades. 


Para nosotros, las razones están muy claras, Como 
ya se ha señalado este proyecto de ley no sería necesa. 
rlo si la Dirección General de la Seguridad Social hu- 
biese cumplido, desde el primer momento y a partir del 
19 de abril con lo que establece el artículo 73 del Acto 
Institucional N9 $. 


Los Criterios sustentados por el Poder Ejecutivo y 
en particular por la Dirección General de la Seguridad 
Social establecieron un régimen que a nuestro entender 
no se ajusta a lo que fija la ley. Por esa razón, damos 
nuestro voto favorable a un proyecto de ley que fija, en 
su primer inciso, en forma preceptiva, que las pasivida. 
des serán reajustadas a partir del día 1% de abril. 


Esto es preceptivo, es una obligación con la que debe 
eumplirse anualmente: reajustar las pasividades. No se 
dice aumentar. En definitiva, estamos en un régimen 
inflacionario y, por lo tanto, se reaiustan. Esto quiere 
decir que se tiene que retornar al valor adquisitivo que 
tenía la pasividad un año antes. No se trata simplemente 
de establecer un aumento que quedará luego librado a 
la decisión del Poder Ejecutivo o de la Dirección Gene- 
ral de la Seguridad Social. 


En ese segundo inciso del artículo 73 del Acto Insti. 
tucional N% 9 se faculta —no obliga— al Poder Ejecu- 
tivo a establecer indices diferentes y diferenciales en 
forma racionalmente proporcional a las posibilidades eco- 
nontcas de la República. Esto es lo que expresa ese 
inciso. 


Para nosotros es claro que esta facultad que se le 
otorga al Poder Ejecutivo está por encima de lo que se 
establece en el inciso primero, es decir, un ajuste de 
acuerdo con el incremento de los salarios en el año an- 
terior. Esto significa concretamente que si entre el día 
1% de enero del año 1983 y el 31 de diciembre de ese 
mismo año, el incremento promedio de los salarios fue 
del 107,7% en materia de pasividades, no hay que hacer 
otra cosa Que aplicar ese mismo aumento de 107,7%. 
Bien sabemos que el Poder Ejecutivo no lo ha entendido 
asi; también sabemos que con el argumento de que era 
necesario asistir a los pasivos, jubilados y pensionistas 
de más escasos recursos, a otro, a un 50% de ellos, en 
realidad se les ha retaceado lo que la ley establece. 


Más adelante veremos que se ha confundido a la 
opinión pública del pais cuando por distintos medios se 
ha establecido que la aprobación de este proyecto de ley 
interpretativo, en definitiva, terminaría beneficiando a 
los menos, que serían los privilegiados de este país, en 
detrimento de los más, que serían los que están penando 
por sus bajas pasividades. Esto no es así, de ningún modo, 
como quedará demostrado de inmediato. 


Creemos que es necesario partir de la realidad en 
cuanto al tema que estamos analizando, que es el de 
las pasividades. 


En este país, lo que acontece con los pasivos —tal 
como lo señalaba el señor senador Tourné— según datos 
que aportaba el señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, es muy claro. El señor Ministro nos informaba 
que sobre un índice 100, en el mes de julio del año 1962, 
a marzo del año 1985, las jubilaciones y pensiones, 0 
sea, las pasividades en general, se redujeron a un 19,93%. 
Es decir que los jubilados y pensionistas desde el año 
1962 hasta hoy han visto reducir sus pasividades en un 
80%: quien antes compraba cinco kilos de yerba, ahora 
compra uno solo. 
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(Ocupa la Presidencia el doctor Lacalle Herrera) 


En definitiva, esto es lo que, traducido en una €x- 
presión que todos podemos interpretar, ha acontecido en 
materia de pasividades. Esta es la realidad actual, aun- 
que yo pienso que lo es aún peor. ¿Y por qué lo digo? 
Por una razón muy simple. En el año 1962 y hasta el 
año 1979, en este país los pasivos no hacían aportes a 
la Seguridad Social sino que los hacían los activos, Al 
activo se le descontaba su aporte que luego debía ser 
enviados a la Dirección General de la Seguridad Social, 
pero los pasivos no tenian que hacerlo. 


Sin embargo, a partir del año 1979, los pasivos tam- 
bién aportan a la Dirección General de la Seguridad So- 
clal y lo hacen por la vía que todos conocemos: el in- 
Cremento en el Impuesto al Valor Agregado. El IVA se 
incrementó de un 14% a un 20% ¿y para qué? Para re- 
ducir los aportes patronales. Esto traeria aparejado —se- 
gún quienes en aquel momento lo promovieron— una 
reactivación de la economía. En realidad, lo que se hizo 
fue“una transferencia de recursos y Obligaciones; los 
aportes que no pagaba la patronal tuvieron que pasar a 
pagarlos los activos, es decir los trabajadores, y los pa- 
sivos. Si tenemos en cuenta este hecho, las pasividades 
no disminuyeron al 19,93% a marzo de 1985, sino al 13,93 
por ciento, digamos, que són un 14% de lo que percibían 
en el año 1962. Esta es la realidad sobre la que esta- 
mos trabajando y sobre la que vamos a legislar; es nece- 
sario tcnerla bien presente pues no se trata de seres 
privilegiados, sino de seres desesperados que en definiti- 
va son quienes han trabajado una vida, son quienes 
aportaron en forma contínua, constante, a la seguridad 
social de este país y que creyeron que algún día podrian 
descansar tranquilamente. Desgraciadamente, en este 
país el pasivo está condenado a ver disminuir constan- 
temente sus ingresos rcales. Aparte de todo esto tene- 
mos que señalar lo otro: si nos atenemos a la ley vigente 
decimos que el aumento a las pasividades debe ser igual 
al aumento o incremento de los salarios en el año an- 
terior. pero esto siempre llega tarde, y muy tarde. Esta- 
mos hablando de un incremento salarial del año 1985 
—es decir 1% de enero - 31 de diciembre— que recién 
se aplica a partir del mes de abril de este año. 


Quiere decir que el pasivo también pierde el aumen- 
to de los primeros cuatro meses del año y todo el incre- 
mento del costo de vida de esos cuatro meses significa 
una pérdida aún superior por parte de un pasivo que 
siempre llega tarde. En este Caso, llega unos cuantos 
meses tarde. Se podrá decir que hay aumentos a cuenta 
de ese reajuste anual, pero también éstos siempre lle- 
gan tarde. 


En la mañana de hoy, por ejemplo, se nos decía que 
el Poder Ejecutivo estaba dispuesto a promover un ade- 
lanto del 15% a cuenta del aumento que habrá de venir 
en abril del año próximo. ¿Cuál es el incremento de los 
precios entre el 1? de enero y el mes de agosto? Sin duda 
va a ser superior al 15%. O sea, que ya empiezan a llegar 
tarde otra vez, pues se aplica ese incremento con cuatro 
meses de atraso y tienen que pasar esta penuria. Esta 
es la realidad sobre la que estamos hablando. 


Además, parecería que los pasivos de este país siem- 
pre están a “las verdes” y jamás a “las maduras”. An- 
tes, el índice que se aplicaba para el aumento a dar a 
los pasivos era el fijado por el costo de vida; ahora 
—mejor dicho, ayer— en el periodo de la dictadura, se 
cambia el criterio. ¿Por qué se modifica? Por una razón 
muy simple: en este pais los sindicatos fuercn destro- 
zados; sus dirigentes fueron apresados; la Central Obre- 
ra fue declarada ilegal y era fácil reducir el salario 
real. Tanto es así que durante esos años de la dictadura 
el salario real se redujo a la mitad, es decir, a un 50%. 
Entonces, los pasivos, a “las verdes”, pues como habia 
una dictadura y los aumentos salariales iban a ser muy 
bajos, serían aplicados los índices en función de ese 
aumento mínimo que recibían los salarios en esa etapa 
que, en definitiva, no era más que una disminución de) 
salario real. Allí se aplica ese criterio. 


Ahora llegamos a la democracia y, en democracia, 
las cosas cambian: se organizan otra vez los trabajado- 
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rcs y empiezan a luchar para ver si pueden reconquistar 
parte del salario y en buena medida lo logran. El año 
pasado lograron un incremento salarial que fue del 107,7 
por ciento; por encima del aumento del costo de vida 
que significó un 83%. Allí se recupera parte del salario 
real y, como siempre, los pasivos están a “las verdes” 
pero no a “las maduras”. 


En este caso Concreto, el criterio es cambiar la pos- 
¿ura. Antes, servía aplicar aquel criterio; ahora, modifi. 
camos las cosas nuevamente y palecería que lo bueno es 
aplicar el criterio del costo de vida, en lugar del incre- 
mento salarial que se ha obtenido en estos meses de 
úáemocracia en nuestro país. Puesto que no podemos ol- 
vidar la realidad con la que estamos trabajando, es ne- 
cesario que tengamos un criterio bien claro y tlirme en 
esta materia. 


Por Otra parte, señor Presidente, el Estado no puedo 
estar modificando las reglas de juego. Si una persona —y 
en este sistema las cosas son asi— aporta durante toda 
una vida, lo hace en la certeza de que al finalizar sus 
años de actividad laboral ha de recibir de acuerdo a 
su edad y a lo que aporto. Pero parecería que este no es 
el criterio del Poder Ejecutivo; en realidad, no es que 
parezca, sino que esto es así. Es más, tengo a mi vista el 
Mensaje del Poder Ejecutivo relativo a un proyecto de 
ley que se refiere al nuevo régimen de aportes a la Se- 
guridar Social de los trabajadores rurales. El Poder Eje- 
cutivo expresa que: “En lo que atañe a las prestaciones 
jubilatorias, el proyecto introduce una nueva concepción 
global de la Seguridad Social. El Poder Ejecutivo entien- 
de que en este aspecto debe superarse la clásica concep- 
ción contributiva o régimen “de respuesta” que vincula, 
necesariamente el monto de las prestaciones a la activi- 
dad desarrollada y a los aportes efectuados”. Esto sig- 
nifica que aquí hay un cambio de filosofía por parte del 
Poder Ejecutivo, pero el mismo no se puede establecer 
por la sola y exclusiva voluntad de dicho Poder. Lo que 
aquí debe primar, por encima de todo, es la ley y ella es- 
tablece un sistema que está vigente. 


Si mañana el Partido Colorado o el Poder Ejecutivo 
quieren piantear una propuesta diferente acerta de Có- 
mo habrá de formularse el reajuste jubilatorio, estare- 
mos dispuestos a estudiarla. Pero ello no implica estar 
modificando —y, en definitva, es lo que se ha hecho en 
esta cportunidad— el sistema sin la base legal corres- 
pondiente. Esto es algo que tampoco puede quedar de 
lado a la hora de analizar este proyecto de ley. Aquí 
se modifican las reglas de juego. Si una persona aportó, 
tiene derecho a que la deuda que el Estado contrajo con 
eila le sea abonada. El Estado reconoce los compromisos 
contraidos en materia de deuda externa, pero no los asu 
midos con las personas que han aportado a la Seguridad 
Social en este país. Sin embargo, son dos compromisos 
:—dos contratos— y, por lo tanto, si se respeta uno, tam- 
bién debe ser respetado el otro. Diría que primero debe- 
riamos respetar este y luego el otro; esto es bien claro 
para nosotros. 


Este proyecto de ley, señor Presidente, implica sin 
duda, en lo que hace a muchísimas paslvidades, una re- 
baja de las mismas, porque si no se ajustan en función 
de lo que la ley establece —como inclusive se aumenta 
un porcentaje inferior al incremento del costo de vida— 
para muchos pasivos habrá una pérdida. Vale recordar 
en este caso la extensa exposición que hiciera en Sala 
el señor Ministro de Economia y Finanzas cuando nos 
decía que era necesario aumentar el precio de los com- 
bustibles porque, de no hacerlo, el precio en valores rea. 
les disminuiría. Si este criterio es válido para los com- 
bustibles, supongo que también debe serlo respecto de las 
pasividades; no se puede mantener un criterio en una 
oportunidad y otro diferente en otra. Esto también vale 
la pena tenerlo en cuenta, porque parecería que los cri. 
terios son distintos, ya que no se aplica el mismo a los 
más pudientes que a los menos pudientes, a aquellos que 
han ganado un derecho que luego no se les reconoce, 


Tengo en mi poder algunas cifras que han sido y 
serán mencionadas más de una vez durante el trans- 
curso de la polémica parlamentaria en torno a este pro- 
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yecto de ley. La Dirección General de la Seguridad So- 
cial pagó en menos N$ 574:219.000.00 y esto fue lo que 
ahorró —aunque me cuesta tomarlo como un ahorro— 
al no aplicar el aumento que establece la ley. De ese 
100% de ahorro, el 23,88% se aplicó a las llamadas pa- 
sividades de menores recursos y el 71,12% se ahorró en 
beneficio exclusivo de la Dirección General de la Segu- 
ridad Social. Esto significa que, con el argumento de 
que se trataha de beneficiar a los pasivos de menos re- 
cursos, lo que ha hecho la Dirección General de la Se- 
guridad Social, en definitiva, es quedarse con el 71,12 % 
de lo que debió destinarse al pago de las pasividades. 
Esto no es una casualidad, sino que responde —y aun- 
que ya se ha señalado, vale la pena reiterarlo-— a un 
compromiso que se ha establecido desde nuestro pais 
hacia el exterior. Esto lo veremos de inmediato. 


Antes, quisiera aportar algunos datos porque hay mu- 
cha gente que se encuentra confundida y que cree que 
a los únicos que aquí se ha dañado es a aquellos jubila. 
dos privilegiados que apenas suman un centenar y que no- 
sotros —como ya lo manifestamos en el seno de la Comi- 
sión respectiva—- estamos dispuestos a revisarles sus jubi- 
laciones. Pero a la iamensa mayoría —casi 300.009 jubí- 
lados y pensionistas-— no se le pagó lo que le correspondía 
y, por esa razón, se redujo su pasividad. 


Debemos cotejar este hecho con las siguientes cl 
fras. Se ha hablado de que se quiere privilegiar a deter- 
minadas personas, pero voy a buscar un caso extremo 
—aunmque los hay peores— para demostrar que no es 
cierta tal afirmación. Por ejemplo, un anciano o anciana 
de más de 75 años de edad que al 1% de abril de 1985 
recibía N$ 5.500 —no ereo que esto pueda ser un privile- 
gio ni que nadie tire manteca al techo con este dinero— 
de aplicarse Jo que establece la ley, en el día de hoy le 
hubiera correspondido un aumento que llevaría su pasi. 
vidad a N$ 11.446,19. Reitero que esta persona hoy ten- 
dría que haber recibido N$ 11.446,19, pero resulta que 
no es así. Recibió N$ 10.100. La Dirección General de 
la Seguridad Social, para solucionar el problema de quien 
gana N$ 300 o N$ 2.000, le rebaja lo que le corresponde. 
Entonces, ¿vamos a lamar privilegiado a un hombre de 
80 años que aportó durante toda su vida y a reducirle 
su pasividad en N$ 1.346,19? 


Creo que no debemos confundir las cosas. Los Co- 
municados de prensa de la Secretaría de la Presidencia 
de la República colocan a los legisladores que estamos 
dispuestos a aprobar este proyecto de ley, prácticamente 
como si estuviéramos trabajando para los privilegiados. 
Eso no es cierto. En primer lugar, estamos trabajando 
para que se cumpla con la ley y se haga justicia, Si no 
es justo que 4 una persona que ganaba N$ 5.500 a los 
ochenta años se la lleve hoy a percibir N$ 11,446, que 
venga Dios y lo diga. Sería muy fácil permanecer Ca- 
llados y permitir que a esa persona se le quiten NS 1.346,19, 
pero no debemos olvidar que esta situación se da en la 
mayoría de los casos. De ser necesario, podriamos sumi- 
nistrar todas las cifras, por edades y aumentos. 


En realidad, puestas las cosas en su lugar, lo que 
corresponde es que nos preguntemos si hay o no recursos 
para pagar todo lo que es necesario abonar y para devol. 
ver lo que no se les ha dado a los pasivos desde abril a 
la fecha, e incluso desde abril del pasado año, cuando 
se les retaceó un 7%. 


Pero vamos a hablar del lapso que va de abril de 
este año a la fecha. Según cifras oficiales, sería necesa- 
ría una suma de alrededor de N$ 574:000.000 para afron. 
tar el pago del 107,7% a todos los pasivos. Esa cifra no 
es un volumen tan impresionante que no se pueda pa- 
gar; pero claro puede ser chica o grande, perc el tema 
está en saber si hay o no dinero. 


Nosotros, que nos hemos asesorado por el excelente 
equipo de expertos con que contamos, tenemos entendido 
—y así lo expresé en la mañana de hoy en la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado— 
que existen fondos suficientes. Incluso el señor Ministro 
nos señalaba que estas cifras eran reales. Quizás no lo 
fueran en otro orden, e sin “quizás”. El decia que es 
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verdad, que hubo un incremento en las recaudaciones 
entre el 19 de abril y el 31 de mayo, pero que las cau- 
sas de esto no eran sólo imputables al cobro que se €s- 
tuvo haciendo de aportes impagos, sino que podrian ser 
debidas también a un aumento de los aportes como 
consecuencia de los incrementos salariales, 


Nosotros señalábamos en la Comisión que nuestros 
datos no coincidían, precisamente, con estos informes; y 
que existe un incremento real en las recaudaciones del 
crden de los N$ 3.791:000.000. 


Voy a ser más claro. De acuerdo a lo que se habia 
previsto por parte de la Dirección General de la Seguri- 
dad Social, entre el 19 de enero y el 31 de mayo se ibañ 
a recaudar NS 16.951:000.000; pero resulta que se recau- 
dó mucho más, N$ 20.670:000.000. Esto hace una dife- 
rencia de N$ 3.791:000.000 algo más de N$ 700:000.009 
me: les. Si lo que hay que pagar son N3 574:000.000 
por mes, parecería que no sólo alcanza sino que hasta 
schra, 


Reitero, señor Presidente, que se han recaudado N$ 
700:000.000 y aún más por mes, desde el 1% de enero 
hasta el 31 de mayo. Pero atención, que lo que se recau- 
dó en enero, febrero y marzo, no hay por qué aplicarlo 
a esto. Con esta suma incluso podríamos pagar en el a2c- 
to —“zash"— la retroactividad, o sea todo lo que no se 
les ha pagado úesde el 31 de abril. Y a partir de esa fe- 
“ha, hay fondos suficientes. 


Yo dije al señor Ministro que si aportaba antes de la 
sesión, cifras que demostraran que éstas eran erróneas, 
se lo iba a agradecer, paza no exponer esto en Sala. 


Afirmo que nuestros datos son ciertos. Incluso una 
vez finalizada la reunión de la Comisión, insistí en el 
tema ante nuestros técnicos, y ellos mc confirmaron, que 
efectivamente, es así. Más aún, pienso que el señor Mi. 
nistro seguramente debía tener ya esos datos, porque de 
no ser ciertos los nuestros, ¿sobre qué bases se tomó una 
decisión a nivel del Ministerio y de la Dirección Gene- 
ral de la Seguridad Social? Es decir que, a mi juicio, 
queda confirmado que esto es así. Hubo un aumento en 
la recaudación superior al 22% y por ello creemos que 
€s posible pagar, ya que habría fondos suficientes. 


Por otra parte, el señor Ministro nos decía hoy que 
en materia de recaudaciones hay una “tendencia conso- 
lidada”. No fue una recaudación casual; esto se mantie- 
ne y. entonces, tenemos asegurado el pago de hasta el 
107,7% a todos los pasivos del país. 


Pero hay algo más, en caso de que estos recursos no 
alcanzaran o de que hubiera un error. Repito que no ereo 
lo haya habido, porque hemos confirmado las cifras y 
este incremento de las recaudaciones se debe al aumento 
por aportes impagos, es decir, al aumento ahora por apor. 
tes impagos ayer. Pero además de todo esto, yo decía 
hoy, recordando las palabras del señor representante Can. 
tón en otras oportunidades, lo siguiente: el Poder Eje- 
cutivo tiene a estudio dei Parlamento un proyecto de ley 
sobre pensiones a la vejez —el cual, en definitiva, res- 
ponde al pensamiento del Poder Ejecutivo en cuanto a 
que hay que cambiar la filcsofía de las pasividades— que 
significaría una erogación mensual de N$ 110:000.000, Me 
pregunto si no podríamos aplicar esa misma cifra a ésto, 
haciendo que todos, incluidos los pensionistas a la vejez, 
reciban lo que la ley establece como justo. Pensamos 
gue sí. 


Pero además, ¿por qué razón en este país se está 
cambiando el idioma, y se ncs dice una y otra vez —to- 
dos los dias— que la Seguridad Social sólo debe estar 
financiada por recursos genuinos o auténticos, como si la 
única forma de lograr recursos con este fin emanara de 
los aportes patronales y obreros? No es así, y lo sabe 
muy bien el Poder Ejecutivo, desde que se cambió la 
cosa allá por cl año 1979; se redujeron los aportes pa- 
tronales y se incrementó el aporte al Valor Agregado, 
para obtener recursos para la Dirección General de la 
Seguridad Social. Y el pasivo no tiene la culpa de que 
se haya recaudado poco o mucho. Aquí el problema está 
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en que el pasivo incluso aporte el IVA y, a la hora de 
cobrar, se le ignora totalmente y no se le devuelve lo 
que en definitiva él ha aportado como activo y como 
pasivo, 


Huy dos vias para obtener recursos; una, la de los 
aportes patronales y obreros, por los cuales en los prime- 
ros cinco meses del año se han obtenido N$ 3.791:000.000; 
y Otra es la de Rentas Generales, que sin duda alguna 
cobra y ha cobrado el Impuesto al Valor Agregado con 
ese 6% que es para el Fondo de la Seguridad Social. 


Hay algunas consideraciones que a veces parecen 
odiosas pero, que es necesario establecer en este caso. So- 
mos tan cclosos a la hora de aumentar a los pasivos, tan 
cuidadosos de no cometer ningún error, no vaya a ser 
Que por aquí causemos inflación y por allá también, que 
uno se pregunta ciertas cosas. En este pais, para los Ju- 
bilados, está muy lciano el día de la escala móvil, Pero 
hay quienes usuiructúan de ella. Concretamente, hablá- 
bamos recién del IVA que paga todo el pueblo y el pro- 
plo pasivo. Esos son recursos que van a Rentas Gensra- 
les y que luego tienen que ser trasladados a la Direc- 
ción General de la Seguridad Social. Yo tengo algunas 
cifras y porcentajes que asustan. Por ejemplo --para que 
lo tengamos bien en eclarc— en 1880, del total de lo 
aportado por Rentas Generales a la Seguridad Social, 
a la D.G.S.S. correspondía el 814%; y, por ciemplo, a la 
Caja Militar sólo el 0,27%. O sea que de lo recaudado 
por IVA un 0,27% iba a ia Caja Militar. Lamentable- 
te, no tengo las Cifras hasta hoy sino sólo hasta el 
año 1984. Pero reitero, porque es necesario tener esto 
bien en cuenta, que de esa masa de recursos que todo el 
pueblo paga, en el año 1980, sólo N$ 7:500.000 iban a la 
Caja Militar. 


En 1984 — ¡fíjense qué cuatro años! — cuando lo que 
aumentó en el país fue la cantidad de activos en las 
Fuerzas Armadas, no de pasivos —los pasivos aumentarán 
en forma vegetativa, pero los activos sabemos que ingre- 
saban hasta por las ventanas—- en ese momento, a la 
Dirección General de la Seguridad Social se le retacean 
los fondos, tanto que del 34% pasa al 74%; pero lo que 
antes recibia la Caja Militar, que era un 0,27%, pasa al 
19%. Como hay más activos en las Fuerzas Armadas, la 
Caña Militar recibe más aportes, pero cómo no serán esas 
jubilaciones, que es necesario destinar Jos fondos que se 
recaudan del consumo popular, a través del IVA, a la 
Caja Militar que aplica la escala móvil. 


Sé que decir estas cosas resulta antipático; pero €s 
un ejemplo. Además, si somos celosos para con unos, 
vamos a serlo para con todos. Si se quiere saber dónde 
hay recursos, ahí los encontramos, y podríamos tener- 
los en cuenta. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Es decir que se 
multiplicó en un 70%. 


SEÑOR ARAUJO. — Exactamente, señor senador. Y 
eso, a pesar del incremento notable de activos que aportan 
a esa Caja. 


La pregunta que todo el mundo se formula es: Si 
hay recursos, ¿qué pasa?, ¿porqué no se paga? Se dirá 
que al Poder Ejecutivo no le gusta ser antipático y que 
si tuviera los recursos, pagaría. Este argumento lo he 
leído, e inclusive lo escuché esta mañana; pero nosotros 
creemos que hay recursos y que no se paga sencillamen- 
te porque existe un documento que la mayoría de nues- 
tro pueblo ignora. Ya lo ha referido el señor senador 
Tourné; yo lo voy a reiterar porque ahí es donde está 
el quid de la cuestión. 


Hay dinero, hay recursos y se puede pagar; ¿por qué 
no se paga? Porque ya nos comprometimos —no nosotros, 
sino el Poder Ejecutivo— con el Fondo Monetario Inter- 
nacional a reducir las pasividades. Eso esta escrito en 
un documento que pubiicó el diario “La Mañana” el día 
12 de setiembre de 1985 que tengo en mi poder. AMí, 
junto con la foto del Ministro Zerbino, se publicó un 
articulo titulado “La Carta Intención con F.M.I.”. Pien- 
so que vale la pena leerlo. 
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En ese artículo, después de ir explicando al Fondo 
que todo se va a ordenar y que no tiene por qué preocu. 
parse, se dice: “Además, se han tomado medidas para 
reducir los aumentos automáticos de ciertas prestacio- 
nes de la seguridad social”. 


Nos parece que eso no corresponde y que mal hace 
el Poder Ejecutivo en comprometer la política económica 
de nuestro país al margen de lo que la ley establece. 
Considero que debemos tener muy en claro que si se 
Guiere hacer un compromiso con el Fondo Monetario In- 
ternacional, aunque nosotros podamos no compartirlo —y 
no lo vamos a compartir en la medida en que se incluyan 
este tipo de cláusulas— por io menos hay que atenerse a 
lo que dice la ley. Entonces, ¿cómo es posible que el 
Poder Ejecutivo, sin consultar al Parlamento y sin con- 
tar con sus votos, se comprometa con el exterior a redu- 
cir las pasividades? 


_ Voy a leer nuevamente el texto de la Carta Inten. 
ción, que dice: “Además, se han tomado medidas para 
reducir los aumentos automáticos de ciertas prestacio. 
nes de la seguridad social. De conformidad con esta po- 
lítica, la estructuración del aumento general de las pres- 
taciones de la seguridad social anunciado en abril de 
1285” —os decir, el año pasado— “tuvo por objeto favo- 
recer en mayo: medida a los sectores menos pudientes 
de la población, sin repercutir en aquéllos cuyas presta- 
ciones se vinculan normalmente a los salarios”, 


Hago hincapié en esto porque es de donde surge el 
compromiso y donde está el quid de la cuestión y la ex- 
plicación que mucha gente no encuentra, aunque es muy 
claro, Se trata de un compromiso que hay que cumplir 
de cualquier manera, a pesar de que la Dirección Gene- 
ral de la Seguridad Social cuente con fondos. Estoy se- 
guro fe que, cuando se habló de esto, no se preveía que 
se recaudaría tanto, aunque ello era previsible. Pero, 
¡qué dilema!: se recaudó mucho; de esa manera va a 
quedar en evidencia que todo esto es consecuencia de 
compromiscs que hemos contraido con el Fondo Moneta- 
rio Internacional. 


_La Carta Intención también dice: “Se prevé gue esta 
política permitirá efectuar un ahorro presupuestario de 
alrededor del 0,5% del Producto Bruto Interno durante 
los primeros doce meses del programa”. De aquí surge el 
compromiso. Se obtuvo lo que se buscaba, y hay que ob- 
tener más. 


El año pasado, cuando se retacearon las jubilacio- 
nes y las pensicnes en un 7%, se pudo pagar U$S 13 
millones más de la deuda externa, con lo que quedamos 
Tenómeno con el exterior, pero horrible con los jubilados 
y pensionistas de este país. Repito que quitamos alrede- 
dor de U$S 13:500.000 a los pasivos y los destinamos a 
pagar al Fondu Monetario Internacional y a todos nues. 
tros acreedores en el exterior. Pero se trata de que este 
año hay que quitarles un poco más. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Es el resultado 
de la modernización. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — ¿Me permite una interrup. 
cion, señor senador? 


SEÑOR ARAUJO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis A. Lacalle Herrera). 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Señor Presidente: hemos 
escuchado lo que maniiiesta el señor senador Araújo con 
su característico estilo y hemos tratado de no intervenir, 
reservándonos para hacer nuestra argumentación en el 
momento debido y no por la via de interrupciones. No 
obstante, resulta imposible no decir algunas palabras pa. 
ra refutar en forma enérgica estas aseveraciones, abso- 
lutamente caprichosas y carentes de fundamento, en las 
que el señor senador intenta basar su argumentación. 


Este Poder Ejecutivo democrático que asumió el 19 
de marzo de 1985 recibió, como es notorio, una pesada 
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herencia de múltiples obligaciones con todos los orga. 
nismos de crédito, incluido el Fondo Monetario Inter- 
nacional, que conforman una deuda externa que pasó a 
superar en su totalidad los U$S 5.000:000.000, debiendo 
hacer frente a esas obligaciones. De lo contrario, hu- 
biera. tenido que adoptar la actitud que preconizaba Fi- 
del Castro en Cuba —lo que él no cumple, porque es un 
fiel pagador de sus obligaciones, cosa que nos parece 
bien—- y decir simplemente que no se iba a pagar la deu- 
da externa y que se rehusaba a cumplir con sus obliga- 
ciones, con todas las consecuencias imaginables que ello 
acarrearía. No hay nadie en nuestro país que se haya 
atrevido a apoyar, con fundamentos claros, una negati- 
va a cumplir con las obligaciones contraidas, no por nos- 
otros, ni por ninguno de los partidos aquí representados, 
sino por la dictadura militar, que fue la que las asumió, 
pero que todos nosotros hemos heredado. 


A efectos de poder normalizar la vida del país, es 
imprescindible que en materia de deuda externa y de la 
situación interna, se deban adoptar medidas tales como 
la contención de gastos, de reordenación administrativa 
o de cualquier otra índole que permitan sacar al país 
de la crítica situación en que se encontraba y poder en- 
cauzarlo por la senda de la normalidad económica, social, 
industrial, productiva, exportadora, etcétera. 


De ahí que esas medidas que menciona el señor se- 
nador Araújo, tratando de enturbiar o de satar conclu- 
siones absolutamente antojadizas, no deben interpretar- 
se en la forma en que él lo hace. La automaticidad de 
que se hablaba, en ciertos, casos, traeria como conse- 
cuencia multiplicar en mayor grado las pasividades muy 
altas, porque al aplicarse el coeficiente en una forma 
pareja para todos, se aumentan en forma notoria las 
pasividades más altas, reduciéndose aún más las meno- 
res, ya que el multiplicando es inferior. 


Sabido es que la política de este gobierno, que se 
limita a la aplicación de conceptos estatuidos en la CO- 
NAPRO, previo a las elecciones y de los que participaron 
todos los partidos políticos —Criterio que aún hoy apo- 
yan todos los sectores políticos—- trata de favorecer, en 
la medida de lo posible, a las jubilaciones y pasividades 
sumergidas, a las que son misérrimas, aplicando aumen- 
tos en razón inversamente proporcional a sus montos, 
de manera que aquellas jubilaciones más altas perciban 
menor incremento, pero no porque algunas de ellas sean 
principescas —que no lo son— sino porque a las meno- 
Tes, por ser muy bajas, hay que considerarlas con un 
régimen preferencial. 


De ahí no puede interpretarse que esta medida, que 
adoptó el Poder Ejecutivo, en uso de su necesaria inde- 
pendencia, se debió al mandato de un organismo supra- 
nacional o extranjero. Digo que esa interpretación es ab- 
solutamente antojadiza y falsa. 


¿Qué tenemos obligaciones con el exterior en mate- 
ría bancaria? es cierto; ¿qué hay que renegociar deudas 
con el Fondo Monetario Internacional? ya lo creo que 
hay que hacerlo, porque si no tendríamos que rehusar 
su pago, y eso no lo podemos hacer. Pero no somos lOs 
únicos que negociamos con el Fondo Monetario Interna- 
cional y que tenemos obligaciones con él. 


Recientemente, un pais socialista, comunista, que in- 
tegra la órbita de los satélites de la Unión Soviética, so- 
licitó el ingreso al Fondo Monetario Internacional, Me 
refiero a Polonia, que acaba de ingresar a dicho Fondo, 
transformándose en el integrante N? 150. 


De manera que, no sólo a paises como el nuestro se 
les puede decir que son dependientes o están vinculados 
al Fondo Monetario Internacional; nosotros lo estamos 
por una razón de herencia de un pasado muy penoso, 
que tenemos que afrontar. Sin embargo, ahora, volunta- 
riamente, Polonia se afilia al Fondo Monetario Interna- 
cional. Por ello digo al señor senador que no debe hacer 
tanto escándalo, ya que tiene que ver como andan las 
eosas por casa, o entre sus amigos o afines, antes de in- 
tentar confundir y sembrar sombras y dudas sobre pro- 
cedimientos de este Gobierno, que son absolutamente cla- 


CAMARA DE SENADORES 


8 y 9 de Julio de 1986 


ros y que están fundados en su libre potestad de dirigir 
la política nacional interna, sin estar supeditados en ma- 
nera alguna a cualquier órgano supranacional, llámese 
como se llame. 


Por ahora, nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis A. Lacalle Herrera). 
Puede continuar el señor senador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. — Señor Presidente: tui interrum- 
pido por el señor senador Paz Aguirre, según su estilo 
caractefístico. Voy a continuar con el mío, al que le 
soy absolutamente fiel. 


Comenzando por el final, debo señalar que mis amil- 
gos no se encuentran fuera de fronte:as, sino dentro de 
ellas: son los ciudadanos de este país, de la República 
Oriental del Uruguay, y no veo por qué hay que estar 
mencionando lo de afuera. 


Lo que me interesa saber, lo que sé y leo es que exis- 
te una Carta de Intención para con el Fondo Monetario 
Internacional. Desde nuestro punto de vista se puede ne- 
gociar, pero con dignidad. Quiza, cuando dentro de muy 
poco tiempo seamos Gobierno, tal vez tengamos que ne- 
gociar con el Fondo Monetario Internacional, pero siem- 
pre desde posturas que dexiendan ante todo la soberania 
del país y que no comprometan su politica interna, más 
allá inclusive de lo que establece la ley, 


La ley no permite al Poder Ejecutivo modificar el 
aumento de las pasividades, aunque se haya comprome- 
tido a ello ante el Fondo Monetario Internacional. Todo 
lo demás que se diga son meras palabras. Además, no 
se puede decir solamente la mitad de la verdad; es ne- 
cesario decirla toda. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE, — De acuerdo. 


SEÑOR ARAUJO. — Ruego al señor senador que no 
me interrumpa, tal como es su estilo. 


Quiero señalar que dar sólo ia mitad de la verdad 
no es conveniente. 


En la CONAPRO se estableció que había que ayudar 
Oo mejorar las pasividades de los más sumergidos. En eso 
estuvimos todos de acuerdo; en lo que no se llegó a un 
consenso —por lo menos nosotros jamás lo votamos y 
creo que los demás tampoco—- fue en que había que re- 
ducir las pasividades de algunos. Eso jamás fue dicho. 
Por supuesto que estamos de acuerdo en aumentar las 
pasividades de los más necesitados por encima de lo que 
la ley establece, pero tomando como base el minimo y 
no bajando las retribuciones de unos en beneficios de 
otros. De ninguna manera; eso no lo establecimos en nin- 
gún momento y por eso esa referencia a la CONAPRO no 
corresponde en la discusion de este proyecto de ley. 


Hice referencia al documento que, en definitiva, es- 
tablece la política que ha llevado adelante el Poder Eje- 
cutivo. En ese sentido señalo que, efectivamente, tal Co- 
mo dije, el año pasado se ahorraron U$S 13:000.000, que 
forman parte de ese 0,5% del producto bruto interno, de 
acuerdo con el compromiso contraido con el Fondo Mo- 
netario Internacional. Según lo que se determinó en el 
mes de abril de este año, el ahorro —llamémosle asi— 
de la Dirección General de la Seguridad Social es de 
USS 3:800.000 mensuales es decir, U$S 45:900.000 en el 
año, que van a ser utilizados para el pago de la deuda 
externa y que, en definitiva, aportan los jubilados y pen- 
sionistas de nuestro país. Esta es la realidad; las cifras 
son bien claras. 


Señor Presidente: seguramente hemos de intervenir 
en más de una oportunidad en el dia de hoy. Como 50. 
mos miembros informantes vamos a insistir sobre el te- 
ma todas las veces que sea necesario, No queremos ter- 
minar esta primera parte de nuestra exposición sin ha- 
cer referencia clara y concreta a lo que es ya de prác- 
tica en el Poder Ejecutivo y que nosotros consideramos 
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que es menester plantear en Sala como una preocupa- 
ción del Parlamento. - 


En primer término, ya sobre el comienzo de esta 
sesión, se estaba discutiendo todavía acerca de una po- 
sible solución a este problema. Es factible que en esta 
misma sesión escuchemos al señor Ministro de Trabajo 
y Seguridad Social hacer una nueva propuesta. Quiero 
recordar que este proyecto de ley se discutió largamente 
en la Cámara de Representantes y fue aprobado el 14 
de mayo de este año. Han transcurrido casi dos meses y 
hemos tenido que esperar hasta minutos antes de esta 
sesión para ver si surgía o no alguna solución concreta. 
Pienso que si ella existiera, deberia haber aparecido mu- 
cho antes. Pero, ¿cómo olvidar que durante todo este 
tiempo, mientras trabajaba la Comisión de Asuntos La. 
borales y Seguridad Social del Senado, recibíamos una 
especie de amenaza por parte del Poder Ejecutivo, que ha 
buscado una fo:ma de diálogo que no es la normal, la 
que corresponde, la que debería tener lugar siempre en- 
tre dicho Poder y el Parlamento? 


Nos parece muy correcto que en la mañana de hoy 
se haya presentado en la Comisión el señor Ministro de 
Trabaje y Seguridad Social, que nos hizo saber de su 
disposición y lo invitamos de inmediato. Pero sobre este 
tema hemos dialogado también con el señor Ministro In- 
terino. Teníamos las cosas muy claras y las seguimos te- 
niendo muy claras. ¿A santo de qué la Presidencia de la 
República tiene que emitir un comunicado, a través de 
la Secretaría de Prensa y Difusion, en el que, práctica- 
mente, se nos amenaza y se toma por rehenes a los pasi- 
vos? En definitiva, se trata de eso. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — No apoyado. 


SEÑOR ARAUJO. — Voy a. dar lectura a lo que dice 
el referido comunicado de la Presidencia de la República. 
Reitero que no creo que esta sea la forma de dialogar 
del Poder Ejecutivo con el Poder Legislativo. Si quería ha- 
blar con los legisladores lo podía hacer por intermedio 
del señor Ministro que, como es sabido, será recibido todas 
las veces que así lo desee, tanto en el seno de la Comi- 
sión como en el plenario, sin ningún tipo de inconveniente, 


En el comunicado dice: “En relación al proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Diputados y que se en. 
cuentra a consideración de la Cámara de Senadores, es- 
tableciendo la obligatoriedad de incrementar absoluta- 
mente todas las pasividades en un 107,7 % como minimo, 
la Presidencia de la República entiende necesario hacer 
conocer su opinión sobre el mismo. 1) Su aplicación su- 
pone un costo suplementario mínimo de N$ 600:000.000”. 
Debo señalar que no se trata de un costo suplementario 
sino original, que fue ignorado por el Poder Ejecutivo. Pe- 
ro estos documentos llegan a la opinión pública y por ello 
es necesario establecer los hechos tal como son. Además, 
no son N$ 600:000.000 sino N$ 574:000.000. 


Continúa diciendo el comunicado: “2) Los 290.000 pa- 
sivos de menores ingresos quedan excluidos toda vez que 
sus pasividades fueron aumentadas en más de ese 107 %”. 
Creo que este segundo párrafo tiende a que la opinión 
pública del país piense que los legisladores estaban traba- 
jando para los privilegiados y ello no es asi, porque en 
realidad están trabajando para esos casi 300.000 jubilados 
y pensionistas que recibieron menos de lo que les corres. 
ponde por ley. Se ha hablado de ancianos que a marzo de 
1985 percibían N$ 2.608,70 y a los que en, definitiva, se les 
terminó reduciendo sus pasividades por no aumentarlas en 
el porcentaje que correspondía. 


Más adelante señala el Poder Ejecutivo: “A este res- 
pecto cabe consignar que la política aplicada ha producido 
la siguiente distribución de aumentos”. A continuación se 
dice que 290.000 personas recibieron aumentos superiores 
al 107,7 %, 218,000 recibieron aumentos entre el índice téc- 
nico de 107 % y el del costo de vida de 83 %, y sólo 46.000 
personas recibieron menos del 83 %, 


¿Qué tiene que ver el incremento del ccsto de vida 
en este comunicado, cuando esto no está vigente, cuando 
esto quedó sin efecto —digamos así-— en la hora en que 
las autoridades de ese tiempo determinaron que el incre- 
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mento de las pasividades se establecia de acuerdo con el 
índice promedio del aumento salarial del año anterior? 
¿Por qué traer esto a colación? 


En definitiva, lo que intenta la Secretaría de Prensa 
de la Presidencia de la República es crear confusión y no 
explicitar las cosas como corresponde ante la opinión pú- 
blica del país. 


Por otra parte para nosotros está claro que, esta refe- 
rencia a las 46.000 personas que recibieron un aumento 
menor al 83% pretende dejar en claro —porque aquí se 
establece— que estos son los ciudadanos a los que el Po- 
der Ejccutivo ha aludido en forma constante como los 
privilegiados. Algunos de ellos lo son, pero otros no. 


En este caso concreto, se nos hace una propuesta, 
que no se si será modificada. ¿Qué es lo que establece? 
Precisamente, un aumento de las pasividades hasta el 
83 %, 85% o quizá el 90% para aquellos 46.000 pasivos 
que aquí se condenaba y no para el resto, para los 218.000. 


En este intento de aproximación que ha buscado el 
Poder Ejecutivo en el dia de hoy, lo que se propone es 
que aquellas personas que recibieron menos del 83 %, ob- 
tengan ese porcentaje pero no así los que cobraron menos 
del 107% y más del 83%. Estos últimos constituyen la 
inmensa mayoría y no podemos decir que son privilegia. 
G€os porque ni siquiera perciben jubilaciones altas. 


Esas son algunas de las precisiones que queríamos ha- 
cer. Pero, además, con respecto al estilo tan particular 
con que se lleva adelante la relación entre el Poder Eje- 
cutivo y el Poder Legislativo, queremos llamar la atención 
sobre determinados costos. Si se mide “al pesito” lo que 
se les va a dar a los pasivos, la Dirección General de la 
Seguridad Social tendría que tener en cuenta el costo de 
una página en un matutino o vespertino del día domingo, 
para publicar un balance que la mayor parte del pueblo no 
entiende. En definitiva, si estaba dirigido a los senado- 
res, más vale se hubiera hecho un repartido interno, a 
mimeógrafo. Sin embargo, se ha publicitado en los dia- 
rios de nuestro país y de acuerdo a la información que 
ros ha suministrado una agencia de publicidad el costo 
de cada una de las páginas de un matutino es de N$ 432 
mil. Si podemos gastar esa cantidad por la publicación en 
un diario —y se publicó en todos— ¿cuántos millones de 
pesos se nos van en esta campaña para explicar por qué 
no aumentamos ias pasividades de aquellos a quienes se 
las tenemos que incrementar? 


(Ocupa la Presidencia el doctor Tarigo) 


Podríamos formular otras muchas precisiones, pero 
por el momento no lo vamos a hacer. Reiteramos nuestra 
disposición a aprobar el proyecto que viene de la Cámara 
Ge Representantes, tal como el mismo arribó a esta rama 
del Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SO. 
CIAL, -— Mi intención al concurrir a esta sesión del Sena- 
do —oportunidad en que se trata este proyecto tan im- 
portante— fue la de dar a conocer a los señores senado- 
res algunos principios generales de la política del Poder 
Ejecutivo en materia de Seguridad Social, asi como algu- 
nos de los ajustes que esa politica puede tener en función 
de los resultados económicos obtenidos. Asimismo queria 
expresar alguna opinión referida al proyecto de ley en 
consideración, porque consideramos importante que la po. 
sición del Poder Ejecutivo sobre el particular pudiese ser 
conocida y compartida por los señores senadores. 


Además de agradecer la deferencia con que hemos si- 
do recibidos en la Comisión correspondiente, así como en 
esta sesión plenaria, queremos dejar constancia de que 
hemos escuchado dos intervenciones que en lo que refie. 
Ten a dos aspectos nos llenan de profunda preocupación. 
Cuando hagamos la presentación de la política del Poder 
Ejecutivo, haremos referencia a alguno de esos puntos, por 
cuanto entendemos que si en ellos se han basado decisio- 
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nes de voto relativas al proyecto en consideración, existen 
algunos errores de concepto y de información que pueden 
conducir a resultados no deseados, cuando se tome la vo- 
tación correspondiente. 


No deseo, en modo alguno, interferir con el debate 
parlamentario, sino simplemente hacer uso de la facultad 
constitucional de realizar esta presentación ante los se- 
fñores senadores, con el propósito de explicitar las politicas 
del Poder Ejecutivo y de precisar algunos conceptos, que 
entendemos pueden ser de utilidad. 


Me voy a referir a la política general del Poder Eje- 
cutivo, que efectivamente surge de los principios del pro- 
grama del partido de gobierno, así como de la Concerta- 
ción Nacional Programática y “de los documentos aproba- 
dos por su Mesa Ejecutiva — integrada por varios señores 
legisladores—- y que están incluidos en los pregramas de 
otros partidos políticos que integran este Parlamento y 
que fueron llevados en tal tenor a las discusiones de esa 
Mesa Nacional. Esos principios son, en el fondo, bastante 
sencillos, 


Me alegro de que se haya hecho referencia a algunas 
informaciones dadas esta mañana sobre la situación de 
los pasivos, por cuanto, sin duda, del conocimiento de esa 
situación, surge con claridad por qué el Poder Ejecutivo 
defiende en este momento esa política. 


Si tenemos en cuenta —y las series estadísticas así lo 
permiten— la información correspondiente a julio de 1962 
y tomamos como base 100 el poder adquisitivo de las pa- 
sividades en esa fecha, veremos que, efectivamente, a mar- 
zo de 1985 -—primer mes de funcionamiento del Gobierno 
democrático— ese 100 se había transformado en 19.93. Es 
decir que en un período de 23 años, se redujo cinco veces 
lo que podía comprar una pasividad. 


El fenómeno más interesante de este proceso que va 
de 100 a 19.93 es que es constante y que se da, quiera o 
no el legislador que se dé, lo quiera o no el Poder Eje- 
cutivo. De algún modo refleja, además de politicas que 
habrían podido ser distintas, la situación innegable de un 
país que va siendo cada día más pobre. Ese descenso se 
constata cada mes, cada año, con pequeños altibajos, des- 
de entonces hasta marzo de 1985. 


Para citar algunas fechas —a las que algunos podrán 
encontrar cierta significación— en julio de 1962 ese indice 
era 100; en marzo de 1967 se había transformado en 45.61. 
En apcnas cinco años el poder adquisitivo de las pasivida- 
des se había reducido a menos de la mitad. En marzo de 
1972, había descendido a 43.89, en julio de 1973, a 31.20, 
llegando, como dijimos, en marzo de 1985 a 19.93, con 
distintos Gobiernos, diferentes Ministros y diversas inte- 
egraciones de las autoridades de la Seguridad Social y ha- 
biéndose legislado en el interin —y dicho en forma expli- 
cita— para mejorar el nivel adquisitivo de las pasivida- 
des. O sea que más allá de lo que quiso el pueblo, de jo 
que quisieron los gobernantes —o de lo que manifestaron 
querer— durante esos 23 años, las pasividades se reduje- 
ron y hoy son una tragedia para quienes las perciben y 
para el país, 


Por ese motivo, la política del Poder Ejecutivo en re- 
lación a las pasividades es la de ir lentamente aumen- 
tando ese poder adquisitivo que se perdió desde 1962 has. 
ta 1985, tal como se hizo con el salario real, es decir, 
para asegurar que lo que se consiga se consolide y no se 
pierda en las veleidades. Es asi que señalamos que el 1% 
de marzo el poder adquisitivo se había reducido al 19.93; 
que con la revaluación de abril de 1985, se elevó al 24.35; 
y que con la de abril de este año, también se elevó al 
26.77. Esta tendencia marca para el Gobierno un compro- 
miso, es decir, el de ir elevando progresivamente la ca- 
pacidad adquisitiva real de las pasividades. 


Ahora bien ¿cuál es la política con la que este Poder 
Ejecutivo pretende conseguirlo? La que hace que la masa 
de las pasividades crezca más que la inflación. Es la única 
manera de conseguir un aumento real de las pasividades, 
sea cual fuere la evolución del índice medio de salarios. 
Si las pasividades no crecen más que la inflación, ellas 
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pierden valor, tal como sucedió desde 1962 hasta la fecha. 
Eso es lo que queremos evitar. 


Reitero que la política es que las pasividades cerez- 
can más que la inflación y que dentro de esa masa, las 
pasivicades menores, las de menor volumen y nivel y las 
correspondientes a los pasivos de mayor edad crezcan más 
que las otras; que cuanto mayor sea la edad del pasivo, 
más crezca su pasividad; y que cuanto menor sea su mon. 
Lo, más crezca ella en relación con las demás. 


En esta política está incorporado el concepto de que 
ninguna pasividad crezca menos que el indice de precios 
correspondiente al período del año anterior, que fue del 
83%, 


Por otro lado, no sabíamos si en el primer año, ade- 
más de aumentar la masa de las pasividades más que el 
índice de precios, íbamos a poder cumplir esos objetivos 
de política, a la vez que asegurábamos que todos los pasi- 
vos recibirían el 83 %. Asimismo, estaba y está incluida 
—mo lo pudimos cumplir en el primer año y no sé si lo 
podremos hacer en el segundo—- la idea de ir acercando 
la pasividad de menor volumen al salario minimo nacio. 
nal líquido. Esa política figura en el programa de prin- 
cipios de varios de los partidos —incluido el mio-— y que 
además está acordado en lo establecido en la Concerta- 
ción Nacional Programática, en donde se estableció —a 
pesar de lo que se diga, porque está firmado-— que aqué. 
llas pasividades superiores a 7 salarios mínimos serían 
prácticamente congeladas; no crecería ni siquiera el ín- 
dice de inflación. Por supuesto que es difícil en un año 
conseguir, entre un ajuste y otro, todos estos chjetivos de 
política. Como éramos conscientes de ello, una de nuestras 
primeras preccupaciones, como Poder Ejecutivo, fue la de 
Gotar a la Seguridad Social de esos recursos. En ese sen- 
tido, nos pareció un acto incongruente solicitar recursos 
nuevos por la vía legislativa, toda vez que aquellos a los 
cuales la "ley nos habilita, no los estábamos obteniendo 
en función de altos índices de morosidad y de una eleva- 
da evasión. Entonces, la combinación de medidas admi- 
nistrativas, de fiscalización y seguimiento, con un creci. 
miento de las acciones inspectivas, a las que se agrega 
una ley sabiamente discutida y aprobada por este Par- 
lamento sobre facilidades de pago, nos permitió empezar 
a actuar según las facultades otorgadas, es decir, aumen- 
tar jos recursos cobrando todo aquello a lo que teníamos 
derecho, o sea, todos aquellos aportes que procediesen del 
sector privado o del público. 


Con seguridad los señores senadores recordarán el lar. 
go trámite y la extensa discusión parlamentaria de todo 
esto. al extremo de haber llegado al comienzo de este año 
sin saber a ciencia cierta de qué forma iba a repercutir 
en las recaudaciones de la Seguridad Social este conjunto 
de medidas administrativas complementadas por la ley de 
facilidades de pago. No habia como saberlo, porque pala 
ese entonces recién se estaban firmando los cenvenios. 


Debemos señalar, señor Presidente, que el conjunto de 
las recaudaciones de la Seguridad Social se ha visto in. 
crementado de manera muy significativa debido al au- 
mento de los aportes, que son el resultado del incremento 
del salario real en el sector privado tanto de los nomi- 
nales como de los reales; y se ha visto incrementada 
significativamente por el aumento de los salarios en el 
sector público, como así también —aunque no sabemos 
exactamente cuánto y por qué tiempo— por el funciona. 
miento de las facilidades de pago aprobadas por este Par- 
lamento. 


Entonces, cuando llega el mes de marzo de 1986 -—mo- 
mento en el que es preciso determinar cómo se va a ha. 
cer la revaluación de pasividades— la primera decisión 
que se toma es que el conjunto de la. masa va mostrando 
una recuperación frente al índice de precios para el pe. 
riodo anterior. Esa decisión se debe al hecho de que el 
Poder Ejecutivo está convencido de que está aplicando la 
ley y que lo está haciendo currectamente; y que de acuer- 
do a lo que establece el artículo 73 del Acto Institucional 
NO 9, está facultado a hacer ajustes de esta naturaleza. En 
ese sentido, observa que en el pasado los ajustes se rea- 
lizaron, en la mayoría de los casos, en función del índice 
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medio de salarios, pero no exactamente sobre determinada 
cifra. Por ejemplo, en 1982, el Indice Medio de Salarios 
fue del 30.33 % y las pasividades ajustaron un 22.10 %, O 
sea, un 8.23 % por debajo; en el año 1983, esta tendencia 
se invierte y es así que con un Indice Medio de Salarios 
que había crecido un 7.03 %, la tasa de revaluación fue 
del 14.99 %; en 1984, frente a un índice de 35.19 %, la tasa 
Tue del 30%; y en 1985, ante un Indice Medio de Salarios 
del 66.06 %, las pasividades ajustaron un 61.32%, todo 
ello en función del Indice Medio de Salarios, todo ello en 
función de la tendencia que ha venido marcando el Indice 
Medio de Salarios y tomando en cuenta las condiciones 
financieras de la República. 


De manera, señor Presidente, cuando tomamos la de- 
cisión de realizar un ajuste por encima del nivel del ín- 
dice de precios de 1985, pero por debajo del índice del 
107.07 %, lo hicimos dentro de la ley, tal como se ha ve- 
nido haciendo y tan es así que por primera vez desde 
1982 se quiebra la tendencia de que el poder acquisitivo 
de las pasividades descienda. Lo que no estábamos roguros 
de poder hacer en el mes de marzo era asegurar que 
vinguna pasividad creciese menos que la inflación. No Sa- 
bíamos si lo posiamos hacer, ya que no teniamos idea de 
si lo que estaba aumentando la recaudación efectivamente 
era un incremento real consolidado y permanente. Y no 
lo sabíamos porque ello era imposible. Voy a enumerar 
alguna de las razones por las cuales era imposible sa- 
berlo. En el mes de enero, normalmente la cifra de re- 
caudación Se ve incrementada por dos vías: por aquellas 
empresas que ajustan salarios en diciembre por convenios 
y por el aguinaldo. 


De manera que no es muy fácil determinar cuánto de 
eso se dcbe a los aumentos de diciembre y al aguinaldo 
y Cuántos son aumentos genuinos. En el mes de febrero, 
la recaudación se ve incrementada por los aportes rurales 
que se pagan trimestralmente. Tampoco es fácil separar 
los aumentos que surgen del ingreso de los aportes rura- 
les del mes de febrero de los que surgen de aquel con- 
junto de empresas que decide hacer su ajuste salarial en 
febrero y pagar en ese mes los aumentos en los aportes. 


Además, en el mes de marzo tenemos el aumento que 
surge de los ajustes salariales al sector privado en el mes 
de febrero y, en el mes de abril también tenemos los au- 
mentos de los salarios públicos y del resto de los salarios 
privados. En este mismo mes se recauda la primera cuota 
de las lacilidades de pago y, por un paro de los funciona- 
rios de la Seguridad Social el último día, tuvimos un 
desfasamiento del cobro del último dígito que pasa: a re- 
gistrarse en el mes de mayo. 


Entonces, cuando también en el mes de mayo ingre- 
san ajustes procedentes del nuevo aporte rural y de ese 
nuevo dígito, es muy difícil determinar exactamente cuán- 
to del aumento de la recaudación es genuino y cuánto es 
el que surge de una de estas circunstancias que, por otra 
parte, son normales en el año. 


Pero ¿qué ccurre? Al evaluar y comparar con años 
anteriores los aumentos de la recaudación —aún sin saber 
a ciencia cierta a cuánto van a ascender estos aumentos 
genuinos, nuevos, como producto de las medidas de ataque 
a la morosidad que hemos tomado-— cn la actualidad Sa- 
bemos lo que en el mes de marzo desconociamos. O sea 
que en este momento es posible cumplir con aquel com- 
ponente de la poiítica no incluido en el mes de marzo, es 
decir, que no hubiera ninguna pasividad ajustada por de- 
bajo del índice de aumento de precios. 


En función de lo expresado, señor Presidente, infor- 
mamos esta mañana a la Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social — porque nos pareció un elemento de 
juicio sumamente importante-— que el Poder Ejecutivo ha 
decidido que en el país no existan pasividades que se 
ajusten —teniendo en cuenta el ajuste correspondiente al 
año pasado— por debajo del 85 %. Se trata de una deci- 
sión del Poder Ejecutivo que, repito, hoy ccmunicamos a 
la Comisión y que ahora tenemos el gusto de comunicar 
al Senado en pleno, Este ajuste, naturalmente, ingresa a 
la base, es decir, que desde ahora en adelante —en la 
hase para el cálculo de futuros aumentos-- todos los pa- 
sivos tendrán un incremento del 85 %. 
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Como éste es un aumento a la base y está dirigido 
a cumplir con la política del Poder Ejecutivo —que no 
sabiamos si podríamos cumplirla en el momento de reali- 
zar el ajuste de abril— entendemos que debe abonarse a 
partir de la misma fecha del reajuste, o sea, a partir del 
mes de abril. 


Pensamos que esto no sólo consolida la tendencia ya 
señalada de aumento del poder adquisitivo de las pasivi- 
dades —circunstancia que se da por primera vez en mu- 
chos años— lo que nos produce la satisfacción de saber 
que todos y cada uno de los pasivos de este pais podrán 
no sólo recuperar lo que perdieron debido a la in!lación 
sino que, además, las pasividades, en conjunto habrán au- 
mentado aproximadamente unos 8, 9, o, quizás, 10 puntos 
por encima de esa inflación. 


Es decir que todas las pasividades recibirán más del 
83%; en algunos casos el indice estará por debajo del 
107 % mientras que, en otros, lo rebasará, 


Si bien es cierto que es muy dificil realizar los Cálcu- 
lcs, creo Que hay determinadas informaciones que convie. 
ne detallar. 


Efectivamente, el Poder Ejecutivo actuando dentro de 
la ley —como ella se ha aplicado desde que existe— ha 
otorgado aumentos que no son iguales al Indice Medio de 
Salarios y en ese caso interpretó que, cuando la disposi- 
ción señala la posibilidad de que se den aumentos dife- 
rentes y diferenciales y no indica los criterios, la aplica- 
ción de los mismos derivados del monto y de la edad del 
pasivo, en función de lá disponibilidad de recursos, son 
criterios aceptables y no violan la ley. 


Simplemente, a modo de ejemplo, daré algunas cifras. 


Los pasivos de más de 55 años —con la revaluación de 
abril y sin este ajuste y complemento que estamos anun- 
ciando hoy al Senado— que en el mes de abril de 1985 
recibían hasta N$ 3.000 tuvieron un aumento entre el 110 
y el 260%, con montos de abril, sin este reajuste, de 
hasta N$ 6.300. Este aumento lo recibieron 86.522 pasivos 
que representan el 21 % del total. Aquellos que percibían 
entre N3 3.801 y N$ 13.000, percibieron un aumento entre 
el 83% y el 130% llegando, en los montos de abril de 
1986 a sumas situadas entre N$ 6.900 y N$ 23.790. Este 
grupo comprende a 304.347 pasivos lo que corresponde al 
73 %. Los. que recibían entre N$ 13.001 y N$ 19.000 tuvie- 
ron un incremento que va del 56 al 68 %, lo que elevó sus 
pasividades a sumas entre N$ 21.901 y N$ 29.700. Este 
grupo está formado por 17.905 pasivos que representan el 
4% del total y a los que tambien se eleva su pasividad 
por lo menos en un 83 %. 


Además, debo señalar que el grupo formado por aque- 
llos pasivos que percibían más de N$ 19.000, recibió has- 
ta un 51 % con montos a abril y previos al complemento 
del reajuste, del orden de los N$ 28.700. Son 7,466 pasi- 
vos, lo que significa, aproximadamente, un 2%. 


SEÑOR ZUMARAN. —- ¿Me permite una interrupción, 
eñor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SO- 
CIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ZUMARAN. —- He seguido con la atención 
que merece la exposición que está realizando el señor 
Ministro, a quien agradezco su presencia en Sala, al igual 
que lo hice en la Comisión. 


Quisiera hacer expresa referencia a un punto al que 
ha mencionado reiteradas veces y analizarlo junto con él. 


Según el punto de vista del Poder Ejecutivo, de acuet- 
do a la revaluación con vigencia al 1% de abril, se ha 
cumplido la ley. 


Personalmente me afilio a la tesis que ha expuesto el 
señor senador Tourné, en el sentido de que la ley fija 
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el Indice Medio del Salario como criterio rector y que lo 
de índices diferentes o diferenciales —terminología un po- 
eo curiosa— tiene que contemplar, para una interpreta- 
ción armónica, el principio general establecido en el inci- 
so primero, que es el de fijar un indice técnico. 


Fienso que se podría haber tomado otro elemento y 
no el Indice Medio de Salarios. Por ejemplo, podría ha- 
berse tomado el costo de vida, pero la ley fijó ese Indice 
Medio de Salarios. 


Me atfilio a esa tesis, pero el señor Ministro se adhiere 
a otra. Es su opinión, y me merece el mayor de los res- 
petos, él dice que ha cumplido la ley. 


Entontes, señor Presidente, me voy a referir a los 
ejemplos del señor Ministro —que voy a tratar de repetir 
de memoria— y tomando la escala preferida, la del pa- 
sivo de 55 y más años de edad, encuentro lo siguiente: el 
pasivo que percibía N$ 3,001 recibió el 130% de aumento; 
pero si recibía N$ 3.000 recibió el 110 %. Es decir que por 
un peso hay una diferencia del 20%. Al 1% de abril ha- 
bía una diferencia de un peso y ahora tenemos una de 
N$ 600. Ese absurdo sucede con pasividades de N$ 3.000 y 
de N$ 3.001. 


Voy al primer ejemplo que puso el señor Ministro, el 
de pasividades de N$ 3.500, y me encuentro con que el 
porcentaje de aumento que se aplicó fue del 97 %. Enton- 
ces, por la diferencia de un peso el porcentaje varía en 
un 20% y por N3 499 varia en un 33 %. Podríamos conti- 
nuar citando ejemplos hasta el cansancio, pero la realidad 
es que un pasivo que al 1% de abril de 1985 percibía 
N$ 3.500 recibió el 97 %, es decir, que ni siquiera recibió 
el Indice Medio de Salarios. 


Además aparecen cosas raras: que quien percibía me- 
nos de pasividad al 1% de abril de 1985 ahora percibe 
más que otras categorías, Es cierto que pueden darse dis- 
tintas interpretaciones a un texto legal, pero ninguna pue- 
de ser caprichosa. En cambio lo es la que dictó el Poder 
Ejecutivo por un error de concepción, cuando fijó la re- 
valuación de pasividades. 


Esto no es nuevo en el pais, señor Presidente. Esto 
mismo se vio cuando el Impuesto a la Renta y Cuando el 
Impuesto al Patrimonio. Estas escalas —en las que hay 25 
o 30 en el Decreto de Revaluación de Pasividades— con- 
ducen a los resultados más arbitrarlos. Por ejemplo, un 
pasivo con N$ 4.500 de jubilación recibe el 93%, pero 
uno con N$ 4.501 recibe el 107 %. O sea que el que estaba 
un peso arriba al 19 de abril del año pasado hoy está más 
abajo. Me parece que esa arbitrariedad en la aplicación 
de ninguna manera puede significar que se haya cumpli. 
do con la ley, cualquiera sea la interpretación que se 
realice. Es por eso que los resultados son absurdos, 


Muchas gracias, señor Ministro, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SO- 
CIAL. — En realidad, cuando esta mañana nos ocupamos 
de esa. escala —aún cuando esto no quedó establecido en 
las actas — manifesté al señor senador Zumarán, que es- 
taba sentado a mi lado, mi interés en verla porque toda 
vez que se aplican índices diferenciales surgen algunas 
anomalías. Se trata del mismo tipo de anomalías que sur- 
gen cuando se aplican aumentos de monto íljo, tanto en 
pasividades como en salarios. 


Tengo ante mí, señor Presidente, un plan nacional de 
gobierno redactado por un partido que no es el mío, que 
planteó un mínimo jubilatorio equiparado al salario mini- 
mo nacional. Decía que “mientras esto no sea posible, 
aumento fijo para todos los jubilados, salvo los incluidos 
en leyes de privilegio”. 


A nuestro juicio, señor Presidente, no se está violando 
la ley cada vez que se aplican indices diferenciales O 
montos fijos. Digo esto porque ella permite aplicar leyes 
diferenciales; pero sepamos que cuando éstos se aplican 
surgen anomalías. 
, 
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Como no tengo en mi poder la tabla que manejó el 
señor senador Zumarán, en primer lugar no sé si las ci. 
iras son exactas y, en segundo término, me resulta difícil 
saber cuáles de esas anomalías son distintas a las que 
surgirían normalmente bajo cualquier régimen de apli- 
cación, tanto de indices de ajuste diferentes y diferencia. 
les como de montos fijos. 


Repito, señor Presidente, que antes de las elecciones 
con respecto a la situación de los jubilados, todos los par- 
tidos políticos, estuvieron motivados por una aspiración de 
justicia. Y no sólo ellos sino también la Unlón Nacional 
de Afiliados, la cual en su declaración de Tacuarembó 
planteó exactamente lo mismo y en iguales términos con 
respecto a la revaluación jubilatoria, diciendo: “El incre- 
mento de las pasividades debe operarse en la misma opor- 
tunidad en que se acuerden aumentos de sueldos y sala- 
rios por decreto de las autoridades nacionales. La reva- 
luación beneficiará en forma inversamente proporcional 
al monto de la pasividad y no alcanzará a los pasivos 
que reciban asignaciones superiores a los siete sueldos mi. 
nimos nacionales”. Inquietud recogida por la CONAPRO 
y que también tenían los Partidos Políticos pero que, ine- 
vitablemente, cuando se aplican índices diferenciales o 
montos fijos se traduce en anomalías. Como también re- 
sultaron anomalías de la aplicación de aumentos de mon. 
to fijo sobre los salarios del sector público, en dos Opor- 
tunidades durante el año 1985. Pero se hizo a solicitud 
de las propias organizaciones gremiales, aún a riesgo de 
aumentar la distorsión de las pirámides salariales, por- 
Que se entendió de estricta justicia que los que en aquel 
momento cobraban salarios sumergidos tuvieran aumen. 
tos mayores. Eso se hizo e inevitablemente surgieron las 
anomalías. 


Por censiguiente, cuando tenga en mi poder la tabla 
que maneja el señor senador Zumarán tal vez sea posible 
diferenciar cuales anomalías se deben a errores y cuáles 
surgen de la aplicación de este tipo de ajustes, que fueron 
preconizados por todos. De todas maneras, al llevar las 
pasividades a un ajuste mínimo del 83 u 85% una buena 
parte de ellas se corrige y desaparece. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me concede una inte. 
rrupción? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SO- 
CIAL, — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: en las 
palabras del señor Ministro creo haber advertido una in. 
terpretación del texto de la ley que implica —ya fue di. 
cho, pero pienso que el señor Ministro debería aclarar si 
es errónea o exacta— que el sistema legal vigente auto. 
riza ai Poder Ejecutivo, en la escala que elija a disponer 
cualquier aumento de pasividad. Se da un índice, pero 
éste es sólo indicativo y puede ser o no aplicable, de 
acuerdo a las circunstancias que estime el Poder Ejecu- 
tivo. Tanto el señor Ministro como el señor senador 
Ricaldoni hacen señales de asentimiento, cosa que destaco 
Para que quede constancia en la versión taquigráfica. 


Por consiguiente, debo concluir que en una de las 
materias cardinales que hacen a la Previsión Social del 
país y que incumben a un altisimo porcentaje de la po. 
blación, el Parlamento está absolutamente imposibilitado 
de intervenir. Sl la materia es de iniciativa privativa del 
Poder Ejecutivo, mientras éste no nos envíe un proyecto 
de ley —que compartiremos o no— despojándose de la 
presunta totalidad de competencias que hoy afirma tener 
en el tema, debo interpretar —más allá del absurdo que 
ello implica— que así como el Ejecutivo, de acuerdo a 
su criterio, hoy dice que ha cumplido con la ley elevando 
las pasividades en tanto o cuanto, mañana podrá decir 
que ha cumplido elevándolas en un 1%, porque estima 
que no debe dar otro porcentaje de aumento. 


Si todo ello es así, ¿es posible que admitamos que 
el Poder Ejecutivo interprete que el Parlamento no va 
a intervenir más en la dilucidación de los aumentos ge- 
néricos de pasividades? La sola pregunta, señor Presi. 
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dente, me está dando la respuesta. En este ámbito no se 
ha de sostener válidamente que, en la combinación nor- 
mal prevista en la Constitución de-la República, de las 
facultades de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, el pri. 
mero determine cualquier criterio que el segundo no tiene 
intervención alguna para modificar. 


O sea, se sostiene que es una facultad exclusiva del 
Poder Ejecutivo el cual, tomando base en una ley cuya 
interpretación hace, determina que puede hacer lo que 
quiera y la norma le da todas las potestades. 


Me permito añadir —-aunque todos los señores sena- 
dores ya lo saben— que el Poder Ejecutivo añade tam- 
bién, que respecto a este enfoque discrecional que no es 
posible corregirlo porque su iniciativa es necesaria, tiene 
pues la totalidad de las potestades discrecionales pero, 
además, posee la más importante y es la de que el Parla- 
mento no puede intervenir para cambiarlo, 


Me resisto aún a creer que esa sea la tesis del Poder 
Ejecutivo, que no puede venir a decirnos que se ha dado 
una delegación de funciones total, abismal. por la cual él, 


en materia de aumento. de pasividades, puede hacer lo que. 


desee sin limitaciones y que el Parlamento no puede si- 
quiera corregirlo ya que no tiene ni siquiera derecho de 
iniciativa para modificar el texto que autoriza a ser todo 
lo discrecional que se estime. 


El Poder Ejecutivo podrá estimar como más aptos, 
otros índices para determinar aumentos de pasividades, 
pero al manifestarnos, a través de su Ministro, que en 
márzo le pareció que no era posible otorgar un aumento 
mayor al establecido y que después consideró que podía 
hacerlo, será posible con esa total discrecionalidad que 
dentro de seis meses, al haber una recaudación extra pro- 
ceda 2 determinar otro aumento. 


La tesis que sienta el Poder Ejecutivo es la de que 
en esta materia posee la total arbitrariedad y que, ade- 
más, el Parlamento no puede impedirla ni-modificarla. Y 
tal es lo que ha expresado el señor Ministro cuando nos 
informa que en marzo no le parecía posible, pero que 
ahora ha liegado a la conclusión de que €s posible otor- 
gar algún porcentaje más. Traduciendo su actitud: la ley 
autoriza al señor Ministro a moverse como quiera. ¿Ese 
es el sistema que en su criterio vamos a tener? ¿El señor 
Ministro va a enviar una iniciativa, que le es privativa, 
que nos permita ejercer potestades en la materia; o el 
Poder Ejecutivo va a persistir en su criterio de sustentar 
la total discrecionalidad que le asiste en el tema regulado 
por la ley en examen? 


Si se pretende así, el señor Ministro comprenderá que 
la tesis es absurda y que no hay ni puede haber delega- 
ción de competencias a ese nivel y con ese alcance. 


No hay una interpretación posible que le entregue al 
Poder Ejecutivo esas tremendas atribuciones. La única in- 
terpretación posible es la que estamos recorriendo con el 
proyecto en estudio. La norma está determinada y el Po- 
der Ejecutivo no tiene por ella facultades para proceder 
a su arbitrio y criterio. 


El señor Ministro debe fijar su posición, porque de 
ser exacta la que le atribuimos, ello significa que trans- 
forma el Poder Legislativo en un foro académico para 
discutir acerca de la conveniencia o inconvenencia de las 
disposiciones que adopta el señor Ministro; pero como 
no las podemos corregir porque tiene reservada cons. 
titucionalmente la potestad de iniciativa en la mano, 
simplemente, podemos comentar, y nada más, lo que 
disponga en su total discrecionalidad. 


Muchas gracias señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Naturalmente, el Poder Ejecutivo no ha ac- 


tuado, no actúa ni piensa actuar con arbitrariedad fren.- 


te a este punto. sino que lo hace dentro de la ley. 
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SEÑOR BATLLE. — Ni en ésta ni en ninguna situa. 
ción. Esa es la picardía política del señor senador Gar. 
cía Costa. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. -- La ley establece que los ajustes se realiza. 
rán en función del Indice Medio de Salarios. Si la ley 
hubiera querido decir que los ajustes se realizarán en 
el monto, en la cifra o en el porcentaje exacto del In. 
dice Medio de Salarios, asi lo habría indicado. 


En la segunda parte a la que se hacía referencia 
en una exposición anterior, la ley establece una norma 
que, a nuestro juicio, salvaguarda a la sociedad en su 
conjunto ál indicar que podrán aplicarse índices dife- 
rentes y diferenciales. Naturalmente, es posible que ha- 
ya veces que la erogación que signifique ese Indice Me- 
dio de Salarios sea mayor del que el Estado puede pa- 
gar, con el peligro de que para financiarla, si fuese obli. 
gatorio hacerla exactamente en esa cifra, debiera re. 
Currirse al mecanismo de la emisión y, en consecuencia, 
al de la inflación, que haría del aumento nominal de 
la pasividad —un engaño— porque muy rápidamente se- 
ría erosionado por la inflación. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interup- 
ción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Estimo que la intervención 
tan elocuente del señor senador Garcia Costa requiere 
que yo, como viejo amigo suyo, lo tranquilice en sus 
alarmas. El temor que le asalta de que este Parlamento 
quede prácticamente cercenado en sus facultades Cons- 
titucionales carece del menor fundamento, Entonces, no 
se puede decir: ¿para qué estamos? 


En realidad, hay un error de base en el razona. 
rniento, que tiene que ver con el hecho de dar por su- 
puesto lo que todavía no se ha demostrado respecto de 
la interpretación que un sector de esta Sala le da a 
las normas legales que rigen el reajuste o la revalua- 
ción de las pasividades. 


El señor Ministro acaba de decir que nosotros tene- 
mos un punto de vista distinto. Como estoy anotado pa- 
ra hacer uso de la palabra inmediatamente después que 
lo haga el señor Ministro, me voy a adentrar luego en 
este aspecto, 


Sin embargo, para tranquilidad 'no sólo del señor 
senador García Costa sino de todos aquellos que, de una 
manera u otra, siguen estos temas con atención más que 
explicable, voy a señalar lo siguiente. 


Cuando legalmente o constitacionalmente el Poder 
Ejecutivo tiene determinadas facultades, si en alguna 
medida ellas significan el cercenamiento de clertas com- 
petencias del Parlamento -—que las hay y vamos a ver 
en cuántos terrenos ellas se aplican-— en esos casos, en 
lugar de que el Parlamento se considere inerme, como 
suglere con la elocuencia que lo caracteriza al señor 
senador Garcia Costa, lo que debe controlar es aquello 
que es razonable, que es facultativo del Poder Ejecutivo 
respecto a lo que es arbitrariedad lisa y llana. Ese es 
un juicio de valor que el Parlamento tiene muchas ma- 
neras de hacer efectivo. No vamos a repasar ahora lo 
que. al respecto manifiesta la Constitución sobre Cuá- 
les sor las responsabilidades políticas de la Administra. 
clón frente al Parlamento. 


- El razonamiento del señor senador Garcia Costa no 
tiene en cuenta, por ejemplo, otros casos en los Cuales 
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nadie se va a “rasgar las vestiduras”, porque la propia 
Carta, la propia Constitución establece que es el Poder 
Ejecutivo el que puede hacer ciertas cosas y no el Par- 
lamento. 


Ya vamos a referirnos al artículo 86 que establece 
algunas normas a este respecto; pero como eso forma 
parte de lo que voy a decir luego, voy a remitirme a 
otro artículo de la Constitución, al 133, que en su para- 
grafo segundo dice: “Requerirá la iniciativa del Poder 
Ejecutivo todo proyecto de ley que cetermine exonera- 
ciones tributarias o que fije salarics mínimos o precios 
de adquisición a los productos o bienes de la actividad 
pública o privada”. Y el parágrafo tercero agrega: “El 
Poder Legislativo no podra aumentar las exoneraciones 
tributarias ni los mínimos propuestos por el Poder Eje- 
cutivu para salarios y precios ni, tamroco, disminuir los 
precios ináximos propuestos”. 


A nadie se le ha ocurrido preguntarse en este Par- 
lamento para qué estamos. No podemos votar una exo- 
neración tributaria, fijar un salario minimo ni tales O 
cuales cosas porque se requiere iniciativa del Poder Eie- 
cubivo. 


Es así porque lo dice el ordenamiento jurídico ví- 
gente; pero con eso no quedamos desamparados quienes 
integramos el Parlamento democrático. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Qué hacemos? 


SEÑOR RICALDONI. -- Controlamos cómo estas 
normas, que le dan facultades elásticas a la Administra- 
ción, se cumplen, y todos tenemos que ser sensatos y 
responsables para determinar aquello que es abusivo y 
aqueilo que no lo es. 


Ese sí es el límite, todos pasamos por la Facultad, 
señor senador García Costa, y lo sabemos perfectamen- 
te. Existe un límite que también lo tenemos para juz- 
gar un acto administrativo cuando un Ministro del Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo entra en la zona 
de la diserecionalidad, que nadie discute que tiene para 
otras cosas, por supuesto, la administración pública. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el senor 
Ministro. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me permite, señor Mi. 
niístro, para contestar una alusión? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Agradezco mucho la in- 
tervención del señor senador Ricaldoni, porque contirma 
totalmente lo que nosotros pensábamos que había expre- 
sado el señor Ministro; es decir, la total arbitrariedad 
en esta materia la tiene el Poder Ejecutivo y a nuestra 
parte, al Legislativo, lo que queda... 


SEÑOR RICALDONI. — No es así, señor senador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — El señor senador quiere 
una Constitución para él. 


SEÑOR AGUIRRE: -- Y el señor Ministro quiere 
otra. 


(Dialogados). (Campana de orden). 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Es de una total arbi- 
trariedad... 

SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Discrecionalidad, 'señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Por nuestra parte, lo 
que nos quedaría son-las potestades rogatorias para pe- 
dir... É z 
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(Campana de orden) 


SEÑOR BATLLE. — No le permito; el señor senador 
po puede hablar así, 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Creo que debemos mante- 
ner el debate en la forma en que se estaba realizanao 
hasta ahora. 


Le sugiero cordialmente al señor senador García Cos- 
ta que acuda al diccionario y verá que la palabra que 
él quiere emplear es “arbitrio” y no “arbitrariedad”, que 
sen dos cosas distintas. Quizás, si él corrige esa expresión, 
podamos seguir tranquilamente con el debate, 


Continúa en el uso de una interrupción, el señor se- 
nador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. -- Le agradezco al señor 
Presidente la ayuda gramatical que me brinda, para evi- 
tarnos coyunturas desagradables. Digamos, pues, que el 
Poder Ejecutivo en la materia, hace lo que quiere: ni ar- 
bitrariedad ni arbitrio, hace lo que quiere. 


(Murmullos en la Barra, 
SEÑOR BATLLE. -- Hace lo que le manda la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Solicito que se evite utili- 
zar expresiones que provoquen hilaridad en la Barra por- 
que si no me voy a ver en la necesidad de desalojarla. 


SEÑOR GARCIA COSTA, — Esa no es mi pretensión, 
señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Pero va a ser la consecuen- 
cia. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Si se me deja continuar 
hablando, trataré de desarrollar mis conceptos en un seu- 
do diálogo con el señor senador Ricaldoni. No he querido 
hacer otra cosa. Y, si hay correcciones gramaticales, las 
acepto. 


El hecho es que, como se ha dicho, y se ha repetido, 
el Poder Ejecutivo tiene conceptos muy Claros en la ma- 
teria, en cuanto puede disponer por si, y ante si, cual. 
quier aumento en materia de pasividades; incluso, po- 
driamos agregar para cualquier disminución, pero dejé- 
moslo en “aumentos”, ya que vivimos en un país de in- 
Mación. 


Eso se contradice con el criterio que resulta de la 
Constitución, que lo que quic:e es que haya armonia entre 
los Poderes Ejecutivo y z1egislativo al adoptar ciertas de- 
terminaciones. Se me dice que en la materia el Poder 
Legislativo no posee ninguna potestad y que, por otra 
parte, tampoco tiene la facultad de iniciativa, con lo 
cual está totalmente coartado. 


Además se me ha dicho que tememos otras posibilida- 
des; pero la verdad que no sé cuáles pueden ser. Sólo se 
me Ocurre que sean las rogativas. Pero preguntémonos: 
¿qué responsabilidad le puede incumbir al señor Ministro 
si yo le manifiesto que se equivocó en el índice de pasivi- 
dades? Me dirá que, daáo que tiene la totalidad de po- 
testades, no le puedo hacer válidamente imputación algu- 
na. sino que, simplemente, sólo puedo elementalmente se- 
ñalar los errores que a mi juicio se comete. 


Frente a eso —insólita interpretación— tenemos el 
proyecto de ley interpretativa en estudio que concluye en 
que el Poder Ejecutivo no tiene la' total arbitrariedad si- 
no un índice legal por el cual guiarse, que es el aumento 
de los sueldos en el año respectivo. Examinemos ambas 
alternativas y cuál de ellas resulta más racional: ¿un sis- 
tema legal que le otorga una total arbitrariedad en tema 
de tan vital importancia al Poder Ejecutivo, u otro igual. 
mente legal, que para nosotros está perfectamente de- 
mostrado que es el que corresponde, por el que se fija 
una potestad, basada en un índice cierto y predetermi- 
nadc? - or 
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Me resisto a creer que en la alternativa sea aquél el 
concepto discrecional que se desea aceptar, en lugar del 
«que fija potestades con certeza, 


SEÑOR CIGLIUTI. — Eso no es lo que dice la ley, 
señor senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — No quiero dialogar sobre 
el tema, sino exponer mi pensamiento 


¿Qué ha quedado de manifiesto? Que aquí hay un 
conjunto de senadores que comparten el proyecto de ley 
venido de la Cámara de Representantes que interpreta 
de una manera racional, y ahora no quiero entrar a Otro 
calificativo, ura norma legal que dice que el Poder Eje- 
tutivo no puede hacer las cosas como quiere, en la redac- 
ción, sentido y destino de las leyes, Jo cual parece estar 
dentro de la lógica elemental, 


Por otra parte se nos dice que la interpretación co- 
rrecta es que el Poder Ejecutivo tiene la totalidad de po- 
testades, y que el Poder Legislativo ni siquiera tiene 
iniciativa para modificar esa absoluta discrecional'dad. 


Entre esas dos tesis, en un Estado democrático, don- 
de existe igualdad, equilibrio y contrapeso entre los Po- 
deres, me quedo con la que es racional y adecuada a ese 
régimen, y no con la que reposa —con perdón de la pa- 
labra— en el arbitrio o arbitrariedad del Poder Ejecu- 
tivo. 


Muchas gracias, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro, Ñ 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite una interrupción 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 


ñor senador Batlle. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: es notoria 
la habilidad del señor senador García Costa para plan- 


tear las cosas en un terreno que está entre el agravio y. 


el razonamiento. Pienso que por este mecanismo, no so- 
lamente no vamos a poder legislar, sino que, además, 
no vamos a poder entendernos en ningún tema. 


Cuando se plantea una materia de esta naturaleza. 


y profundidad sobre la base de usar expresiones que, Bra- 
maticalmente, pueden oscilar entre “arbitrariedad” y 
“arbitrio”, como lo hace el señor senador, la discusión 
sale de lo que debe ser el canal normal de una delibera- 
ción seria para proyectarse a un terreno en el cual no- 
sotros no quisimos ponerla, y la está colocando el señor 
senador con sus intervenciones relteradas, puesto que ex- 
presa que el Poder Ejecutivo hace lo que quiere, y que 
los señores legisladores no poseen potestad para realizar 
absolutamente nada, siendo que en estos momentos es- 
tamos reunidos para discutir un proyecto de ley. Si esto 
es así, es la forma más clara y expresa con la cual el 
señor senador García Costa está contradiciendo todo lo 
que venía expresando sobre arbitrariedad, y sin usar ade- 
cuadamente las palabras durante la discusión. 


Si estamos analizando este proyecto de ley es porque 
un sector importante del Senado considera que hay me- 
canismos legales para corregir lo que entiende es una in- 
terpretación inadecuada del Poder Ejecutivo sobre un 
sistema legal vigente y no una interpretación arbitraria 
de dicho Poder. 


Quiero resaltar una y otra vez, y cuantas veces sea' 


necesario, que el Poder Ejecutivo ha sostenido un cri- 


terio en función de cosas con las que se podrá discrepar: 


desde el punto de vista de la interpretación de la ley, 
pero no es que dicho Poder entienda que a su juicio y 
antojo pueda hacer lo que quiera, y que el Senado no 


está en condiciones de realizar nada. La prueba está en 


que ahora nos encontramos discutiendo un proyecto de 


ley, que modifica. una ley, creando otro texto legal sustitu-" 
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tivo. Por lo tanto, ni siquiera en este punto del orden del 
día que estamos deliberando se reflejan las expresiones 
por las cuales el señor senador García Costa ha querido 
colocar al Poder Ejecutivo en esa situación. 


A propósito de este tema, cuando se fije cualquier 
sistema, ya sea el índice de salarios o cualquier otra for- 
ma de cálculo de las establecidas por la actual ley o por 
este proyecio de ley que estamos estudiando —que fue 
aprobado en la Cámara de Representantes, y que es po- 
sible que obtenga la mayoría de votos también aquí-— 
pienso que los señores senadores representantes de la 
mayoría, y de los demás partidos, tendrán en cuenta los 
hechos.económicos, salvo que estén sosteniendo que una 
ley, por artilugio mágico, pueda crear la riqueza y pro- 
porcionarle fondos a este Gobierno 9 a cualquier otro, para 
obligarlo de una manera inexorable a que la economía 
funcione de acuerdo con lo que ese texto legal dice, 


Pienso entonces que cualquiera sea el sistema que 
se utilice, el existente u otro que se vote, tendrá que com- 
binarse con la realidad económica, De lo contrario es- 
taríamos creando un sistema donde le diríamos a la eco- 
nomía: ajústese a la ley. Esa es una forma de legislar 
que va en contra de cualquier cosa lógica que se quiera 
señalar en materia económica. 


Por otra parte, cuando estamos hablando del régi- 
men de pasividades, a todos nos consta que el Tesoro Pú- 
blico debe contribuir porque los recursos propios no son 
suficientes para dar cumplimiento a estos propósitos de 
aumento, Todos sabemos que hay recursos del Tesoro que 
tienen que pasar al Banto de Previsión Social para po- 
der aplicar este tipo de normas que se quieren aprobar, 
así como las que están aprobadas o las qué en. el futuro 
se quieran establecer, Cualquiera sea el mecanismo pien- 
so, señor Presidente, no se puede dejar de lado la con- 
sideración de los hechos económicos. Entiendo que fijar 
un mecanismo inexorable es condenar a una sociedad, 
cualquiera sea ella y cualquiera sea el Gobierno que la 
presida, a circunstancias económicas, que pueden traer 
como consecuencia lo contrario de lo que se persigue. 


Si fijamos un índice medio de aumentos, que está 
por encima, de lo que es posible pagar en función del gio- 
bal de los recursos, vamos a tener como consecuencia 
que, o bien hacemos creación de recursos no genuinos y 
aumentamos la inflación o, de lo contrario, tenemos que 
agravar impositivamente sectores que están afectados 
con más impuestos, para poder obtener los recursos que 
son necesarios. 


De modo que, señor Presidente, hay dos cosas muy 
claras sobre las que quiero dejar constancia. En primer 
lugar, el señor senador García Costa -—perdóneme que 
haga referencia a sus palabras, una vez más-— cuando 
dice que está dispuesto a votar este proyecto de ley da 
un mentís a lo que ha afirmado en cuanto a que está 
inerme; no está inerme, está discutiendo un proyecto de 
ley en el que pretende modificar una interpretación que 
el Poder Ejecutivo entiende que es válida en la legislación 
existente. 


En segundo lugar digo, como forma de reflexión ge- 
nérica, que no se pueden utilizar mecanismos inexora- 
bles en el orden económico como si el texto legal fuera 
a transformar la situación financiera. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR MEDEROS. -— El señor senador Batlle es muy 
pesimista, 


SEÑOR BATLLE. -—— Soy realista, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 4 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Después de hacer referencia a la decisión 
tomada por el Poder Ejecutivo en cuanto a la comple- 
mentación del reajuste retroactivo del pasado mes de 
abril, para cubrir por lo menos la inflación de 1983 y dar 
dos puntos por encima de la misma, tenía la intención 
de explicar porque se hacía así, tal como lo. hemos ma- 
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nifestado ya en la Comisión, porque pensé que era muy 
importante —por lo menos para el Poder. Ejecutivo— po- 
ner en conocimiento de los señores senadores algunas de 
las razones por las cuales no apoya o no acompaña, este 
proyecto de ley que hoy se considera. 


Se trata de razones de dos tipos; algunas de índole 
constitucional; otras que tienen que ver con la sabiduría 
de la medida sustitutiva o del mecanismo que se propo- 
ne, a nuestro juicio, y un tercer conjunto de razonamien- 
tos vinculado con los efectos que tendría sobre todo el 
sistema la aplicación del mecanismo propuesto. 


No quisiera extenderme sobre las observaciones de 
tipo constitucional, sobre las diferencias de opinión de 
carácter constitucional, algunas de las cuales ya se han 
referido aquí y otras que, sin duda, formarán parte del 
debate de esta Cámara. Sí deseo señalar —es nuestra 
interpretación sobre la segunda parte del artículo 73— 
que el artículo 73 le dice al Poder Ejecutivo que cuando 
el ajuste sea igual al índice medio de salarios, y vaya en 
detrimento del valor real de las pasividades u otros pre- 
cios de la economía, podrá utilizar, reitero, ajustes dife- 
rentes y diferenciales a ése en función del cual debe cal- 
Cularse el reajuste de pasividades. 


Precisamente, como el índice medio de salarios afor- 
tunadamente muestra un Crecimiento real de éstos, es 
que se toma la decisión de que las pasividades tengan 
también un crecimiento real como masa. Es en ese mo- 
mento que se complementa la decisión inicial, afirmando 
que ninguna de ellas crecerá menos o se ajustará por de- 
bajo del índice de precios. 


Decía, señor Presidente, que no me voy a referir a 
las observaciones de corte constitucional, derivadas de 
este razonamiento, porque sin duda el aplicar otros índi- 
ces significará un incremento de gastos muy importante 
al cual me voy a remitir en el tercer conjunto de co- 
mentarios, si la Mesa me lo permite. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSO, — Pido la palabra 
para una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSO. — Señor Presiden- 
te: estamos a pocos minutos de la finalización de la hora 
reglamentaria, Es obvio que este asunto debe ser re- 
suelto en la sesión de hoy. Por lo tanto, voy a propo- 
ner que la finalización de la sesión sea prorrogada hasta 
que hayamos resuelto definitivamente el tema que esta- 
mos considerando. 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
—25 en 27. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Ministro, 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. -— Decía, señor Presidente, que al resto de los 
argumentos de tipo constitucional gue formará segura- 
mente parte del debate posterior, no me voy a referir. 


Quisiera sí, señor Presidente, ——y esto es motivo de 
preocupación— hacer alguna referencia muy breve a lo 
que en este momento significaría la aprobación de un 
mecanismo como el que se propone. 


Existen países que han decidido establecer una vin- 
culación entre las pasividades y los salarios, por ejemplo, 
nuestro vecino del otro lado del Río de la Plata. Histó- 
ricamente, el resultado de esas decisiones es el de que no 
suben ni los salarios ni las pasividades. No conocemos 
ningún caso en que una atadura de esta naturaleza haya 
resultado en un aumento de salarios o de pasividades. Es 
por eso que interpretamos que la segunda parte del ar- 
tículo 73, es sabia por cuanto plantea la posibilidad de 


realizar ajustes: diferentes y diferenciales toda vez que. 


no sea posible con los recursos de que se dispone, efec- 
tuar el ajuste al Indice "Medio de Salarios. E 
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SEÑOR. ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el se- 
ñor senador Ortíz, 


SEÑOR ORTIZ, — Hace rato que nos venimos refi- 
riendo a la segunda parte de este artículo 73 y yo, que 
no conozco mucho el tema, deseo formular una pregunta 
al señor Ministro. 


A mi juicio, a lo que autoriza la segunda parte de 
ese artículo, es a fijar diferentes índices, Entonces, para 
determinado número de jubilaciones el Poder Ejecutivo 
tomó el índice de los salarios, pero para las otras, ¿qué 
índice tomó? Esa es mi curiosidad. Creo —y perdóne- 
seme que insista— que este artículo no autoriza a fijar, 
fuera del índice, cualquier tipo de jubilación, sino 'que 
faculta al Poder Ejecutivo a tener en cuenta diferentes 
índices. Entonces, el señor Ministro podría decirme que 
para las jubilaciones de hasta N$ 20.000 tuvo en cuenta 
el índice de salarios, que para las jubilaciones entre 
N$ 20.000 y N$ 40.000 —es una hipótesis—. tuvo en cuen» 
ta el índice del costo de vida y que para otras, el índice 
de revaluación de las obligaciones hipotecarias. Puede 
ser cualquiera de ellas, pero mi curiosidad es saber qué 
índices tuvo en cuenta el Poder Ejecutivo además del de 
salarios porque, según mi modesto y leal saber y enten- 
der la ley no lo autoriza a otra cosa que a tener en 
cuenta diferentes índices; no distintos criterios. Se trata 
de ajustarse a un índice para una jubilación y a otro di- 
ferente para las demás. Pero una vez que elige uno, hay 
que ajustarse al mismo. Así entiendo yo el artículo 73. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Señor Presidente: el Poder Ejecutivo reco- 
noce que la segunda parte del artículo 73 autoriza a fijar 
índices diferentes y diferenciales. Para nosotros, un Índi- 
ce guía básico, al que afortunadamente hemos podido 
llegar para todas las pasividades, es el del aumento de 
precios, por encima del cual se establecen índices dife- 
renciales de ajuste. Estos últimos se pueden aplicar uti- 
lizando distintos criterios; la ley no hace referencia a 
ninguno en especial. Los criterios que se han aplicado 
y que han sido públicos son los que están vinculados al 
monto de la pasividad y a la edad del pasivo. Estos son 
los índices diferentes y diferenciales que se han tomado 
en cuenta y que se han fijado para el reajuste de pasi- 
vidades, actuando, repito, dentro de la ley. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


__ SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede interrumpir el se- 
ñor senador, 


. SEÑOR ORTIZ, — Agradezco la explicación al señor 
Ministro, pero confieso con rubor que no lo entiendo. 


Creo que la ley es muy clara y cuando la letra de la 
ley es así, el intérprete no puede ir a su espíritu, Aquí 
no se habla de criterios sino de índices y la diferencia 
entre diferentes y diferenciales tampoco la entiendo. De 
acuerdo con el diccionario se trata de la misma cosa. 


Vuelva a mi pregunta inicial ¿Cuáles fueron Jos ín- 
dices que se tuvieron en cuenta? El señor Ministro me 
contesta que se manejó el índice de precios, entonces, 
¿bara qué tipo de jubilaciones? ¿Para las superiores a 
N$ 20.000? Es bien claro que para las inferiores a nuevos 
pesos 20.000 se tomó en cuenta el índice de salarios. No sé 
para qué jubilaciones se consideró el índice de precios, 
que parecería que lo fundamental fue el índice de sala- 
rios para unas y el de precios para otras. Ahí no existe 
variante posible puesto que sé aplica uno u otro, pero 
es necesario hacerlo en su integridad, porque el artículo 
no:le faculta para hacer variaciones dentro de un índice, 
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por ejemplo, si decimos que a una jubilación se le aplica 
un índice de precios aumentado en un 10% y a otras se 
le aplica el índice de precios rebajado en un 10%. Eso 
no lo autoriza la ley. Lo que la ley permite es tener en 
cuenta diferentes índices pero una vez que se eligieron 
hay que ajustarse a ellos. No advierto en ninguna parte 
del artículo la posibilidad de modificar los índices, una 
vez que se los ha elegido libremente, 


SEÑOR CERSOSIMO. — Yo creí que el señor se- 
nador tenía la curiosidad de la pregunta y yo tenía la 
curiosidad de saber que había detrás de su pregunta. 


(Hilaridad) 
(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. --. El apartado tercero del artículo 73, del lla- 
mado Acto Institucional N? 9, del 23 de octubre de 1979, 
modificado por el artículo 11 del llamado Acto Institu- 
cional N* 13 faculta al Poder Ejecutivo a establecer ín- 
dices diferentes, así como diferenciales, al igual que ade- 
Jantos a cuenta del ajuste anual en forma racionalmente 
proporcionada a las posibilidades económicas de la Re- 
pública, procurando satisfacer las necesidades reales del 
beneficiario. 


Dentro de ese contexto, el Poder Ejecutivo entiende 
que está facultado a establecer índices diferentes así como 
diferenciales, al igual que adelantos. Una cosa son los ín- 
dices que el Poder Ejecutivo toma en cuenta para reali- 
zar los ajustes, y otra 'son los índices que el Poder Eje- 
cutivo establece, porque está facultado para fijar indices 
diferentes y diferenciales. El índice que el Poder Ejecu- 
tivo toma en cuenta —como lo establece el provio artícu- 
lo 73— es fundamentalmente el Indice Medio de Salarios 
que, a veces, se coloca por debajo del índice de precios 
y, Otras, por encima de éste. 


En el año 1985 el indice Medio de Salarios se colocó 
¡por encima del índice de precios y, en consecuencia, hay 
una recuperación real de los salarios, El Poder Ejecutivo 
toma en cuenta la evolución del índice de precios y tam- 
bién la del indice Medio de Salarios. Además, establece 
en función de ello -—tal como lo fija la ley— Índices di- 
ferentes y diferenciales, Dice que son diferentes entre sí, 
con respecto al reajuste, y que figuran en las tablas que 
aparecen en el decreto ——esos son los índices que el Po- 
der Ejecutivo está facultado a establecer de acuerdo con 
la ley— que son diferentes y diferenciales. 


En este punto comparto con el señor senador Agui- 
rre, una perplejidad en cuanto a las expresiones diferentes 
y diferenciales y lo que el legislador quiso decir con ellas. 
Lo que nosotros planteamos es que son índices diferentes 
para distintos tipos de pasivos y diferenciales, por cuanto, 
entre distintas categorías de pasivos, establecen ajustes 
diferentes. 


Reconozco que no es fácil entender la distinción pero 
creemos que para ello nos faculta la ley al decir que de- 
be hacerse en forma racionalmente proporcional a Jas 
posibilidades económicas de la República, procurando 
satisfacer las necesidades reales de los beneficiarios. Quie- 
re decir que la ley nos está diciendo que se hagan los 
ajustes en función de la evolución del índice medio. Si 
hublera querido decir que se efectuaran los ajustes igual 
al Indice Medio de Salarios, lo hubiera dicho. Al expresar 
que es “en función” quiere decir que se haga examinan- 
do su evolución, que es compleia y que necesariamente 
exige tomar en cuenta la evolución del índice de precios. 


SEÑOR ORTIZ. —— ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. -— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador, 


SEÑOR ORTIZ, -- Comprendo lo que señala el se- 
fñor Ministro, pero mi discrepancia no radica en el hecho 
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de que el Poder Ejecutivo, de acuerdo con la ley, esté: 
facultado para establecer —como dice el señor Minis- 
tro— indices. Si bien es cierto que puede fijarlos, no 
puede apartarse de los mismos, una vez establecidos. Pa- 
ra diferentes tipos de jubilación, puede fijar índices di- 
ierentes, pero mi pregunta era la siguiente. ¿Cuáles fue- 
ron esos indices diferentes si para unas tomó en cuenta 
el índice de salarios y no sabemos qué se consideró para 
las otras? ¿Se trata de una mezcla de salarios y precios? 
¿A qué se refiere? Un índice es algo exacto; no es una 
cosa caprichosa. Insisto que mi pregunta es cuáles fue- 
ron los índices que estableció el Poder Ejecutivo para 
las diversas clases de jubilaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Hay dos conceptos diferentes en los índices 
que estableció el Poder Ejecutivo para ajustar las pasi- 
vidades. Hay índices relativos a la evolución económica 
del país —entre ellos el de precios y el Indice Medio de 
Salarios— que se toman en cuenta, pero los establecidos 
de acuerdo con las facultades que confiere el artículo 
73, son los de ajuste de las categorías que establece el 
decreto, cuyo texto no tengo en este momento. 


., SEÑOR ZUMARAN. -— ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, — Con mucho gusto, 


- SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR ZUMARAN, — Tal vez no logré que me en* 
tendieran claramente. Había leído manifestaciones del se- 
ñor Norberto Sanguinetti declarando que a las pasivida- 
des menores se les otorgó un aumento del indice medio 
de salarios de un 107% o más. Entonces, quiere decir 
que se otorgó el 107% o más a las pasividades pequeñas. 
Por ejemplo, si tomo la pasividad de una persona de 55 
años o más que percibe N$ 3.500 es muy fácil hacer el 
cáleumo; no es necesario leer las planillas. Tomo el decreto 
pensando que ese pasivo muy modesto de N% 3.500 va 
a recibir el 107%, es decir, que aumentará a N$ 7.000, 
No es así: recibirá N$ 6.900. Soy yo el que hago el cálcu- 
lo, pues no está en el decreto, y el resultado es que ese 
pasivo recibe el 97%. 


Entonces, preguntó: ¿qué índice se ha tomado? Como 
bien dijo el señor senador Ortiz, con la elocuencia a que 
nos tiene acostumbrados, pero que es digna de destacar, 
Queremos saber —-ya que todas estas interrupciones fue- 
ron sobre la base de que el señor Ministro relteradas ve- 
ces dijo que el Poder Ejecutivo cumplió la ley— de qué 
manera se cumplió la ley, si un pasivo que gana N$ 3.500 
no recibe el Indice Medio de Salarios, sino menos, ¿Qué 
índice se aplicó? Por supuesto que no el índice medio. Si 
se hubiera dicho: “Las pasividades hasta tal monto tie- 
nen el 107%, otras el 117% o el 127%”, tendríamos indi. 
ces. Pero entiendo que lo que hizo el decreto fue fijar 
nuevas pasividades —y así se expresa en su texto— y Co- 
locar un número al lado. Pero no da índice alguno; una 
diferencia de N$ 1 da un porcentaje distinto de aumen- 
to. Nosotros hemos querido averiguar cuál es el indice 
que ha utilizado el Poder Ejecutivo y hemos encontrado 
solamente sobre los pasivos de más de 55 años, dieciséis hi- 
pótesis diferentes de aplicación del decreto, en una sola 
de las cuales hallamos una pasividad que es la de 
NS 4,501, que pasa a N$ 9.300 según cl decreto y da el 
107%. Ninguna de las otras quince categorias da el 107%, 
lo que no considero racional. Si a meno: pasividad CO. 
rrespondiera un índice mayor, se podría entender. Pero 
si de una pasividad reducida como la que acabo de citar, 
de N£ 4.501 que da el 107%, paso a otra de N$ 3.500 
—aún menor— observo que da el 97%. Esto es muy fácil 
de calcular: si en N$ 3.500 fuera el 107%, tendria que 
dar más de N$ 7.000 pero, sin embargo, da N3 6.900, 


Cuando pregunto qué índice se empleó, el Ministro 
contesta que utilizó porcentajes. Pero no utilizó ningún 
índice de aumento del costo de vida, ni de aumento me- 
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dio de salarios, ni algún criterio lógico u orgánico. Luego 
se hubiera podido discutir si era obligatorio o no hacer 
ese Indice Medio de Salarios. 


Creo que la intervención del señor senador Ortiz ha 
tenido la virtud de interrogar al señor Ministro acerca 
de qué indice se aplicó en la revaluación del 1% de abril 
próximo pasado, dado que no lo hemos podido encontrar. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR ORTIZ. -- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 5 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. —- Abundando en lo que expresé an- 
tes, creo que el Poder Ejecutivo, especialmente en mate. 
ria de indices, no tiene la total libertad a que parecia 
aludir el señor Ministro, porque el artículo 73 dice que 
las asignaciones de jubilación y pensión serán ajustadas 
anualmente en función de la variación del Indice Medio 
de Salarios, elaborado según el procedimiento establecido 
en el artículo 39 de da Ley. N? 13.728, de 17 de diciembre 
de 1968. Se trata de la ley sobre viviendas que, en pri- 
mer lugar, establece: “Cométese al Poder Ejecutivo la 
elaboración de un Indice Medio de Salarios”. “La varia- 
ción del Indice deberá publicarse mensualmente. En to- 
dos los casos, el indice usado para cada reajuste deberá 
conocerse al mencs con un mes de anticipación a la fe- 
cha de aplicación del mismo”. Al fijar el índice de jubi- 
láciones ne se ha cumplido. con todo esto. 


Además. en cuanto a que se interpreta que el Poder 
Ejecutivo no tiene que ajustarse al índice, puesto que la 
ley dice “en función”, debo acotar que dicha expresión 
quiere decir que hay que ajustarse al índice. La ley ex- 
presa: “Il Poder Ejecutivo procederá a corregir anual- 
mente el valor de la Unidad Reajustable, de acuerdo a 
la variación registrada en el Indice Medio de Salarios”. 
En este caso, la expresión “de acuerdo a la variación” es 
sinónimo de “en función de la variación”, hablando Cla- 
ramente. No es cuestión de que si el índice determina un 
aumento de diez, el Poder Ejecutivo diga que él no tiene 
que ajustarse a este índice, sino que se ajusta “en fun- 
ción de” y, por ende, lo establece en once o en nueve. 


Creo, con todo respeto, señor Ministro, que el Poder 
Ejecutivo no está autorizado a hacer esto, sino a fijar 
indices diferentes. Pero una vez que los ha fijado, tiene 
que ajustarse a ellos. Por otra parte, la reflexión final 
gue dice: “en forma racionalmente proporcionada a las 
posibilidades económicas de la República” significa que, 
antes de fijar el índice, tiene que tener en cuenta estas 
consideraciones, para no establecer un indice muy eleva- 
do, Cuando, teniendo en cuenta las condiciones económi. 
cas de ja República, fija un índice, debe cumplirlo, El 
Poder Ejecutivo, entonces, está obligado por el índice que 

i mismo ha establecido. 


Lo que no parece lógico ni puede admitirse es que 


el Poder Ejecutivo tenga una discrecionalidad tal que le 
permita establecer determinados indices y no ajustarse 
posteriormente a ellos, una vez que los ha fijado. Esto 
sería algo así como fijar a la ligera el monto de las ju- 
bilaciones. No es eso lo que ha querido el legislador, ni 
tampoco la interpretación lógica que deba dársele o lo 
que el Poder Ejecutivo busca, A algo hay que ajustarse. 
La palabra arbitrariedad, que no le gustaba al señor se- 
nador Batlle, no tiene un sentido peyorativo, sino el de 
decir que una cosa queda al arbitrio. No deseo emplear- 
la para no incitarlo nuevamente a enojo, pero no es posi. 
ble concebir que en esta. materia el Poder Ejecutivo pue- 
da manejarse con total libertad. Tiene que ajustarse a 
ciertas normas y la ley le da la facultad de fijarlas él 
mismo. Una vez que las fijó, tiene que ajustarse a ellas. 


Con respecto a cuál es el índice que se fijó pára de- 
terminadas jubilaciones y cómo se observó, no lo sabe- 
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mos el señor senador Zumazán ni yo. Por supuesto que 
somos curiosos, pero seria interesante saberlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: en estas 
interrupciones se están tratando dos cuestiones que, na- 
turalmente, forman parte de la misma universalidad de 
problemas, pero, no obstante, son distintas. 


Una de ellas se refiere a si el criterio del Poder Eje- 
cutivo entra en la zona de la ilegalidad, o no; y la otra, 
a cuáles son los índices utilizados. Se trata de dos pro- 
biemas distintos que consideio deben ser distinguidos. El 
señor Ministro sostuvo —más tarde volveré sobre el tema, 
cuando deba hacer uso de la palabra— que se ha respe- 
tado escrupulosamente la normativa legal existente en la 
materia, con lo que estoy completamente de acuerdo. En 
este momento la norma legal se compone de los dos pri- 
meros parágrafos del articulo 73 del Acto Institucional 
N? Y y del modificado por el artículo 11 del Acto Institu- 
cional N9 13. 


El texto ordenado de las disposiciones de los dos ac- 
tos institucionales dice lo siguiente: “Las asignaciones de 
jubilación y pensión serán ajustadas anualmente en fun- 
ción de la variación del Indice Medio de Salarios elabo- 
rado según el procedimiento establecido en el artículo 39 
de la Ley N? 13.728, de 17 de diciembre de 1968”. 


El parágrafo segundo no interesa al caso y el tercero 
expresa: “Facúltase al Poder Ejecutivo” —y ésta es la 
modificación del Acto Institucional N* 13— “a establecer 
indices diferentes así como diferenciales al igual que ade- 
lantos a cuenta del ajuste anual, en fo:ma racionalmen- 
te proporcionada a las posibilidades económicas de la 
República, procurando satisiacer las necesidades reales 
del beneficiario” 


Esto es clarisimo. El inciso primero establece el prin- 
ciplo genera] y el tercero la excepción. Es absolutamente 
evidente que es así. Por medio del inciso primero, repito, 
se establece como principio general el ajuste anual en 
función de la variación del Indice Medio de Salarios; y 
por el tercero se faculta al Poder Ejecutivo a apartarse 
de ese principio general cuando así lo aconsejan las po. 
sibilidades económicas de la República, pero teniendo en 
cuenta, al mismo tiempo, las necesidades reales del be- 
neficiario. 


Lo que se puede discutir, sí —lo contesté hace un 
rato, cuando mantuvimos un dialogado con el señor se- 
nador Garcia Costa— es si se está de acuerdo o no con 
el criterio que la discrecionalidad de esta norma atribu- 
ye al Poder Ejecutivo. Se puede considerar que esa dis. 
Ad está bien o mal empleada, pero ese es otro 
ema. 


En cuanto a la segunda cuestión planteada por el 
señor senador Ortiz, este inciso tercero, que queda esta. 
blecido en el Acto Institucional N* 13, en el artículo 11 
faculta al Poder Ejecutivo a establecer índices diferen- 
tes, así como diferenciales. ¿Qué significa esto? ¿A qué 
índice se remite? Al índice medio de salarios a que se re- 
fiere el inciso primezo, así como diferenciales. Pero yo 
no alcanzo a adverti: la relación de causa a efecto que 
existe entre esto que acabo de afirmar, y que el señor 
senador confirma con un gesto, con la conclusión de que 
poco menos que el Poder Ejecutivo queda prisionero en 
una especie de trampa de la cual no puede salir. En una 
palabra, el Poder Ejecutivo puede establecer indices di. 
ferentes del índice medio de salarios, o diferenciales, 10 
cual quiere decir índices que no tengan un mismo deno- 
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minador. Es decir que a las distintas franjas de pasivos 
se les puede aplicar porcentajes diferentes de aumento. 
Y esto no va en contra de lo que está expresando el se- 
ñor Ministro. 


Ahora estamos discutiendo otra cosa que no tiene 
que ver con la interpretación del texto de los Actos Ins- 
titucionales ni con la posibilidad que tiene el Gobierno 
«e utilizar índices diferentes, sino con algo que ha sa- 
lido a luz y que es bueno distinguir de los dos mecanis- 
mos anteriores, por una cuestión de método, y es qué 
índices se usaron. Pero para discutir eso, tenemos que 
saber previamente si se pudieron utilizar o no. Como se- 
ñalé antes, sostengo que si. 


¡SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. --- Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador. 


—- Puede interrumpir el señor 


SEÑOR ORTIZ, — Coincido con el señor senador Ri- 
caldoni casi en la totalidad de lo que ha manifestado, 
porque no ha hecho otra cosa que confirmar mi asevera- 
ción del principio en cuanto a que el Poder Ejecutivo es- 
tá autorizado por ese articulo para fijar diferentes in- 
dices. 


La pregunta inicial —-que dio origen a este expedien- 
tillo—— es, cuáles fueron los indices que tijó, porque va- 
mos a ponernos de acuerdo: ¿qué es un indice? Es, por 
ejemplo, una fijación de salarios teniendo en cuenta los 
correspondientes a enero, febrero, y asi, hasta el 31 de 
diciembre. Luego se dice que el indice de aumento de sa- 
larios fue 10, 20 Ó 0, para este año. Pero un indice no 
es una cosa caprichosa; alguna cifra es necesario tener 
en cuenta. Si el propio señor senador Ricaldoni me dice 
que se fijó el índice de salarios, pero que después, en uso 
de las facultades que otorga el resto del artículo, se fi- 
jaron otros diferentes, yo me pregunto cuáles fueron. Se 
me podrá decir que fue el índice de costo de vida, de 
variación de los precios del trigo, cualquiera, porque al- 
fguno debe temer en cuenta el Poder: Ejecutivo. No creo 
que se haya puesto a fijar jubilaciones diciendo “a éstos 
les aumentamos tanto y a estos otros, cuanto”, así, ca- 
prichosamente. Por eso mi pregunta es muy sencilla: 
¿cuáles fueron los índices que se tuvieron en cuenta? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — La consulta del señor senador Ortiz tiene 
dos partes; una es la referente a qué índices se tomaron 
en cuenta a los efectos de fijar los ajustes, y la otra se 
refiere a cuáles fueron los indices de ajuste. 


La ley establece un elemento de referencia en fun- 
ción, del cual se debcn ajustar pasividades, que es el ín- 
dice medio de salarios. El Poder Ejecutivo toma a éste 
de base y en función de él, reaiusta. Pero también apli- 
ea otros índices. En este caso, el IPC, índices de precios 
al consuma, y su evolución, que es un segundo elemen- 
to que también constituye un indice. 


En cuanto a la segunda parte de la consulta, o sea, 
qué elementos se toman en cuenta, la respuesta es que 
se tienen como base el IPC y el Indice Medio de Salarios. 
En función de este último, se toman indices diferencia- 
les de ajustes que, en algunos casos, en la política de 
ajustes de pasividades del Poder Ejecutivo, con la com- 
plementación del ajuste de abril que ha anunciado hoy, 
son del orden que corresponde al índice de precios al 
consumo más el 2%. Y no hay pasividades ajustadas por 
debajo de eso. En otros casos, son entre el indice de 
precios al consumo y el Indice Medio de Salarios; y, fi. 
nalmente, a veces son por encima -de este último. Y se 
ajustan en forma diferencial, de acuerdo a la aplicación 
de dos criterios, que son: el monto de la pasividad y la 
edad del pasivo. La aplicación de estos criterios —en ta- 
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blas muy complejas-- es la que arroja los resultados que 
surgen en el decreto mismo y tienen, en algunos casos, 
una expresión porcentual, en otros una expresión por- 
centua] y de montos fijos y, en otros, de montos fijos. 
Las tres formas de presentación del ajuste pueden trans- 
formarse en índices absolutamente comparables. 


No tengo conmigo la tabla de conversión del texto 
del decreto a índices especiíicos, pero han sido diferen- 
ciales o establecidos en jorma diferencial, en función de 
ambos criterios. 


Repito: por un lado, tenemos índices que se toman 
en cuenta a los efectos de establecer reajustes. Son: el 
Indice Medio de Salarios en función del cual se hace el 
reajuste y que nos permite fijarlo por encima del índice 
de precios al consumidor. Por otro lado, tenemos el in- 
dice de precios al consumidor, que se transtorma en el 
piso del ajuste. No hay ninguna pasividad que tenga di. 
cho ajuste por debajo del IPC más el 2%. Y luego, algu- 
nas van por encima del 107 %, Indice Medio de Salarios, 
porque eran pasividades muy sumergidas. 


Para cada tramo surge un indice diferencial expre- 
sado de distintas maneras: porcentualmente, porcentual. 
mente más monto fijo o monto fijo. 


Continuando con la exposición que venía realizando, 
diré que además de los aspectos constitucionales existen 
otros que preocupan al Poder Ejecutivo en relación con 
el proyecto de ley que está examinando el Senado. Al 
hacer re:erencia a ello, voy a mencionar algunos de los 
elementos que han sido levantados en esta Sala. 


Concretamente, cuando se expresa que el Poder Eje- 
cutivo o la Dirección General de la Seguiidad Social han 
ahorrado recursos al no aplicar exactamente el Indice 
Medio de Salarios, se refleja un error desde el punto de 
vista conceptual y también de las Cifras. 


El error desde el punto de yista conceptual tiene que 
ver con el hecho de que los recursos con los cuales se fi- 
nancian las pasividades son los que surgen de los apor- 
tes a la Seguridad Social y de la asistencia financiera, 
incluidos los aportes del Gobierno central. Durante los 
primeros cinco meses de este año —entre enero y mayo 
de 1985— cl total de ingresos efectivos de la Seguridad 
Social por concepto de aportes es N$ 18.886:000.000; la 
asistencia financiera, incluyendo los aportes del Go- 
bierno central es N$ 8.853:000,000, Esta cifra comprende 
N$ 2.761:000.000 como aporte del Gobierno central y 
N$ 6.102:000.000 que surgen como asistencia financiera di.. 
recta y no como aporte del Gobierno central. El total de 
los egresos en el mismo periodo —entre enero y mayo de 
1986--- es N$ 27.739:000.000. 


Esto lleva a que en este momento podamos. señalar 
que con la complementación al ajuste de pasividades in- 
formada en la sesiónde hoy, además de cubrir el 85% 
como piso para todas las pasividades y el pago en cuotas 
de la retroactividad que genera el hecho de que ya esta. 
mos en los primeros dias del mes de julio, la previsión 
de ingresos incluye el pago de la deuda de N$ 600:000.000 
que se mantiene con todos los pasivos perjudicados por 
la aplicación del articulo 13 del llamado Acto Institucio- 
nal N9 13 y, también, las previsiones para hacer efectivo 
el pago del adelanto al reajuste del año 1987, previsto 
para el mes de agosto y ya anunciado. El pago de las 
pasividades, más el del adelanto y el de la deuda de 
N$ 600:000.000, cubre los ingresos, los ingresos aumenta. 
dos y el pago de la deuda que se mantiene con los pasi- 
vos perjudicados por el artículo 13 del Acto Institucio. 
nal N* 13, asi como el reajuste correspondiente al mes 
de agosto. En esto, no hay ningún ahorro. 


SEÑOR ARAUJO. 
señor Ministro? 


— ¿Me permite una interrupción, 
SENOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador Araújo. 
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SEÑOR ARAUJO. —- Sigo entendierdo que aquí hay 
un ahorro, y para que se nos entienda mejor, voy a poner 
un ejemplo. 


Si me comprometo con alguien a pagarle N$ 100 y 
llegado el momento decido entregarle sólo N3 50, si ese 
acreedor no tiene forma de cobrarme —no interesa si yo 
tenía o no recursos para pagarle N$ 100-— me ahorro 
N$ 50, pues le di N3 50 cuando en realidad ie adeudaba 
N$ 100, Este es el tema, más allá de si contaba o no con 
los recursos para pagar los N$ 100. 


Entiendo que existe un ahorro por la simple razón de 
que lr ¡ey estabiece que el aumento tiene que ser del 
107.7%, pero el Poder Ejecutivo decidió, por las suyas, 
pagar sólo el 85.87% global. Como el pasivo, por más que 
quiera, no puede ir a cobrar al Poder Ejecutivo o a la 
Dirección General de la Seguridad Social, salvo que una 
ley interpretativa como la que vamos a aprobar en el día 
de hoy lo disponga, el Gobierno se ahorro casi un 20%, 
rlispusiera o no de los 1ecursos. ¿Por qué? Porque no le 
va a pagar a los jubilados y pensionistas lo que la ley 
establece. 


Por csa razón señalábamos que se trata de un aho- 
rro, entlendo que sigue siéndolo a pesar de la aclaración 
que con toda precisión hace el señor Ministro, pero no 
de conformidad con los hechos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 

SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Se ahoria, señor Presidente, cuando se tiene. 
El interpretar que se ahorra cuando se deja de gastar 
algo que entendemos que no debe gastarse, es llamarle 
ahorro a algo que no tiene por qué serlo. Además, en es- 
te caso hay una implicación muy grave de esto que me 
lleva a. lo que son las catastróficas consecuencias finan- 
cieras de la aprobación de este proyecto de ley, porque 
ello significa, además de lo que ya hemos establecido co- 
mo ingresos y asistencia financiera, aproximadamente 
N$ 7.200:000.000 más de gastos en un período de doce me- 
ses como mínimo. 


La cifra de N$ 574:000.000 que se mencionó aquí no 
tiene absolutamente ningún asidero; ha sido inventada 
como uno de los muchos ejercicios que realizan depen- 
dencias oficiales al intentar calcular el costo de una me- 
dida, pero de ninguna manera es una Cifra oficial. La 
oficial es un mínimo de N$ 600:000.£00 por mes, el que 
se modificaría —se modifica— por ejemplo, si se diese 
un adelanto, lo que a todas luces sería imposible otorgar 
en el mes de agosto en el caso de tener una erogación 
adicional de esa naturaleza. 


Además, este proyecto plantea una situación muy 
grave y es que de aprobarse esta ley interpretativa y de 
ser constitucional, significaría la modificación de la nor- 
ma desde el momento que ella rige y esta norma tiene 
vigencia dosde hace muchos años. No poseemos estimacio- 
nes finales —-que son complejas— sobre el costo del pago 
de esa retroactividad en caso de aceptarse esta interpre- 
tación; pero pensamos que es, aproximadamente, de 
US 9.000;000.000 adicionales. Esto significa, sin duda, que 
se generará un proceso inflacionario cuya consecuencia 
sería que ese ajuste nominal no fuera real, 


SEÑOR ZUMARAN, -—— ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. — Me voy a referir a dos afirma- 
ciones realizadas por el señor Ministro. Comenzaré por 
la úítima que se relaciona con la retroactividad de esta 
medida. 


Tal como surge de las Actas de la Comisión y del Ple- 
nario de la Cámara de Representantes así como de las 
de nuestra Comisión, los que hemos propuesto esta solu- 
ción legislativa —y los que la apoyamos— sostenemos que 
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la retroactividad debe aplicarse a partir del 19 de marzo 
de este año, es decir, a partir del último ajuste que se 
ha efectuado. De ningún modo tenemos intencion de re- 
trotraernos al origen de este sistema. 


Con respecto a la afirmación de que esto no se pue- 
de pagar, creo que ello no es asi, señor Ministro, En el 
Presupuesto de la Dirección General de la Seguridad So. 
cial de mayo se hatía previsto un total de ingresos ge- 
nuinos, propios, o sea, lo que emana de las cotizaciones 
de empleadores y trabajadores, de N$ 16:951.000. Sin em- 
bargo, según mis cifras se obtuvieron N$ 20.670:000.000, 
He tratado de seguir los cálculos realizados por el senor 
Ministro, y aunque no lo puedo afirmar con absoluta pre- 
cisión <reo que son muy cercanos a los míos, tal vez un 
poo superiores, lo que habla más en favor de nuestra 
esis. 


Cabe señalar que se ha producido un incremento en 
la recaudación que obedece, en primer término, a la la- 
bor muy encomiable —es bueno felicitarlo después de tan- 
tas Criticas— realizada por el señor Ministro o por el 
Director General de la Seguridad Social. Se trata de un 
hecho positivo ya que se han reducido los altos índices 
de morosidad y evasión que veniamos entrentando. Existe 
un mayor número de trabajadores que cotizan, elemento 
que es muy importante y, además, se limita o disminuye 
la evasión. También tiene lugar un mejor control de la 
morosidad, sobre todo a través de la ley de facilidades de 
pago. Por consiguiente, las recaudaciones del organismo 
han aumentado. 


Por otra parte, hay que tener en Cuenta que en el 
Presupuesto que sancionamos y en la previsión que hace 
el Poder Ejecutivo para la Dirección General de la Segu- 
ridad Social se incluye una asistencia financiera del Go- 
bierno centrai. Cuando en el mes de diciembre y prime- 
ros días de enero pasado votamos el Presupuesto, este com. 
tenia una disposición por la que el Poder Ejecutivo pre- 
veía N$ 23.640:000.000 de contribución que iba a hacer 
Rentas Generales en razón del problema histórico de dis- 
minución del IVA y desfinanciamiento del sistema, 


Entonces, hay que tener en cuenta los siguientes ele- 
mentos. En primer lugar se ha producido un aumento de 
los ingresos genuinos del organismo que, en los primeros 
cinco meses del año, alcanzó el 22% de lo proyectado. 
Además, está la asignación votada en el Presupuesto Co. 
mo contribución de Rentas Generales al sistema de la 
Seguridad Social, Por otra parte, es de destacar que estos 
Presupuestos se hicieron sobre bases de aumentos sala 
riales públicos y privados y, en este año, ya se han pro- 
ducido dos en cada sector: no, en febrero y marzo, y 
otro en junio y julio. Asimismo, estos aumentos se han 
fijado por indices menores de los que efectivamente se 
están dando. Es decir, el de 10% en marzo para los pú- 
blicos fue del 18%; el del 11% para los privados fue del 
18% o más; en junio se proyectó el 10,5% para los pri. 
vados y se Obtuvo el 17% y, en julio se proyectó el 10% 
para los públicos y se alcanzó el 15%. Esto va a seguir 
incrementando las recaudaciones aún cuando no disminu- 
ya la morosidad —espero que sí se disminuya— ni au- 
menten las cotizaciones. En consecuencia, este es un fac- 
tor no previsto que provoca un aumento de las cotizacio- 
nes. 


Entonces, manteniendo no ya los N$ 6.000:000.000 
que el Estado ha aportado a Rentas Generales a mayo 
sino, los N$ 3.000:000.000 que proyectamos en el Presu- 
puesto, el sistema puede perfectamente financiar esta ini- 
ciativa consagrada en el proyecto de ley que estamos con- 
siderando, en el sentido de dar un incremento minimo 
del e a las jubilaciones y pensiones, retroactivo al 19 
de abril, 


Por otra parte, es de señalar que ya han transcutrido 
tres meses —abril, mayo y junio— pero no se solicita un 
pago de contado, y como se incluyen los N$ 23.020:000.000 
previstos en el Presupuesto, a valores de enero de 1986, 
aicanza para financiar el incremento del 107% sin pro- 
vocar ningún resquebrajamiento en el sistema de la Se- 
guridad Social ni crear empuje inflacionario alguno por- 
que no se agudiza el déficit sino que simplemente se Sas- 
ta lo autorizado en el Presupuesto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR RICALDONI. --- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: puedo ad- 
mitir que en un proyecto de ley como el que se está con- 
siderando, con todas las observaciones que me merece, se 
discuta acerca de en qué medida se compadece o no con 
otra norma que se pretende interpreta aunque, a mi jui- 
clo aquí no se está interpretando absolutamente nada. 


Me parece equivocado e incluso peligroso como antece- 
dente para futuras labores parlamentarias sostener que 
se entendió, cuando se votaba este proyecto de ley, que 
la relroactividad —que es inherente a la propia interpre- 
tación— termina el día tal del año 1986, Realmente, eso 
es algo que no tiene el menor fundamento técnico juri- 
dico. No existe ninguna razón jurídica para sostener que 
si se £prueba este proyecto de ley no se plantee la posi- 
bilidad de pretender una retroactividad hasta el momento 
de entrada en vigencia de la norma que se quiere inter. 
pretar. No alcanza con decir que se votó por tales o cua- 
les señores representantes y que ahora en el Senado se 
disponen a votarla tales o cuales señores senadores, en 
el entendido de que la retroactividad termina el 1% de 
abril de 1986, para que juridicamente sea así. Para que 
ello fuera así tendría que decirse a texto expreso. 


Entonces, es necesario medir muy bien las consecuen- 
cias de afirmaciones que pretenden tranquilizar a quie- 
nes queremos realizar una escrupulosa y prolija adminis- 
tración de los dineros públicos porque, en realidad, si ese 
es el único argumento que existe para buscar esa pre= 
súunta tranquilidad, debo decir que, en lugar de tranqui. 
lizarme, este argumento me preocupa enormemente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Me voy a referir muy brevemente al mismo 
tema. 


Hemos leído las actas relativas a la aprobación de 
este proyecto en Comisión y en la propia Cámara de Re- 
presentantes. Reconocemos que hay legisladores que han 
manifestado inequívocamente entender una retroactivi. 
dad al 1? de abril. También debemos manifestar clara- 
mente que eso no está establecido en el proyecto de ley 
y Gue el Poder Ejecutivo entiende que tal como está 
planteado, este tema exigiría el ajuste retroactivo a] mo- 
mento en que se dictó la norma, lo que cuesta NS 9.000 
millones más, aparte de los N$ 7.200:000.000 que insumi- 
rían los próximos 12 meses. 


Voy a referirme ahora a la segunda parte de la ex- 
posición del señor senador Zumarán. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — La preocupación del señor Mi- 
nistro de Trabajo y Seguridad Social fue compartida tan- 
to en la Cámara de Representantes como en el Senado. 


La historia fidedigna de la sanción de esta ley mar- 
ca claramente que la retroactividad queda limitada al 1% 
de abril de 1986 y comprende únicamente la revisión del 
Decreto N* 193/86 del Poder Ejecutivo. Tanto es así que el 
propio informe en mayoría de la Comisión de Previsión 
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Social] de la Cámara de Representantes expresa que el 
alcance interpretativo de las disposiciones vigentes en 
materia de movilidad o revaluación de las pasividades 
servidas por la Dirección General de la Seguridad Social, 
cuya aplicación para el caso de aprobarse el proyecto 
deberá retrotrarse al 19 de abril del año en curso, llevará 
a la modificación de varios criterios establecidos en la (l- 
tima revaluación dispuesta por el Poder Ejecutivo, Decreto 
N? 193/986, de 7 de abril de 1986, en tanto no se ajustan a 
los preceptos en vigor. 


Está claro, entonces, que tiene un alcance muy con- 
ereto en el concepto del Parlamento que dicta esta nor- 
ma, ulcance éste precisado de manera muy estricta en la 
Comisión de Previsión Social de la Cámara de Represen- 
tantes y en el curso de la discusión en dicha rama del 
Parlamento, por distintos señores legisladores y, en la 
noche de hoy, en forma prácticamente unánime, por los 
que defienden este proyecto en el Senado de la Repú. 

1Ca. 


Resulta tranquilizador que aunque el texto de la ley 
no lo menciona, este aspecto se pone de manifiesto muy 
claramente en su espíritu. Se trata de una norma legal 
que lleva al Poder Ejecutivo, una vez aprobado este pro- 
yecto y cumplidas las etapas correspondientes, a retro- 
traerlo al 1% de abril de 1986. 


Me gustaría agregar dos consideraciones más, que 
me parecen útiles, sobre todo porque el señor Ministro, 
al referirse al gran capitulo de la financiación de este 
proyecto, señaló que ese es wmo de los aspectos del pro- 
vecto que considera objetables, por cuanto los recursos 
de que disponaría la Dirección General de la Seguridad 
Social a esos efectos, resultarían insuficientes. 


Lo que me interesa destacar es cuál ha sido la evo- 
lución de los aportes rigurosamente genuinos, es decir, 
aquellos que provienen de los empresarios y trabajado. 
res, sin la asistencia del Estado. 


En 1984, los aportes genuinos ascendieron a nuevos pe- 
sos 14.736:000.000. En 1985 se da un crecimiento muy im- 
portante y alcanzan los N$ 29.348:000.000. En los cinco pri- 
meros meses de 1986, se sitúan en N$ 20.670:000.000. Te- 
niendo en cuenta lo que ha sucedido en estos primeros 
cinco meses y haciendo una proyeccion de largo alcan- 
ce —aunque podrá decirseme que se trata de un flujo 
variable— se podiía hacer una prevision del orden de 
los N$ 45.590:000.000 por concepto de aportes génuinos, 
para el añn 1986. 


Esto significa que se puede constatar en el país una 
línea continua de incremento de los aportes genuinos que 
proviene de los aumentos salariales y por tanto de la ma- 
yor recaudación por incremento salarial y aporte patronal. 
Este es un hezho que marca una tendencia de larga du- 
reción, más allá del importantisimo incremento deriva. 
do de la actual orientación de la Dirección General de 
la Seguridad Social respecto de la morosidad y de la ac. 
titud endémica de no contribución por parte de un gran 
porcentaje de empresas. 


Quiere decir que tomando lo que llamariamos “indi- 
ces de crecimiento vegetativo de los aportes genuinos”, 
los nuevos egresos que surgen de este proyecto estarían 
perfectamente Cubiertos. Tanto es así que llegamos 4 
afirmar er el informe en mayoría que tuvimos oportu- 
nidad de suscribir que —como lo señalaba el señor sena. 
dor Zumarán— esta ayuda financiera del Estado de 
N$ 30.900:000.000 —de lo que debe deducirse el aporte 
correspondiente al Gobierno central— establecia un dé- 
ficlt aceptable de N$ 23.641:000.000. Se estima, por parte 
de la Dirección General de la Seguridad Social que el au- 
mento de recaudación ha bajado este déficit a nuevos pe- 
sos 20.000:000.000 y que lo que significa este proyecto desde 
el punto de vista de los egresos, coloca la ayuda finan- 
ciera en los N$ 25.470:000.000, con lo que el déficit de 
N* 23.641:000.000 previstos para el año —que tenía ajus- 
tes adecuados, gue estaban previstos y que, por consi. 
guiente, eran perfectamente tolerables desde el punto de 
vista de su financiación — únicamente se incrementaría 
en N$ 1.823:000.000, o sea, en un 7%, que constituye una 
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cantidad que en atención al crecimiento vegetativo y al 
incremento de los recursos por vía de una mayor fiscali- 
zación y control pata erradicar la morosidad a través de 
la continración de medidas administrativas concretas, 
permite que alirmemos que el aumento de las asignacio- 
nes al 107% e inclusive los incrementos por encima de 
esta cantidad que otorgó el Decreto N* 193/986, son perfec- 
tamente financiables en virtud de los recursos previstos 
y de los nuevos aportes que devienen al fondo de la Se- 
guridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Puede continuar el senor 
Ministro, 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAT> 
SOCIAL. -- Durante las exposiciones anteriores, se han 
planteado dos puntos, uno relativo a la retroactividad y 
el otro referente al financiamiento de este aumento. Es- 
te último, a esta altura de la noche, me preocupa enor- 
memente, mucho más que cuando llegué a esta Sala. 


SEÑOR RICALDONI, —- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, —— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Seré muy breve, porque quie- 
ro contribuir a la ilación de la exposición del señor Mi- 
nistro. 


Hace un momento señalé mi preocupación en rela- 
ción con el criterio en virtud del cual se trata de tran- 
quilizar cun respecto a los alcances de este proyecto de 
ley. Mi inquietud —como ya lo he expresado— tiene que 
ver con que no basta con que se entienda que se votó en 
deierminado sentido una ley, porque si seguimos ese Ca- 
mino no estaremos garantizando absolutamente nada; no 
hay ninguna sustancia jurídica, ningún fundamento de 
derecho que respalde esa afirmación, por más buena vo- 
luntad y honestidad que la misma encierre. 


Creo que ahora se ha hecho una afirmación que se 
suma a la anterior que, a mi juicio, es más equivocada 
aún y de mayor gravedad. Cuando se hace referencia a 
la historia fidedigna de la sanción de este proyecto, es 
decir, cuando llegue a ser ley, se está también interpre- 
tando mal lo que se establece en el Código Civil sobre 
interpretación de las leyes. Repito que la historia fide- 
digna de la sanción de una ley en primer lugar requie- 
1e algo más que las meras afirmaciones de algunos seño- 
res senadores o algo más también que un informe de la 
Comisión de la Cámara de Representantes. Pero dejan- 
do de lado eso, la forma de saber qué quiere decir una 
ley -——quiero recordarlo porque entiendo que no es ocioso 
el hacerlo— es un medio supletorio, esto es, cuando el 
texto de la ley no es claro. Cuando no lo es —y vaya si 
éste es claro, porque nada dice acerca de la retroactivi. 
dad—. es absolutamente imposible en una interpretación 
técnico-jurídica recurrir a medios supletorios que tratan 
de desentrañar el sentido oscuro de una norma. Y aqui 
eso no existe; desgraciadamente, y para preocupación de 
quien habla está demasiado clara. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Puede interrumpir el señor 
senador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. — Señor Presidente: mi interven- 
ción va a ser muy breve y refiere a] mismo tema, es de- 
cir, al de la retroactividad. 


He consultado, en la medida de lo posible, a algunos 
de los señores senadores que integran la Comisión de 
Asuntos Lahorales y Seguridad Social, aunque en el día 
de hoy los siete que la integramos actuamos como miem. 
bros informantes. En ese sentido, pienso que ninguno de 
los señores senadores ha de tener inconveniente en emi- 
tir una declaración en conjunto diciendo que a los fines 
interpretativos se entiende que la retroactividad alcanza 
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al 19 de abril de este año. De esta manera, evitariamos 
que este proyecto de ley regrese a la Cámara de Repre- 
sentantes por una breve modificación, la que ha de ser 
tenida en cuenta si los siete integrantes de la Comisión, 
a su vez miembros informantes, aprobamos esta declara- 
ción, la que podría adjuntarse al acta respectiva de la se- 
sión de hoy. 


Esa es la propuesta concreta, Pediría al señor sena- 
dor Tourné, Presidente de la Comisión, tenga a bien re- 
factar el texto, para asi poder firmarlo todos los inte- 
g£rantes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR CIGLIUTI. —— ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SO. 
CIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Señor Presidente: soy miembro 
de la Comisión y he producido un informe en minoría. 


No creo que esta sea una ley interpretativa y no ten- 
go, por consecuencia, que firmar ningún documento adi- 
cional, El señor senador seguramente se referirá a los 
miembros informantes que están de acuerdo con la tesis 
de la mayoría de la Comisión, pero no nosotros que si 
bien la integramos, hemos suscrito un informe discorde. 


A nuestro entender, no se trata de una ley interpre- 
tativa, sino de otra ley. La ley tiene de nombre lo de 
interpretativa, porque si no lo fuera requeriría iniciativa 
preceptiva del Poder Ejecutivo y, en consecuencia, no po- 
dría tener trámite en virtud de que el Poder Ejecutivo no 
coincide con ella. La ley interpretativa, cualquiera sea la 
declaración que hagan los miembros informantes —que, 
por otra parte, no son dueños de la voluntad del Cuerpo— 
nunca podrá dejar de serlo, por el hecho de existir una 
declaración firmada por 1, 7 ó 17 miembros informantes. 
En segundo término, los propios miembros informantes de 
la Comisión de la Cámara de Representantes, al calificar- 
la de ley interpretativa y con respecto a la vigencia, dicen 
exactamente lo contrario de lo que se ha dicho aquí por 
parte de los señores senadores. 


Voy a dar lectura al penúltimo párrafo de la expo- 
s:ción de motivos, que dice lo siguiente: “Tal interpreta- 
ción auténtica tendrá efecto “desde la fecha de la ley 
interpretada' (Artículo 13 del Código Civil), restando Va- 
jor alguno a todos los actos administrativos que la con- 
tradigan”. Esto comprende también a todas las declara. 
ciones que se formulen por vía de aclaración. 


SEÑOR ZUMARAN, — ¿Dónde dice eso? 


SEÑOR CIGLIUTI. — Es el informe de la Comisión 
Ge la Cámara de Representantes de fecha 6 de mayo de 
1986, repartido 59, de julio del corriente año, página 4. 


SEÑOR ZUMARAN. — Ese es el proyecto original y 
no el informe. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Es el infoxme elaborado por los 
miembros de la Cámara de Representantes que presenta- 
ron el proyecto que se aprobó y que en su artículo 19 
comienza diciendo: “Declárase a fines interpretativos”. Y 
ai final, aparece la firma del Presidente y del secretario 
Ge la Cámara de Representantes, porque ya fue aprobado. 


Repito que se trata de un proyecto presentado por un 
conjunto de representantes encabezado por el doctor Héc- 
tor Lorenzo Rios y en el penúltimo párrafo de la exposi- 
ción de motivos dice lo que acabo de señalar. 


Los autores le llaman ley interpretativa y dicen que 
jor tanto se aplicará desde la fecha de la ley interpreta. 
da, tal como lo establece el artículo 13 del Código Civil. 
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SEÑOR ZUMARAN. — Se trata del proyecto original; 
DO es el que se sancionó. El que se aprobó está en el 
Diario de Sesiones de la Cámara de Representantes Co- 
1respondiente al dia miércoles 14 de mayo, a foias 171 
y 172. No es lo que el señor senador ha transcripto, Este 
es el proyecto original. El señor senador quiere crear un 
obstáculo donde no lo hay a efectos de no otorgar el 
107.07 %. Se nos quiere nacer decir a nosotros y a los 
señores representantes lo que no hemos dicho. 


SEÑOR CIGLIUTI, -—- Este es un proyecto que tuvo 
su origen en la Cámara de Representantes. Fue presenta- 
do por un conjunto de representantes encabezados por el 
doctor Héctor Lorenzo Ríos. Se trata de una ley de ca. 
rácter interpretativo, según señalan los que firman el 
proyecto original y el texto aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR ZUMARAN. — Pero en la exposición de mo- 
tivos no se dice que este es el proyecto de la bancada 
nacionalista. 


SEÑOR CIGLIUTI. -—- Pero no hay ningún legislador 
que, estando de acuerdo con este texto, ya sea trabajan- 
do en esta Cámara o en la otra, no diga que ésta es una 
ley interpretativa. 


SEÑOR ZUMARAN. — Pero no lo que el señor sena- 
dor agregó. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Señores senadores se ruega 
no dialogar. 


SEÑOR ZUMARAN. — Ese es el proyecto original y 
no el que sancionó la Comisión y que trató el Cuerpo. El 
proyecto fue modificado. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se ruega no dialogar. 


De todos modos, la Mesa quiere aclarar que en el re- 
partido N9 59 del Senado, el proyecto de ley que figura 
en la página 1 y el que está en la página 17 son eXxac- 
tamente iguales, como dos gotas de agua. 


SEÑOR ZUMARAN. -— Pero la exposición de motivos 
es distinta, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sí, señor senador, pero el 
proyecto es exactámente igual Parecería difícil que res- 
pecto a un mismo proyecto se puedan sostener cosas dis- 
tintas. 


Los informes no se sancionan, pero sí los proyectos 
de ley. 


SEÑOR ZUMARAN. — Pero son los que acompañan el 
proyecto de ley, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cigliuti. 


SEÑOR CIGLIUTI, -— Lo que quiero decir es que para 
que esta ley llamada interpretativa no rija desde el mo- 
mento que entra en vigencia la ley interpretada, la única 
manera es poner un artículo en forma expresa que así 
lo diga. Además, los que presentaron este proyecto de ley, 
siempre le dieron el carácter de ley interpretativa. Ni 
para los que lo presentaron en la Cámara de Represen- 
tantes, ni para los que lo votaron, ni para los que lo van 
a aprobar aquí, esta ley dejó de ser interpretativa, aun- 
que para nosotros se trata de una ley distinta a la ante- 
rior, Repito que para quienes la votaron allá y para quie- 
nes parece lo van a hacer aquí, esta norma tiene el al- 
cance de una ley interpretativa y tanto es así que cuando 
lo presentaron con ese carácter, expresaron también cuál 
es la fecha de la vigencia de la nueva ley, esto es, “desde 
la fecha de la ley interpretada”. 


Es difícil y tal vez imposible que sin un texto claro en 
el articulado de la ley que lo establezca, pueda pensarse 
que si se trata de una ley interpretativa tenga otra fecha 
de vigencia que la de la ley interpretada, de acuerdo 2 
lo que los señores representantes señalan al hacer referen- 
cia al artículo 13 del Código Civil. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD S0- 
CIAL. — Los señores senadores Tourné y Gargano me 
han solicitado sendas interrupciones, las que no tengo 
inconveniente en conceder, 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
senador Tourné. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: creo que esta 
discusión resulta, de cierta manera, ociosa dado el tenor 
de la voluntad política que retleja el texto legal y que fue 
exteriorizada en la Cámara de Representantes a través de 
una manifestación categórica del informe mayoritario, por 
el que se propició la sanción de este proyecto de ley. Y, 
además, por la voluntad política mayoritaria de parte de 
quienes estamos acompañando este texto en el Senado 
de la República. 


a que no tenemos por qué buscarle cinco patas al 
gato. 


Acá está muy claro que se trata de una decisión po- 
lítica lo de que la retroactividad llegue exclusivamente al 
12 de abril de 1986. Y, aunque reconozco que podría ser un 
camino el argúido por el señor senador Araújo, no tene- 
mos por qué hacer ninguna declaración. Personalmente 
pienso que la exteriorización en nombre de nuestras res. 
pectivas bancadas por parte de los integrantes de los par- 
tidos que acompañamos el proyecto, de que la voluntad 
es la de restringir la retroactividad al 1% de abril de 
1986, es un elemento de juicio más que suficiente como 
para que el Poder Ejecutivo tenga la posibilidad de apli- 
car en esos términos el texto de la ley una vez que ésta 
sea sancionada. 


Pero digo más, señor Presidente. Si en esta materia 
existiera aún alguna duda y pudiera surgir alguna inter- 
pretación que pretendiera, indebidamente, darle a la re- 
troactividad un alcance mayor que el que está fijado por 
parte del Cuerpo, pues bien, comprometemos desde ya 
nuestra voluntad de dictar inmediatamente el acto legal 
complementario que fije el alcance de esta norma legal 
a la fecha que acabamos de mencionar. Acá no estamos 
analizando una norma constitucional que establezca que 
la retroactividad de las leyes necesita imperiosamente, en 
el caso de una norma interpretativa, ser la de la ley a la 
que accede. Es una norma de valor legal derogable por 
Otra de similares características. 


Desde ya adelantamos, señor Presidente, que ésta es 
la correcta interpretación del alcance del texto de esta 
disposición y que, por otra parte, si existiera alguna duda 
en su futura aplicación, el Poder Ejecutivo puede tener la 
absoluta seguridad de que, inmediatamente, sancionare- 
mos un texto lega! complementario que marque estas Ca- 
racterísticas, Pero no creo que valga la pena seguir ha. 
ciendo caudal de una interpretación que desconoce total. 
mente cuál es la voluntad mayoritaria y política, tanto 
de la Cámara de Representantes como del Senado, si este 
texto es sancionado en la forma en que está redactado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — El Poder Ejecutivo también se ha asesorado 
en relación con este tema en particular y entiende que 
no es seguro que con este texto no se pueda reclamar 
una retroactividad, de acuerdo a lo que establece el Có- 
digo Civil. Como eso significaría una suma de nuevos pe- 
sos 9.000:000.000 e implicaria un claro efecto inflacionario 
que erosionaría ese 107 % que esta norma pretende ase- 
gurar para los pasivos, para nosotros el tema de la retro. 
actividad es fundamental y entendemos que no está con- 
templado por este proyecto de ley. 


También deseaba hacer referencia al resto de los ra. 
zonamientos que se han efectuado en Sala. 


Debo decir que en estos momentos estoy más preocu- 
pado de lo que estaba al llegar a Sala porque advierto 
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que en el espíritu de los que están apoyando esta inicia- 
tiva, ha primado el criterio de que la suma que se nece- 
sitaría para cubrir la retroactividad, se puede pagar. Al 
respecto, quisiera hacer algunas precisiones en función de 
los datos que han sido proporcionados por varios señores 
senadores en lo que tiene que ver con los ingresos y 
egresos del sistema de la Seguridad Social. 


En primer lugar debo señalar que ninguno de los da- 
tos tiene carácter oficial y que son inexactos. 


Las informaciones precisas que he solicitado y obte- 
nido en la tarde de hoy —desgraciadamente, me fueron 
suministradas muy pocos minutos antes de concurrir a 
Sala— indican una realidad totalmente distinta y, de 
acuerdo a ella, se deduce que es imposible financiar con 
recursos propios —o aún con recursos propios más la asis- 
tencia financiera prevista— la erogación de los mínimos 
N$ 7,200:000.000 más los eventuales N$ 9.000:000.000 de la 
retroactividad. 


El total de la asistencia financiera prevista —a la que 
se hizo referencia en término de valores a enero de 1986— 
es del orden de los N$ 30.900:000.000 para el año, en va- 
lores corrientes. Aquí hay que diferenciar entre dos tipos 
de cifras; aquellas efectivamente realizadas en ingresos 
y egresos, de las proyectadas. 


Las cifras efectivas y reales, tanto para el año 1986 
como para los anteriores —a las que hacía referencia el se- 
for senador Tourné— no son las que los señores sena- 
dores han facilitado al Cuerpo. 


Las cifras reales son, precisamente, las que he indi. 
cado; para los primeros cincos meses del año 1986, los 
ingresos fueron del orden de los N$ 18.886:000.000 y los 
egresos de N$ 27.739:000.000. La asistencia financiera, in- 
eluyendo los aportes del Gobierno central, ha sido de 
N$ 8.853:000.000. Las previsiones de ingresos y egresos, es 
decir, las cifras correspondientes al período junio-diciem- 
bre, son proyecciones. 


Debo señalar que tanto en la Dirección General de la 
Seguridad Social como en el propio Ministerio, contamos 
con una gran cantidad de proyecciones que se formulan 
sobre distintás hipótesis que pueden ser de ajuste de sa- 
larios públicos son distintas cifras, de Indice Medio de Sa- 
lario, de ajuste del sector privado como consecuencia de 
los promedios ponderados que surgen de los Consejos de 
Salarios y de los laudos. Todo esto está enmarcado en 
una infinidad de proyecciones posibles, porque las combi- 
naciones de índices reales de recaudación son innumera- 
bles, en función de los supuestos que se manejen en el 
momento de realizarlas. 


De acuerdo a determinada proyección, la previsión de 
ingresos para el año 1986 es del orden de los N$ 53.253 
millones, sin contar la asistencia financiera y los aportes 
del Gobierno central. Repito que ésta es una de las pro- 
yecciones posibles, basada en un conjunto particular de 
supuestos. 


Estoy en condiciones de adelantar, por ejemplo, que 
algunas de las hipótesis en las que se basaba esta pro- 
yección ya no son válidas, porque han sido superadas por 
la realidad, tanto en forma ascendente como descendente. 


En el mismo período, el total de egresos proyectado 
es del orden de los N$ 80.387:000.000 lo que arrojaría un 
saldo de N$ 27.134:000.000, entre asistencia financiera —di- 
rectamente de Rentas Generales— y aportes del Gobierno 
central o sea, los aportes de empleador y trabajador que 
realiza el Gobierno por los empleados del Estado. 


Las diferencias que surgen entre esta proyección, que, 
repito, es una de las muchas posibles, y los gastos reales, 
que prevén, repito, N$ 600:000.000, para pagar la deuda no 
adquirida por cierto por este Gobierno y que proviene de 
la aplicación del artículo 13 del llamado Acto Institucio- 
nal N? 13, por un lado, más los ajustes a cuenta que ya 
se han anunciado como cuatrimestrales, y que nuestra in- 
tención es estructurarlos al mes siguiente al que se rea- 
lizan los ajustes de salarios de los funcionarios públicos, 
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cubre la totalidad de la recaudación genuina, más la tota- 
lidad de la asistencia financiera, incluyendo los aportes 
del Gobierno central. Y aquí no hay ningún gasto impre- 
visto, señor Presidente. Aquí estamos hablando de los 
compromisos ya contraídos, más el ajuste que hemos 
anunciado que va a hacerse en el mes de agosto, más el 
ajuste subsiguiente, más los N$ 600:000.000 adeudados a 
aquellos pasivos damnificados por la aplicación del artículo 
13 del mencionado Acto Institucional. il 


Esos gastos, señor Presidente, en esta proyección que, 
repito, es una de las muchas posibles, constituyen —a 
partir de la experiencia de las recaudaciones, los gastos 
y asistencia financiera reales, de enero a mayo— una su= 
ma de dinero que no incluye los N$ 7.200:000.000 que se- 
rían necesarios como mínimo, sin contar el impacto que 
sobre ellos tendrían los ajustes de agosto y subsiguien- 
tes, para llevar la totalidad de las pasividades al 107 %. 


SEÑOR ZUMARAN. -—— ¿Me concede una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ZUMARAN. — Señor Presidente: quisiera sá- 
ber si no se está haciendo un juego de números, Pregun- 
to eso por lo siguiente: por asistencia financiera debe en- 
tenderse la ayuda que el Estado presta a un régimen que 
sufre una desfinanciación. Debe excluirse de ella, lo que 
el Estado debe abonar por concepto de aporte patronal 
y descuentos que provienen de los sueldos de sus traba- 
jadores. En el Presupuesto, además, salen por distintos ru- 
bros: uno está comprendido en el de “Retribuciones Per- 
sonales” y el otro en el siguiente. Si mal no recuerdo 
el rubro “Asistencia Financiera” es el Inciso 22. Entonces, 
circunscribiéndonos a ella, el señor Ministro sostiene que 
mantiene —creo— los valores históricos que van de enero 
2 mayo. 


Señor Presidente: si a valores de enero de 1986, en el 
Presupuesto previmos más de N$ 23.000:009.000 —ahorro 
la fracción— y a casi medio año se han gastado unos seis 
mil y algo —si el señor Ministro le quita los aportes pa- 
tronales y obreros— y sigue gastando a este ritmo en el 
correr del año, es lógico que el dinero no le alcance, 


Pero entonces no gastaría los N$ 23.000:000.000- pre- 
vistos en el Presupuesto. 


En oportunidad de la consideración del proyecto de 
ley de Presupuesto, el Partido Nacional mantuvo una lu- 
cha encarnizada con el objeto de obtener más rubros para 
salud, educación, etcétera. Se le decía: “no se puede por- 
que hay que atender con N$ 23.000:000.000 a la Seguridad 
Social”. Ahora busca que se gasten con esa finalidad esos 
N$ 23.000:000.000 pero se dice que en cinco meses ya se 
han utilizado alrededor de N$ 6.100:000.000. Yo entiendo 
que en 12 meses se van a gastar N$ 13.000:000.000 o 
14.000:000.000. Entonces, si el señor Ministro vierte como 
asistencia los N$ 23.000:000.000, a valores 1% de enero de 
1986 ——«que el señor Ministro dice que en realidad son 
NS 30.000:000.000— sin contar los aportes patronales y 
obreros que corresponden al Estado, que es una recauda- 
ción de recursos genuinos, se llega a un financiamiento 
diferente al que él sostiene. Es por eso que pregunto si no 
se está haciendo un juego de cifras. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — No estamos haciendo un juego de números, 
señor senador, solamente estamos brindando a este Cuer- 
po la información existente. 


SEÑOR ZUMARAN. — No lo dije en el mal sentido... 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, — Quisiera hacer la observación siguiente: so. 
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bre la asistencia bruta de N$ 30.000:000.000 prevista para 
el año en curso. Toda vez que se prevé la adiudicación 
de adelanto de ajustes, se aumentan los gastos. Por lo 
tanto, la distribución semestral de la previsión es distinta. 
En la primera mitad del año es, en términos brutos, de 
N$ 12.500:000,000 y aproximadamente de N$ 18.900:000.000 
en el segundo semestre. Además, estamos hablando de 
cinco meses —todavía falta el mes de junio— y hay una 
distribución distinta del gasto. 


Deseo hacer otra observación: cuando se mencionan 
los aportes del Gobierno central, se hace referencia a los 
aportes que se dirigen a cubrir históricamente los em- 
pleadores y trabajadores del sector público, que no se 
vierten y que son parte de la asistencia financiera bruta 
de dicho Gobierno. De todas maneras, aún así, con los 
ajustes a cuenta ——más los N$ 600:000.000 previstos para 
el pago de lo que se debe a los pasivos damnificados por 
la aplicación del artículo 13 del Acto Institucional N? 13— 
se llega a una cifra muy parecida a la previsión del gas- 
to, y le aseguro al señor senador que en ello no hay un 
jucgo de cifras. 


Se produjo un aumento de recaudación que tuvo co- 
mo origen lo que ya se ha señalado: el aumento en 10s 
salarios, el aumento de eficiencia en la recaudación y la 
disminución de la morosidad. Pero no se está previendo 
una disminución de la asistencia financiera, en función de 
ese significativo aumento de la recaudación. Si contamos, 
con los ajustes del mes de agosto, que corrimos un mes 
—<que primitivamente iban a producirse en setiembre— en 
función de la evolución de la recaudación, y si tomamos 
en cuenta lo que significa —como ya hemos señalado— Me- 
var la totalidad de las pasividades al 85 % con retroacti- 
vidad al 1% de abril, esto representa como egresos una 
suma muy parecida a la del total de ingresos de cualquier 
proyección razonable, que inclusive acepte como hipótesis 
el mantenimiento del grueso del aumento de la recauda. 
ción sostenido hasta ahora. 


En esa hipótesis, señor Presidente, continúa habiendo 
un desfinanciamiento del orden mínimo de N$ 7.200:000.000 
para financiar lo que prevé este proyecto de ley, sin con- 
tar con los N$ 9.000:000.000 que tendrían que abonarse 
por concepto de retroactividad al momento de vigencia 
de la. ley original que se pretende interpretar, 


Decia hace un rato que me preocupa enormemente 
tener cifras tan dispares a las de los señores senadores, 
porque si resulta que la diferencia entre un cálculo y 
otro es de un mínimo de N$ 7.200:000.000 o de nuevos pe- 
sos 16.000:000.000, es inaceptable la hipótesis de que esto 
se pueda financiar sin efectos inflacionarios. 


(Ocupa la Presidencia el señor Paz Aguirre) 


SEÑOR ZUMARAN. — ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Eduardo Paz Aguirre). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. — Está claro, señor Presidente, 
que por asistencia financiera entendemos lo que no son 
“recursos genuinos y que, por tanto, tenemos que excluir 
lo que son aportes que el Estado debe y que salen por 
otro rubro del Presupuesto que hemos votado. Esa asis- 
tencia financiera de más de N$ 23.000:000.000, a valores 
de 12 de enero de 1986, que fue votada por el Parlamento, 
se lleva a N$ 30.900:000.000, en pesos corrientes, que se dis- 
tribuyen, según dice el señor Ministro, desigualmente en 
el año: N$ 12.000:000.000 en el primer semestre y nuevos 
pesos 18.900:000.000 en el segundo. Yo no hice el cálculo, 
pero doy por bueno el realizado por el señor Ministro. 
Pero si en el primer semestre hay autorizados nuevos pe- 
sos 12.000:000.000 y transcurridos cinco meses de los seis 
en que debió consumirse esa cifra, se llevan gastados so- 
lamente N$ 6.000:000.000 -—en cinco meses— no veo cómo 
puede surgir un déficit. Además, quedan todavía nuevos 
pesos 18.900:000.000 de asistencia financiera de la Admi- 
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nistración Central, de acuerdo a la ley de Presupuesto, 
para cubrir el segundo semestre. 


Siempre estoy hablando de que es necesario financiar 
este aumento del 107 % con retroactividad al 12 de abril 
y no situar la retroactividad más atrás, que le consta al 
señor Ministro no es la voluntad de los legisladores. Esta- 
mos dispuestos a votar hoy un proyecto de ley que pasará 
a la Cámara de Representantes, por el que se exprese que 
la retroactividad —si el señor Ministro quiere irse más 
tranquilo— será a partir del 19 de abril de 1986. Si no, 
se nos aumenta un déficit por un gasto que no está pre- 
visto. 


Por lo tanto, vamos a circunscribirnos al aumento 
que emana del 107 %, que tampoco son N$ 7,000:000.000, 
En primer término, mi estimación es que no llega a los 
N$ 600:000.000 y el señor Ministro arranca de una can- 
tidad mayor. Pero si le damos vigencia al 1% de abril, 
hasta el 31 de diciembre no son doce meses sino ocho. En- 
tonces, de los N$ 16.000:000.000 quedamos en que son 
aproximadamente N$ 5.000:000.000 y están votados ya en 
el Presupuesto los auxilios de la Administración, de Rentas 
Generales, por cantidades más que suficientes, No quiero 
exagerar, porque podemos cometer errores en las previsio- 
nes con respecto a lo que va a pasar en el segundo semes- 
tre, cómo va a ser la recaudación y a cuánto van a ascen- 
der los aumentos salariales. Son todas estimaciones, pero 
lo que digo es que nuestras cuentas dan como resultado 
que, con los recursos actuales, incluyendo los que votó el 
Parlamento en el Presupuesto como asistencia financiera, 
este proyecto de ley está financiado, no acarrea ningún 
marasmo en las finanzas públicas y el señor Ministro de 
Economía y Finanzas, por este concepto, no va a tener 
que emitir, que es una preocupación, que comparto, del 
partido de gobierno, porque creo que las emisiones descon- 
troladas le hacen mucho mal al país. 


SEÑOR FA ROBAINA, — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Eduardo Paz Aguirre). 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — No tengo más remedio que 
retrotraerme un poco a una consideración que se hizo an- 
teriormente, que el señor senador Zumarán ha señalado 
una vez más. 


Mi compañero de bancada, el señor senador Ricaldo- 
ni, ya anunció que va a ocuparse in extenso sobre este as- 
pecto, pero como ha quedado sobrenadando en el ambien- 
te del Senado, reiteradas veces, que existe el ánimo de 
hacer una declaración a propósito del alcance, del sentido 
que tiene esta ley, quiero expresar —no voy a decir ningu- 
na novedad ni pretendo inventar la pólvora con lo que 
afirmo— que sobre las bancas tenemos un proyecto de ley 
interpretativo, sin ninguna clase de dudas. El artículo 19 
dice: “Declárase a fines interpretativos” y el artículo 29 
expresa: “Declárase a los mismos fines”. 


Ambos textos son tan claros que no se podrá desaten- 
der su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu, 
como dice el mismo Código Civil. 


Entonces, o modificamos el artículo 13 del Código Ci- 
vil o esta es una ley interpretativa, según su letra, Si no 
lo fuera, es inconstitucional, porque no he visto acá la ini- 
ciativa, a través del Mensaje correspondiente del Poder 
Piecutivo; según lo dispone el artículo 86 de la Consti- 
uclón. 


En consecuencia, los N$ 9.000:000.000 que supondría 
la retroactividad de este proyecto de ley, a que hacía re- 
ferencia el señor Ministro, sin duda, no están basados en 
un cálculo en el aire; efectivamente, es una carga finan- 
ciera que el Estado tendrá. No tengo ninguna clase de 
duda respecto a que cualquiera sea el pasivo que se pre- 
sente a reclamarle la retroactividad al Estado, tendrá un 
pronunciamiento judicial a través del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, que le va a dar la razón en lo 
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que concierne a esta retroactividad, porque esta es una 
ley interpretativa. En la medida que lo es, sus efectos se 
retrotraen a la ley interpretada, según reza el artículo 13 
del Código Civil. 


Esto es así y no puede ser de otra manera porque está 
contenido en el Código Civil 


Por lo tanto, creo que vale la pena, no obstante ser 
reiterativo, hacer la puntualización, porque esta es una 
ley interpretativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Eduardo Paz Aguirre). 
Puede continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Sobre este punto, señor Presidente, deseo se- 
ñalar un par de hechos más, 


De acuerdo a mis cuentas, que sin duda son diferen- 
tes a las del señor senador Zumarán, repito una informa- 
ción ya dada. 


El artículo 13 del llamado Acto Institucional N* 13 
implicaría, por la reparación a los pasivos allí damnifica- 
dos, N$ 600:000.000. 


El complemento de abril del 85 % que ya anunciamos, 
estaría en el orden de los N$ 2.000:000.000 anuales. El 
adelanto de agosto, asumiendo como hipótesis que sea del 
15 %, tendría un costo en cuatro meses del orden de nue- 
vos pesos 3.000:000.000. Esto nos da para el resto del año 
N$ 5.600:000.000 adicionales, que van a reforzar la hipó- 
tesis de que el segundo semestre, en cuanto a gastos, es 
más pesado; por eso se distribuye de diferente forma la 
asistencia financiera del Gobierno central entre semestres. 


Mis cálculos demuestran que entre los ingresos y egre- 
sos previstos vamos a salir con las cuentas cerradas inclu- 
yendo, repito, el adelanto, el complemento de abril, y los 
comprendidos en el artículo 13 del llamado Acto Institu- 
cional N* 13, 


¿Qué ocurrirá si mis cuentas son las que están bien 
y no las del señor senador Zumarán? ¿Y qué pasa si efec- 
tivamente nosotros tenemos que empezar a pagar esos 
N$ 9.000:000.000 de retroactividad? 


Resulta que las diferencias de opinión y de cálculos 
nos dan aproximadamente N$ 16.000:000.000, que no creo 
puedan financiarse sin recurrir a la emisión. 


Aquí puede existir un problema de cálculos. Estoy 
manejando cifras de ingresos y egresos reales, de acuerdo 
a información oficial y a una de las proyecciones. Admito 
que pueden haber otras proyecciones, así como mis hipó- 
tesis y las de otros pueden ser equivocadas o probadas por 
la realidad, 


Lo que señalo es que la diferencia en las cuentas, aún 
sin los N$ 9.000:000.000, es demasiado grande. Si sobre 
esa diferencia se basa el análisis de la viabilidad o no del 
proyecto que hoy se propone, estamos aceptando una 
apuesta muy grande contra la emisión, que el Poder Eje- 
cutivo no está dispuesto a admitir, 


Quisiera continuar ——en realidad, me queda muy poco 
de la exposición que inicialmente quería hacer— efec- 
tuando dos o tres puntualizaciones sobre aspectos que se 
han señalado aquí, 


Se ha expresado, con un lenguaje pretendidamente 
elocuente, que hay compromisos con el Fondo Monetario 
Internacional que, de alguna manera, estarían limitando 
el incremento de las pasividades. 


Remito a los señores senadores a la lectura efectiva 
de la Carta de Intención y del artículo 21 de la Ley de 
Presupuesto Nacional aprobada por el Parlamento. Po- 
dremos ver, entonces, si existe la correspondencia, que en 
los hechos ha significado un ahorro de U$S 15:000.000 al 
país, en término de erogaciones presupuestales y que, de 
ninguna manera, está vinculada a los pasivos servidos por 
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la Dirección General de la Seguridad Social, de forma que 
cuando se hacen referencias de ese tipo, es bueno, también 
realizarlas con respecto a las leyes votadas por este mis- 
mo Parlamento. 


En cuanto a las otras implicaciones del tema del Fon- 
do Monetario Internacional, expreso que la política que 
está adelantando el Poder Ejecutivo, tanto en lo relacio- 
nado con los ajustes salariales como en lo que tiene que 
ver con el aumento de las pasividades, que tuve oportuni- 
dad de describir hace ya un rato largo, que significa el 
ajuste de éstas tomando como piso el aumento del índice 
de los precios e incrementando en forma diferencial a dis- 
tintos grupos de pasivos, ha determinado un aumento sa- 
larial real en el año pasado y en lo que va del año 1986 
que ha permitido llegar a un punto de inflexión en la cur- 
va de pérdida constante del valor de las pasividades, a par- 
tir del nuevo Gobierno; esas dos medidas son perfectamen- 
te coherentes con la Carta de Intención firmada por este 
Gobierno, y se están haciendo dentro de ella. 


Agrego —porque esto también tiene tonalidades polí- 
ticas — que los países miembros del Fondo Monetario In- 
ternacional, discuten con él —como con todos los acreedo- 
res— la naturaleza de los ajustes internos de la economía. 
Este fue el caso de Polonia, que aquí se mencionó. El 
mismo día que solicitó su ingreso al Fondo Monetario In- 
ternacional puso en la cárcel al último dirigente del sindi- 
cato Solidaridad que todavía estaba en libertad pero en 
la clandestinidad. También ese mismo día solicitó su retiro 
de la OIT, porque ésta le había pedido investigar la situa- 
ción del sindicato Solidaridad. 


Quiero hacer una última referencia a algunos temas 
que se han manejado en Sala, en lo relacionado con la 
política de ajustes diferenciales y otros proyectos que ha 
presentado el Poder Ejecutivo. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Tarigo) 


—Etfectivamente, el Poder Ejecutivo propicia un pro- 
yecto úe ley por el cual se bajaría la edad de los beneficia. 
rios de las pensiones a la vejez de 70 a 65 años, a la vez 
que se flexibilizarían las condiciones de acceso de los pasl. 
vos a esas pensiones a la vejez, con el propósito de modifi. 
car la naturaleza del instrumento y darle posibilidades pa- 
ra que los obtengan todos aquellos gue hoy están penanda 
con el tema de las pasividades de los trabajadores no de- 
pendientes. El Poder Ejecutivo, con este proyecto de ley, 
pretendía atender, en parte esa situación, a la vez que ex- 
tender el beneficio a otros sectores de Ja sociedad que 
hasta el momento no lo poseen, 


Hablando de las pensiones a la vejez, deseo señalar 
que en el mismo periodo al que hemos estado haciendo 
referencia durante toda esta discusión, ellas han tenido 
un incremento importante desde abril de 1985 al mismo 
mes de este año, pues de N$ 2,081 pasaron a N$ 5.200, 
Las pensiones a la vejez que estaban en N$ 1,040 en el 
momento de asumir el nuevo Gobierno democrático, hoy, 
16 meses después, están en N$ 5.200, lo que representa un 
incremento en términos reales sumamente importante. Eso 
ejemplifica la política del Poder Ejecutivo de realizar au- 
mentos diferenciales con el fin de beneficiar, principalmen- 
te, al conjunto de pasivos de menores ingresos y que tie- 
nen, además, mayor edad. 


Para concluir, digo que era mi intención trasmitir al 
Senado la decisión tomada por el Poder Ejecutivo en lo 
que tiene relación con el establecimiento del límite míni- 
mo de ajustes de todas Jas vasividades, retroactivo al mes 
de abril de 1986, y, a la vez, manifestar alguna opinión 
sobre aspectos constitucionales y financieros, envueltos en 
este proyecto de ley que hoy está considerando el Senado. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE, -—- Tiene la palabra el señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: ¿qué pue- 
do agregar a lo que ha expresado el señor Ministro en lo 
que tiene que ver con los fundamentos sociales, politicos 
y hasta me animaría a decir, éticos, del criterio sobre 


3 y 9 de Julio de 1986 


previsión social que ha seguido el Gobierno desde el 19 
de marzo? 


Me parece muy difícil que pueda aportar algo nuevo 
a lo que en esa materia ha manifestado el señor Ministro 
en su larga exposición. 


Tampoco puedo decir nada respecto del tema vincu- 
lado con las disponibilidades del Erario. Supongo que los 
señores senadores que no integran el Partido de Gobierno, 
tendrían que admitir, al menos, que aquí hay cifras que 
no coinciden. Está la información del señor Ministro per- 
fectamente identificable en sus orígenes y en las fuentes 
y, por el otro, cantidades y datos y a partir de ahí, con- 
ceptos y juicios de valor, que no me animaría a afirmar 
que son diametralmente opuestos —después diré porqué— 
pero que, de modo muy claro. y en algunos aspectos de la 
controversia que se está ventilando acá, significan que 
desde las otras tiendas políticas se están manejando infor- 
maciones que, desde nuestro punto de vista, de acuerdo 
a nuestro leal saber y entender, son equivocadas, y desde 
allí, llegan a conclusiones no menos erróneas, 


Me parece que en esta larga sesión del Senado, no ha 
existido ninguna información tomada a partir de Jos he- 
chos, que permita sostener que son controvertibles las 
cifras que maneja el señor Ministro. Naturalmente que 
hubiera deseado que todo esto se ventilara previamente 
en el seno de la Comisión que ha entendido en el tema. 
Pienso que esta sesión del Senado debió haber sido prece- 
dida por un clima más propicio para contrastar cifras, y 
también puntos de vista. De esa manera hubiéramos ve- 
nido todos sabiendo a qué atenernos sobre el cómo y el 
porqué de las afirmaciones sostenidas por una y otra de 
las posturas que están en juego en estos momentos. 


Yo diría que a esta altura de la noche, parece que son 
hechos consumados. 


SEÑOR ARAUJO. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. — Comprendo las palabras del se- 
ñor senador Ricaldoni, pero hay algo que no podemos en- 
tender en todo esto y es lo siguiente. Este proyecto de 
ley fue analizado durante largo tiempo en la Cámara de 
Representantes y fue aprobado hace ya casi dos meses, 
Ingresó al Senado y se lo derivó de inmediato a la Comi- 
sión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. Nos abo- 
camos a su estudio en presencia del señor Ministro inte- 
rino de Trabajo y Seguridad Social, doctor Renán Rodrí- 
guez. Hemos manejado y se han publicado cifras muy 
claras y contundentes a las que nos hemos referido en el 
día de hoy en esta Sala. 


El señor senador nos dice que es posible que esas ci- 
fras no sean exactas, y que va a solicitar que se le infor. 
me. Es de suponer que si las tenía el señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social —el titular o el interino, y 
debemos suponer que ha sido así, porque de lo contrario 
no es posible llevar adelante un decreto desconociendo las 
cifras oficiales-— yo pregunto por qué no se brindaron dos 
o tres meses atrás, cuando este proyeeto de ley se estaba 
estudiando en la Cámara de Representantes. 


Esta mañana expresamos —quisiera ser textual, aun- 
que no sé si podré lograrlo--- en este espíritu de diálogo 
que mantenemos con el Poder Ejecutivo, que nosotros tra- 
tamos de conservar —así, directamente en las Comisiones 
y no a través de los medios de prensa o por comunicados 
de la Presidencia de la República— que si el señor Minis- 
tro tenía esas cifras, que yo suponía que se podían lograr 
en cinco minutos, puesto que deberían estar en el Minis- 
terio, que nos las acercara antes de la sesión. Lejos de 
ello, ahora se manejan otras en el transcurso de este de- 
bate, sin que la oposición pueda cotejarlas. 


En este país, todos lo sabemos, en la Dirección Gene- 
ral de Seguridad Social, existen técnicos que pertenecen 
a todos los partidos políticos, porque han hecho una ca- 
rrera administrativa en esa materia. Esos técnicos domi- 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—-63 


nan el tema en forma por demás clara. Yo sostengo que 
los asesores de la bancada del Frente Amplio —que tam- 
bién tienen conocimiento de datos y cifras oficiales— afir- 
man que las informaciones que a nosotros se nos han en- 
tregado, son las correctas. 


Si el Poder Ejecutivo, tenía la documentación, debió 
entregarla, hace tres meses, al Poder Legislativo. Lejos 
de ello, se prefirió publicar páginas enteras con el balance 
de la Dirección Genera! de la Seguridad Social, se prefirió 
emitir comunicados de Prensa por parte de la Secretaría 
de la República, tomando a los jubilados y pensionistas 
como rehenes, diciendo que si nosotros aprobábamos este 
proyecto de ley, aquí se paralizaba de inmediato el estu- 
dio del aumento de las pasividades a brindarse a partir 
del mes de agosto. Se hablaba de que se paralizaba el es- 
tudio, Se podría decir que nos quedábamos sin dinero, 
pero no que se paralizaba el estudio. Parecería que tam- 
poco se iba a devolver lo que se le adeuda a 30.000 pasi- 
vos desde el Acto Institucional N9 13. Se hablaba de otras 
postergaciones más. 


Está perfecto; el Poder Ejecutivo tiene unas cifras, 
nosotros tenemos otras y el Gobierno actúa de acuerdo a 
las suyas y la oposición, nosotros en particular, actuamos 
de otra manera. Mientras no se nos demuestre que todo 
esto que señalamos es falso. De modo que hubo más tiem- 
po del necesario para que esto aconteciera. 


Considero que esta es una precisión necesaria a esta 
altura del debate. 


Agradezco al señor Ministro la interrupción concedida. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Parece mentira, pero, en rea- 
lidad, considero que me tendría que agradecer a mi que 
soy quien está en uso de la palabra. En fin; cada uno dis- 
tribuye la justicia como la entiende. 


(Interrupciones. Dialogados) 
——Continúo, señor Presidente. 


Naturalmente, estoy satisfecho con la interrupción del 
señor senador Araújo porque dado el razonamiento, la dia- 
léctica en que desarrolla sus manifestaciones, se observa 
que prefiere poner el acento en el desagrado que le pro- 
ducen los comunicados de prensa o publicaciones de ba- 
lance, al mismo tiempo que se agravia de que no existe 
información a disposición de los señores senadores. Esa 
es una información que gustará o no, porque entra dentro 
del terreno subjetivo, como tantas otras cosas. De todos 
modos, es un tipo de información que excede el ámbito 
parlamentario. d 


Quiero destacar que el señor senador Araújo mani- 
fiesta que esas cifras no han sido consideradas por la 
Comisión, pero precisamente ese es el fundamento de mi 
reflexión de hace unos minutos. Esas cifras requieren, na- 
turalmente, entre otras cosas, un ajuste que siempre está 
en función de lo que se quiere saber. Esta mañana el se- 
ñor Ministro dijo en la Comisión —el que habla estaba 
presente y nadie se lo ha contado— que había que exa- 
minar ciertas cifras para determinar la posibilidad de 
cambiar algunas conclusiones. Mientras otras cifras no 
arrojaron lo contrario esas eran las que había expresado 
el señor Ministro. Además, eso se lo he escuchado al señor 
Ministro esta mañana, cuando concurrió a la Comisión, 
y lo he oido dúrante su exposición esta noche. Ha seña- 
lado en varias oportunidades que ciertos datos hoy per- 
miten anunciar felizmente que ningún pasivo de nuestro 
país va a percibir con retroactividad al 19 de abril, menos 
que el costo de vida y dos puntos de recuperación sobre el 
mismo, Se trata de datos que surgen luego de computar- 
se, de tenerse en consideración cifras que no existían en 
el mes de marzo cuando se fija el índice de revaluación de 
pasividades. ¿Cómo se le puede pedir al Poder Ejecutivo 
en el mes de marzo que establezca, sin fundamentos serios 
porque todavía éstos no existían, algo distinto de lo que 
se había fijado? A menos que se sostenga, como se ha 
sostenido con error —y a eso iré más adelantc— que la 
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ley aplicable —después veremos de que ley estamos ha- 
blando— establece que el Poder Ejecutivo prevé fijar una 
revaluación coincidente en forma puntual con el índice 
medio del salario. Esos datos recién estuvieron disponibles 
hace muy poco tiempo. Desde ese momento hasta ahora, 
el Poder Ejecutivo se dedicó a analizar, como se ha dicho 
—y €s bueno que se conozca porque a esta altura de la 
noche tengo la sensación de que los argumentos no van a 
modificar las posiciones de nadie en este Senado— todo 
el problema. Se ha dicho, por tanto, por parte del señor 
Ministro —y esta es la única forma responsable de ejercer 
un Ministerio— que recién ahora, con estos elementos de 
juicio disponibles, se puede establecer una política de reva- 
luación de pasividades superior a la fijada en el mes de 
abril. 


Vamos a ver un poco de qué trata este proyecto que 
viene de la Cámara de Representantes. También se ha se- 
ñalado, en forma por demás reiterada, no sólo por parte 
del señor Ministro sino también del señor senador Batlle, 
que en este terreno no se puede pretender que por la vía 
de un acto legislativo se distribuya lo que no existe. Y 
volvemos al tema de los números. Pero este es un asunto 
que ingresa directamente a la cuestión de la inconvenien- 
cia de lo que se proyecta. Sobre eso no voy a insistir, sal- 
vo señalar una vez más —que quede esto bien en claro— 
que tan sensible es este Gobierno al problema de las pasi- 
vidades. Hoy el Ministro ha anunciado que el Poder Eje- 
cutivo no va a establecer ninguna pasividad al 19 de abril 
de este año, inferior al costo de vida del período anterior 
más un 2 % de recuperación. Si eso no es ser sensible fren- 
te a lo que también se señaló aquí, que fue la reducción 
en cinco veces de las pasividades desde el año 1962, real- 
mente no entiendo qué se le puede pedir a un Gobierno 
que recién comienza a administrar un país —hace poco 
más de un año— inmerso en problemas de todo tipo. 


Pero todo eso atañe a la conveniencia o inconvenien- 
cia de lo que aquí, por una u otra parte de la Cámara de 
Senadores, se viene manejando desde hace tantas horas. 
Se me ocurre, además, que también hay que señalar obje- 
ciones y observaciones que tienen que ver, ya no con el 
desacierto de la propuesta contenida en el proyecto de la 
Cámara de Representantes, sino a la constitucionalidad, 
que no tienen, precisamente, estas normas aprobadas en 
la Cámara baja. En primer lugar, considero que se parte 
de un supuesto equivocado. 


¡Se ha dicho aquí, sistemáticamente, que el índice de 
revaluación debe ser equivalente al Indice Medio de Sala- 
rio. No ha sido manifestado de esa forma por el señor 
senador Ortiz pero, sí, por parte de otros señores senado- 
res en Sala. Se ha afirmado como algo incontrastable, in- 
controvertible y yo digo que eso es absolutamente equivo- 
cado. Vamos a ver cómo se llega a esta supuesta ley inter- 
pretativa, para después hacer algunos comentarios sobre 
ella. 


La historia —por tomar un momento en el tiempo-— 
arranca con el llamado Acto Institucional N? 9. En dicho 
Acto Institucional —y algo señalaba al respecto en uso de 
una interrupción— había un inciso tercero que establecía 
una excepción al parágrafo primero. El artículo 73 de este 
Acto Institucional N? 9, en ese primer párralo —y omito 
el segundo, que no tiene nada que ver con lo que estamos 
discutiendo— señalaba que las asignaciones de jubilación 
y de pensión serán ajustadas anualmente en función de la 
variación del índice medio de salario, etcétera. Esa dis- 
posición ha sobrevivido en el Acto Institucional NO 13, tal 
como fue aprobada por la dictadura en el año 1974. 


Pero el parágrafo tercero, en el artículo 73 del Acto 
Institucional N? 9, le daba al Poder Ejecutivo una facul- 
tad excepcional y, por otro lado, me atrevo a decirlo, era 
desmesuradamente discrecional. Ahora se está hablando 
de una discrecionalidad que se ha dicho puede llegar a la 
arbitrariedad. Qué podemos decir, entonces, de la norma 
dictada en el Acto Institucional N% Y que, textualmente, 
decía lo siguiente: “Facúltase al Poder Ejecutivo a esta- 
blecer índices diferentes cuando lo considere necesario y 
a disponer adelantos a cuenta del ajuste anual antes de la 
fecha indicada en el inciso anterior”, 


Esto venía a ser la excepción al principio general an- 
terior. Establecía pura y simplemente algo que era poco 
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menos que un cheque en blanco al Poder Ejecutivo. Por- 
que decir así, crípticamente, si se me permite, cuando lo 
considere necesario el Poder Ejecutivo podrá establecer 
índices diferentes, era lisa y llanamente decir que así su- 
cedería cuando al Poder Ejecutivo se le ocurriera o le 
diera la gana. Es decir que hacía “mangas y capirotes” 
del principio general, establecido en el inciso primero de 
este artículo 73. 


Sin embargo —y eso no lo he oido mencionar en Sala 
ni lo he visto en los antecedentes de esta curiosísima ley 
interpretativa— había ya algo en este Acto Institucional 
N* 9 que nos puede empezar a dar la pista de cuál era, 
quizá, la intención del gobierno militar. 


El artículo 3% de este mismo Acto Institucional, des- 
pués de establecer que “el sistema de seguridad social se 
organiza sobre la base de los siguientes principios”, en el 
numeral tres, se refería a “la suficiencia, que, en forma 
racionalmente proporcionada a las posibilidades económi- 
cas de la República, procura la satisfacción adecuada de 
las necesidades reales de los individuos en razón de las 
contingencias cubiertas”. 


En esta forma un poco rebuscada, y en algunos aspec- 
tos hasta cursi, el gobierno de la dictadura estaba esta- 
bleciendo lo que ha sobrevivido, inclusive dentro de esta 
supuesta ley interpretativa, que es a la vez señalar que la 
satisfacción adecuada de las necesidades de los individuos 
debe ser compatibilizada con las posibilidades económicas 
de la República. 


Así llegamos al Acto Institucional N% 13. En el ar- 
tículo 11 del mismo —que hace un momento mencionaba 
el señor Ministro y yo también en algún momento analicé, 
cuando se produjo un dialogado con el señor senador Or- 
tiz— aparecen diferencias respecto de este inciso anterior. 
El inciso tercero que se incorpora —discúlpese la referen- 
cia permanente a artículos de normas distintas— con el 
Acto Institucional N? 13 y que va a sustituir al parágrafo 
tercero del artículo 73 del Acto Institucional N? 9, es la 
excepción al principio general. Sin duda que es así. Pero 
aquí ya se recortan y se precisan más esas posibilidades 
que tiene dentro de un marco de innegable discrecionali- 
dad, el Poder Ejecutivo. e 


El artículo 11 del Acto Institucional N* 13, dice lo 
siguiente: “Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer ín- 
dices diferentes así como diferenciales al igual que adelan- 
tos a cuenta del ajuste anual, en forma racionalmente pro- 
porcionada a las posibilidades económicas de la República, 
procurando satisfacer las necesidades reales del beneficia. 
rio”. Aquí comienzan a aparecer las diferencias. Ya no se 
trata de cuando lo considere necesario el Poder Ejecutivo 
y nada más. Se faculta al Poder Ejecutivo a establecer de- 
terminados índices en forma racionalmente proporcionada 
a las posibilidades económicas de la República, procurando 
satisfacer las necesidades del beneficiario, Este hecho vuel- 
ve a plantear la cuestión en los términos que señalé en 
una intervención anterior. Cuando se feculta al Poder 
Ejecutivo, en el inciso tercero, a establecer índices dife- 
rentes, se está diciendo que este Poder, dentro de un mar- 
co de discrecionalidad —que fija el orden jurídico. pue- 
de establecer índices distintos al índice medio de salarios, 
Cuando además se dice que se pueden establecer índices 
diferenciales, se está diciendo que pueden tomarse referen- 
cias diferentes para aplicar los aumentos de las distintas 
categorías de pasivos, como tomando un mismo tipo de 
referencia o de base, porcentajes diferentes. Esto se hace 
siempre en forma racionalmente proporcional. 


Por parte del señor Ministro se ha dicho cuáles son 
las posibilidades financienas de la Seguridad Social y, por 
Otra parte, se ha señalado, en diversas oportunidades —y 
eso no escapa a nadie, ni a los señores senadores ni a los 
que están pendientes de este tema— que no son iguales las 
necesidades de aquellos que han sido contemplados con 
el llamado índice de revaluación o con porcentajes supe- 
riores, a las de los que tienen porcentajes inferiores, En 
este punto el problema cambia de signo, No se trata de 
que el Gobierno haya hecho “mangas y capirotes” de las 
disposiciones combinadas de los Actos Institucionales Nos. 
9 y 13, sino que es algo diferente sobre lo que, nabural- 
mente estoy de acuerdo en que caben opiniones distintas. 
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Repito que se trata de otro aspecto. El Poder Ejecutivo 
dentro de esas facultades que tiene para optar por diver- 
sas fórmulas o soluciones, eligió una u otra, pero siempre 
dentro del más escrupuloso cumplimiento de las disposi- 
ciones que rigen en materia jubilatoria. 


Eso expresa el inciso tercero tal como queda redacta: 
do con el Acto Institucional N? 13, pero como si eso fuera 
poco, en ese mismo Acto, en uno de sus considerandos, se 
agrega que en relación al establecimiento del índice de 
movilidad, corresponde conferir al Poder Ejecutivo las fa- 


cultades necesarias para que pueda cumplir con el princi- - 


pio de la suficiencia establecida en el numeral tercero, del 
artículo 3%, del Acto Institucional N? Y —al que me acabo 
de referir— a efectos de que logre satisfacer las necesida- 
des reales del beneficiario en forma racionalmente propor- 
cionada a las posibilidades económicas de la República. 


En estricto rigor jurídico —y no quiero aparecer como 
un senador alejado de lo que es el ser humano en su pro- 
blema real— digo que esto tiene que ver con la interpre- 
tación seria, bien fundamentada, de una disposición cual- 
quiera y no, en cambio, lo que se supone que debe enten- 
derse que dice algo que expresa otra cosa. 


En este sentido, queda claro que el Poder Ejecutivo 
puede moverse dentro de esa discrecionalidad acotada así 
por las necesidades reales de cada categoría de pasivos 
y por las posibilidades financieras. Y eso es, justamente, 
lo que el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social ha 
venido a plantear en el Senado y no otra cosa. Hubiera 
deseado que la discusión transcurriera por senderos en los 
que estuviéramos advirtiendo un paisaje en el que se di- 
fiere, dentro de esa discrecionalidad, con una solución o 
con otra, pero no que se diga que esto es violatorio del 
Acto Institucional N* 13 o del N? 9. Eso no es así. 


Creo que bastante aporte se le puede hacer a la causa 
de la Seguridad Social si el tema se concreta a lo que 
debe, que es señalar cuál es la política que sostiene el Po- 
der Ejecutivo, y que apoya el Batllismo, y cuál la que 
sustentan los demás. 


Es un tema de política al que no existe ninguna nece- 
sidad de agregarle, artificialmente, argumentos que no tie- 
nen realmente que ver con la sustancia del asunto. 


Además, me pregunto, señor Presidente: ¿no se ad- 
vierte, por una parte, la inconstitucionalidad que deriva 
de las normas que contiene esta presunta ley interpretati- 
va? En el artículo 1? ya no se dice que es facultativo del 
Poder Ejecutivo establecer índices de revaluación, tanto 
en función del índice medio de salarios -—como dice el in- 
ciso primero del artículo 73 del Acto Institucional N9 9— 
como por vía de excepción, tomando en cuenta otras con- 
sideraciones en las que también, al lado de las necesida- 
des reales de los pasivos, figuran las posibilidades econó- 
mico financieras del país. No; aquí se cambia todo y so 
pretexto de interpretar se señala que el índice medio de 
salarios es de aplicación preceptiva y automática y que 
beneficia a todas las asignaciones de jubilaciones y pen- 
siones, etcétera. 


De modo que con ese texto no se está interpretando 
absolutamente nada, sino que se está dando una dimen- 
sión diametralmente opuesta a la que, con esa redacción 
demasiado florida, o si se quiere quizá demasiado desafi- 
nada, surge claramente de las normas de los Actos Insti- 
tucionales. 


Al lado de esa afirmación, que no surge de los Actos 
Institucionales Nos, 9 y 13, se dice, además, que el Poder 
Ejecutivo no está facultado para efectuar revaluaciones 
de pasividades por debajo del índice medio de salarios, lo 
que es otra forma de incurrir en el mismo vicio de pre- 
sunta interpretación de una norma que establece exacta- 
mente lo contrario. 


Eso por un lado; por otro, señor Presidente, este pro- 
yecto, que crea nuevas normas de la Seguridad Social, 
omite establecer, en forma directa o indirecta, sin duda 
de especie alguna, la financiación que corresponde, tal 
como lo indica el artículo 86 de la Constitución. 
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SEÑOR FA ROBAINA. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente, para una cuestión de orden? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. -— Formulo moción para que 
se prorrogue el término de que dispone el orador, 


SEÑOR PRESIDENTE. —— Se va a votar la moción 
formulada, prorrogando el tiempo de que dispone el ora- 
dor, por treinta minutos más. 


(Se vota:) 
-—21 en 22, Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Agradezco al Cuerpo y ga- 
rantizo que no voy a utilizar todo el tiempo que se me 
obsequia. 


Voy a continuar con la referencia al artículo 86 de la 
Constitución porque aqui, en Sala, seguramente todos lo 
tenemos presente, pero quiero fijar mi posición, Cuando 
leo en el artículo 86 de la Constitución y veo que dice: 
“Toda otra ley que signifique gastos para el Tesoro Na- 
cional, deberá indicar los recursos con que serán cubier- 
tos”; y que, por si esto fuera poco, agrega: “Pero la ini- 
ciativa para la creación de empleos, de dotaciones o reti- 
Tos, o sus aumentos, asignación o aumento de pensiones o 
recompensas pecuniarias, establecimiento o modificaciones 
de causales, cómputos o beneficios jubilatorios correspon- 
derá, privativamente, al Poder Ejecutivo”, me pregunto si 
todo esto, en el transcurso de la deliberación realizada en 
la Cámara de Representantes no fue advertido. 


No voy a abundar en citas doctrinarias, pero me voy 
a permitir recordar que esta disposición del artículo 86 
data de la Constitución de 1934 y sobrevivió en las de 
1942, 1952 y 1968. Además, no fue puesta por casualidad. 


Justino Jiménez de Aréchaga, al que permanentemen- 
te recurrimos todos en Sala, dice: "Nos ocuparemos ahora 
de los poderes de la Asamblea en materia de gastos, Aquí 
también es necesario fijar la evolución de nuestro Dere- 
cho en dos etapas: antes de 1934 y después de 1934. An- 
tes de 1934, en cualquiera de las dos Cámaras, se podía 
iniciar un proyecto de ley por el cual se crearan empleos 
y se aumentaran sueldos o gastos, Desde 1934 los poderes 
de la Asamblea en esta materia se modifican seriamente, 
“Primero” —dice Jiménez de Aréchaga— “la Asamblea Gre- 
neral no puede elevar las cifras del Proyecto de Presu- 
puesto General que presenta el Poder Ejecutivo; en segun- 
do lugar, el artículo 76” —se refiere, naturalmente a otra 
Constitución, hoy es el 86— “dispone que la iniciativa de 
toda otra ley que signifique gastos por concepto de crea- 
ción de empleos, aumento de dotaciones”, etcétera, “per- 
tenece exclusivamente al Poder Ejecutivo. Esto quiere 
decir que sólo por la Ley de Presupuesto o por leyes ini- 
ciadas por el Poder Ejecutivo puede aumentarse el núme- 
ro de empleos públicos, elevarse los sueldos o las pasivl- 
dades, asignarse pensiones o aumentarse las que hubieran 
sido votadas con anterioridad” y termina diciendo, última 
referencia que quizá para algunos sea útil: “En tercer 
lugar, de acuerdo con el artículo 76” —hoy 86— “toda 
ley que signifique gastos para el Tesoro Nacional, deberá 
indicar los recursos con que serán cubiertos. Esta disposi- 
ción tiene su fuente en las Constituciones de Lituania, de 
Checoslovaquia y de Polonia”. Fin de la cita. 


Creo que todo esto, señor Presidente, debe ser seria- 
mente meditado porque en este texto hay observaciones 
y objeciones de corte constitucional que deben ser tenidas 
en cuenta por el Senado, porque todavía estamos a tiem- 
po de corregir los errores en los que entendemos que ha 
incurrido la Cámara de Representantes, 


Además de todo esto hay otro aspecto sobre el que 
vale la pena detenerse. 


Dejemos de lado que como ya he dicho este proyecto 
que pretende convertirse en ley interpretativa cambia el 
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contenido de lo que se está interpretando, o sea que hace 
decir otra cosa. 


Si olvidamos que probablemente en el trasfondo de 
todo esto está el hecho de que la Cámara de Representan- 
tes era consciente de la imposibilidad constitucional de 
llegar a lo que quería y que so pretexto de interpretar 
creó situaciones no previstas en la norma equivocadamen- 
te interpretada, creo que a esta altura de la noche la rea- 
lidad está clara para cualquiera que considere con desapa- 
sionamiento el tema. 


Me queda una reflexión que para mí es de extraordi- 
naria importancia. Por lo menos debería tratarse de una 
ley interpretativa referida a otra y con este texto lo que 
se pretende es que se convierta en ley interpretativa, pero, 
como ya hemos dicho, equivocada e inconstitucionalmente 
se refiere a algo que no es una ley. 


Entonces, ¿dónde está la ley interpretativa si no exis- 
te la ley a interpretar? Porque ¿qué es lo que se inter- 
preta? Normas de los Actos Institucionales Nos. 9 y 13. 


Cuando leemos cualquiera de estos Actos Institucio- 
nales y observamos la terminología cuidadosamente ele- 
gida por el gobierno militar cuando los dictaba, vemos 
que siempre existía una frase, en forma poco menos que 
sacramental, con la que remataba la parte de resultandos 
y considerandos, dándole entrada al articulado. Figura 
tanto en el N9 9 como en el N? 13, y dice: “El Poder Eje- 
eutivo, en uso de las facultades que le confiere la institu- 
cionalización del proceso cívico militar”, etcétera. Dice 
“el Poder Ejecutivo”, y se refiere por supuesto al del go- 
bierno de facto. 


Tan es así, señor Presidente, que cuando se dicta en 
este Parlamento democrático la Ley N* 15.738 de marzo 
del año pasado, por la que se convalidaron actos legislati- 
vos dictados por la dictadura, el articulo 12 nos confirma 
lo que estamos señalando, porque dice: “Decláranse con 
valor y fuerza de ley los actos legislativos dictados por el 
Consejo de Estado desde el 19 de diciembre de 1973 hasta 
el 14 de febrero de 1985”, etcétera. 


Este es el texto del artículo 19 de esta ley de convali- 
dación o de anulación, según las normas a las que se refe- 
ría, Ninguna de las disposiciones siguientes de la ley, que 
consta de cinco artículos y un 6% de orden, hace referencia 
a los Actos Institucionales. Todavía más: quienes estamos 
en esta Sala sabemos que el texto de este proyecto de ley 
estaba estructurado, luego de un prolijo estudio llevado 
a cabo por todos los Partidos Políticos, antes de que se 
instalara el Parlamento. Fue un proyecto que no tuvo 
cambios, que salió de la CONAPRO y que eligió cuidado- 
samente cada punto y cada coma. Ella decía que se decla- 
raban con valor y fuerza de ley los actos legislativos die- 
tados por el Consejo de Estado. 


Entonces, además de que la ley es inconveniente, ade- 
más de que la presunta ley interpretativa no tiene finan- 
ciación, además de que ella no “interpreta” sino que crea 
situaciones que nada tienen que ver con lo que se preten- 
de interpretar, además de las inconstitucionalidades que 
supone la falta de iniciativa del Poder Ejecutivo y de 
aquellas que derivan de la falta de financiación, además 
de todo ello, digo, resulta que como corolario o remate de 
toda esta serie de desaciertos en que ha incurrido la Cá- 
mara de Representantes, no se interpreta una ley sino un 
acto institucional. Ni siquiera es algo salido del Consejo 
de Estado, sino que proviene del Poder Ejecutivo del go- 
bierno de facto. 


¿No será tiempo de que nos pongamos a pensar que 
es mucho mejor no insistir en este camino de errores que 
se superponen unos a otros y que, en definitiva, nada agre- 
gan al problema de la Seguridad Social, como no sea ma- 
yores confusiones y complicaciones? Eso fue lo que se 
planteó esta mañana en la Comisión. 


Lamento que esa idea, que en determinado momento, 
por los rostros distendidos de los señores senadores podía 
prometer algo positivo, a esta altura de la noche, ante la 
evidencia de que las posiciones se han endurecido, no ten- 
ga posibilidad de ser corregido. 
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Todo lo que ocurra a partir de este momento, señor 
Presidente, naturalmente no es de nuestra responsabilidad. 
Hemos demostrado que cuando hay fondos se mejoran las 
pasividades; también hemos demostrado que hemos sabido 
escuchar sugerencias, en éste como en otros temas, que 
no hemos sido arbitrarios y que el Gobierno no ha toma- 
do, por sí y ante sí, posiciones que, por otra parte, no se 
le atribuyen. En cambio, señor Presidente, no hemos dis- 
cutido si es bueno o malo el criterio que nos anuncia el 
señor Ministro en la noche de hoy. Yo lo lamento y, si 
bien no voy a entrar en detalles, digo que sabemos todos 
que muchos de los colegas que integran el partido de la 
oposición en modo alguno niegan que esta solución que 
hoy ha traído el señor Ministro sea buena. Y me animo 
a decir que muchos de ellos, si no se sintieran —-equivo- 
cadamente, en este momento— en un punto sin retorno, 
estarían dispuestos, sin duda, y sin que esto signifique po- 
nerme de intérprete del pensamiento de alguno de ellos, 
a dar por terminada esta incidencia que, como ya dije, 
arranca de la mala redacción de un proyecto de ley de la 
Cámara de Representantes, 


En fin, estas son ya reflexiones que escapan a lo que 
quería fuera el núcleo de mi exposición, que apuntaba a 
los desaciertos constitucionales y legales en que ha in- 
currido la Cámara de Representantes y que parecería fue- 
ran a repetirse puntualmente en la noche de hoy, aquí, 
en la Cámara de Senadores. 


SEÑOR GARGANO. — Pido la palabra. 


¡SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARGANO. — Después de más de cinco ho- 
ras de sesión y habiéndose vertido en el Senado tanto las 
opiniones del Gobierno como las de la oposición, en torno 
al proyecto de ley en discusión, queremos dejar simple- 
mente alguna constancia, sin ánimo de entrar a polemi- 
zar a fondo, porque creemos que la polémica ya ha escla- 
recido el fondo de la cuestión. 


Declaro, señor Presidente, que vamos a acompañar 
con nuestro voto el proyecto de ley en consideración, que 
consideramos interpretativo de una disposición legal pre- 
existente, que corrige la forma en que el Poder Ejecutivo 
interpreta esa misma ley. 


Naturalmente que el Poder Ejecutivo y la mayoría 
gubernamental en el Parlamento pueden sostener que su 
interpretación es la válida; pero si existe una mayoría en 
favor de esta ley, esa será la interpretación del Parlamen- 
to en su favor. 


Considero que en el fondo de esta cuestión, más que 
un problema de interpretación, hay un problema de polí: 
ticas económicas y financieras, Eso es lo que está en el 
fondo del asunto, más que el hecho de que la ley sea in- 
terpretativa o inconstitucional porque no provee los fondos 
que según dicha disposición legal se van a gastar. 


El 7 de mayo del año pasado, en: oportunidad en que 
realizara en la Cámara de Senadores una exposición sobre 
la situación social en nuestro país, señalábamos que los 
jubilados y pensionistas habían sufrido un deterioro de sus 
ingresos del orden de un 57 %, entre los años 1973 y 1984. 
Y Analizando esta situación, sobre la cual ahora no me voy 
a extender, nos referimos a lo que había sido la política 
del Gobierno democrático al ajustar las pasividades en 
1983, 


Recuerdo que en aquella oportunidad señalamos que 
el Poder Ejecutivo, de acuerdo a los criterios que había 
manejado para la interpretación de la ley, obviándose el 
índice medio de salarios para la revaluación, se ahorraría 
en el año U$S 13:000.000, 


Hoy, mientras escuchaba al señor Ministro proporcio- 
nar las cifras de los egresos a los que habría que recurrir 
para poder realizar el ajuste al 107 %, se me ocurrió ha- 
cer un pequeño cálculo. Como bien decía, se necesitan 
N$ 7.200:000.000 al año para efectuar esto, sin tener en 
cuenta el problema de la retroactividad, que ahora se con- 
virtió en el tema principal Hasta ahora, era un punto 
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accesorio y adjetivo, pero en esta discusión se ha conver- 
tido en principal, porque lo primordial era la interpreta- 
ción de la ley que se estaba considerando. 


Voy a tratar de volver congruente lo que a nuestro 
juicio fue la no disposición de recursos del año pasado 
en menos U: 13:000.009, con lo que podría ser la no 
disposición de recursos de estos M$ 7.200:005.000 en este 
año que son alrededor de U$S 42:000.000. 


[47] 


Decía que hice un cálculo elemental, porque cuando 
el señor senador Araújo leyó sobre el memorándum —no 
le llamó carta de intención, porque ya no se llaman más 
así, aunque “La Mañana” publicó el texto llamándolo 
“Carta de intención con el Fondo Monetario”, cuando 
en realidad el texto es un memorándum de intenciones- 
yo presté atención y le solicité el documento. 


En lo relativo al tema, el mismo dice: “Además, se 
han tomado medidas para reducir los aumentos automá- 
ticos de ciertas prestaciones de la seguridad social”. Re- 
calco lo de “automáticos”. Quiere decir que se partía de 
la base de que podian ser automáticos y que eso se iba 
2 cambiar. A continuación se agrega: “De conformidad 
con esta política, la estructuración del aumento general 
de las prestaciones de la seguridad social anunciado en 
abri de 1985, tuvo por objeto favorecer en mayor medida 
a los sectores menos pudientes de la población sin reper- 
cutir en aquéllos cuyas prestaciones se vinculan normal. 
mente a los salarios. Se prevé que esta política permitirá 
efectuar un ahorro presupuestario de alrededor del 9.5 % 
del PBI durante los primeros doce meses del programa”. 


Entonces, hice un cálculo y dividí entre dos los 
U$S 13:000.000 del año pasado y los U$S 42:000.000 del 
actual, lo que me dió U$S 27:500.000, que es exactamente 
el 0.5% del PBI. Es decir que lo que se hizo fue una 
declaración de intenciones de realizar una política que 
luego se materializó casi matemáticamente. 


Puedo admitir que se me diga que esto es válido 
como política, que es justo, que de esa manera se Con- 
trola la inflación y se gestiona correctamente la econo- 
mía nacional; me parece que es una postura sostenible. 
Pero lo que es cierto es que este documento afirma cate- 
góricamente eso y que el Gobierno cumplió puntualmente 
con aquello que elevó al Fondo Monetario Internacional 
en ese memorándum de intenciones. Por eso digo que el 
fondo de la discusión es sobre las políticas generales. 


Deseo hacer algunas puntualizaciones, en especial re- 
firiéndome a algo que ha dicho el señor Ministro en la 
noche de hoy. El nos afirmó que la preocupación del 
Poder Ejecutivo es que la masa de las pasividades crezca 
tanto como la inflación. Pero ocurre que en nuestra inter- 
pretación, tiene que crecer en la misma proporción que 
el índice medio de salarios y no de la inflación. 


No me sirve el argumento de que el Poder Ejecutivo 
ahora va a rever su posición y va a aumentar por encima 
del índice inflacionario aquellas pasividades que no ha- 
bían sido incrementadas, porque en esta materia no quie- 
ro que dicho Poder actúe con discrecionalidad aumentan- 
do o disminuyendo cuando le parezca. Entendemos que 
lo que debe existir es una interpretación legal, de tal 
forma que el Poder Ejecutivo deba atenerse siempre a 
ella de aquí en adelante. 


Refiriéndose a estos criterios, el señor Ministro mani- 
festó que durante los años del gobierno de facto no se 
aplicó exactamente el indice medio de salarios. A mi jui- 
cio, no es un arma valedera decir que porque no lo hizo 
el gobierno de facto, no lo debe realizar el constitucional. 
Al contrario, pienso que lo que debería hacer es aplicarlo 
correctamente. 


Razonando sobre este tema y teniendo en cuenta la 
mentalidad,» diría perversa, con la cual se manejó en tor. 
no al tema de los salarios y las pasividades el gobierno 
de facto, hice una disquisición que no considero del todo 
equivocada. La aplicación del índice medio de salarios 
por parte del gobierno de facto surgió como un mecanis- 
mo pasa asegurar que las pasividades no crecieran en la 
misma proporción que el costo de vida. Como los sindica- 
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tos estaban proscriptos, como la gente tenia la boba so- 
bre la cabeza y no podía pelear por un salario decoroso, 
éstos eran miseros, a tal punto que se había perdido un 
55 % del ingreso. Una de las maneras de asegular que 
también los jubilados percibieran menos era ésta. Claro 
está que no tuvieron en cuenta que algún día la tortilla 
se daría vuelta, que iba a haber un gobierno democrático 
y que íban:os a tener la posibilidad de hablar de estas 
Cosas. Ahora funciona un esquema distinto, democrático, 
done los trabajadores pelean por la defensa de sus in- 
tereses en sindicatos libres. La aplicación del índice me- 
dio de salarios, que fue concebido perversamente para re. 
bajar las pasividades, ahora es un instrumento legítimo 
que los jubilados y pensionistas tienen para que sus pa- 
sividades sean ajustadas de acuerdo con lo que se incre- 
mentan los salarios y no el IPC. 


_ SEÑOR BATLLE, -- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR GARGANO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Solicité la interrupción al señor 
senador para hacerle una aclaración. 


El señor senador Gargano hace referencia a un do- 
cumento llamado Carta de Intención, que ha sido fir- 
mado por 150 de los 159 miembros que integran las Na- 
ciones Unidas, ya que 150 son integrantes del Fondo Mo. 
netalio Internacional, y cada día hay una tendencia ma. 
yor a incorporarse á esa organización tan pecaminosa. 
Inclusive, lo hacen así los paises socialistas a razón de 
uno por año; cualquier día de estos también la U.R.S.S. 
formará parte del F.MI. A propósito de la información 
que el señor senador Gargano esgrime con respecto a que 
hay una intención bien clara, puesta de manifiesto a tra- 
vés de esa Carta de Intención, de que existia el deseo, la 
obligación del Poder Ejecutivo de modificar de una ma- 
nera expresa las jubilaciones automáticas, creo que se 
padece un error. Se está refiriendo precisamente a las 
jubilaciones automáticas, a las que modificó el artículo 21 
de la Ley Presupuestal, y no a éstas. Se trata de aquellas 
pasividades correspondientes a una Caja muy particular y 
que se ajustaban automáticamente con los salarios. Re- 
pito que no tenía que ver con estas jubilaciones, sino con 
otras. Creo que estará de acuerdo el señor senador Gar- 
gano con Que hizo bien el país en eliminar ese régimen 
de automaticidad al cual estaban sometidas, 


SEÑOR GARGANO. — La argumentación parece ser 
adjetivamente brillante. Pero me pregunto si el automa- 
tismo de esas jubilaciones daba para que, no aplicándolo, 
se disminuyera un 0.5 % del P.B.1, Creo que no. 


SEÑOR BATLLE. — La argumentación no es adjeti- 
vamente brillante, sino que se trata del articulo 21 de la 
Ley de Presupuesto que el señor senador acompañó para 
eliminar el automatismo de las jubilaciones militares que 
Se aumentaban en esa forma. 


Ahora, si va a ser el 4% 0 el 5% lo podrá averiguar 
el señor senacor con los técnicos de su sector, que según 
el señor senador Araújo, poseen la información oficial y 
precisa. A Jo que estamos haciendo referencia acá no es 
al 4% o al5%, sino a qué jubilaciones se trataba de 
eliminar el automatismo, y son las que refiere el artículo 
21 de la Ley Presupuestal, o sea, las militares y no éstas 
que estamos considerando acá. Ahora, el porcentaje no lo 
conozco; pero cel señor senador lo sabrá al igual que 
yo... 


SEÑOR GARGANO. — Precisamente eso es lo impor- 
tante. 


SEÑOR BATLLE. — Lo importante es desmentir una 
afirmación hecha por el señor senador Gargano en Cuan- 
to a que en la Carta de Intención el Gobierno había es- 
tablecido expresamente que iba a reducir el automatismo 
de las jubilaciones y pensiones que estamos considerando 
ahora. No se trata de éstas, sino de otras. 
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Se trata nada más que de un error de información. 
Inclusive, el señor senador puede discutir el concepto. 
Pienso que tiene todo el derecho a sostener que de acuer- 
do con su manera de pensar lo correcto es que haya 
una disposición legal que determine un régimen al que 
deba sujetarse obligatoriamente. Desde nuestro punto de 
vista, un adecuado manejo económico requiere la existen- 
cia de normas de mucha mayor elasticidad porque, de lo 
contrario —insisto en lo que manifesté anteriormente— 
estamos atados a que la economía se comporte como 
dice la ley, y eso creo que no lo puede admitir nadie 
como un buen mecanismo legislativo. 


Entonces, señalo que ni siquiera estoy en contra de 
considerar eventualmente una modificación de un texto 
legal para dar normas generales y que luego se establez- 
can márgenes de elasticidad como los de otras disposi- 
ciones. Lo que quería aclarar es que la referencia pun- 
tual que hacía el señor senador se relacionaba con jubi- 
laciones distintas a las que estamos considerando hoy. No 
sé cuál es el porcentual del Producto Bruto Interno por- 
que en este momento no puedo consultar a los técnicos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor se- 
nador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — He escuchado con mucha aten- 
ción al señor senador Batlle y no sé si los técnicos que 
me asesoran son menos brillantes que los que asesoran al 
Partido de Gobierno; de todas maneras, no creo que sea 
ese el tema ni que la discusión gire en torno a las con- 
diciones de los técnicos. A veces se hacen afirmaciones 
al pasar como elementos que parecen fundamentales, Pe- 
ro en definitiva son accesorios. 


Lo que creo, concretamente —yo mencioné y di cifras 
al respecto— es que ese 0.5% del índice medio de sala. 
rios se compadece con el ahorro que efectivamente se ha 
realizado al no aplicar el índice medio de salarios. Estoy 
plenamente convencido de que el artículo 21 de la Ley 
Presupuestal —que, por supuesto, nosotros votamos— no 
alcanza esa cifra ni de lejos. Es porque no se ha aplicado 
el índice medio de salarios que se ha producido ese aho- 
rro. Este es el razonamiento. 


No quiero suscitar demasiadas polémicas; se trata de 
afirmaciones y demostraciones. Personalmente, llegué a 
esta conclusión. Si se me aportaran cifras que la desmin- 
tieran —y se me dijo que son aquellas de la Caja Militar, 
la que se llevaba USS 27:500.000 por año si se aplica el 
automatismo-—— habría que analizarlas, 


De todas maneras no creo que ella sea así porque, a 
pesar de que dichas Cajas funcionaron en una forma pri- 
vilegiada y disparatada, no se alcanzaría jamás esa cifra. 
Eso se ahorró al no aplicar el indice medio de salarios 
al conjunto de las jubilaciones y pensiones; esa es la 
clave del asunto. 


SEÑOR FLORES SILVA, —- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR GARGANO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: he es- 
ceuchado la exposición del señor senador Gargano con la 
atención que se merece. Nos ha explicado cómo la dicta- 
dura había pensado ajustar las jubilaciones a los salarios 
que disminuían a efectos de deprimir las pasividades. 
También nos ha mencionado cómo ahora -—para decirlo 
con las palabras del señor senador-- se ha dado vuelta 
la tortilla. Y de esa forma nos ha expresado algo de lo 
que mucho nos alegramos: la recuperación de las liberta- 
des sindicales en el país. 


En toda la historia que ha venido relatando el señor 
senador Gargano hay, sin embargo, un actor que no apa- 
rece: el Gobierno, que aumentó el salario real. Sin entrar 
a discutir sobre la Carta de Intención —por otra parte, 
no me gusta discutir de “cartas”-— debo señalar que es 
más conveniente buscar, por ejemplo, la parte de dicha 
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Carta que menciona la necesidad de rebajar el salario real 
de los uruguayos. El señor senador Gargano se ha estado 
refiriendo, de un modo muy eufemístico, a un hecho que 
debiera mencionar muy claramente. El tema es que el sa- 
lario real de los uruguayos se ha incrementado lo sufi. 
ciente como para que nos pasemos toda la noche discu- 
tiendo la manera en que podemos subir las jubilaciones 
tanto como el salario. 


Más allá de entrar al tema de fondo y de comenzar 
una polémica que el señor senador ha anunciado no es 
su intención crear, debo decir que hay que llamar a las 
cosas por su nombre, 


Ha habido una suba del salario real. Ese es un tema 
que debe figurar en alguna parte de su explicación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — Las cifras demuestran que el 
salario real, con relación a diciembre de 1984 —que Jue 
cuando estuvo más deprimido en toda la historia reciente 
del país— se incrementó en aproximadamente un 14.5%, 
durante 1985. 


(Interrupción del señor senador Flores Silva) 


—Estamos hablando de ingreso real y no de citas 
nominales, con relación a diciembre de 1984. 


Hay opiniones acerca de cuál fue la causa de que 
esto ocurriera. A mi juicio, no ha sido la política gene- 
rosa del Poder Ejecutivo la que ha determinado este in- 
cremento del salario real. Creo que han sido las nuevas 
condiciones políticas que, naturalmente, al existir sindi- 
catos libres, han permitido a los trabajadores superar los 
topes planteados por el Poder Ejecutivo en forma sucesiva. 
Mi compañero, el señor representante Guillermo Alvarez, 
decía recientemente en una exposición en la Cámara de 
Representantes que los salarios habían subido mucho más 
de lo previsto por las pautas del Poder Ejecutivo en el 
año 1985 y que ha sido la lucha de ellos, de los trabaja- 
dores, ejerciendo sus libertades sindicales, la principal 
causa del incremento del salario real. En tal sentido te- 
nemos un ejemplo reciente. El Poder Ejecutivo fijó un 
tope del 15% trasladable a los precios, para el ajuste 
que está en trámite, que estaba tan fuera de la realidad 
de lo que la economía podía dar, que los promedios que 
están laudando los Consejos de Salarios —y el señor sena. 
dor Flores Silva sabrá que las patronales de este país no 
regalan salarios ni han tenido en el curso de la historia 
reciente un comportamiento sistemáticamente democráti. 
co— son netamente superiores. Entonces, si los salarios se 
han incrementado por encima de las pautas que ha fijado 
el Poder Ejecutivo, ello ha sido por obra de la lucha de 
los trabajadores. Son dos criterios diferentes: uno, el ex- 
presado por el señor senador Flores Silva y otro, el con. 
tenido en la respuesta que acabo de brindar. 


La política del Poder Ejecutivo ha sido la de dar in- 
crementos ultracontenidos. El combate de los trabajado- 
res es el que ha permitido llevar adelante estos incre. 
mentos que están muy lejos de pautar una recuperación 
importante en el salario real, con relación a lo perdido 
durante los diez años de dictadura. Pero el tema que 
estamos analizando no se relaciona con los salarios sino 
con las pasividades y eso es lo que quiero discutir, 


SEÑOR FLORES SILVA. — ¿Me permite una inte- 
rrupción, ya que he sido aludido? 


SEÑOR GARGANO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — He escuchado con sumo 
interés la explicación que ha dado el señor senador acer- 
ca de las razones por las cuales, pese a los denodados 
esfuerzos del Gobierno para impedir que suba el salario 
real, éste se ha incrementado. 
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Tal como sucede con las pasividades, después de 25 
años de ser disminuido, el salario real ha comenzado a 
subir. Aparentemente, el Gobierno de la República y su 
política de reactivación económica no tiene nada que 
ver con ello. No voy a discutir el punto; simplemente voy 
a señalar que contra nuestra voluntad, aparentemente va- 
mos a continuar incrementando el salario real y las ex- 
portaciones y todo ello va a ser por mera casualidad, sin 
que el Gobierno tenga ninguna participación. Si el señor 
senador Gargano prefiere sostener esa posición, no lo va- 
mos a discutir. Con esto doy por clausurado el tema para 
no hablar más sobre salarios. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede continuar el señor 
senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — Me asombra la alegría con que 
ve la política del Gobierno el señor senador Flores Silva. 


Con respecto al tema del incremento del ingreso real, 
en un semanario de este país, que se dedica fundamental 
mente a la investigación de los problemas económicos —-y 
que no es precisamente de izquierda pero tiene cierto 
grado de credibilidad por la forma en que maneja los 
números-— se decía, hace dos semanas, que desde julio del 
año pasado a mayo de este año el ingreso real descendi 
en un 0,5%. Creo que eso es una demostración palmaria 
de los esfuerzos que hace el Goblerno para que el salario 
crezca porque en los primeros cinco meses de este año, 
en lugar de incrementarse, el salario real disminuyó. Pe- 
ro vamos a dar por terminado este asunto y dejemos para 
otro dia la discusión acerca de la política salarial del 
Gobierno. 


SEÑOR ARAUJO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR GARGANO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. — Voy a hacer una precisión sobre 
el punto anterior que considero de recibo. 


Tal como se ha señalado, este memorándum o Carta 
de Intención -—como la titula el diario “La Mañana”— 
es de setiembre, o sea, anterior a la Ley Presupuestal. 
Voy a leer una vez más parte del contenido de dicho me- 
morándum. Dice asi: “Además, se han tomado medidas 
para reducir los aumentos automáticos de ciertas presta- 
ciones de la seguridad social”. Como: veremos de inme- 
diato no se refiere a lo que se votó en el Presupuesto 
sino a las pasividades servidas por la Dirección General 
de la Seguridad Social. 


Continúo la lectura: “De conformidad con esa politi- 
ca la estructuración del aumento general de las presta- 
ciones de la Dirección General de la Seguridad Social 
anunciado en abril de 1985” —nada tiene que ver, por lo 
tanto con el Presupuesto, ya que de acuerdo con la fecha 
que señala, se refiere concretamente a los aumentos para 
las pasividades de la Dirección General de la Seguridad 
Social y, en consecuencia, el argumento que esgrime el 
señor senador Batlle no es real, no responde al texto de 
la carta enviada al Fondo Monetario Internacional— 
“que tuvo por objeto favorecer en mayor medida a los 
sectores menos pudientes de la población” —que por lo 
que sé no eran los referidos a la Caja Militar, como lo 
señalaba el senador pre-opinante— “sin repercutir en 
aquéllos enyas prestaciones se vinculan normalmente a los 
salarios”. Tampoco en esto tiene nada que ver lo de la 
Caja Militar ya que está referido exclusivamente a la Di- 
rección General de la Seguridad Social. Y continúa: “Se 
prevé que esta política permitirá efectuar un ahorro de 
alrededor del 0.5% del Producto Bruto Interno”. Este 
ahorro de ninguna manera surge como consecuencia de 
haber quitado el aumento automático a las pasividades 
militares. Termina diciendo lo siguiente: “Durante los do- 
ce primeros meses del programa” y el programa, en ma- 
teria presupuestal, tiene que ver con este año y no con el 
anterior, al cual se refiere la Carta Intención. Creo que 
era necesario hacer esta precisión. 
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Agradezco al señor senador Gargano la interrupción 
que me ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Puede continuar el señor 
senador Gargano. 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR GARGANO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. —- Las únicas de ajuste automático 
eran esas pasividades a que se refería el señor senador, La 
prueba está en que durante los años del proceso —como 
lo explicó el señor Ministro— los aumentos se habían he- 
cho a veces por debajo y otras veces por encima de ese 
nivel, Ello quiere decir, como lo demuestran los hechos, 
que las pasividades no fueron de ajuste automático. Las 
únicas que se ajustaban automáticamente, por disposicio- 
nes legales, eran ésas a las que me referí. El resto del 
programa se llevó a cabo de acuerdo con las Normas que 
codos suscribimos en la Concertación Nacional Progra- 
mática, 


El señor senador Araújo dice que, a su entender, quie- 
nes suscribieron esas normas partían de la base de que 
cuando se hablaba de aumentos posibles, se suponía siem- 
pre que iban a estar por encima de lo que diera el índice 
de salarios. Quiere decir que, de lo que suscribimos en la 
CONAPRO, había dos interpretaciones: la de aquellos que 
habíamos advertido las dificultades económicas del país 
y que entedíamos que para lograr la recuperación progre- 
siva de ese nivel de ingresos teníamos que hacer los ajus- 
tes jubilatorios en función de esa diferenciación de los 
ingresos, mejorando a aquellos que tenían un menor nivel, 
y la de quienes —como el señor senador Araújo-— enten- 
dían que había que dar, automáticamente, el índice gene- 
ral y que lo que la CONAPRO habilitaba era por encima 
de ese nivel mínimo. 


A nuestro juicio, eso no solamente no era así sino que 
no lo expresamos en nuestra campaña pre-electoral, y en 
nuestro programa partidario, ni estuvo en nuestro espíritu 
cuando nos sentamos a discutir ese tema en la CONAPRO. 
A nuestro entender, la ley da estas facultades que el Po- 
der Ejecutivo ha utilizado con prudencia, porque antes del 
anuncio de hoy, éste ha manejado los recursos generales 
con que el país se ha movido en este ámbito concreto re- 
ferido a las pasividades, con espíritu de equidad, tratan- 
do de beneficiar —en la medida de las posibilidades con 
que el erario cuenta para mantener un equilibrio econó- 
mico y para que no se dispare la inflación, más allá de 
la que ya estamos sufriendo— a quienes percibían las ju- 
bilaciones menores. 


Pienso que si el Estado o la Administración hubiera 
dicho que como no hay recursos para el 107%, le daría 
2 todos un porcentaje más bajo, sin hacer distinciones en 
cuanto a los niveles de ingreso —y el porcentaje del 60% 
sobre 3.000, evidentemente, iba a crear una situación de 
injusticia mucho mayor que un 60% sobre 30.000— ha- 
bría recibido las protestas del país entero. 


Si lo que queremos es una ley por la que automáti- 
camente se fije un aumento, sin tener en cuenta la situa- 
ción del país, estamos pretendiendo una ficción, Que el 
Parlamento se preocupe porque exista un sistema a tra- 
vés del cual pueda participar de ese control me parece ló- 
gico, pero el Poder Legislativo no puede sustituir a las 
funciones económicas específicas que la Constitución indi- 
ca debe tener el Poder Ejecutivo, Creo que cometeríamos 
un gran error si estableciéramos un mecanismo a través 
del cual se fijara automáticamente un aumento, porque 
eso le haría un enorme daño al sistema económico gene- 
ral; pretendiendo ayudar, haríamos todo lo contrario. 


Cuando en esta materia se hace una referencia a las 
jubilaciones que se aumentaban automáticamente, se alu- 
de específicamente a ese tipo de jubilaciones. Cuando es- 
tablecemos una política, lo hacemos en forma coherente 
con lo que dijimos antes de la elección, con lo que sostu- 
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vimos en el programa y con lo que negociamos en la CO- 
NAPRO, y cuando hacemos esta interpretación y esta 
aplicación de la ley es en función de un criterio de equi- 
dad por los recursos de que se dispone. 


Si el Farlamento cree que la solución es fijar un au- 
mento automático, más allá de incurrir en un error ju- 
rídico —en el que creo incurre aunque no soy experto en 
la materia— estará cometiendo un grave error económico. 


Agradezco al señor senador Gargano la interrupción 
que me ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — Pienso que varios de los pun- 
tos a los que se ha referido el señor senador Batlle ya han 
sido analizados. El que habla no quería abocarse a la con- 
sidoración de uno de ellos, pero lo hará un poco forzado 
por las circunstancias. 


Sé que el señor Presidente de la República, en varios 
de sus últimos discursos, ha mencionado reiteradamente 
la generosidad con que el Poder Ejecutivo se ha movido 
para incrementar las pasividades más bajas. Asimismo, 
las cifras correspondientes, han sido señaladas en varias 
oportunidades a la opinión pública, Creemos que el aho- 
rro etectivo que el conjunto del sistema ha hecho, al no 
realizarse la revaluación a través del índice medio de sa- 
larios, hubiera permitido que las pasividades fueran in- 
crementadas mucho más; si no se hubiera hecho ese aho- 
rro, podríamos tenerlas ya por encima del salario mínimo 
y no haríamos con eso sino sacar de la indigencia total 
a centenares de miles de jubilados. Sin embargo, se ha 
actuado con mucha prudencia y cautela en este aspecto, 
y los incrementos han servido para que el ahorro sea efec- 
tivo y para que además haya habido la posibilidad de ha- 
cer propaganda en torno a los aumentos. 


(Suena el timbre indicador del tiempo) 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Mociono para que se pro- 
longue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador, 


(Se vota: ) 
—-23 en 24. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO, — Voy a tratar de sintetizar lo 
que quería decir, tratando de ser lo más breve posible. 


Tengo aquí sobre la mesa el trabajo de un experto. 
—el señor Hugo De los Campos, a quien mencionó tam- 
bién el señor senador Tourné— en el que se analizan las 
consecuencias que puede acarrear la aplicación de estos 
criterios que utiliza el Poder Ejecutivo para un conjunto 
muy grande de pasividades. 


[De acuerdo con el cálculo que realiza De los Campos, 
de insistirse con este mecanismo en 1987 y en 1988, un 
conjunto muy amplio de pasividades va a sufrir un dete- 
rioro casi del 100% de lo que le hubiera correspondido si 
se hubiera aplicado para el ajuste el índice medio salarial. 


Me parece que es un dato importante a tener en cuen- 
ta, pues proviene de un hombre experto, que maneja cl- 
fras y que ha analizado con mucha responsabilidad este 
tema. 


Cuando afirmamos que el Poder Ejecutivo ha ahorra- 
do recursos, por supuesto que no nos olvidamos, tal como 
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dijo el señor Ministro, de que el Gobierno Central asiste 
financieramente al sistema de la Seguridad Social; es su 
Obligación el hacerlo. Tan es así -—hoy lo recordaba el 
señor senador Araújo— que cuando se adoptaron dispo- 
siciones para reducir los aportes patronales a la Seguridad 
Social, como forma de compensación se autorizó a incre- 
mentar hasta en seis puntos el Impuesto al Valor Agrega. 
gado, para que de allí surgieran los recursos con log cua: 
les alimentar, compensándolos, los que se perdían con la 
reducción de los aportes, destinados teóricamente a dotar 
a las patronales o a los empresarios de mayores recursos 
para la reinversión, para la ampliación de sus empresas 
a efectos de incrementar la producción, hecho que en los 
últimos años no ha sucedido en este país. 


De manera que la obligación existe. Lo que hay que 
saber es si el Estado tiene que ahorrar sobre la base de 
pagar menos a los jubilados y pensionistas o lo puede ha- 
cer de otra manera. 


El señor senador Batlle —pido disculpas por la alusión, 
pero él así lo dijo— afirma que el Poder Ejecutivo actúa 
con responsabilidad y debe administrar los recursos del 
Estado en forma seria. Claro está que se puede hacer con 
seriedad, desde el punto de vista de no aplicar el índice 
previsto por la ley para revaluar las pasividades, pero 
también se puede hacer reduciendo los gastos del Estado 
en otros órdenes, como lo hemos exigido desde la oposi. 
sición cuando votamos el Presupuesto Nacional. 


Repito que no sólo se puede ahorrar en las pasividades, 
sino también no destinando el 40% del Presupuesto a gas- 
tos de seguridad, es decir, a los Ministerios de Defensa 
Nacional y del Interior. Desde ese punto de vista se puede 
ahorrar bastante, puesto que el Presupuesto de esos órga- 
nos e alto, y se eleva, repito al 40% del Presupuesto Na- 
cional, 


Quiere decir que hablando en términos macroeconómi- 
cos y tomando en cuenta... 


SEÑOR BATLLE, -— El señor senador no lo propuso. 


SEÑOR GARGANO. 
no me interrumpa. 


Le ruego al señor senador que 


Nosotros hemos planteado nuestro punto de vista. Aho- 
ra, si el señor senador Batlle nos dice que hay que tener 
en cuenta el conjunto de la economía nacional y los gas- 
tos del Estado y que hay que actuar con responsabilidad, 
también allí se podrían haber recortado recursos en for- 
ma importante y haber destinado el ahorro que allí se 
produjera a las pasividades. Desde nuestro punto de vis- 
ta, gastar más en pasividades contribuye a reactivar la 
economía del país; dotar a la gente que tiene escasos in- 
gresos —y ésta es una de las disputas que hemos tenido 
con el partido de Gobierno—- de mayores recursos, pro- 
pende a incrementar la demanda interna y eso, repito, 
contribuye a reactivar la economía del país. Tal como lo 
hemos señalado y como lo han suscrito los cuatro parti- 
dos políticos en los documentos económicos, esta economia 
se reactiva no sólo incrementando la demanda externa, si- 
no también la interna. Esto se puede llevar 2 cabo apo» 
tando mayores ingresos a una masa tan grande de jubila. 
dos y pensionistas, que la componen estas 620.000 pasivi- 
dades que tiene que atender el Estado. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCHAD: — ¿Me permite una interrupción, señor sena- 
lor? 


SEÑOR GARGANO, — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el se- 
ñor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. — Señor Presidente: simplemente voy a dar 
una información que creo puede ser útil para la con- 
sideración de este tema. 


Hace un momento se mencionaba la asistencia fi- 
nanciera por parte del Gobierno Central como resultado 
del aumento de la tasa del IVA, simultáneo a la dismi- 
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nución de los aportes efectuados hace algunos años. En 
ese sentido, creo que la cifra puede ser interesante. 


La recaudación efectiva del IVA en los primeros cin- 
Co meses de este año, proyectada al mes de junio, nos 
arroja una cifra total de N$ 23.051:000.000, El 35% está 
constituido por la asistencia financiera a la Seguridad 
Social sin contar Jos aportes del Gobierno Central. Esto 
corresponde a algo más del 7%, por lo que la disminución 
de los aportes queda efectivamente cubierta por aquélla 
parte de la recaudación del IVA que hoy se destina a la 
asistencia financiera. 


Ese es el primer comentario que quería hacer, 


En segundo lugar, y simplemente a los efectos aclara- 
torios, debo decir que contrariamente a los documentos 
efectivamente suscritos por los partidos políticos y las 
fuerzas sociales que establecen varias cosas respecto a la 
Seguridad Social —como ser, por ejemplo, la congelación 
de las pasividades superiores a los siete salarios mínimos 
nacionales, es decir, donde no se aplicaría el criterio del 
ajuste del 107,07% o del índice medio salarial— el que 
no fue firmado es al que acaba de hacer referencia el 
señor senador, cuando habla de la política que surge de 
la reactivación a partir del aumento de la masa salarial 
o de las pasividades, 


Reitero que este documento no fue suscrito por Ja 
Concertación Nacional Programática. Al respecto, quisie- 
ra señalar que, de acuerdo con documentos de las Nacio- 
nes Unidas, ningún país de América Latina ha logrado un 
incremento del salario real comparable al alcanzado por 
el Uruguay en 1985, aplicando precisamente la política 
opuesta o distinta a la que señala el señor senador Gar- 
gano, en el sentido de que el Gobierno ha entendido que 
el salario real y el valor de las pasividades se componen 
de la modificación de sus valores nominales, pero también 
de la evolución de la inflación. 


Estas eran las puntualizaciones que quería realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Puede continuar el señor 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — Cuando hablaba del docu- 
mento, me refería al suscrito por los cuatro candidatos 
presidenciales, el que preveía los criterios generales para 
la reactivación económica. 


A mi juicio ese documento establecía lo que acabo 
de expresar. Reitero que no hablaba de los acuerdos al- 
canzados en la CONAPRO, que es otra cosa. En el docu- 
mento al que me refiero se establecían estos criterios que, 
por cierto, fueron muy difíciles de lograr. No obstante, me 
parece algo incidental y accesorio en lo que hace al ma- 
nejo del tema. Los acuerdos de la CONAPRO se han 
dejado de cumplir en un 80% o en un 90% y ho creo 
que sea el momento de discutir sobre este tema, sino so- 
bre las pasividades, sobre si hay que ahorrar, por parte 
del Estado, no aplicando el índice medio de la evolución 
de los salarios a la revaluación de las pasividades o sl 
hay que utilizar el mecanismo que preveen las disposi- 
ciones legales y que este proyecto de ley en consideración 
interpreta. 


Para terminar, señor Presidente, quiero decir que he 
escuchado con mucha atención al señor Director de la 
Dirección General de la Seguridad Social señalar con 
mucha alegría cómo se estaba incrementando la recauda- 
ción. Ello se atribuía a la campaña -—por eilo fue feli- 
citado por el señor senador Zumarán— para eliminar los 
morosos y cobrar deudas atrasadas. A mi modo de ver, 
una gran parte de los nuevos ingresos para la Seguridad 
Social se debe al incremento de los salarios, El criterio 
con el que normalmente nos tenemos que manejar para 
fijar las pasividades es que si los activos aportan más, 
el destino de estos recursos debe estar dirigido “in to- 
tum”, precisamente, a incrementarlas. Y si a ello se 
agrega el hecho de que hay recursos que las leyes ante- 
riores han previsto como asistencia financiera, debe dár- 
seles también ese destino. Además, si en este pais hay 
que ahorrar, hay otros lugares por donde hacerlo, por- 
que económicamente le sirve al país que las pasividades 
sean aumentadas. 
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De manera que por razones legales, de justicia so- 
cial y de política ecónomica y financiera, a mi juicio co- 
rresponde que votemos esta ley porque le hace bien al 
país, a la economía nacional y a la gente empobrecida 
que se compone fundamentalmente de estos sectores de- 
primidos y tan golpeados durante los últimos 24 años, 
como son los de los pasivos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


” 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me vermite, señor senador, 
antes de empezar su disertación? 


SEÑOR CERSOSIMO. -- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Puede interrumpir el se- 
ñor senador Batlle. 


SEÑOR BATLLE, — Señor Presidente: desearía que 
se me brindaran nuevamente los porcentajes de aumen- 
tos y los números de las pasividades servidas por los mis- 
mos y de los cuales, en su momento, diera cuenta en es- 
ta Sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
a los efectos de tomar conciencia de cuál es la naturaleza 
y la magnitud del problema que estamos discutiendo. 


Se ha dicho que el Poder Ejecutivo ha castigado a 
los Sectores rmás deprimidos, que son los más numerosos 
y me da la impresión de que es a la inversa, o sea, que 
ha apoyado a los más deprimidos y los que han recibido 
menor aumento son aquellos sectores que estaban perci- 
biendo tal vez, no jubilaciones extraordinarias pero sí 
las más altas. 


Por lo tanto, la argumentación que se acaba de es- 
grimir y por la que se sostiene que la politica que se 
pretende instaurar, al fijar el aumento del 107%, es para 
proteger a los sectores más deprimidos, no condice con 
la realidad porque también se pretende proteger a los 
sectores que tienen mayor jubilación. Los sectores más 
deprimidos son aquellos que han sido atendidos por el 
Poder Ejecutivo en forma preferencial, 


Se podrá argumentar que se pretende que todo el 
mundo reciba el mismo porcentaje, cualquiera sea el ni- 
vel de jubilación que haya estado recibiendo, pero no se 
Puede decir que el Poder Ejecutivo ha dejado de lado a 
los sectores con jubilaciones menores. Todo lo contrario. 
Lo que ha hecho es proteger más, en mayor grado, a los 
que recibían una pasividad menor y reducir el porcen- 
tajo de aumento a los que percibian jubilaciones más 
altas. 


Según la noticia que nos dio el señor Ministro, éstos 
últimos han recibido también un beneficio del 85%. En 
todo caso, lo que se podría argumentar es que, inexo- 
rablemente, tenía que habérsele otorgado a todos, desde 
el primer día, el 107%, porque la ley era interpretada de 
£sa manera por los señores senadores que así lo entien- 
den; pero no se puede manifestar que esta modificación 
se vota a fin de proteger a los sectores menos ampara- 
dos porque el Poder Ejecutivo los ha castigado, cuando, 
justamente, ha sido al revés, o sea, que los ha favorecido. 


Muchas gracias por la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: quiero 
ser muy preciso en cuanto a la posición de nuestro sector 
político, en el asunto en debate en función de que ella 
constituye un matiz en la interpretación, en relación con 
la que sostiene, el Poder Ejecutivo y el resto de la ban- 
cada del Partido Colorado. 


De manera que no deben verse discrepancias profun- 
das en relación con este tema que a todos nos preocupa. 


Tenemos -que declarar —y lo hacemos con gusto por- 
que se trata de la verdad— que el Poder Ejecutivo está 
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en su conocida posición, atenuada —si se quiere emplear 
ese término— por las palabras del señor Ministro que ha 
adelantado, para beneplácito del país, especialmente de 
los pasivos, que el Poder Ejecutivo es sensible a toda 
esta situación en función de que ha tenido un conoci- 
miento más afinado de las finanzas con que ahora cuenta, 
porque conoce el monto de la recaudación y, en conse- 
cuencia ha manifestado, que, por lo menos, nivelará en 
el 85% el monto de todas las pasividades que no hubie- 


ran llegado a obtenerlo. Como vemos, esto supera en un 


2% el guarismo de la inflación. 


Por consiguiente, hemos sostenido nuestra indeclina- 
ble posición, consecuentes con lo que ha sido la prédica 
del sector a través de toda la campaña preelectoral y de 
aquella defensa que anunciamos que íbamos a realizar, sin 
perjuicio de la que entendemos que también lleva a 
efecto el Poder Ejecutivo con esta intención, ahora con- 
cretada, de otorgarle a los pasivos lo más que puede, por- 
que según ha declarado el señor Ministro, las finanzas no 
alcanzan, corriéndose el grave riesgo, en caso contrario, 
de desatar en el país una espiral inflacionaria que haga 
poco menos que ilusorio el aumento que pudiera conce- 
derse, Aunque nosotros no compartimos este punto de 
vista del Poder Ejecutivo, lo aceptamos como un argu- 
mento serio y responsable. Por tal motivo es que reali- 
zamos estas puntualizaciones porque, tanto el titular del 
Poder Ejecutivo como el resto de los señores senadores 
del Partido Colorado y los de la oposición, así como los 
que en esta Casa representan al Poder Ejecutivo, están 
imbuidos de lo que deben poseer, en esencia, todos los 
gobernantes, que es el sentido del bien común. 


Estas manifestaciones que estamos realizando tienen 
el exclusivo propósito de fijar nuestra posición, la de la 
Unión Colorada y Batllista, con absoluto respeto por aque- 
lla que sustenta el Poder Ejecutivo y que también pro- 
clama el resto de los legisladores del Partido. 


El régimen de movilidad de las prestaciones a los 
pasivos comprendidos dentro de lo que todavía es la ¡Di- 
rección General de la Seguridad Social —previsto en el ar- 
tículo 73 del llamado Acto Institucional N* 9, modificado, 
tal como aquí se ha recordado. por el artículo 11 del deno- 
minado Acto Institucional N* 13— es de aplicación, en 
nuestro concepto, preceptiva y automática y beneficia a 
todas las asignaciones de jubilación y de pensión. 


Aquella norma agrega que las pasividades deberán 
ser ajustadas anualmente en función de la variación del 
Indice Medio de Salarios, elaborado según el procedimien- 
to determinado por el articulo 39 de la Ley N? 13.728, de 
17 de diciembre de 1968. 


Repito, señor Presidente, que nuestro sector entiende 
que, desde este punto de vista, el proyecto remitido por 
la Cámara de Representantes es jurídicamente claro, Sin 
embargo debemos manifestar que no lo vamos a apoyar 
tal como viene pero sí lo hubiéramos aprobado si se hu- 
biese limitado en su alcance, tal como debería hacerlo, 
pero no lo hace. Por tal motivo es que nosotros, oportu- 
namente, presentamos hoy a la Mesa un proyecto de ley 
que concreta nuestra posición, o sea, la de limitar esta 
ley interpretativa al año 1986, por los argumentos y con- 
sideraciones que brindaremos a continuación. 


Este proyecto que nosotros presentamos y el que vie- 
ne de la Cámara, si tuviera esas limitaciones y si pudiera 
ser procedente como lo es el nuestro —aquél, no— no 
genera ni otorga nuevos beneficios a los pasivos sino que 
constituye una válida y legítima interpretación de las 
normas vigentes en la materia. El Poder Ejecutivo está 
facultado para establecer índices diferentes o diferencia. 
les, de contormidad con lo dispuesto en el inciso final de 
ese artículo 73, tan traído y llevado, en el texto dado 
por el artículo 11 del llamado Acto Institucional N* 13, 
de 12 de octubre de 1982. Pero en modo alguno, enton- 
ces, esta competencia de establecer índices diferentes o 
diferenciales enerva el carácter imperativo y preceptivo 
del régimen de movilidad de las prestaciones a. los past. 
vos, en función del Indice Medio de Salarios. Jurídica. 
mente el Poder Ejecutivo no está habilitado para optar, 
de acuerdo con su criterio, en aplicar o no, según los ca- 
sos y circunstancias, el Indice Medio de Salarios, esto es: 
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los índices diferenciales jamás deben aplicarse para me- 
noscabar las asignaciones de jubilación y de pensión, con 
violación del mandato de ajustarlas anualmente contorme 
a la variación de ese Indice Medio de Salarios a que me 
refería. 


Los índices diferenciales, en nuestia interpretación 
—la de nuestro sector politico— se establecerán sólo para 
mejorar las prestaciones a los pasivos, más allá del Indice 
Medio de Salarios, si las condiciones económicas lo permi- 
ten, a tenor de lo dispuesto precisamente en la norma 
que estamos comentando. De esa manera, pues, se garan. 
tiza la vigencia del régimen jurídico específico en la ma- 
teria y el principio esencial del estado de derecho y del 
sistema democrático, de la igualdad de todas las personas 
ante la ley. Y esto es necesario decirlo y recalcarlo, 
porque no recuerdo haber escuchado que se haya dicho; 
pero si se expresó, tampoco es ocioso reiterarlo. 


La vigencia de los principios de igualdad y de seguri- 
dad hace que se ponga especial cuidado con éstas, con la 
adecuación, con la suficiencia de las asignaciones a los 
pasivos, pues, en caso contrario, se corre el riesgo de vul- 
nerar esos enunciados fundamentales insertos en nuestro 
ordenamiento constitucional, como son los establecidos en 
el artículo 82 de la Carta, y en el artículo 7%, y el dere. 
cho a la pasividad y a la pensión a la vejez, estipulados 
en el artículo 67, 


Agregamos algo más, señor Presidente, sin que con 
esto queramos recordarle al Senado lo que sabe de so- 
bra: que con esta fórmula, con la consagración de estos 
principios y con estas caracteristicas contenidos en el pro- 
yecto de ley que ha presentado nuestra bancada, somos 
consecuentes con el pensamiento de Artigas expresado en 
la 4% Instrucción del Año XIII: “...el objeto y fin del 
Gobierno” —y sabemos muy bien que éste también es el 
ánimo del Poder Ejecutivo y de los legisladores de nues- 
tro Partido y reconocemos que también de los de la opo- 
sición— “debe ser conservar la igualdad, libertad y segu- 
ridad de los ciudadanos”. Y esto es a lo que aspiramos. 
Es lo que nuestro sector pretende hacer y hace efectiva- 
mente a través de la interpretación que realiza de este 
tema tan sensible, tan difícil y que toca tan hondo las 
fibras más íntimas del país en todos estos aspectos. 


Nosotros tenemos que expresar, además, que como 
es notorio, eomo es sabido, nuestros legisladores en la Cá- 
mara de Representantes aprobaron el proyecto de ley in- 
terpretativa que fue consagrado en aquella rama del Par- 
lamento; pero nosotros dijimos, respetando la posición de 
nuestros legisladores, imbuidos del mismo sentido cons- 
tructivo de realidad, de consagración de estos principios 
de libertad, de seguridad jurídica, de igualdad, de todo 
lo que supone la plasmación de estos propósitos— que 
en su ingreso al Senado tendríamos que limitar su ámbi- 
to temporal, por las consideraciones que desde entonces 
comenzamos a hacer. Aquel proyecto se aprobó con ur- 
gencia creo que el mismo día de su presentación, sin ser 
considerado por la Comisión correspondiente de la Cá- 
mara de Representantes. Nosotros entendiamos que no 
podía ser objeto, el Acto Institucional N9% 9, de una ley 
interpretativa, por argumentaciones y consideraciones si- 
milares o análogas, entre otras, a las que formulara re: 
cién, con el brillo que le es característico, nuestro apre- 
ciado amigo el señor senador Ricaldoni. 


Por eso es que presentamos otro proyecto de ley, que 
anunciamos desde hace ya más de un mes cuando fue 
aprobado aquél en la Cámara de Representantes. Y acor- 
des y consecuentes con esa intención, es que lo hemos 
presentado ahora a la consideración del Senado. 


Nosotros decimos, señor Presidente, muy rápidamen- 
te, que esos llamados Actos Institucionales Nos. 9 y 13 
fueron leyes ordinarias durante la vigencia del Acto Ins- 
titucional N* 19. Pero desde'el 19 de marzo de 1986 se 
produjo la caducidad de ese Acto. El señor Presidente 
asiente con la cabeza. 


Bien; eso dice el considerando 1% del Acto Institu- 
cional N2 19 y lo dice también el artículo 6% literal F) 
del mismo, Surge entonces el problema del nivel norma- 
tivo de los Actos Y y 13. Esta es la razón entre otras, por 
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la que nosotros entendemos que no es procedente la 
aprobación de este proyecto que está a examen del Se- 
nado. El problema es el nivel normativo que tienen ae- 
tualmente los Actos Institucionales Nos. 9 y 13. ¿Cuál 
es ese nivel normativo? Quizá pudiera sostenerse que por 
el artículo 7% del Acto Institucional N? 19 todavía tienen 
fuerza de Jey; pero para ello debe hacerse una distinción. 
Por ejemplo, algunos artículos del acto 19, como el 69, 
habrían caducado, y otros como el 79, estarían vigentes. 
Este razonamiento no es convincente. 


Se debe descartar —como lo señalaba recién el señor 
senador Ricaldoni— la convalidación de la Ley N* 15.738, 
de 13 de marzo de 1985, porque ésta se refiere a los actos 
legislativos expedidos por el Consejo de Estado, en tanto 
que el Acto N? 9, es sabido, fue dictado al igual que el 
N?9 13, por el Poder Ejecutivo. 


El Código Civil dice, señor Presidente, que solamen- 
te las leyes pueden ser objeto de interpretación auténtica 
por la vía de otra ley. Sólo toca al legislador, expone el 
artículo 12 del Código Civil, explicar o interpretar la ley, 
de un modo generalmente obligatorio. El artículo 13 agre- 
ga que la interpretación auténtica o hecha por el legisla- 
dor tendrán efecto desde la fecha de la ley interpretada, 


Aquí no se trata de una ley; aun los propios firman- 
tes del proyecto de ley interpretativa, dicen que “tiene 
jerarquía legal” aquella norma del Acto N* 9, porque na- 
turalmente no puede ser considerada una ley. El que tenga. 
jerarquía legal no la convierte en ley, El Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto tiene jerarquía de 
Ministro, pero no lo. es. 


SEÑOR AGUIRRE. — Es mucho más que un Minis- 
tro porque los manda a todos. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Pero sigue sin ser MI- 
nistro. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Cómo no sé cómo contestar 
eso, lo dejo pasar. 


(Campana de orden) 


Las ordenanzas municipales tienen fuerza de ley cuan- 
do son dictadas por las Juntas Departamentales, en su ju- 
risdicción, pero no son leyes. 


En un trabajo del doctor Ruben Correa Freitas, pu- 
blicado recientemente, en La Justicia Uruguaya se expre- 
sa “que debe entenderse por ley todo acto jurídico del 
Poder Legislativo que ha seguido el procedimiento pre- 
visto por la Constitución para la sanción de las leyes. Es 
el criterio orgánico formal que caracteriza el concepto 
de ley en el Uruguay”. 


De ahí, señor Presidente, la razón de nuestro proyec- 
to de ley, de interpretación de los Actos Nos, 9 y 13, que 
resultan, en última instancia, tácitamente convalidados 
por la Ley N* 15.800 de 17 de enero de 1986, que reins- 
titucionaliza el Banco de Previsión Social. 


Ello es así, ya que esa ley introduce modificaciones 
al Acto Institucional N% Y9 en cuanto deroga algunas de 
sus disposiciones: por ejemplo, los artículos 8 a 24, y 88, 
por el artículo 25 de la misma. Pero, debe encontrarse 
una, solución al problema referente a que las disposiciones 
de la citada ley están diferidas en su vigencia. 


Con la autorización de la Mesa, rápidamente daremos 
lectura al proyecto de ley presentado por la bancada de 
la Unión Colorada y Batllista. 


Si bien, en principio, es innecesario decir: “declárase 
en vía interpretativa auténtica”, porque la que hace el 
legislador en este tipo de casos es auténtica, aquí se jus- 
tifica la reiteración conceptual, porque actualmente los 
Actos Institucionales Nos. 9 y 13 rigen con valor y fuer- 
za de ley, por la convalidación tácita, de acuerdo a la 
Ley N* 15.800. 


Es obvio que de ninguna manera puede existir inter- 
pretación auténtica, por ley ordinaria, de una norma a 
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la que el gobierno de facto le atribuyó rango supra le- 
gal. Se aclara concretamente, por nuestra parte, que esta 
interpretación auténtica se proyecta al momento de la 
promulgación de la Ley N% 15.800. Entonces, deja de 
existir el inconveniente de la eventual reliquidación de 
las pasividades retroactivas, ya que la solución regirá, 
inequívocamente, desde el día, mes y año de promulga- 
ción de la Ley N% 15.800, que se produjo en este año 
1986, Por lo tanto, comprende exclusivamente el incre- 
mento dispuesto recientemente y los sucesivos períodos 
avuales. 


Dado que hemos presentado este proyecto — este es 
nuestro temperamento y nuestra posición— no podemos 
aceptar de ninguna manera el otro proyecto de ley ve- 
nido de Representantes porque por más que aquí se sos- 
tenga ahora lo contrario —y fue rebatido con acierto por 
el señor senador Cigliuti y se manifiesta en el informe 
en minoria de la Comisión— se dice por los autores ex- 
presamente que el proyecto debe regir desde la vigencia 
de la ley interpretada, a tenor, agregan, del texto del ar- 
tículo 13 del Código Civil, Y entonces, los aumentos ajus- 
tados por el Poder Ejecutivo obligarían a una erogación 
aproximada a los N$ 600:000.000 mensuales, más la de- 
rivada de esa retroactividad. 


Por otra parte, los representantes que aprobaron el 
proyecto, expresan en la página 4 del informe que tene- 
mos a la vista, que la interpretación auténtica que resul- 
ta de este proyecto, tendrá efecto desde la fecha de la 
ley interpretada, artículo 13 del Código Civil, restando 
valor a todos los actos administrativos que la contra- 

igan. 


A través del Ministro presente en Sala, de los legisla- 
dores de su sector político y de todos los medios de ex- 
presión posibles, todos ellos, así, como también el Poder 
Ejecutivo, ha expresado que €s imposible pagar esa suma. 


Nosotros no podemos apoyar, honrada y lealmente 
una disposición que sabemos que es ilusoria, como tam- 
poco, una ley interpretativa que no es tal. 


Por eso, desde hace más de un mes, o sea desde que 
este asunto entró a la consideración del Senado, venimos 
sosteniendo que los efectos de esta ley, por las razones 
que hemos expresado al Cuerpo, deben ser limitados des. 
de la promulgación de la Ley N? 15,800 que es la que, 
tácitamente, convalidó las disposiciones del Acto Institu- 
cional N? 9 al derogar algunas de sus disposiciones. 


Además, entendemos que este Indice Medio de Sala- 
rios es el que debe aplicarse preceptivamente como piso, 
como mínimo de los ajustes que deben hacerse. Es decir, 
que la variación del Indice Medio de Salarios es el que 
determina el aumento, no para que se tenga por él, el 
importe real del monto de las pasividades, sino para que 
éstas queden ajustadas en el tiempo en su poder adquisi. 
tivo y no constituyan un elemento distorslonante de la 
economía y de las finanzas de los pasivos. 


Nosotros lo decimos así en este proyecto de ley que 
firmamos los senadores pertenecientes a la Unión Colo- 
rada y Batllista. 


Estimamos que la otra interpretación que aquí se rea- 
liza, de pretender la limitación de los efectos de la ley, 
al decir expresamente a través de las manifestaciones O 
de las declaraciones de algunos senadores que, al margen 
de la normativa en examen, pueda determinarse que ella 
rige desde tal fecha, no es suficiente, no es viable, no es 
de recibo. Si no se hace lo que decimos nosotros, si no 
se aprueba este, nuestro proyecto, si no se le limita en 
cuanto al ámbito temporal de aplicación, el Poder Ejecu- 
tivo va a estar sujeto a las reclamaciones que de aquí 
mismo Oo de cualquier otro sector puedan efectuarse, asi 
como a las demandas que. en la vía judicial se deduzcan 
contra una norma que interpreta otra que en el transcur. 
so del tiempo hacia el pasado llega, por lo menos, hasta 
1982, provocando una distorsión de las finanzas públicas, 
sobre la que el señor Ministro ha enfatizado y cuya preo- 
cupación nosotros recogemos en el proyecto. Por ello, por 
sobriedad, establecemos el límite temporal en este pro- 
yecto que hemos presentado al seno del Cuerpo. 
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Decimos que se declara en vía de interpretación 
auténtica desde la fecha de promulgación de la Ley 
N?9 15.850, de 17 de enero de 1986, que de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 73 del llamado Acto Institucio- 
nal N? 9, las asignaciones de jubilación y de pensión, se- 
rán ajustadas anualmente en función de la variación del 
Indice Medio de Salarios; que podrán acordarse índices 
diferentes así como diferenciales, que, en ningún caso, po- 
drán significar una disminución de los aumentos aplica- 
dos a los montos de las jubilaciones y pensiones, y que 
no se podrán disminuir, tampoco, los incrementos previs- 
tos en el artículo 1% —es decir, el ajuste por Indice Medio 
de Salarios— y se faculta a la Dirección General de la 
Seguridad Social, a pagar las cantidades que en virtud 
de la aplicación de esta norma, quedare adeudando a los 
afiliados pasivos, en hasta seis cuotas mensuales y conse- 
cutivas. 


Esta es una ley interpretativa, a pesar de que tiene 
artículos que No poseen ese carácter, porque nada impide 
que en una ley, haya artículos interpretativos y otros que 
no lo son. Eso lo vemos muchas veces, por ejemplo, en 
las Leyes de Presupuesto y son los que la doctrina llama 
“normas intrusas”. 


SEÑOR JUDE. — Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra -el señor 
senador Jude. 


SEÑOR JUDE. — Formulo moción para que se pro- 
rrogue el término de que dispone el señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la Frórroga 
por treinta minutos más, del término de que dispone el 
orador. 


(Se vota:) 
--22 en 23. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Agradezco al Senado por esta 
prórroga que espero no utilizar hasta el final, porque, 
como decía el señor senador Aguirre, “brevitatis causa” 
iba a solicitar que se redujera el tiempo. 


SEÑOR AGUIRRE. — Hace largo rato que iba a so- 
licitarlo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pero veo que no lo ha he- 
cho así. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — La prórroga ha sido para 
que continúe la exposición el señor senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Muchas gracias. 


Digo, pues, señor Presidente, que esa es la posición 
de la bancada de la Unión Colorada y Batllista, Por lo 
tanto, vamos a apoyar y votar esta solución, porque no 
existe ninguna duda que se pueden establecer, en normas 
legales, disposiciones que no sean exclusivamente inter- 
pretativas, si es que hay alguna que no lo sea en relación 
con esta ley. 


Cuántas veces vemos en Presupuestos, Rendiciones de 
Cuentas, o en otras leyes, además de disposiciones que de- 
claran que se interpreta tal artículo de tal ley, otras 
prescripciones —“normas intrusas”, como ya dijimos— que 
nada tienen que ver con aquéllas. Para el caso, es irrele- 
vante. 


Nosotros tratamos de darle a] proyecto, la debida ade- 
cuación, Esta es nuestra posición y así vamos a votar. Esta 
es la claridad y la coherencia con que hemos actuado en 
esta materia y con las que pretendemos hacerlo en todas 
las circunstancias en que estén en juego elementos que 
son fundamentales para la existencia misma del sector 
político que integramos. 
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Por eso digo, señor Presidente, que en función de 
estas consideracicnes, no deseamos —dado lo avanzado de 
la hora-— prolongar demasiado nuestras manifestaciones, 
que las hacemos con la más absoluta y firme convicción 
de lo que estamos expresendo. 


Tenemos en nuestro poder, para que se tome nota, 
para que 52 comprenda el sentido de nuestra posición, 
distintos dictámenes, aparte de teda la bibliografía que 
hemos consultado. Nosotros, que no somos ni mucho me- 
nos especialistas en esta materia, hemos pedido a rnoto- 
rios y brillantes jurisconsultos especializados en estos tt. 
mas, que nos hagan llegar sus Opiniones y aquí las te- 
nemos. 


Para esos publicistas, no cabe la menor duda de que 
corresponde la aplicación de dicho Indice Medio como 
mínimo y que los diferenciales o diferentes se refieren 
a otro tipo de casos, por encima, siempre, de ese piso, que 
pueden ser de tipos, de grupos o de categorías de pasivi- 
dades. pero manteniendo ese nivel mínimo a que me esta- 
ba refiriendo. 


Poseemos, asimismo, alguna bibliografía de la que ha 
podido circular públicamente en este lapso, y todo ello 
nos lleva a la conclusión de que este proyecto que hemos 
presentado, que está a consideración del Cuerpo y del que 
se acaba de dar Cuenta, es el que nosotros vamos a apo- 
yar debido a que es el que contempla el índice mínimo 
del 107,7 % en este caso, así como también los índices 
diferenciales o diferentes por encima de aquél que le da 
un ámbito temporal, limitado a este año, de aplicación a 
la norma, que la hace aceptable por todos, lo cual nos 
nea a votarlo, con absoluta y total tranquilidad de con- 
ciencia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. -- Señor Presidente: pido excusas 
al Senado, pero debo realizar algunas manifestaciones. 
Declaro que trataré de ser muy breve, corriendo el riesgo 
de Ber la armonía de la reunión a esta altura de la 
noche. 


- Voy a empezar por referirme, con ese trámite recu- 
rrente que en general tienen las sesiones, a algunas pala. 
bras que el señor Ministro pronunció al comienzo de su 
exposición. 


Creo que sus expresiones son muy justas y que reco- 
gen, un poco, o mucho, lo que hoy está sobre la mesa. 
Decía el señor Ministro que las pasividades reducidas son 
una tragedia para el país y para los pasivos. Eso es ver- 
dad; lo son. 


Cuando nosotros observamos —y perdonen que lo re- 
cuerde— lo que fueron los índices dados desde julio de 
1962, sobre una base 100, hasta abril de 1986, en que esas 
pasividades se transforman en 26.77, por un proceso Cco- 
menzado al final de la dictadura en un 19.93 —el señor 
Ministro dirá si estas cifras son correctas o no— y que 
en 13 meses han llegado a aumentar poco menos de un 
7%, uno piensa que los pasivos, globalmente como sector, 
van a tener que esperar 10 años, no para mejorar sino 
para mantener apenas lo que tenían en 1962, Esto es una 
responsabilidad compartida, desgraciadamente, por la dic- 
tadura y por la democracia. 


Entiendo que debemos ser muy claros. En breves pa- 
iabras vamos a fundar nuestra posición afirmativa al pro- 
yecto de ley tal como viene de la Cámara de Represen. 
tantes. En ese Cuerpo fue informado en forma favorable 
por compañeros de nuestro sector, y en el curso de la de- 
liberación, pensamos que no han habido elementos que 
nos lleven a cambiar lo que ha sido nuestra decisión én 
aquella rama del Poder Legislativo. 


__ Manifestamos además —contra lo que señalaba el se- 
ñor senador Ricaldoni— que aquí nos encontramos con 
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una norma de carácter legislativo que es pasible de in- 
terpretaciones. Entendemos que esta es una disposición 
claramente interpretativa. Más; el propio decreto del Po- 
der Ejecutivo que determina el aumento que este pro- 
yecto de ley cuestiona, refiere en su fundamento, en sus 
Vistos, a los Actos Institucionales Nos. 9 y 13, y al ar- 
tículo 73. 


Entonces dekemos preguntarnos: ¿se trata de una 
norma que regula las pasividades? Naturalmente, en un 
régimen democrático sin una etapa de transición, debió 
ser ley formalmente y no lo fue. 


Y en esta etapa de transición que constituye tedo 
un orden jurídico integrado en parte por leyes democrá- 
ticas, formalmente democráticas, y por normas de carác- 
ter legislativo que han provocado y provocan eficacia en 
el orden jurídico, pero que no han nacido como leyes, 
estas normas, evidentemente, tienen un rango legal y por 
lo tanto son pasibles de interpretación. 


Nosotros creemos, además, que es muy claro en cuan- 
to a que la norma es lógicamente interpretativa. Basta 
leer el texto de los artículos en la redacción definitiva 
dada por el Acto N% 13, para determinar que la inter- 
pretación que nosotros propugnamos es clara en virtud de 
que no puede surgir eso plenamente de su texto. Voy a 
hacer una referencia final al problema de los topes. Se 
nos dice que esta norma interpretativa beneficia funda- 
mentalmente a las altas jubilaciones. Y yo digo que no. 
Digo que beneficia a jubilaciones de N$ 10.000 o NS 20.000. 
Es posible que alguna sea elevada pero lo hemos señalado 
en la discusión de la Cámara de Representantes y lo ra- 
tificamos aquí. Estamos dispuestos a votar todas las ncr- 
mas que en materia de topes el Poder Ejecutivo entienda 
que deben ser aplicadas. No creemos que el instrumento 
a utilizar para establecer normas de redistribución, aún 
dentro del sector de pasivos, sea éste, el de retacear el 
alcance de una norma que para nosotros es clara. 


Consideramos que los mecanismos, los instrumentos a 
aplicarse deben ser otros. Estamos dispuestos a aplicarlos, 
pero consideramos que no es éste el mecanismo a utilizar. 


Por todo eso, señor Presidente, nos ratificamos en lo 
que ha sido nuestra posición en la Cámara de Represen- 
tantes. Entendemos que esta solución contempla a un 
sector que ha sido duramente golpeado y marginado de las 
soluciones en la época de la dictadura y también en la 
democracia. Sin perjuicio de entender que no es ésta, 
de ninguna manera una solución definitiva, permanente, 
que realmente permita a los pasivos mirar con tranquili- 
dad hacia el futuro, entiendo que significa un paso ade- 
lante. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR BATALLA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SENOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — En rigor, por la 
vía de la interrupción que va a referir a un párrafo al 
que acaba de hacer mención el señor senador Batalla, 
quiero dejar una constancia que coincide plenamente con 
lo que el señor senador ha estado expresando y con lo 
que señalaron antes otros compañeros de bancada, así 
como también legisladores del Partido Nacional en torno 
2 este tema. 


Se ha argumentado mucho —y lo ha recogido ahora 
con acierto el señor senador Batalla— acerca de una 
aparente oposición entre el trato a conceder a los jubila- 
dos que perciben montos mínimos con relación a aquellos 
que perciben montos intermedios, o incluso a los que €s- 
tán recibiendo jubilaciones relativamente elevadas, 


Quiero establecer que queda perfectamente claro, lue- 
go de escuchadas las exposiciones del señor Ministro co- 
mo de quienes dentro de la bancada del Partido Colo- 
rado respaldan su posición, que hay una dicotomía Ma. 
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nifiesta en el marco de idénticas situaciones diticultosas 
en el orden económico y financiero entre la preocupación 
que al Gobierno actual le despierta el conjunto de la 
ciudadaría y por otro lado los jubilades y pensionistas. 
Porque sea cual fuere la opinión que se tenga acerca de 
mecdificaciones salariales, que en definitiva están referi- 
das a estadisticas que no han sido discutidas ni procedía 
lo fueran en el dia de hoy, pero que alguna vez habre- 
mos de examinar en profundidad, al margen de que las 
dificultades financieras y económicas operen en un grado 
mayor o menor sobre estos temas, la realidad es que lo 
que aquí resalta, es que las mismas dificultades operan 
de modo distinto para los jubilados y para los pensio- 
nistas que para los demás, Y no solamente eso, sino que 
comienza a perfilarse un Criterio según el cual no tener 
la jubilación o pensión absolutamente minima de N$ 2.000, 
NS$ 3.000 o NS 4.000, prácticamente hace acceder a un ciu- 
dadano a una especie de condición privilegiada. Se habla 
hasta con menosprecio de escalas en las que gente que 
ha cumplido una vida entera de actividad según lo esla- 
blece la ley, percibe jubilaciones de N$ 15,000 o N$ 20.000. 
Este criterio, no solamente es insostenible, sino que lo re- 
conoce como tal el propio Gobierno porque no lo aplica 
al resto de la actividad nacional. Con este criterio, ten- 
dríamos que estimar que es privilegiado el sueldo de un 
gobernante, el de un gerente o el de un jefe de sección 
y justamente la esencia misma de la seguridad social, es 
que cuando alguien ha cumplido las condiciones que la 
ley le reclama, en la pasividad tenga un nivel de exis. 
tencia comparable aj que tenía en la actividad, se haya 
jubilado como gerente o como portero. Esto es lo que 
cuenta. Lo desdeñó la dictadura reduciendo las asignacio- 
nes promediales y se continúa desdeñando ahora cuando 
el marco de las dificultades que se viven, se proyecta, y 
esto es inocultable, en perjuicio de las clases pasivas, aún 
con relación a las demás, y cuando las interpretaciones 
legales se aplican del modo más avaro y severo cuando de 
alcanzar a jubilados y pensionistas se trata. 


Con esto, señor Presidente, simplemente he querido 
ratificar una concepción establecida en un pasaje de su 
intervención, por el señor senador Batalla, para que no 
vaya a quedar en pie la idea de que una directora de 
escuela que ha trabajado, treinta o treinta y cinco años, 
que hoy tiene una jubilación que no es de N$ 3.000 o 
NS 4.000; que alguien que hizo toda una carrera adminis- 
trativa y se jubiló como jete de sección o como director 
de departamento a los 75 u 80 años, tenga que estar ga- 
nando menos que el muchacho de 18 años que ingresa a 
una oficina, en el último grado del escalafón, Es, en 
nuestra opinión, la concepción política más antisocial y 
más inhumana que pueda concebirse, 


Muchas gracias. 


SEÑOR BATALLA. — Ya he terminado, señor Presi- 
dente. 


SEÑOR EFRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — A esta hora en que se va A 
cerrar el debate, quiero puntualizar, antes de entrar a lo 
que va a ser el fondo de mi intervención que por fuerza 
no será extensa, que participo del criterio que se termina 
de exponer por parte de los señores senadores Batalla y 
Rodríguez Camusso y por otros colegas que han inter- 
venico en el curso de este debate, en cuanto a que este 
problema, fundamentalmente, sustancialmente. no es ju- 
rídico. no es constitucional, es un asunto humano, eco- 
nómico y social, Desde este punto de vista, es inhumano y 
no pueden justificarse con criterios de política económica 
los resultados del decreto del Poder Ejecutivo que ha de- 
terminado que una parte importante de los pasivos de 
este país, haya visto disminuida en términos reales los 
habcres que mes a mes les entrega el Estado en función 
de los aportes que han hecho durante su vida activa. 


Además, señor Presidente, como en el curso de este 
debate, por parte del señor Ministro de Trabajo y Se- 
guridad Social y por legisladores de la bancada de Go- 
bierno, se ha hecho reiteradamente caudal de argumentos 
jurídicos para sostener que el proyecto de ley que viene 
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con aprobación de la Cámara de Representantes, con los 
votos del Partido Nacional y del Frente Amplio, no es 
reglamentario sino inconstitucional, y que el decreto del 
Poder Ejecutivo que impugnamos a través del mismo es 
un decreto que se ajuste a la normativa vigente en esta 
materia, entiendo que no se puede cerrar el debate sin 
puntualizar una serie de consideracicnes sobre este aspec- 
to del tema. 


En primer término, no puede caber ninguna duda 
—porque esto es fundamental para resolver el problema 
de constitucionalidad que desde distintos ángulos se ha 
planteado— que la materia que está hoy a consideración 
del Parlamento, a la cual refiere el decreto del Poder Eje- 
cutivo y el proyecto de ley que viene con sanción de la 
Cámara de Representantes, desde el punto de vista consti- 
tucional es una materia legislativa. No se puede regular 
más que por ley. 


En el artículo 86 de la Constitución de la República se 
establece lo siguiente: “Toda otra ley que signifique gas- 
tos para el Tesoro Nacional, deberá indicar los recursos 
con que serán cubiertos. Pero la iniciativa para la crea: 
ción de empleos, de dotaciones o retiros, o sus aumentos, 
asignación O aumentos de pensiones o recompensas pecu- 
niarias, establecimiento o modificaciones de causales, cóm- 
putos o beneficios jubilatorios corresponderá, privativa- 
mente, al Poder Ejecutivo”. Véase bien que all se refie- 
re a la asignación o aumento de pensiones y a toda la ma- 
teria jubilatoria, Lo importante no es la última parte, 
que determina que la iniciativa legislativa en esta materia 
sólo corresponde al Poder Ejecutivo, es decir que sólo se 
puede legislar previa presentación de un proyecto de ley 
por dicho Poder. Eso presupone un principio anterior; es 
decir que la materia es legislativa. No se puede legislar 
en ella ni en ningún otro asunto, sea por iniciativa del 
Poder Ejecutivo o del Poder Legislativo, si previamente 
la materia a la cual se refiere no es competencia del Par- 
lamento. No puede ningún problema ser indistintamente 
regulado por ley y por decreto. Repito que esto es com- 
petencia legislativa y lo es porque toda la materia jubila 
toria significa gastos para el Estado. Todo lo que se refie- 
re a gastos —y por eso está incluido dentro del artículo 
86— es regulado por las leyes del Presupuesto. Cuando 
hay excepciones, el artículo 86 establece que si se fijan 
gastos por otra vía legislativa, deben proporcionarse los 
recursos con que serán financiados. 


Por consiguiente, hay un primer principio que está 
totalmente fuera de discusión y es que se trata de materia 
legislativa y no materia de decreto. Por lo tanto, si un 
decreto invade esta materia, es simplemente para regular 
la ley que haya determinado los principios generales en 
ese sentido. 


Este es el primer principio que debe quedar claro para 
enfocar este tema. Establecida esta premisa, señor Presi- 
dente, queda claro que o bien el decreto es ilegal, o bien 
es inconstitucional. Es ilegal si el Acto 9, en el cual se 
pretende amparar y al cual cita en los vistos del decroto, 
es una norma de rango legislativo. Si no es una norma de 
rango legislativo —como se ha sostenido con acierto en 
este debate, porque al Acto Institucional N9 Y ni a ningu- 
na norma pretendidamente constitucional dictada por la 
dictadura, con ese rótulo, puede adjudicársele valor y fuer- 
za de ley— si el decreto, entonces, no es ilegal, porgur 
ese acto no es ley, entonces es inconstitucional, porque no 
se puede regular por decreto una materia que es consti- 
bucional, 


El decreto del Poder Ejecutivo —lo reitero— se basa 
en el Acto Institucional N? 9, Pretendidamente reglamen- 
ta una ley, pero si ese Acto no es ley, como se ha dicho 
en el curso del debate, entonces, pretende regular una ma- 
teria constitucional sin ley que haya regulado la materia. 
Por lo tanto, es groseramente inconstitucional. 


Todo el debate que se ha desarrollado esta noche en 
el Senado se ha basado -——por lo menos en más de su pri- 
mera mitad, en la cual estuve presente y luego lo seguí 
escuchando fuera de Sala— en que el artículo 73 del Acto 
Institucional N* 9, modificado por el Acto Institucional 
N?9 13, se le ha pretendido regular por decreto en forma 
ilegal, que es lo que han negado el señor Ministro de Tra- 
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bajo y Seguridad Social —que en este momento no se en- 
cuentra en Sala— y el señor senador Ricaldoni. Creo que 
para fundar este aserto tenemos que considerar qué es lo 
que dice el artículo 73 del Acto Institucional N2 9, modi- 
ficado por el Acto Institucional N% 13 en su artículo 11. 
El artículo 73 de ese Acto Institucional tiene un principio 
general que ya se ha leído en Sala hasta el cansancio, pero 
para desarrollar mi razonamiento no tengo más remedio 
que leerlo nuevamente. Ese artículo expresa: “Las asig- 
naciones de jubilación y de pensión serán ajustadas anual- 
mente en función de la variación del Indice Medio de 
Salarios, elaborado según el procedimiento establecido en 
el artículo 39 de la Ley N9 13.728, de 17 de diciembre de 
1968”. 


Aquí se establece una facultad para el Poder Ejecu- 
tivo: el ajuste anual de las asignaciones de jubilaciones y 
de pensiones, en función del Indice Medio de Salarios. 
Para saber lo que puede hacer el Poder Ejecutivo por 
decreto, para ajustar algo que ya está determinado aúte- 
riormente por ley, si es que el Acto Institucional es una 
ley, tenemos que atenernos al sentido gramatical del ver- 
bo ajustar. Si se hubiera querido decir que se podían au- 
mentar o bajar las asignaciones, se hubiera dicho que se- 
rían determinadas o fijadas. No; se dice que serán ajus- 
tadas. Entonces, ¿cuál es el sentido gramatical del verbo 
ajustar? Ajustar significa mantener el mismo nivel, es de- 
cir, volver a la misma situación anterior, Se ajusta cuan- 
do se vuelve a lo que anteriormente estaba determinado 
o fijado. Vale decir que no hay ninguna posibilidad de 
modificar, aumentar o disminuir, ya que se ajustan en 
función del proceso de desvalorización de la moneda todas 
las retribuciones de los funcionarios del Estado y las can- 
tidades que perciben los pasivos, sea por vía de jubilación 
v pensión, Y ello porque se desajustan, pierden su valor ad- 
quisitivo en función del proceso inflacionario que le quita 
valor a la moneda. 


De lo que se trata es de determinar si esta pensión, 
jubilación o asignación, ha perdido su valor adquisitivo; 
si es así hay que ajustarla, es decir que hay que volverla 
al valor adquisitivo que antes poseía. Eso se hace en fun- 
ción de un indice que le permita recobrar ese poder. No 
se trata: de que el Poder Ejecutivo pueda discrecional- 
mente plantearse si le deja el mismo valor que tenía an- 
tes, se lo aumenta o si se lo rebaja. Si así fuera, se em- 
plearía el verbo determinar o fijar. Se establece, con un 
sentido gramatical y jurídico inequívoco, el verbo ajustar, 
aque significa que se debe mantener el mismo valor adqui- 
sitivo. 


Por consiguiente, queda en claro que aquí no se ha 
establecido ninguna facultad discrecional del Poder Ejecu- 
tivo y que éste es el principio general. Ese principio gene- 
ral no es una facultad para modificar las asignaciones de 
jubilaciones o de pensiones, sino para mantenerlas en su 
mismo poder adquisitivo. 


En la redacción original del artículo 73 del Acto Ins- 
titucional N% 9 se estableció una facultad al Poder Eje- 
cutivo que, por la redacción de su inciso tercero, tenía un 
cierto carácter discrecional que podía llegar a hacer viablo 
la interpretación de que podían aumentarse o bajarse las 
asignaciones de jubilación o de pensión. 


En el Acto Institucional N* 9 se decía que se faculta- 
ba al Poder Ejecutivo “a establecer índices diferentes, 
cuando lo considere necesario”. De modo que allí no ha- 
bía ningún parámetro, pauta o criterio establecido al Po- 
der Ejecutivo. Es decir que, cuando éste lo considerare 
necesario, conveniente o inconveniente, podía subir o bajar 
la asignación y disponer adelantos a cuenta del ajuste 
anual antes de la fecha indicada en el inciso anterior. Si 
esta fuera la norma que estuviera vigente podría soste- 
nerse que el Poder Ejecutivo tiene una absoluta discrecio- 
nalidad, porque el único criterio era “cuando lo considere 
necesario”, Entonces, si lo considerare necesario por razo- 
nes de política económica, porque piensa que hay que au- 
mentar el salario real y bajar las jubilaciones, o por cual: 
quier otra razón, el Poder Ejecutivo podría ampararse en 
este texto y decir que lo consideraba necesario, puesto que 
allí no se había establecido ninguna limitación ni ningún 
criterio. 
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Pero en el Acto Institucional N% 13 se establecieron 
erlterios; se establecieron pautas —valga la terminología 
desgraciada que hemos heredado de la dictadura— y se 
dice: “Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer índices 
diferentes así como diferenciales, al igual que adelantos 
a cuenta del ajuste anual, en forma racionalmente propor- 
cionada a las posibilidades económicas de la República, 
procurando satisfacer las necesidades reales del beneficia- 
rio”. Véase que hay dos limitaciones. Primero, no es 
“cuando lo considere necesario”. No; sólo puede modificar 
los índices en forma “racionalmente proporcionada a las 
posibilidades económicas de la República”. En segundo lu- 
gar, tiene que procurar “satisfacer las necesidades reales 
del beneficiario”. Quiere decir que si la modificación de 
los índices o el ajuste a índices diferentes o diferenciales 
no procura satisfacer las necesidades reales del beneficia- 
rio, la conducta del Poder Ejecutivo no es arreglada a 
derecho. 


Además, esa forma debe ser “racionalmente proporcio 
nada a las posibilidades económicas de la República”. Si 
el criterio general es como establece el Inciso 1%, sin nin- 
guna duda, adecuarse o ajustarse a la variación anual del 
Indice Medio de Salarios, sabemos que este evoluciona en 
función de las posibilidades económicas de la República. 
¿O es que los salarios de Ja actividad privada, y sobre todo 
los del Estado, se aumentan sin tener en cuenta las posi- 
bilidades económicas de la República? ¿O acaso los em- 
presarios sin tener un crecimiento de su actividad econó- 
mica aumentan por encima de sus posibilidades? Mucho 
menos aún lo hace el Estado, Si existe una caída del Pro- 
ducto Bruto Interno ¿aumentan los salarios de los funcio- 
narios estatales? Por supuesto que no. 


El Indice Medio de Salarios representa una pondera- 
ción entre el aumento en la actividad privada y en la 
estatal. Y Jos aumentos en la actividad estatal por su- 
puesto que tienen en cuenta las posibilidades económicas 
de la República, 


Entonces, se parte de una premisa: que ha habido un 
Indice anual Medio de Salarios que ha aumentado en fun- 
ción del Producto Bruto Interno y del crecimiento de la 
actividad económica de la República. 


De modo que ¿cómo se puede suponer que va a haber 
un ajuste anual por índices diferenciales que tome en 
cuenta en forma racionalmente proporcionada las posibili- 
dades económicas de la República, si éstas no están en 
consonancia con un crecimiento del Producto Bruto In- 
terno y de la actividad económica que permita aumentar 
los salarios, tanto de la actividad privada como de la es- 
tatal? 


¿Cómo se puede suponer que esa adecuación en forma 
racionalmente proporcionada a las posibilidades económi- 
cas de la República no tenga nada que ver con el creci- 
miento de la actividad económica, manifestada a través 
del Indice Medio de Salarios? 


¿Cómo se puede suponer que esto tiene una aplicación 
que está divorciada de lo establecido en el inciso 1% del 
artículo y que permite fijar un índice inferior al ereci- 
miento del Indice Medio de Salarios? 


En segundo término, ¿cómo se puede suponer que se 
va a fijar un índice distinto a aquel que satisfaga las ne- 
cesidades reales del beneficiario y cómo se van a satisfa- 
cer éstas si están por debajo del aumento del Indice Me- 
dio de Salarios? Naturalmente que lo que los trabajadores 
han reclamado y obtenido, tanto en la actividad pública 
como en la privada, es lo mínimo que hay que darle a los 
pasivos. No puede suponerse que se aplique un índice dis- 
tinto para aumentar las prestaciones de actividad que las 
de pasividad. 


Estas razones, señor Presidente, me llevan a estable- 
cer una interpretación elementalmente racional de los dos 
incisos de la disposición que está en examen. Se trata de 
lo que ha dicho el doctor Washington Beltrán, como tam- 
bién lo decía, hace varias horas, el señor senador Tourné: 
no puede interpretarse una disposición legislativa o de 
cualquier rango normativo en forma contradictoria en sus 
distintos incisos o apartados. No puede establecerse un 
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principio que diga que hay que adecuarse al Indice Medio 
de Salarios, por un lado, y por otro establecer uno que 
permita dejar de lado aquella disposición normativa. Se- 
ría anularla totalmente en los hechos por la vía de consa- 
grar una discrecionalidad total del Poder Ejecutivo, que 
aplicaría aquello que se decía de que el principio era ade- 
cuarse al Indice Medio de Salarios, Era el 107 %, pero el 
Poder Ejecutivo considera que esa cifra no está de acuer- 
do con las posibilidades económicas de la República ni con 
las necesidades reales del beneficiario, más allá de que to- 
dos ellos saben cuáles son y que lo que el Poder Ejecutivo 
dispuso no tiene nada que ver con ellas. 


Me estoy moviendo en el plano de la interpretación ju- 
rídica. No puede hacerse una interpretación de una nor- 
ma que establezca que rige una parte y se anula la otra. 
Tiene que existir una congruencia y ésta determina, como 
se ha dicho hasta el cansancio en la sesión de hoy, que el 
mínimo Común denominador para establecer el ajuste 
—<que es una adecuación, que es un mantenimiento del po- 
der adquisitivo que tenían las prestaciones anteriormente 
debe ser el aumento del Indice Medio de Salarios. Por en- 
cima o por afuera de eso, el Poder Ejecutivo, mientras se 
lo permitan las posibilidades económicas de la República 
y siempre que pueda satisfacer las necesidades reales del 
beneficiario, puede fijar distintos índices, superiores, que 
no contradigan el sentido general de la disposición —-legal 
o no— que es el Acto Institucional N9 9 modificado por el 
N2 13. Lo cue no puede hacer es desvirtuar el sentido 
general de la disposición, 


Desde este punto de vista, me parece que no puede 
discutirse la interpretación del artículo 73 del Acto Insti- 
tucional N? 9, modificado, repito, por el N2 13. 


No cabe duda de que el Acto Institucional N* 9, por 
su inciso 2%, permitía una discrecionalidad total al Poder 
Ejecutivo y que el N? 13 tendió a acotarla; no puede sos- 
tenerse, ahora, que la interpretación de esa modificación 
normativa —no la llamo legislativa— significó darle una 
total discrecionalidad al Poder Ejecutivo, como para que 
pueda hacer lo que quiera, como ya dijeron los señores 
senadores Zumarán y García Costa; que establece indices 
diferentes o diferenciales por los que le da a una pasividad 
—=mno0 recuerdo exactamente la ciftra— de N$ 4.500 un au- 
mento del 107 % y a otra de N$ 3.500 uno del 97 %; que 
no tiene en cuenta las necesidades reales del beneficiario 
ni las posibilidades económicas de la República. 


Quiero terminar, señor Presidente, porque es muy 
tarde y seguramente estoy cansando a la Barra y al Sena- 
do, pero debo recordar que se ha sostenido también que 
este proyecto de ley que tenemos a consideración no es 
constitucional, en primer lugar porque viola el artículo 86 
de la Constitución de la República, al determinar gastos 
nuevos no autorizados con iniciativa legislativa del Poder 
Ejecutivo. 


Yo pregunto: ¿cuáles son los gastos nuevos? Los que 
determinan la atención de las pasividades, de las jubila: 
ciones y de las pensiones de todo el sector pasivo del país. 
Pero ocurre, señor Presidente, que todos estos gastos es- 
taban previstos en el proyecto de Presupuesto Nacional; 
es decir que no se autorizan ahora, porque ya lo estaban 
anteriormente por ley. 'Todos aquellos que tienen causal 
jubilatoria o pensionaria tienen derecho a que el Estado 
les atienda su jubilación o su pensión. Es decir, que esta 
erogación se determinó en la Ley de Presupuesto y No es 
un gasto nuevo. Todo aquel, repito, que tiene causal jubi- 
jatoría o pensionaria, de acuerdo con la ley dekte ver ser. 
vida su pasividad por el Estado. Lo que estableció la Ley 
Presupuestal fueron los recursos para atender estas eroga- 
ciones. ¿Cómo se establecieron estos recursos? En reali- 
dad no se fijaron las prestaciones que deben servir los tra- 
bajadores y los patronos porcentualmente a las que pagan 
o reciben por esos conceptos. Estas están establecidas en 
otras disposiciones legales, Para financiar estas erogacio-: 
nes se estableció, en el inciso 22, otro recurso, que es el 
aporte del Estado y que se estimó en algo más de nuevos 
pesos 23.000:000.000, a valores constantes del 1? de enero 
de 1986, estimación que el señor senador García Costa, 
durante la consideración del proyecto de Ley de Presu- 
puesto, dijo reiteradamente que era exagerada y quiso ba- 
jarla. No se trataba de que fuera una erogación mayor, 
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sino de establecer y demostrar que se estaba estimando 
un déficit mayor al real, argumento con el que se estaba 
tratando de impedir que se aumentaran los sueldos de 
otros funcionarios del Estado, fundamentalmente los de 
aquellos que prestan servicios en los organismos a que 
refiere el artículo 220 de la Constitución. El señor sena- 
dor García Costa estableció en repetidas oportunidades 
las estimaciones con las que demostraba que esa previsión 
era exagerada. Las cifras que hoy se han manejado aquí 
en Sala, determinan, ciertamente, que era exagerada. 


De manera que esa previsión que consta en la Ley 
Presupuestal, esa autorización de un recurso por nuevos 
pesos 23.000:000.000 cubre con exceso el gasto que se es- 
tima no autorizado ahora por esta ley interpretativa, por- 
que el aumento de recaudación que se ha producido y que 
se estima en N$ 700:000.000 mensuales por todos los con- 
ceptos que hoy “in extenso” vertió el señor Ministro, de- 
termina que este gasto esté previsto y que no se precisa 
ninguna nueva ley para autorizarlo. 


Pero aunque así no fuere, como el recurso está previs- 
to, el hecho de que haya error en su estimación no signi- 
fica nada diferente de lo que ocurre, por ejemplo, cuando 
se estima el Impuesto al Valor Agregado en nuevos pesos 
57.000:000.000, como creo estaba establecido —lo digo de 
memoria— en aquella extensa planilla que era un verda- 
dero mamotreto, donde constaban todos los recursos del 
Estado, Y el IVA dará 57,70, o N$ 23.000:000,000; y si no 
da lo previsto, habrá un déficit que habrá que cubrir emi- 
tiendo o creando otros nuevos recursos. 


Y aquí ocurre lo mismo. Las erogaciones con las cua: 
les deben cubrirse los gastos de la Seguridad Social, de las 
jubilaciones y de las pensiones, se estimaron, por concep- 
to de asistencia financiera del Estado, en nuevos pesos 
23.000:000.000, a valores constantes al 1% de enero de 1986. 
Si hubo error en la estimación de los recursos, ello no 
significa que estos no se hayan previsto o no estén finan- 
ciados; lo único que significa es que hubo error en la esti- 
mación de los recursos. Por consiguiente, la imputación 
de inconstitucionalidad basada en que la ley autoriza nue- 
vos gastos, es totalmente falta de fundamento. 


Por último —y termino señor Presidente— quiero ha- 
cer una referencia a un argumento que en mi ausencia 
hizo el señor senador Ricaldoni. Se trata de algo en lo 
que yo estoy de acuerdo, y es que el Acto Institucional 
N0 9 no es ley. ¡Vaya novedad! Ningún Acto Institucional 
es ley, norma constitucional, o norma jurídica; es un úcase 
dictado por la dictadura, que no ha sido convalidado por 
ninguna norma jurídica emanada de ningún poder consti- 
tucional del Estado. Aún para aquellos que creían en la 
vigencia de los Actos Institucionales en virtud del llama- 
do Acto Institucional N9 19, el 19 de marzo de 1986 —rei- 
tero que para todos, incluso para quienes sostenían a ul- 
tranza esa tesis— en esa fecha, de acuerdo a las normas 
del Acto Institucional N9 19, cesó la vigencia de los Actos 
Institucionales, entre ellos la del N? 9 y la, del N* 13, 


Por consiguiente, a partir del 1% de marzo de 1986, 
esas normas carecen de toda vigencia para quienes nunca 
creímos en ella y para quienes la creían en función del 
Acto Institucional N9 19. 


Pero entonces, si como dice el señor senador Ricaldoni 
no es ley, ella no es interpretativa. Eso lo puedo aceptar, 
Pero, por esa misma razón el decreto no puede fundarse 
en algo que no es ley ni es Constitución ni es nada. El 
decreto empieza diciendo: “Visto lo dispuesto en el ar- 
tículo 73 del decreto constitucional n% 19 del 23 de octu- 
bre de 1979, con las modificaciones establecidas por el 
artículo 11 del decreto constitucional N? 13, del 12 de oc. 
tubre de 1982...” ¿A qué se refiere el decreto? Al Acto 
Institucional. Es decir que si la ley no puede interpretar- 
lo, porque éste no está vigente y no es ley, el decreto del 
Poder Ejecutivo tampoco puede inspirarse, fundamentar- 
se, o extraer su validez jurídica de un Acto Institucional 
que no es nada en el ordenamiento jurídico del país. Y si 
ño es nada, el decreto sólo se puede basar en la Constitu- 
ción de la República. De acuerdo al artículo 86 de ésta, 
la materia jubilatoria no puede regularse por decreto, El 
Poder Ejecutivo no puede establecer por sí cómputos, cau- 
sales o beneficios; y no puede decir cuánto deben cobrar 
los jubilados y pensionistas de nuestro país. Tiene que 
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remitirse a la ley o enviar un proyecto de ley al Poder 
Legislativo para que el órgano representativo de la sobe- 
ranía diga cuánto deben cobrar los jubilados y pensionis- 
tas, y no para que discrecionalmente el Poder Ejecutivo 
pueda expresar que ganan por debajo, igual o por encima 
del índice de salarios. Si el Acto Institucional N% Y no 
puede ser interpretado como ley porque no es norma legal, 
ni norma constitucional, ni decreto, ni fuente de derecho; 
entonces, el decreto es ilegal e inconstitucional, tal como 
yo lo sostengo. 


Nada más. 


SEÑOR RICALDONI. --- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Ya terminó su exposición 
el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — No tengo inconveniente, por 
deferencia a mi estimado amigo señor senador Ricaldoni, 
en concederle una interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Creo que esta interesante 
exposición del señor senador Aguirre, en realidad no des- 
truye -—lo digo con todo el respeto que siempre tengo por 
sus ilustradas opiniones— lo que yo he dicho previamente. 


No es hora, como él bien dice —generalmente coinci- 
dimos— de entrar en polémicas que seguramente no van a 
terminar hoy aquí. Pero quiero manifestar una cosa. Si 
coincidimos en que el Acto Institucional N? 9, asi como 
el N92 13 y los demás no son leyes, y si coincidimos tam: 
bién en algunas otras cuestiones que se han tratado en el 
Senado en la noche de hoy —digo esto simplificando, pero 
no en forma traviesa, sino para que quede en claro por 
lo menos mi pensamiento, que es la única pretensión que 
tengo a la hora i y 11 minutos de la noche— ¿cómo es P0- 
sible que la Jey interpretativa pueda ser considerada como 
tal? No lo es. Será una norma legal inconveniente o no, 
inconstitucional o no. Ese es un problema del derecho y de 
todo lo que se inscribe dentro del terreno de las ciencias 
sociales. Será ley o no, pero no está interpretando ninguna 
norma legal; y si es así, nos tenemos que entrar a pregun- 
tar de inmediato otra cosa. El contenido de este proyecto 
de ley, que puede ser aprobado esta noche por el Parla- 
mento, pero que no es interpretativo, ¿entra o no dentro 
de lo que puede ser un desborde de las potestades consti- 
tucionales del Parlamento? 


En ese punto me pregunto: si no está interpretando 
una ley, ¿dónde está la pretensión de ley interpretativa 
por que en la Cámara de Representantes se ha sostenido 
reiteradamente —y no podemos olvidarlo a esta altura del 
debate— que se estaba interpretando algo con sustancia 
de ley, que naturalmente era una ley? Entonces, toda la 
otra cuestión de que el decreto de abril no reglamentaba 
un texto legal, es un problema independiente de ése. 


Con esto termino. porque repito que a esta altura de 
la noche todos estamos más propensos a votar y a resolver 
aquí adentro, democráticamente, como siempre, nuestras 
diferencias. Digo que ése es un problema distinto, que tie- 
ne que ver con otra cosa. Y no es la primera vez que he- 
mos discutido esto con el señor senador Aguirre y Con 
otros senadores. Se trata del desgraciado problema que 
se plantca cuando se sale de la dictadura y se reingresa 
en la democracia, desgraciado vroblema que ninguna Cons- 
titución prevé, porque no establece cómo se sale de una 
dictadura, de un régimen que arrasa con una Constitución, 
y entonces vienen los acuerdos políticos, que, naturalmen- 
te, no están en la ortodoxia. Y ello explica todas estas S0- 
luciones, que no tienen una explicación adecuada, de 
acuerdo a los parámetros habituales con que deben ser 
enfocadas dentro de un régimen de normalidad institu- 
cional, 


Por consiguiente, digo que éste es un asunto extrema- 
damente serio y delicado que, reiterando ideas anteriores, 
creo que se pudo haber discutido de otra manera y medi- 
tado un poco más por todos nosotros, a fin de evitar crear 
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la falsa apariencia de solucionar un problema, cuando es- 
tamos muy lejos de haberlo logrado. Y me parece que 
estaban a la vista caminos de mayor sensatez que los que 
hemos elegido, con muy buena intención pero con gran 
equivocación. 


Muchas gracias. 
SEÑOR AGUIRRE. — Me permite señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE. Señor senador: Por vía de 


la intervención principal se puede hablar una sola vez en 
la discusión general. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Señor senador: en la discu- 
sión general sólo se puede hacer uso de la palabra una 
vez; por lo tanto, no podría concederle la palabra por la 
vía de la intervención principal. 


SEÑOR AGUIRRE. — Si el señor Presidente hubiera 
aplicado el Reglamento integramente, me hubiera prohi- 
bido conceder la interrupción, porque yo ya habia ter- 
minado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor senador insistió en 
concederla. 


SEÑOR AGUIRRE. — Entonces, si fue una interrup- 
ción, puedo continuar en el uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si el señor senador solicita 
una interrupción, al señor senador Ricaldoni, entonces si 
puede hacer uso de la palabra, pero si quiere hacerlo 
por vía principal, no. 


SEÑOR AGUIRRE. --- El señor senador Ricaldoni hizo 
uso de la palabra por vía de interrupción, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Pero usted no le ha solíci- 
tado la interrupción al señor senador Ricaldoni ni él se 
la ha concedido. 


SEÑOR AGUIRRE. — Yo no puedo solicitar una inte- 
rrupción si él hizo uso de la palabra también por vía de 
interrupción, 


SEÑOR BATALLA. -— Estaba en uso de la palabra 
el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Es clarísimo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, continúa en uso 
de la palabra el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: ante esta dis- 
cusión de índole reglamentaria sobre si estaba en uso 
de la palabra o si era por vía de interrupción, he perdido 
la hilación de lo que estaba diciendo el señor senador 
Ricaldoni. 


Tratando de centrarme en el asunto el señor senador 
Ricaldoni ha establecido que este tema debía haberse re- 
gulado por otra vía y que si se hubiera tratado de acor- 
dar criterios a nivel político o del Parlamento con el Po- 
der Ejecutivo, este problema no se hubiera planteado, Le 
devuelvo la oración por pasiva y le digo que si el Poder 
Ejecutivo, en lugar de determinar por sí y ante sí que 
iba a aplicar una revaluación de pasividades por decreto. 
para la cual no tenía facultades, porque la Constitución 
no se lo permite y era discutible la interpretación que le 
daba al Acto Institucional N2 9, modificado por el Acto 
Institucional N* 13, hubiera consultado al Parlamento O 
a los sectores políticos, y esta situación nos la hubiéramos 
ahorrado. 


De manera que no es cuestión de imputarle responsa- 
bilidad al Poder Legislativo, que actúa por vía de réplica 
ante un hecho político que se presentó como una cuestión 
consumada. 


Además, desde el punto de vista jurídico, reitero en 
síntesis lo que he sostenido y que quiero quede bien en 
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claro. El Poder Ejecutivo considera que está vigente el 
Acto Institucional N? 9”—y es lo que ha hecho— es decir 
que ha dictado un decreto inspirado en ese Acto, imvo- 
cándolo en sus vistos y resultandos y ha defendido la le- 
galidad de su proceder a tenor de ese articulo 73 dei 
Acto Institucional N* 9 durante tado el debate que hemos 
mantenido esta noche. Por consiguiente, para el Poder 
Eiecutivo —no paza el señor senador Ricaldoni— el Acto 
Institucional N? 9 es una norma legal vigente. Entonces, 
desde ese punto de vista es legitima la actuación del 
Parlamento que le dice que su interpretación legal es 
equivocada, que su decreto es ilegal y que, por lo tanto, 
dicta una ley interpretativa que restablece el sentido Co- 
rrecto. Si el Poder Ejecutivo considera que eso no es una 
disposición legislativa, entonces no puede regular por de- 
creto una materia constitucional; tienc que enviar al Par- 
lamento un proyecto, que es lo que considero debió ha- 
ber hecho, porque es el que tiene la iniciativa en temas 
de esta índole. Perp por sí no puede modificar la nor- 
mativa vigente, puesto que la Constitución no lo autori. 
za; y si lo hace en función de un Acto Institucional, el 
Poder Ejecutivo no puede decir que el Acto Institucional 
lo autoriza 2 hacerlo y después venir el señor senador 
Ricaldoni a expresar que el Acto Institucional no es nor- 
ma legal, por lo que no se puede reglamentar por ley. 


Como suelo decir, no se puede “chiflar y comer go- 
fio”, ni “repicar las campanas y estar en la procesión”. 
Es o no es norma legal. Si no lo es, el Poder Ejecutivo 
no pudo dictar el decreto: debió enviar un proyecto de 
ley. Si es norma legal y lo reglamenta por decreto en 
forma ilegal, debe atenerse a la ley interpretativa que 
dicte el Parlamento 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No habiendo más Oradores 
inscriptos, se va a votar en general el proyecto de ley 
venido con aprobación de la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 
—-17 en 31. Afirmativa. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra para fundar 
el voto. dl 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Deseo dejar constancia de 
que los senadores de la Unión Colorada y Batllista hemos 
votado negativamente, como es natural, porque nosotros 
hemos presentado un proyecto de ley que ha sido repar- 
tido. A ese es al que le hubiéramos dado nuestro voto 
afirmativo, si reglamentariamente hubiera sido posible po- 
nerlo a votación en primer término. Pero como las nor- 
mas indican que en primer lugar debe votarse aquel texto 
que viene con sanción de la otra rama del Parlamento 
—en este caso de la Cámara de Representantes-— reitera. 
mos que, por las razones que hemos expresado en el seno 
del Cuerpo. en esta misma sesión, este proyecto que la 
bancada de la Unión Colorada y Batllista ha presentado 
y que está ahora repartido, es el que corresponde apro- 
bar, porque limita, como es preciso, el ámbito temporal 
de aplicación de la norma al año 1986 al establecer la 
interpretación auténtica desde la fecha de promulgación 
de la Ley N% 15.800. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— En discusión particular. 
Léase el artículo 10 

(Se lee) 

En consideración. 

Si no sé hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


—17 en 31. Afirmativa, 
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Léase el artículo 22. 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—17 en 31. Afirmativa. 

El artículo siguiente es de orden. 


Queda aprobado el proyecto que se comunicará al Po- 
der Ejecutivo, 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
po: ser igual al considerado) 


i 


; OR CERSOSIMO. —- Pido la palabra para fundar 
el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Deseo dejar constancia de 
que, por las mismas razones que hemos expuesto, hemos 
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votado negativamente cada uno de los artículos en la 
discusión particular. 


12) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 1 y 22 minutos del día 9 de 
julio de 1986, presidiendo el doctor Tarigo y estando pre- 
sentes los señores senadores Aguirre, Araújo, Batalla, Bat- 
lle, Capeche, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, Ferreira, 
Flores Silva, García Costa, Gargano, Jude, Lacalle Herre- 
ra, Martínez Moreno, Mederos, Ortiz, Paz Aguirre, Perey- 
ra, Posadas, Pozzolo, Ricaldoni, Rodríguez Camusso, Sena- 
tore, Singer, Tourné, Traverseni, Ubillos, Zorrilla y Zu- 
marán). 
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